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			PRESENTACIÓN

			Antoni Pigrau Solé

			Coordinador del Grupo de investigación Territorio, Ciudadanía y Sostenibilidad. Universitat Rovira I Virgili.

			La obra que tiene en sus manos es el resultado de una primera reflexión por parte de algunas de las personas que formamos el grupo de investigación Territorio, Ciudadanía y Sostenibilidad, de la Universitat Rovira i Virgili, sobre el impacto social de la Covid-19 y sobre sus múltiples implicaciones en el ámbito jurídico.

			Nuestro grupo de investigación trabaja en tres áreas principales, con una perspectiva que parte del compromisos con los derechos humanos y con la sostenibilidad: a) el Derecho ambiental con consideración especial a la justicia ambiental, la justicia climática y la transición energética, y la criminalidad ambiental transnacional; b) el Derecho y planificación locales, incluido el papel de las ciudades sostenibles, y c) y la ciudadanía, especialmente en relación con la cohesión social, la gestión de las migraciones, los estudios de género y los denominados derechos emergentes. Nos interesan en particular las zonas fronterizas entre los tres focos centrales, tales como: medio ambiente y Derecho local; medio ambiente y género; ciudades inteligentes y transición energética justa; cambio climático y migración; derecho de cohesión social y ciudad y urbanismo; migración / justicia ambiental; empresas, derechos humanos e impacto ambiental; y medio ambiente y criminalidad internacional. 

			La característica más singular de nuestra estructura es que se trata de un grupo interdisciplinar, que incluye especialistas en distintas áreas de conocimiento del ámbito jurídico: Derecho administrativo, Derecho constitucional, Derecho internacional público, Derecho penal y filosofía del Derecho. El grupo ha sido estable desde mediados de los noventa, llevando a cabo numerosos proyectos de investigación y de transferencia, que han generado un gran número de publicaciones individuales y colectivas, como la que ahora se presenta. Esta larga trayectoria de trabajo conjunto convierte al grupo Territorio, Ciudadanía y Sostenibilidad en un caso bastante excepcional en el mundo del Derecho en las universidades españolas.

			La pandemia se ha extendido a todos los rincones del mundo, habiendo causado, a inicios de noviembre de 2020, más de cincuenta millones de contagios confirmados y cerca de un millón trescientos mil muertos, y habiendo demostrado de manera general, a pesar de las notables diferencias existentes entre países, la vulnerabilidad de los sistemas de organización social, incluida especialmente la sanitaria, existentes en nuestro mundo en el primer cuarto del siglo XXI. Los aspectos susceptibles de análisis, desde el punto de vista jurídico, son muchos y diversos.

			La presente obra, que lleva por título El impacto social de la Covid-19. Una visión desde el Derecho recoge algunos de ellos, de la mano de distintos miembros del grupo, con la voluntad de explorar nuevos caminos y abrir debates sobre el papel del Derecho en relación con la vulnerabilidad de nuestras comunidades ante crisis como la que ha generado este coronavirus, que puede ser la antesala de nuevas crisis similares, en la medida en que el impacto de los humanos sobre las dinámicas física y química del Planeta lo está trasformando como nunca antes. En particular, en este caso, la deforestación creciente y la ocupación continua de nuevos territorios por la actividad humana conllevan la desaparición de especies y de espacios que aportaban distancia de seguridad entre los humanos y las enfermedades zoonóticas. 

			Y, en un momento como éste, es muy necesario recordar que el cambio climático sigue siendo la más grave crisis que debemos enfrentar: Una crisis que ya ha llegado, que ya está produciendo graves impactos económicos y sociales, y para la cual seguimos sin reaccionar como deberíamos; una crisis que puede llegar a adquirir una dimensión incomparablemente mayor a la Covid-19 en términos de impacto social, mucho más cuanto más tardemos en adoptar las medidas necesarias en términos de cambios radicales de nuestro metabolismo social. La voluntad de los trabajos que aquí publicamos es la de contribuir a abrir algunos debates imprescindibles.

			Tarragona, noviembre de 2020

		

		
			
			

		

	
		
			INTRODUCCIÓN

			Jordi Jaria-Manzano, Josep Ramon Fuentes i Gasó, Víctor Merino Sancho, Paola Villavicencio-Calzadilla

			En cuestión de semanas, la Covid-19 alteró los patrones de normalidad de unas sociedades ya golpeadas por la crisis económica de 2008 y desorientadas ante las transformaciones planetarias que se producen a su alrededor, particularmente, ante los efectos del cambio climático y la disminución dramática de la biodiversidad. Particularmente, en Europa, la ciudadanía asistía estupefacta a medidas de excepción que tenían algo de resonancias distópicas o de reminiscencias de un pasado inestable e inseguro, felizmente superado. Sostenidos sobre el alambre, con los ojos cubiertos por una venda, de pronto, más allá de los debates teóricos, las personas residentes en la parte segura y próspera del mundo, echaban una mirada a los riesgos e incertidumbres de un momento histórico que, hasta entonces, habían sido poco menos que preocupaciones académicas u obsesiones de activistas.

			El impacto inicial causó más bien estupefacción que otra cosa, ante la confianza, más o menos explícita, de que la normalidad, y con ello, los patrones de comportamiento acostumbrados de las sociedades opulentas volverían en el corto plazo de manos de una vacuna inmediata y milagrosa, quizá incluso de una desaparición inopinada del virus como sucedió con el SARS en 2004. Sin embargo, en cuestión de meses, la persistencia de la pandemia y la experiencia aleccionadora de la segunda ola, ofrecen un panorama menos alentador. Por una parte, los efectos de la pandemia están siendo devastadores, desde el punto de vista del balance de víctimas, desde el punto de vista de la fragilidad de los sistemas de protección social —como el sistema sanitario—, desde el punto de vista de la confianza en las instituciones, desde el punto de vista de la eficacia de los procesos de integración social, etc.

			Definitivamente, casi un año después de que los primeros casos de Covid-19 fueran comunicados en la ciudad de Wuhan en diciembre de 2019, la pandemia ha supuesto un vuelco traumático en las vidas de millones de personas en todo el mundo y, particularmente, ha puesto de manifiesto los límites notorios de los sistemas institucionales y las prácticas institucionales dominantes. El impacto sobre las sociedades más prósperas, por otra parte, que ha sido particularmente significativo, ha promovido una preocupación global, que, seguramente, hubiera sido menor si la afectación de la pandemia se hubiera concentrado en el Sur global, como ha sucedido con otras enfermedades zoonóticas en tiempos recientes —por ejemplo, los brotes de Ébola en el continente africano—. Pasados los meses, ya no se trata de una temporal ruptura de la normalidad, sino del episodio histórico más significativo de los tiempos recientes, un parteaguas, un punto de inflexión en la trayectoria de las sociedades contemporáneas. Pasados los meses, puede afirmarse, sin duda, que muchas cosas ya no serán lo mismo nunca más.

			En estos meses, naturalmente, las reflexiones se han multiplicado desde diferentes perspectivas, contextos y trasfondos, tratando de aportar algo de luz ante el desconcierto y la desorientación. En este contexto, parece claro que el compromiso de los académicos y las académicas con el conocimiento y una mínima conciencia de servicio a la sociedad exigen que, desde la Universidad, estas reflexiones se produzcan y se divulguen para contribuir a la articulación de respuestas ante la crisis, al mismo tiempo que para proporcionar algo de suelo firme donde pisar ante el vértigo que genera la incertidumbre. Teniendo en cuenta las tensiones que han experimentado los fundamentos del sistema jurídico y las dudas, reticencias y desacuerdos que han suscitado las reacciones institucionales ante la pandemia, uno de los ámbitos en que la reflexión sobre lo que sucede, cómo sucede y por qué sucede es perentoria es justamente el ámbito del Derecho.

			Ante este desafío, los miembros del Grupo de Investigación sobre Territorio, Ciudadanía y Sostenibilidad de la Universidad Rovira i Virgili han tratado de elaborar una serie de exploraciones en relación con el impacto de la pandemia en el mundo del Derecho, centrándose en las áreas propias de su investigación, que tienen que ver, fundamentalmente, con el estudio de las vulnerabilidades y las herramientas jurídicas disponibles para la construcción de espacios de convivencia social más inclusivos y justos. Obviamente, el impacto de la pandemia entre los colectivos más desprotegidos, entre aquéllos que ya antes del Covid-19 estaban necesitados de instrumentos de protección efectivos y comprehensivos ha sido notorio. Por ello, parecía ya no solo interesante, sino casi ineludible desarrollar una primera aproximación en relación con el impacto social de la pandemia y sus implicaciones desde el punto de vista jurídico, enlazando con la investigación previa del grupo y desplegando un análisis lo más certero posible de acuerdo con los parámetros de esa investigación. Esta obra es el resultado de este compromiso y de este esfuerzo. 

			Se presentan aquí nueve perspectivas distintas, que se refieren tanto al estudio de los factores que contribuyen a la generación de la pandemia —así como a la plausibilidad de episodios similares en el futuro— como al impacto que la pandemia ha tenido en los procesos sociales, centrándose en la situación de los colectivos vulnerables y en la articulación de los mecanismos de inclusión que se generan por parte del sistema institucionales. Estos aspectos han sido abordados teniendo en cuenta la malla jurídica que les da consistencia, con el objetivo de ofrecer un panorama de contextualización de los impactos directos de la pandemia, así como lo que tiene de síntoma de un nuevo escenario global, en relación con el Derecho. Los puntos de vista ofrecidos aquí alcanzan a las diferentes perspectivas del Derecho público, desde el Derecho internacional al Derecho constitucional y administrativo, pasando por el Derecho penal y la filosofía del Derecho, con el objeto de acompañar al lector y a la lectura en la interpretación de lo que sucede a su alrededor, en una situación incierta que pone en tela de juicio algunas de las asunciones más asentadas en relación con el rol y los contenidos del Derecho en el mundo contemporáneo.

			El libro se abre con una reflexión general, a cargo de Jordi Jaria-Manzano, en el que se sitúa la pandemia en el contexto de los cambios planetarios relacionados con la transición geológica, esto es, con el tránsito hacia el Antropoceno, en un contexto de incertidumbre y de impugnación de la normalidad que pone de manifiesto los límites de las construcciones consolidadas en relación con los fundamentos del Derecho público, particularmente, en aquello que afecta a la comprensión de la normalidad y el papel del Derecho de excepción, tratando de ofrecer una cierta perspectiva sobre el sentido y el alcance del Estado de alarma en relación con episodios disruptivos no lineales como el que supone el brote de la Covid-19.

			Enlaza con esta reflexión general el capítulo siguiente, elaborado por Susana Borràs, Paola Villavicencio-Calzadilla y Patricia Sangama, que ofrece una aproximación comprehensiva al impacto de la pandemia desde el punto de vista de las vulnerabilidades, en un contexto de fragilidad de los sistemas ecosociales, poniendo el énfasis en el derecho a la vida. A partir de estos presupuestos, el capítulo propone, justamente, una reconstrucción del derecho a la vida, más allá de los presupuestos antropocéntricos dominantes, basados en una concepción de los derechos como espacio de autonomía, claramente insuficiente e inadecuado para afrontar la protección de las vulnerabilidades y el combate contra la exclusión que son necesarios en el contexto de incertidumbre que genera el tránsito hacia el Antropoceno.

			Seguidamente, se plantea la problemática de la construcción de un sistema alimentario sólido y resiliente, en el capítulo que firma Antoni Pigrau Solé. Este estudio presta especial atención a la construcción de una estrategia para un sistema alimentario justo, saludable y respetuoso del medio ambiente, por parte de la Unión Europea, a partir del documento presentado por la Comisión en mayo de 2020, en pleno estallido de la pandemia. A partir de ahí, se desarrolla un análisis sobre los efectos de la pandemia en el sistema alimentario, prestando atención especial a su efecto en relación con el derecho a la alimentación, particularmente en relación con las personas más vulnerables. Todo ello, se estudia a partir de la construcción de una estrategia europea y con la mirada puesta en posibles episodios disruptivos futuros.

			El capítulo de Juan Ramón Fallada analiza las respuestas que, en forma de políticas públicas, están ofreciendo los poderes públicos ante el impacto de la Covid-19. Se subraya, en este contexto, que, en el marco de la fase tardía de desarrollo del proceso de acumulación capitalista, sostenida ideológicamente por la modernización neoliberal, se plantea una discusión tanto en relación con el contenido como con la orientación de las políticas públicas desplegadas por los gobiernos en relación con la respuesta a la pandemia, fijándose en las medidas orientadas a la reactivación económica, así como en las necesidades asistenciales que se plantean, especialmente en relación con los colectivos más vulnerables, con el fin de ofrecer una reflexión analítica orientada también hacia el futuro.

			A continuación, Clara Esteve Jordà centra su atención en el impacto de la COVID-19 con una perspectiva de género, centrándose particularmente en el caso español. Se analizan, en este capítulo, cuatro dimensiones en las que la pandemia ha tenido una repercusión más relevante en este contexto, a saber, la situación doméstica, la situación laboral, la violencia de género y la salud sexual y reproductiva. En este sentido, partiendo de las desigualdades estructurales que existen en relación con el género, se analiza el impacto de la pandemia, tratando de discernir hasta qué punto las inequidades y las vulnerabilidades han tendido a crecer en la situación creada por la expansión de la Covid-19, tomando en consideración algunos instrumentos jurídicos diseñados para intentar responder a las situaciones de desigualdad ya existentes y agravadas por el impacto de la pandemia, corroborando la situación de vulnerabilidad de las mujeres así como de las personas LGTBI+.

			En este contexto, es importante subrayar que la pandemia se ha proyectado, de manera evidente, sobre las garantías del Estado de Derecho, particularmente afectando el servicio público de la justicia, cuyo rol no hace falta ponderar en relación con la protección de las personas vulnerables. Así, en el capítulo firmado por Lucía Casado Casado y Josep Ramon Fuentes i Gasó se pasa revista a las medidas de lucha contra la pandemia han afectado a la actividad jurisdiccional. Se hace especial hincapié en el orden jurisdiccional contencioso-administrativo, con importantes funciones en relación con la protección de las personas en un contexto de Derecho excepcional. El trabajo analiza tanto las medidas adoptadas por las autoridades en relación con este orden jurisdiccional ante la emergencia sanitaria, así como se proponen mejoras en relación del marco normativo existente, con el fin último de agilizar la actividad del Poder Judicial.

			El siguiente capítulo de la obra, redactado por Maria Marquès-Banqué, se centra en las implicaciones de la pérdida de la biodiversidad desde el punto de vista de la causación de episodios disruptivos en el contexto de la transición geológica, particularmente en relación con pandemias zoonóticas, como es el caso de la Covid-19. Adoptando la perspectiva del Derecho penal, se señala la estrecha relación entre la salud humana, la salud animal y el estado de los sistemas naturales, introduciendo la idea de salud planetaria para abordar un análisis de la protección de la biodiversidad. De acuerdo con la autora, la problemática suscitada por el estallido de la pandemia es ocasión para plantearse una revisión y mejora de la protección, a todos los niveles, de la vida silvestre, los bosques, los océanos y el equilibrio de los sistemas naturales. En este contexto se cuestiona si el Derecho penal ambiental adopta o debería adoptar el enfoque integral que promueve la idea de salud planetaria, centrándose en un análisis crítico de la respuesta penal a la deforestación y al comercio ilegal de especies silvestres. Se concluye así, que la protección penal otorgada a la biodiversidad en el ordenamiento jurídico penal español es insuficiente para hacer frente a las necesidades de protección en el contexto actual de crisis ambiental y emergencia climática.

			A continuación, el capítulo firmado por Aitana de la Varga Pastor aborda la cuestión de los residuos en tiempos de pandemia, centrándose particularmente en un aspecto clave, desde el punto de vista de la intervención en las cadenas de contagio, como es el caso de la gestión de los residuos sanitarios, así como los objetos plásticos de un solo uso. 

			Finalmente, el capítulo elaborado por Santiago Castellà Surribas se ocupa del impacto de la pandemia en relación con el derecho a la ciudad, un derecho emergente relacionado con la protección de la sociabilidad que, obviamente, ha sido afectado por las medidas restrictivas decretadas con el objeto de combatir la expansión del virus. En este sentido, se defiende que la pandemia de obliga a repensar todos los fundamentos y contenidos de la ciudad, planteando nuevos retos urbanos en sostenibilidad, movilidad, digitalización de servicios urbanos, vivienda y espacio urbano, participación, y desarrollo económico e innovación.

			Con los trabajos mencionados se pretende presentar una panorámica, necesariamente incompleta, pero significativa de la afectación que ha supuesto la pandemia para distintas formas de vulnerabilidad relevantes para el Derecho, explorando las consecuencias, los desafíos y las oportunidades que la disrupción social causada por la pandemia, que conecta con unas prácticas sociales insostenibles y excluyentes, plantea desde el punto de vista jurídico. Esperamos que esta contribución aporte algo de luz en un escenario incierto, oscuro y preocupante provocado por la pandemia y coadyuve a repensar principios, instituciones y regulaciones para un mundo en transición, producto de un proceso de antropización del planeta, agresivo, excluyente e irresponsable.

		

		
			
			

		

	
		
			Capítulo 1

			LA PANDEMIA, EL ANTROPOCENO Y EL DERECHO: ENSAYO DE INTERPRETACIÓN

			(The Pandemic, the Anthropocene and the Law: An Essay of Interpretation)

			Jordi Jaria-Manzano

			RESUMEN: A pesar de las incertidumbres que se extienden sobre el origen y la etiología de la COVID-19, parece claro que se trata de una enfermedad zoonótica que se ajusta al patrón de aumento de este tipo de episodios que se viene constatando en las últimas décadas a medida que la pérdida de biodiversidad desplaza virus desde sus huéspedes tradicionales a nuevos huéspedes humanos. Desde este punto de vista, la pandemia se relaciona con la transformación planetaria de origen antrópico que ha adquirido una dimensión geológica, dando lugar al tránsito hacia el Antropoceno, una época que va a venir definida por unas condiciones más inestables que las del Holoceno, período en el que se ha desarrollado el proceso de sedentarización de las sociedades humanas. Si la COVID-19 se encuadra en este marco de análisis, puede interpretarse como uno episodio disruptivo no lineal definitorio de la nueva época geológica. Ante ello, el Derecho tal como lo conocemos, construido sobre las ideas de orden y seguridad, parece hallarse ante transformaciones profundas. El presente capítulo intenta analizar estas transformaciones y contextualizarlas en el marco de la evolución de la ciencia del Sistema Tierra y el estudio de los cambios globales, que se ha desarrollado en las dos décadas anteriores.

			ABSTRACT: Despite the uncertainties that spread over the origin and etiology of COVID-19, it seems clear that it is a zoonotic disease that conforms to the pattern of increase in this type of episode that has been observed in recent decades as that loss of biodiversity displaces viruses from their traditional hosts to new human hosts. From this point of view, the pandemic is related to the planetary transformation of anthropic origin that has acquired a geological dimension, giving rise to the transit to the Anthropocene, an era that is going to be defined by more unstable conditions than those of the Holocene, period in which the process of sedentarization of human societies has been developed. If COVID-19 falls within this framework of analysis, it can be interpreted as a defining nonlinear disruptive episode of the new geological epoch. Given this, Law as we know it, built on the ideas of order and security, seems to be facing profound transformations. The present chapter presents an analysis of these transformations, contextualising them within the framework of the evolution of Earth System science and the study of global changes, which has been developed in the previous two decades.

			SUMARIO: I. Introducción: el origen. II. El Antropoceno: una panorámica. III. El reino de la incertidumbre. IV. El Derecho y el orden. V. Excepción y tecnocracia. VI. Conclusión: resiliencia, conflicto e incertidumbre. VII. Bibliografía.

			I. INTRODUCCIÓN: EL ORIGEN

			Si bien al principio se especuló en relación con el origen del SARS-CoV-2, agente causante de la Covid-19, parece bien establecido en este momento que no se trata de un virus producido en laboratorio, sino que tiene un origen natural, que respondería a una larga serie de brotes de enfermedades infecciosas en las últimas décadas que se relaciona con los procesos de transformación de origen antrópico que afectan al conjunto del Sistema Tierra 1. La Covid-19 sería una enfermedad zoonótica, esto es, transmitida de animales a personas, donde el virus habría encontrado huéspedes adecuados para su desarrollo y, en consecuencia, para causar la enfermedad en ellos2. Este salto de especie a especie vendría motivado por la disminución de la biodiversidad, que impulsa a los virus a la búsqueda de nuevos huéspedes ante la desaparición de los tradicionales3. 

			En este sentido, aunque el origen del primer brote de la Covid-19 en humanos es incierto, parece bien acreditado que habría saltado de huéspedes animales a huéspedes humanos —probablemente de murciélagos a humanos mediante un huésped intermedio—4. De hecho, ya se habrían producido otros episodios similares con otros coronavirus, si bien de un impacto más limitado, como sería el caso del MERS-CoV, que estalló en Oriente Medio en 2012 y que parece que hay que atribuir al salto del agente infeccioso de los camellos a los humanos5. Cabe mencionar, asimismo, el SARS, que se difundió desde China en 2003, o el H1N1, en 2009. Sin embargo, ninguno de estos episodios ha tenido el impacto global y la mortalidad de la Covid-196.

			De este modo, la Covid-19 se inscribiría en un aumento progresivo de las enfermedades zoonóticas en las últimas décadas que iría parejo a la disminución de la biodiversidad y al cambio climático de origen antrópico7. Por ejemplo, se ha establecido un vínculo entre la deforestación salvaje en el África Occidental y la expansión del ébola; así como entre el mismo fenómeno y el ya mencionado SARS, un antecedente de la Covid-19, en el caso del Extremo Oriente8. De hecho, en general, se ha constatado que el cambio climático tiende a incrementar el alcance geográfico, la estacionalidad y el contagio de enfermedades infecciosas ya existentes, como la malaria, el dengue o la enfermedad de Lyme9. 

			La expansión humana simplifica las formas de vida y los ecosistemas que desaparecen ya no pueden contener a los virus, que se desplazan hacia huéspedes humanos, de modo que puede establecerse una conexión entre la reducción de la biodiversidad y la aparición de enfermedades zoonóticas originadas en la vida salvaje, que constituyen el grupo de enfermedades infecciosas emergentes que tiende a aumentar más10. Dado que el planeta Tierra mantiene un tamaño constante y, por lo tanto, una capacidad limitada para albergar seres vivos, el aumento de la presencia de una especie tiende a eliminar el espacio disponible para las demás11.

			Por otra parte, en la medida en que la colonización del planeta tiende a reducir las formas de vida, tenderán a sobrevivir menos gérmenes, pero más eficientes y, en consecuencia, con mayores tasas de expansión y letalidad12. La expansión global de la población humana y su concentración en grandes urbes la hará particularmente vulnerable ante los brotes de esos posibles supergérmenes13. Subsiguientemente, cabe señalar que la presencia de toxinas en la atmósfera o en la dieta, provenientes asimismo de la actividad transformadora de la especie humana sobre el Sistema Tierra, afectan al sistema inmunológico de los seres humanos, haciéndoles susceptibles a la infección, como se ha señalado en el caso de la Covid-1914.

			En la medida en que esto sea así, la Covid-19 responde a un nuevo escenario en la aparición y propagación de enfermedades infecciosas, en el que se pone de manifiesto el vínculo entre la salud humana y el medio ambiente, o, si se quiere, el estado del Sistema Tierra en su conjunto, en el que la humanidad se inscribe, de modo que el cambio comprehensivo que experimenta el planeta puede llegar a hacer insostenible la vida tal como la conocemos15. En definitiva, el proceso de transformación del Sistema Tierra, que tiene como fenómeno más significativo el cambio climático, comportaría también la aparición nuevas amenazas para la salud pública, siendo las pandemias zoonóticas la muestra más transparente, desde este punto de vista, de la transformación geológica que el planeta estaría experimentando16. De acuerdo con ello, la expansión de la COVID-19 debería inscribirse en un patrón de análisis que la enmarcara en la transformación global del Sistema Tierra, configurándose como el primer episodio disruptivo global en ese proceso.

			II. EL ANTROPOCENO: UNA PANORÁMICA

			La idea del Antropoceno responde a una interpretación de la transformación global que el Sistema Tierra estaría experimentando en tiempos recientes y que vendría causada por la acción antrópica17. Aunque el cambio climático no es el único de estos fenómenos es quizá el que ha recibido más atención por parte de la opinión pública internacional. De hecho, justamente antes del inicio de la pandemia, se puso en circulación la idea de emergencia climática18. El relato del Antropoceno implicaría, en definitiva, que los cambios causados por la acción humana sobre el conjunto del planeta serían tan intensos que habría adquirido una dimensión geológica19. En este sentido, la idea del Antropoceno implicaría un salto cualitativo desde cambios ya asumidos de origen antrópico de alcance local o regional a una transformación del conjunto del complejo sistema planetario a partir de la actividad humana20.

			En este contexto, un metabolismo social expandido se habría desarrollado a partir del uso de recursos no renovables por parte de las sociedades humanas, que habría aumentado exponencialmente desde la Revolución industrial con el consumo masivo de combustibles fósiles, que, en última instancia, habría impulsado todos los procesos ecosociales que dan cuenta de la transformación planetaria en la que vivimos21. Se habría producido una colonización de la biosfera por parte de la especie humana, que habría alterado los sistemas naturales previamente existentes para hacerlos más propicios al uso social22. Este proceso se habría acelerado con el desarrollo del proceso de acumulación capitalista, que habría generado un metabolismo social global, maximizando el proceso de transformación antrópica del planeta a través de la intensificación de las técnicas de adaptación agresiva al medio de la especie humana23. Este proceso de transformación, por una parte, habría ido eliminando las fronteras tradicionales entre lo social y lo natural24. Por otra parte, habría provocado una modificación de las condiciones fundamentales del Sistema Tierra, que podría alterarse hasta el punto de comprometer la supervivencia de la especie humana en un proceso acelerado desde mediados del siglo XX25.

			El concepto de Antropoceno comenzó a divulgarse en el contexto de la investigación desarrollado por el de los trabajos del International Geosphere-Biosphere Programme (IGBP). a principios del milenio, aunque habría comenzado a circular de una manera más bien informal en la década de los setenta, acuñado, al parecer, por el biólogo norteamericano Eugene F. Stoermer26. El IGBP es uno de los grupos de investigación que configuraron el Earth System Science Partnership (ESSP), una red científica en la que se desarrolló la nueva ciencia del Sistema Tierra, que, a través de un trabajo interdisciplinar, ha desarrollado un nuevo campo de investigación centrado en la dinámica de los cambios globales que experimenta el planeta27. Aunque, finalmente, el ESSP no alcanzó el nivel de integración que hubiera sido deseable y fue sustituido por la iniciativa Future Earth: Research for Global Sustainability, lo cierto es que consolidó un objeto y un modelo de investigación en el cual el relato del Antropoceno ha ido fijándose28. Por ello, puede concluirse que la ciencia del Sistema Tierra se ha consolidado como una disciplina holística basada en la consideración de la Tierra como un sistema planetario complejo29.

			Pues bien, en el marco del IGBP, Stoermer y el premio Nobel de química Paul J. Crutzen publicaron una nota en el Global Change Newsletter, en la que se referían al nuevo concepto de Antropoceno, que recibió una exposición pública aún mayor con la publicación del artículo de Crutzen “Geology of Mankind” en 2000 en la revista Nature30. Desde entonces la idea ha tenido una enorme repercusión, tanto en el ámbito de la ciencia del Sistema Tierra como, posteriormente, en el de la geología, donde la adopción oficial del Antropoceno como era estratigráfica está siendo discutida; así como también en el ámbito de las humanidades y las ciencias sociales, incluyendo el Derecho31. Sin embargo, el relato del Antropoceno es, hasta cierto punto, ambiguo. 

			Por una parte, emerge la idea del dominio de los seres humanos sobre el planeta, lo que suscita un imaginario tecnocrático, en que los procesos del Sistema Tierra pueden ser organizados y controlados a través de la tecnología. Es lo que se ha dado en llamar el Buen Antropoceno, en el contexto del cual la geoingeniería hace efectivo el presunto control del Sistema Tierra por parte de los seres humanos, convirtiéndolo en una entorno mecanizado y manipulable en el que la vida humana puede desarrollarse conforme a los deseos de los propios seres humanos32. Es significativo que el propio Paul Crutzen, en un artículo posterior a “Geology of Mankind”, propusiera una intervención en la composición química de la atmósfera para reinvertir la acumulación de gases de efecto invernadero, fijando la cantidad de CO2 a través de la inyección de compuestos de azufre, ante la incapacidad de los responsables políticos de controlar adecuadamente las actividades humanas causantes del cambio climático33.

			La propuesta de Crutzen se formulaba de una manera moderada, expresando el deseo de que el experimento de geoingeniería propuesto no fuera necesario, aunque manifestaba una falta de confianza evidente en la capacidad de los negociadores internacionales de afrontar la cuestión34. Sin embargo, la propuesta reposaba sobre dos asunciones fundamentales: por una parte, la convicción baconiana de que el Sistema Tierra puede dominarse a través de la técnica; y, en segundo lugar, que, ante los defectos e incapacidades de los procesos institucionales de toma de decisiones, debe dejarse a los expertos la solución sobre el problema —si bien, “[b]uilding trust between scientists and the general public would be needed”35.

			Esta posición, en última instancia, sería coherente con un marco de interpretación en el ámbito de la ciencia del Sistema Tierra, de acuerdo con el cual, ante el fracaso histórico a la hora de llegar a una solución política efectiva en relación con el calentamiento global, se hace necesario considerar la “undesirable but unavoidable possibility of deploying a technology fix in the global climate”36. De algún modo, la idea última detrás de la propuesta de Crutzen sería más geoingeniería y menos política. Algo parecido ha podido observarse en el contexto de la respuesta ante la pandemia.

			En un trabajo firmado por un amplio conjunto de autores encabezados por Elena Bennett, se identifican tres narrativas básicas en relación con la reacción social ante la transición hacia el Antropoceno. Se trataría de una transición basada en la tecnología, de una transición configurada a través de la adaptación local, o bien de una transición diseñada a partir del cambio de valores37. La primera de las opciones, basada en la innovación tecnológica y la permanencia de las estructuras propias de la economía-mundo capitalista, se corresponde con la idea del Buen Antropoceno, confiando que la tecnociencia y los mercados serán capaces de afrontar los retos planteados por la transición hacia la nueva era geológica. Ello conlleva dar por sentado que la evolución de los acontecimientos se desarrollará de manera lineal y previsible.

			Sin embargo, el propio Crutzen, en el artículo citado, señalaba que no podían descartarse las evoluciones imprevistas en relación con la aplicación de la tecnología propuesta para frenar el calentamiento global, como se había puesto de manifiesto en el caso de la capa de ozono, cuyo agujero antártico se había generado de manera súbita e imprevisible38. Ello se correspondería con una narrativa alternativa en relación con el tránsito hacia el Antropoceno, de acuerdo con la cual el nuevo período geológico vendría caracterizado por la inestabilidad por comparación al Holoceno, época en la que se ha producido la sedentarización y la urbanización de la especie humana, gracias a unas condiciones particularmente estables del Sistema Tierra39. 

			En esta visión, existiría la posibilidad de episodios disruptivos no lineales que pondrían en tela de juicio la confianza en la previsibilidad de los fenómenos naturales que fundamenta la vida social tal como la conocemos40. Esto nos abre un escenario totalmente distinto en el que nos hallamos desamparados ante procesos de dimensión geológica a cuya causación hemos podido contribuir, pero cuyo control escapa con creces de nuestras manos41. De acuerdo con ello, el desarrollo del capitalismo como modo hegemónico de reproducción social, desplegado a base de un consumo masivo de energías de origen fósil que estaría en el origen de la transformación del Sistema Tierra habría adquirido una inercia propia que amenaza la propia pervivencia de los seres humanos a través de la generación de episodios disruptivos que modifiquen las condiciones del Planeta hasta hacer imposible la vida humana como la conocemos42.

			En este contexto, por otra parte, cabría anotar que la evolución del proceso de adaptación agresiva desencadenado por la expansión del metabolismo global de la economía-mundo capitalista estaría fuera de control, comportándose como un proceso independiente de la voluntad de los seres humanos individuales, lo que, en particular, generaría un riesgo creciente de pandemias de alta letalidad, que vendrían potenciadas por la progresiva creación de espacios de fragilidad institucional derivada de la implantación de la fase financiera del proceso de acumulación capitalista43. Por utilizar una metáfora médica, el sistema ecosocial resultante de la expansión global de la economía-mundo capitalista se iría tornando insensible ante la toma de conciencia de los nuevos riesgos generados a partir de la modificación antrópica del planeta, impidiendo la implementación de medidas efectivas de transformación social, como pondría de manifiesto la incapacidad política de la comunidad internacional para reaccionar de manera eficaz ante el cambio climático, produciendo lo que Mirzoeff ha llamado un “autoimmune climate-changing capitalism syndrome, or AICS for short”44.

			De este modo, contrariamente a la idea del Buen Antropoceno nos encontraríamos ante un proceso de transformación planetaria que, a pesar de haber sido impulsado por los seres humanos, no sería susceptible de ser controlado por ellos. El conocimiento producido de acuerdo con los patrones de la tecnociencia informaría correctamente sobre el desarrollo de este proceso y, de hecho, ha sido fundamental a la hora de impulsar la acción política de reacción ante procesos significativos que marcan el cambio geológico como sería el caso del cambio climático45. Sin embargo, ello no justificaría la confianza en una manipulación consciente y efectiva del Sistema Tierra, por causa de su propia complejidad, que no permite establecer cadenas de causalidad completamente definidas y, por lo tanto, tampoco definir procesos de control absolutamente fiables46. 

			En realidad, como reconoce Manuel Arias Maldonado, que, por otra parte, sostiene un punto de vista notoriamente ecomodernista en relación con la entrada en la nueva era geológica, “el Antropoceno es el resultado de un impacto acumulativo cuyo fin no consistía en producir el Antropoceno”47. Es decir, nos hallamos ante un proceso no intencional, lo que permite poner en duda la propia idea del Buen Antropoceno, de acuerdo con la cual se entiende la nueva era geológica como un período de manipulación consciente y racional del Sistema Tierra. En este contexto, cabe la posibilidad de que la manipulación humana del Sistema Tierra desencadene “highly nonlinear changes in the global environment that will tend to alter the very character of the life-support system in question and be largely irreversible on human time scales”48. Así, la idea de tener el Sistema Tierra bajo control o de poder manipularlo como si de una máquina se tratara queda seriamente en entredicho, de modo que, si dejamos su futuro en manos de unos presuntos artífices, supuestamente capaces de controlar su evolución a través de la tecnología, como dice Bruno Latour, “what mess they’ll make of it!”49.

			III. EL REINO DE LA INCERTIDUMBRE

			A pesar de las pretensiones ecomodernistas o reformistas, que pretenden que los seres humanos puedan llegar a dominar los procesos socionaturales desencadenados en el marco de la transición geológica, parece que la inestabilidad postholocénica, el protagonismo de los acontecimientos disruptivos no lineales y la confluencia y enmarañamiento de agencias diversas ponen en entredicho la pretensión de una voluntad humana como elemento dominador de la nueva situación del Sistema Tierra, que más bien parece que va a ser “noisy”50. Ante los patrones de presciencia y control que son predominantes en el impulso inicial de la Revolución científica, que da lugar al actual paradigma epistemológico dominante, en el que las políticas de la verdad vienen definidas de acuerdo con el patrón tecnocientífico, la evolución de los acontecimientos parece confrontarnos con la incertidumbre, a medida que la propia tecnociencia profundiza en las consecuencias de los procesos de transformación del Sistema Tierra que han sido desencadenados por el despliegue del sistema-mundo capitalista en las últimas centurias51.

			En efecto, si el Antropoceno es el resultado, ni que sea parcialmente, de la intensificación de la acción humana en el Sistema Tierra, provocando una transformación comprehensiva de su estructura, parece evidente que esta transformación se ha producido en el marco de una explotación masiva de los recursos naturales en el contexto del proceso de acumulación capitalista, cuya factibilidad se ha debido a la capacidad de la tecnociencia de establecer regularidades predecibles que permitían su dominación y sometimiento52. En este contexto, a pesar de la provisionalidad del conocimiento científico, sometido a un proceso abierto de falsación, las estructuras sociales que afloran en el contexto de la economía capitalista son dependientes del establecimiento de regularidades previsibles, que permiten la elaboración de regulaciones, asimismo predecibles, que garantizan, en última instancia, su reproducción, asignando responsabilidades y evaluando riesgos53. A partir de aquí, se desarrolla la idea de seguridad jurídica, que es inherente a la concepción moderna del Derecho y que determina el comportamiento de las instituciones políticas en el contexto de un Estado de Derecho54.

			Sin embargo, la propia evolución de la tecnociencia, como modelo de conocimiento hegemónico y generalmente aceptado por las instituciones políticas, que ha determinado la consolidación de la certeza y la previsibilidad como elementos nucleares del Derecho de la Modernidad, va confluyendo progresivamente hacia la idea de incertidumbre, de modo que la imagen del mundo, lejos de acercarse un horizonte laplaciano de conocimiento absoluto, debe admitir la incertidumbre de los procesos físicos55. En definitiva, el propio proceso de colonización de la naturaleza a través de la consolidación y expansión de la economía capitalista, que utiliza masivamente los medios tecnológicos que le proporciona el conocimiento generado en el marco de la tecnociencia, acaba generando una erosión de las pretensiones de certeza y dominio sobre las que se había desplegado56. La incertidumbre, en definitiva, domina el nuevo escenario generado por la transición geológica, aunque, de algún modo, la crisis del proyecto laplaciano ya se había hecho notar a medida que avanzaba la historia intelectual del siglo XX57.

			La incertidumbre que aflora en el contexto del desarrollo de la ciencia del Sistema Tierra se basa, por una parte, en la indeterminación fundamental que se desprende de la mecánica cuántica; y, por otra parte, responde a la propia dinámica de los sistemas complejos, con innumerables variables, como sería el caso del propio Sistema Tierra, en que la proyección de la acción humana es capaz de generar giros imprevistos, en la medida en que la propia complejidad impide la precisión58. Ello da consistencia a la plausibilidad de eventos disruptivos no-lineales, que, en última instancia, es lo que permite considerar el Antropoceno como un período geológico que va a ser menos estable de lo que lo fue el Holoceno59. Como apuntan Gillings y Hagan-Lawson, en la medida que las actividades humanas han empezado a alterar el clima y la bioquímica del Planeta, ello abre paso a una “era of unpredictability in all Earth systems”60. En consecuencia, nos enfrentamos a una situación en que el conocimiento disponible no puede proporcionar certeza en relación con la evolución futura del Sistema Tierra y, por lo tanto, no puede informar de manera concluyente, en los procesos de toma de decisiones, sobre el curso de acción adecuado61. Como pone de manifiesto Vaclav Smil, “[t]his global environmental challenge [climate change] has no clear and ready technical fix”62.

			En definitiva, no hay respuestas correctas y definitivas, sino información provisional que va alterándose con la evolución de los acontecimientos, que, en parte, responden a las decisiones que las comunidades humanas van tomando en base a ese conocimiento circunstancial y volátil. De este modo, cabe concluir que la evidencia disponible, siempre abierta al cambio que van generando tanto las propias circunstancias fácticas como la evolución del conocimiento —procesos, por otra parte, mutuamente imbricados—, apunta hacia un escenario inestable, en el que las herramientas y las perspectivas desarrolladas en el marco del Holoceno, caracterizado por su estabilidad relativa, son inapropiadas y, hasta cierto punto, engañosas63. 

			Así, el planeta se redefine, en el nuevo contexto geológico, por la discontinuidad, la disolución de la autoidentidad y la multiplicidad, escapando a los intentos de domesticación conceptual que propugna el ecomodernismo, que intenta devolvernos la imagen de una “discovered, interconnected and singularized earth”64. Por ello, la nueva época geológica, en la medida que abre un período de impredicibilidad, amenaza con desestabilizar las sociedades humanas tal como las conocemos, inaugurando un período de tensiones imprevisibles, suscitadas a causa de episodios disruptivos no lineales que pueden ir presentándose, como ha sucedido con la pandemia de la Covid-19 y podría suceder con nuevas pandemias en el futuro65.

			IV. EL DERECHO Y EL ORDEN

			Sin embargo, a pesar de todo lo anterior, más allá de que los desarrollos de la tecnociencia apunten hacia un escenario complejo, incierto e inestable, las estructuras sociales hegemónicas continúan asumiendo la fiabilidad del conocimiento tecnocientífico, que se impone en los procesos de toma de decisiones ante la necesidad de certeza de los diferentes actores sociales, que operan de modo inercial, con una enorme aversión a afrontar cambios estructurales66. En realidad, la propia estabilidad de las condiciones del Holoceno ha generado la posibilidad de la sedentarización de las sociedades humanas, que, gracias a su capacidad de manipulación del medio, han ido aumentado la estructura de sus asentamientos, maximizando el uso de los recursos disponibles67. Subsiguientemente, la estabilidad de las condiciones del Sistema Tierra ha ido produciendo unos patrones de comportamiento, que, en el caso del Derecho, han dado lugar a la idea fundamental de seguridad jurídica como “principio predominante”68.

			En definitiva, el Derecho, tal como lo conocemos, se basa en la asunción de certezas sobre la evolución futura de los acontecimientos, de modo que los operadores del sistema pueden saber de antemano las consecuencias de sus actos69. La seguridad jurídica se asocia de este modo, de manera íntima, a una concepción del mundo en que los hechos futuros pueden ser previstos, estableciendo así las pautas a través de las que se opera el dominio del entorno por parte de los seres humanos en el contexto de la forma más notable de adaptación agresiva al medio, esto es, la economía-mundo capitalista70. Por ello, no es sorprendente, que, acostumbrados a la estabilidad y a la certidumbre, los juristas se encentren incómodos ante la emergencia de la incertidumbre que se anuncia como característica de la nueva era geológica, en la medida que la idea de seguridad jurídica viene a erosionarse de manera significativa71. 

			Ello responde, obviamente, no a una característica singular del Derecho como saber y como praxis, sino más bien a una dificultad general de las comunidades humanas, especialmente las más evolucionadas en el contexto del despliegue de la economía-mundo capitalista, para hacerse cargo del cambio de situación que se anuncia y operar más allá de la inercia adquirida en el largo proceso de sedentarización, que ha generado patrones culturales determinados de los que es difícil escapar, ya que, en definitiva, ni las sociedades contemporáneas ni sus instituciones están preparadas para responder a cambios abruptos de carácter no lineal72. 

			En cualquier caso, la idea hegemónica de Derecho casa mal con la incertidumbre que parece imponerse con la transformación planetaria que se expresa a través de la narrativa del Antropoceno. En sintonía con las necesidades del proceso de acumulación capitalista, el Derecho moderno, en sus dos grandes tradiciones —el common law y el Derecho continental—, reposa en la idea de certeza, de modo que la seguridad jurídica deviene el núcleo fundamental de la idea del Estado de Derecho en el continente, así como garantiza la interdicción de la arbitrariedad en el ámbito anglosajón, promoviendo un espacio jurídico uniforme donde los procesos de intercambio pueden producirse, a costa de las formas de convivencia tradicionales73. 

			En este contexto, de acuerdo con las políticas de la verdad fáusticas, promovidas desde la tecnociencia emergente, que se asocia al proceso de acumulación capitalista, se produce un proceso de desencantamiento del mundo, a partir del cual éste es cognoscible y manipulable, lo que permite, asimismo, la asunción prometeica de la soberanía por parte de los individuos humanos, sustraída del Dios ordenador de la Edad Media74. De acuerdo con este patrón, ante una situación crítica, aparece la idea del Derecho de excepción, que, en última instancia, se configura como una respuesta provisional ante una situación anormal, con el objetivo explícito de restaurar la normalidad. Como es sabido, esta ha sido el marco conceptual en el que se ha producido la respuesta a la pandemia.

			V. EXCEPCIÓN Y TECNOCRACIA 

			Ante el desafío que supone la transición hacia una nueva era geológica, Manuel Arias Maldonado, sostiene que “la solución consiste en más modernidad, aunque sea una nueva modernidad que escribe su itinerario a medida que avanza por un camino desconocido”75. Efectivamente, si consideramos la pandemia de la Covid-19 como la primera manifestación global de la nueva era geológica, un acontecimiento disruptivo que irrumpe en la vida estable y previsible de la sociedad tardomoderna para sacudir sus fundamentos, la respuesta que hemos podido apreciar por parte de los diferentes actores y, en particular, desde el punto de vista del Derecho, por parte de distintos estados ante el reto planteado ha sido la de aplicar el Derecho de excepción, de acuerdo con la idea subyacente de que el sistema se defiende ante una amenaza externa para restaurar en un plazo razonable la normalidad.

			Ello enlaza con los fundamentos de la legitimidad del poder político, que se fundamenta más en su capacidad de satisfacer las expectativas sociales que en la pura fuerza, que, en última instancia, no garantizaría su estabilidad76. En este contexto, ante la situación de emergencia y justamente para preservar el modo de organización social considerado como legítimo, aparece el Derecho de excepción, que es tanto excepcional, por definición, como encarado a la restauración de normalidad, en la que se desarrolla la actividad ordinaria del poder político legítimo77. El Derecho de excepción implica la confianza en la eficacia de las medidas extraordinarias para restaurar la situación de normalidad en la que el poder político se desarrolla legítimamente. Este, como es sabido, ha sido el patrón utilizado a la hora de responder a la situación creada por la pandemia.

			En concreto, en el caso español, se declaró el estado de alarma, de acuerdo con las previsiones del artículo 116.2 de la Constitución española y los artículos 4 y siguientes de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, de los estados de alarma, excepción y sitio78. En concreto, el estado de alarma fue decretado el 14 de marzo, en un contexto de aceleración de la expansión de la pandemia, a través del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por la Covid-1979. La exposición de motivos del Real Decreto en cuestión se refiere a la habilitación contenida en el artículo 4.b) la Ley Orgánica 4/1981 en relación con “[c]risis sanitarias, tales como epidemias y situaciones de contaminación graves”. Significativamente, al hacer esta referencia lo hace en los siguientes términos: “cuando se produzcan crisis sanitarias que supongan alteraciones graves de la normalidad”. Así pues, se hace efectiva la idea detrás de la utilización del Derecho de excepción ante el episodio disruptivo, a saber, la ruptura de la normalidad que pretende restaurarse a través del recurso a ese marco extraordinario.

			A partir de la declaración del estado de alarma, se inicia una acción gubernativa dirigida a restaurar la normalidad, acción gubernativa que viene encuadrada en una legitimación sustancialmente técnica, contrariamente al carácter político que adquiere el Derecho de excepción en el caso de los estados de excepción o sitio80. En definitiva, las medidas limitadoras de los derechos que se adoptan el contexto del estado de alarma están orientadas a hacer efectivas unas recomendaciones de carácter técnico a través de las que se pretende restaurar la “normalidad”, a partir del control del episodio disruptivo. La expectativa social en relación con las medidas excepcionales es que sean eficaces para recuperar la “normalidad”, lo que apela, por principio, al conocimiento experto, sostenido por la expectativa de control de la situación, más que al criterio político81.

			En este contexto, como ha podido verse de manera notoria en el caso de la Covid-19, maximizado por el impacto de las redes sociales en la configuración de la opinión pública, los expertos han adquirido un rol fundamental en el debate público, generando confianza o desconfianza a partir de un prestigio profesional que es socialmente construido, en la medida que los participantes en el debate público son en su inmensa mayoría ajenos a los parámetros de calificación profesional en cualquier disciplina científica82. La construcción comunicativa de la emergencia viene delimitada por la selección de los expertos, que, en cualquier caso, ofrecen una seguridad a la opinión pública en relación con la eventual restauración de la normalidad, lo que, en última instancia, legitima (o deslegitima) las medidas de excepción tomadas por los responsables políticos.

			De este modo, se combinan la expectativa de recuperación de la normalidad, el uso del Derecho de excepción y la promesa de control de la situación que se filtra a través de los discursos de los investidos como expertos en el contexto de la opinión pública. Esto tiende a crear un espacio jurídico singular, en el que, por un parte, se refuerzan estructuras de toma de decisiones que, a través de la ilusión ecomodernista, están en situación de empeorar la situación de vulnerabilidad de la sociedad, así como, en segundo lugar, se generan espacios de amenaza para los derechos fundamentales83. En este sentido, la dirección emprendida por el Derecho de excepción tiende a intensificar la vulnerabilidad en favor de una ilusión de autonomía generada por el pretendido dominio de la situación a través de la aplicación de medidas técnicamente avaladas, profundizando en el discurso de aislamiento del sujeto en relación con el entorno, la ficción moderna de separación entre el sujeto y el objeto, que hace practicable el discurso del dominio y del control84.

			Sin embargo, el Antropoceno no supone un dominio efectivo de un pretendido sujeto humano sobre un entorno que manipula a voluntad, a través del uso del conocimiento adquirido a tal efecto. No hay, por así decir, un horizonte de normalidad en el que se produce la domesticación del planeta por parte del sujeto humano. En palabras de David Chandler, “there is no world ‘for us’, no separate subject and no happy ending”85. Por todo ello, el Derecho de excepción, que mediatiza la respuesta tecnocientífica al acontecimiento disruptivo no lineal con el objetivo de restaurar la “normalidad”, responde a un patrón de actuación inadecuado, propio de la confianza en la existencia una razón rectora que conoce, ordena y domina un mundo estable, de acuerdo con la visión del mundo de los primeros codificadores86.

			En definitiva, la naturaleza inestable de los procesos ecosociales en el contexto del Antropoceno impugna la dualidad entre normalidad y excepción, y, con ello, la propia justificación del Derecho de excepción ante la situación de emergencia. En este sentido, unos meses han sido bastante para ilustrar la inadecuación del Derecho de excepción para responder a la situación generada por la pandemia. La finalización del estado de alarma no supone una vuelta a la normalidad, en la medida que la pandemia continúe activa, sino más bien la normalización de una situación de incertidumbre que parece no tener un horizonte claro de finalización. 

			Con ello, la pandemia, en definitiva, impugna la propia concepción política y constitucional de la Modernidad, basada en la racionalización top-down y el establecimiento de procesos claros de causa y efecto. La continuidad de este tipo de política en el nuevo contexto planetario deviene así “dangerous, false and hubristic”, sin que pueda proporcionar efectivamente un remedio ni a la crisis de sostenibilidad ante la que nos hallamos, ni las injusticias, las desigualdades y el sufrimiento que se han derivado de la colonización humana del Sistema Tierra87.

			Sin embargo, es justamente la pretendida capacidad de respuesta racionalmente establecida ante las amenazas que afectan a una sociedad determinada aquello que constituye el fundamento de la legitimidad del poder del estado, desde su aparición histórica como fenómeno propio de la Modernidad política88. El problema no es solo que la incertidumbre predomina sobre la certeza y ello colisiona frontalmente con nuestra concepción del Derecho, sino que, a medida que la especie humana adquiere una capacidad de interacción cada vez mayor con el Sistema Tierra, la concreción de riesgos inciertos tiene efectos mayores, esto es, dificulta el retorno a la “normalidad”, como puede verse en el caso de las consecuencias económicas de la pandemia, así como en el hecho de que, a la hora de escribir estas líneas, no hay un horizonte razonablemente seguro de control sobre la COVID-19, a pesar del anuncio sobre la disponibilidad de una vacuna en un plazo de tiempo relativamente corto.

			La pandemia impugna, en definitiva, los fundamentos de los procesos de toma de decisiones en el contexto de las instituciones políticas nacidas con la Modernidad, introduciendo un elemento de incertidumbre que se hace transparente en la apelación al Derecho de excepción. Efectivamente, por su propia naturaleza, el Derecho de excepción se configura como una respuesta ante una situación extraordinaria. Sin embargo, si los episodios disruptivos no lineales pasan a definir una “nueva normalidad” en el contexto del Antropoceno, el Derecho de excepción, por definición, pierde todo sentido, en la medida que la excepción deviene la regla. 

			En conclusión, la pandemia se presentaría como un episodio típico en el contexto del Antropoceno, abriendo un período de mayor plausibilidad de episodios disruptivos no lineales, así como generando una vulnerabilidad creciente ante estos episodios por parte de un sistema ecosocial cada vez más complejo, dado el efecto multiplicador de la disrupción en la red89. En esta situación las narrativas políticas al uso y, en particular, el Derecho constitucional tal como lo conocemos parecen ser inadecuados para afrontar la situación, En definitiva, “[t]ransitional times call for transitory imaginations”90.

			VI. CONCLUSIÓN: RESILIENCIA, CONFLICTO E INCERTIDUMBRE

			Reflexionar sobre la presente crisis sanitaria puede ofrecernos pistas sobre los retos que afrontamos como especie en el contexto del cambio geológico al que estamos asistiendo, preparándonos para escenarios futuros91. Desde el punto de vista de las respuestas jurídicas ante la situación de transición geológica, deben explorarse aproximaciones que vayan más allá de la diferenciación entre normalidad codificada y excepción temporal, explorando nuevas formas políticas y también jurídicas, en las que se tome conciencia de la unidad del complejo geosocial en el que vivimos92. 

			En este contexto, afloran diferentes perspectivas, desde los relatos ecomodernistas, que abonan un modelo tecnocrático canalizado a través del Derecho de excepción ante los eventuales episodios disruptivos que puedan generarse en el futuro, a la construcción de escenarios transicionales basados la adaptación local, la participación, la transformación de los valores sociales y la construcción de resiliencias93. Dado que el escenario que plantea la nueva era geológica se acomoda mal a la previsibilidad y el control del Sistema Tierra a través de la razón instrumental, en el contexto de una profundización del proceso de acumulación capitalista, parece claro a mi criterio que deben preferirse las formas políticas y jurídicas que promuevan actitudes menos agresivas en la transformación del entorno, y soluciones más flexibles y adaptativas ante las emergencias, reconociendo el carácter contingente de la concepción positivista de que el Derecho es la expresión de la voluntad del poder político94. 

			Todo ello tiene, en mi opinión, consecuencias remarcables en relación con el pensamiento jurídico, de modo que la adaptabilidad, la innovación y la creatividad ante un mundo propenso a la producción de acontecimientos disruptivos imprevisibles deberían modificar modos de razonar firmemente establecidos y, en particular, generar una aproximación crítica ante el concepto central de la seguridad jurídica95. Ello debería enlazar con una aproximación pragmática, descentralizada y adaptativa a los procesos del complejo ecosocial que configura el Sistema Tierra en el Antropoceno96. 

			En este sentido, las respuestas neoliberales ante los cambios más notables que anuncian la nueva era geológica —esto es, el cambio climático y la pérdida de biodiversidad— muestran la insuficiencia del modelo gerencial hegemónico, manteniendo los procesos de superación de los límites planetarios en el contexto del proceso de acumulación capitalista y la sobresaturación tecnológica de las prácticas sociales, de un modo que subraya la necesidad de iniciar un proceso de transformación profundo que integre la actividad humana en el complejo de agentes que configuran el Sistema Tierra97.

			Por el contrario, parece que debe optarse por una acción prudente, dado que la incertidumbre sobre los efectos de la actividad humana sobre el Sistema Tierra es tan notoria y la posibilidad de alterar las condiciones que hacen posible la vida en el planeta implica unos riesgos que pueden considerable inasumibles. Como señala Taleb, “we should not ‘try to correct’ the harm done, as we may be creating another problem we do not know much about currently”98. Más bien se trata de ser precavidos y no generar nuevos problemas. En definitiva, cabe preferir la prevención a la adaptación, y primar la prudencia en lugar de la pretensión de dominio y control99. En este sentido, en relación con la salud pública, la evidencia disponible permite concluir que “we cannot be healthy on an unhealthy planet”100. Ello implica la necesidad de desarrollar estrategias de cuidado, que permitan revertir, hasta cierto punto, los efectos nocivos que la acción humana, desplegada, sobre todo, durante los últimos siglos, ha tenido sobre el Sistema Tierra, lo que, obviamente, implica retos sustanciales desde el punto de vista del Derecho101.

			Sin embargo, ante la plausibilidad de la incapacidad de controlar o, al menos, mitigar los cambios que se nos vienen encima, cabe señalar que, en definitiva, se trata de avanzar hacia una capacidad de reacción ante eventos disruptivos no lineales de carácter adaptativo, lo que implica ir más allá de la idea de excepción y normalidad, a través de procesos institucionales participativos y abiertos que vayan generando unos sistemas sociales más flexibles y descentralizados ante las emergencias102. Ello implica un esfuerzo notable para evitar que los acontecimientos disruptivos no impacten en una degeneración de los sistemas sociales, que deben ser capaces de integrar y metabolizar los conflictos para conseguir una cierta resiliencia, de acuerdo la idea kantiana que vincula la institucionalización política al establecimiento de la paz103. En este sentido, cabe imaginar una nueva idea de Derecho, dúctil, evolutiva y participativa, que vaya redefiniendo los espacios de toma de decisiones de una manera inclusiva y permita crear resiliencias ante los procesos disruptivos que son de esperar en el contexto planetario incierto y amenazador que hemos contribuido a configurar.
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			Capítulo 2

			EL DERECHO A LA VIDA EN TIEMPOS DE EMERGENCIAS ECOSOCIALES:UNA REFLEXIÓN SOBRE SU RE-CONCEPTUALIZACIÓN DESDE UN ENFOQUE BIOCÉNTRICO

			(The Right to Life in times of ecosocial emergencies: A reflection on its re-conceptualization from a biocentric approach)

			Susana Borràs

			Paola Villavicencio-Calzadilla

			Patricia Sangama

			RESUMEN: La actual crisis ecosocial, agravada por la emergencia sanitaria causada por la pandemia de la Covid-19, hace visible el momento de colapso sistémico que confrontamos, propiciado por la mercantilización, la inferiorización y la negación de la vida en todas sus formas. A partir del análisis crítico y la comprensión de la interconexión entre la pandemia de la Covid-19 y la emergencia ambiental y climática que amenaza la vida en el Planeta, el presente trabajo plantea una reconceptualización del derecho a la vida más allá de la perspectiva antropocéntrica dominante. Así, se hace hincapié en la necesaria reivindicación del derecho a la vida desde una visión biocéntrica que posibilite su reinterpretación y el urgente cambio de paradigma en la comprensión de su titularidad y defensa, con el propósito de rescatar el valor esencial e incondicional de la vida de todos los seres – humanos y no humanos – a fin de que represente la máxima expresión de los derechos ante una realidad biocida.

			ABSTRACT: The current eco-social crisis, aggravated by the health emergency caused by the Covid-19 pandemic, makes visible the moment of systemic collapse we are facing, brought about by the commodification, inferiorization and denial of life in all its forms. Against this background, this chapter critically analyses the interconnection between the Covid-19 pandemic and the environmental and climate emergency that threatens life on the planet, and proposes a reconceptualization of the right to life beyond the dominant anthropocentric perspective. Thus, it emphasizes on the necessary vindication of the right to life from a biocentric approach that enables its reinterpretation and a paradigm shift in the understanding of its ownership and defense. This, in order to rescue the essential and unconditional value of the life of all beings – human and non-human – so that it represents the maximum expression of rights in the face of the ongoing biocide.  

			SUMARIO: I. Introducción. II. La vida en situación de emergencias ecosociales. III. La vida como bien jurídico: transiciones del antropocentrismo al biocentrismo. 1. La vida en el “Antropocentrismo”. 2. Enfoque Biocéntrico: El derecho a la vida como “derecho de todos a un Planeta sano”. IV. Principales limitaciones para la efectividad del derecho a la vida. 1. Limitaciones desde la perspectiva antropocéntrica. 2. Limitaciones desde la perspectiva biocéntrica. V. Reflexiones finales. VI. Bibliografía.

			Que el nuestro sea un tiempo que se recuerde por el despertar de una nueva reverencia ante la vida; por la firme resolución de alcanzar la sostenibilidad; por el aceleramiento en la lucha por la justicia y la paz y por la alegre celebración de la vida.

			La Carta de la Tierra, 2000.

			I. INTRODUCCIÓN

			La crisis sanitaria de la Covid-19 y la crisis ambiental y climática son amenazas interconectadas y de alcance mundial, que comparten un origen común: la crisis ecosocial global y sistémica que atenta contra la vida en su máxima expresión. Estas crisis, declaradas como emergencias, se manifiestan en todas sus dimensiones, pero convergiendo de nuevo en realidades asimétricas de desprotección y abandono, cuya gestión no puede aplazarse e ignorarse. 

			En este contexto, existe una fuerte relación entre riqueza, consumo y emisiones de gases de efecto invernadero (GEI), como el dióxido de carbono (CO2), pero también existe el consenso de que los países más enriquecidos se están beneficiando desproporcionadamente no solo de un modelo económico ecodepredador que considera y explota a la naturaleza como un objeto inagotable, sino también de las actividades que han modificado los indicadores biofísicos del Planeta, alterando el sistema climático y el equilibrio ecosistémico con las consecuencias que ello conlleva, como la creciente aparición de enfermedades zoonóticas. Por otro lado, los países más empobrecidos, los que menos han contribuido al problema, son los que sufren y sufrirán las mayores y devastadoras consecuencias de la crisis ecosocial y climática que les inferioriza y victimiza104. Esta realidad desigual e injusta, que segrega y empobrece, se agrava más aún ante episodios de crisis sanitaria, como la ocasionada por la Covid-19. 

			Si bien la pandemia del nuevo coronavirus – cuya propagación se ha favorecido de un mundo globalizado e hiperconectado – no ha hecho ninguna distinción social o geográfica, sus impactos socio-económicos son y serán diferenciados, especialmente más agravados en los grupos más pobres y vulnerables a la crisis climática105. Eso se ha reflejado ya en una primera instancia con las medidas de gestión de la pandemia que han tenido diferentes consecuencias para los grupos privilegiados y aquellos más desfavorecidos. El cierre de fronteras, por ejemplo, ha dificultado el movimiento de material de asistencia humanitaria y médica a las poblaciones que ya sufren el colapso de otras emergencias y desastres climáticos. Asimismo, a medida que las economías urbanas se han detenido, muchas personas se han encontrado atrapadas en zonas rurales afectadas por eventos climáticos extremos, como sequías, y otras se han visto obligadas a abandonar las ciudades a las que se mudaron y a regresar a áreas rurales ambientalmente vulnerables y afectadas por una pobreza endémica. En las zonas urbanas, las poblaciones de barrios o asentamientos pobres y hacinados, con precarias condiciones de vida y que se concentran en zonas de mayor riesgo climático, han experimentado la imposibilidad de confinamiento aumentando así su riesgo de contagio y muerte. Además, el movimiento de personas conlleva complicaciones muy peligrosas para su seguridad: ya sea su detención como inmovilidad personal en espacios de evacuación de emergencia, donde se concentran grandes grupos de personas durante episodios climáticos de gran virulencia. Estos espacios presentan un riesgo muy crítico para la salud de las personas en movimiento. Así, la crisis del coronavirus SARS-CoV-2 ha añadido una nueva dimensión a las vulnerabilidades de millones de personas, que no cuentan con los medios ni recursos necesarios para enfrentar episodios de emergencia como una pandemia o un desastre climático provocado, por ejemplo, por fenómenos extremos - como un tifón o un huracán - o una devastadora sequía o inundación. 

			En este escenario, la crisis sanitaria y la advertencia científica de futuras enfermedades y pandemias vinculadas con la destrucción de ecosistemas y el incremento de la temperatura del Planeta, revelan, una vez más, la urgente necesidad de abordar las injusticias creadas por la actual crisis sistémica. Además, la fragilización de muchos derechos – humanos y de la Naturaleza – comprometidos en episodios de emergencias, amplifica la necesidad de reivindicar, incluso repensar y reimaginar, el derecho a la vida de todos los seres – humanos y no humanos – desde nuevos enfoques que favorezcan el reconocimiento de las responsabilidades existentes en la generación de un daño acumulativo en los sistemas naturales, y cuyos impactos se acrecientan por realidades estructurales que les condenan a condiciones de agravada vulnerabilidad y que se retroalimentan con la concurrencia de diversas emergencias106.

			A partir del análisis crítico y comprensión de la interconexión entre la pandemia del nuevo coronavirus SARS-CoV-2 y la crisis ambiental y climática en sus orígenes y consecuencias, el presente trabajo propone abordar una reconceptualización del derecho a la vida más allá de la perspectiva antropocéntrica dominante. Así, se hace hincapié en la necesaria reivindicación del derecho a la vida desde una visión biocéntrica que posibilite su reinterpretación y el urgente cambio de paradigma en la comprensión de su titularidad y defensa, con el propósito de que la vida de todos los seres – humanos y no humanos – represente el valor supremo y la máxima expresión de los derechos ante una realidad biocida.  

			II. LA VIDA EN SITUACIÓN DE EMERGENCIAS ECOSOCIALES

			La crisis ecosocial sistémica, fruto de la extralimitación ecológica, nos sitúa en la era de las consecuencias silenciadas, aquellas que se describen como crisis ambiental, crisis climática, crisis migratoria, crisis de la pobreza, crisis alimentaria… Esta crisis multidimensional, ahora agravada por la pandemia de la Covid-19, visibiliza el momento de colapso ecosocial propiciado por la mercantilización, la inferiorización y la negación de la vida, tanto humana como no humana, que se refleja en el daño vital.

			El daño vital, desde el punto de vista ecológico, es aquél generado por un modelo económico movido por una lógica extractivista de acumulación por desposesión, que ha alterado los ciclos naturales del Planeta, bajo relatos y narrativas ilusorias del crecimiento sin límites. La expansión agrícola y ganadera, la pesca excesiva, la contaminación, la explotación excesiva de recursos, el comercio ilegal de especies silvestres, y el cambio climático antropogénico, entre otros, son consecuencias del sistema económico capitalista que han provocado la degradación y destrucción sin precedentes de hábitats del mundo natural107. Según Yayo Herrero, el capitalismo es una economía de muerte, que sigue una “lógica biocida”108 y contra el bien común109.

			Este desorden ecológico y degradación ambiental ha debilitado los ecosistemas de los que dependemos y que nos protegen como especie humana en el Planeta. Ello se debe a que cada ecosistema constituye un todo en equilibrio donde “nada se puede alterar sin que el todo se altere”110. Así, el deterioro ambiental y la destrucción de hábitats y ecosistemas de muchas especies que actúan como huéspedes de numerosos virus, así como su tráfico ilegal, ha sido un catalizador clave para favorecer un proceso de “antropozoonosis” y, por tanto, de la expansión de virus y otros agentes infecciosos antes no conocidos por la especie humana. El SARS, en 2003; la gripe porcina, en 2009; el MERS, en 2012; y, más recientemente la Covid-19, son solo algunos ejemplos de enfermedades de origen zoonótico que impactan la vida y salud de millones de personas111. Nuestro estado de salud es, por tanto, la manifestación de la salud del Planeta. Como señala Barry Commoner, somos organismos ecodependientes e interdependientes dentro la biósfera, en donde todo está conectado con todo el resto, como bien dicta la primera norma de la Tierra112. De ahí que la destrucción del medio ambiente y los seres que habitan en él conduce a la destrucción de la especie humana.

			El daño vital también tiene su dimensión antropogénica, resultando en un desorden social derivado también de los procesos de despojo y apropiación de los recursos naturales para garantizar la acumulación capitalista, que consecutivamente generan: la precarización de la vida, entendida como la inseguridad en el acceso sostenido a los recursos necesarios; de la precarización a la exclusión de los recursos; y, finalmente, el aumento de desigualdades sociales.

			En el marco de un sistema de explotación y dominación generalizada de la vida, se observa un estrecho vínculo entre el poder corporativo, el modelo hegemónico de sociedad global y el proyecto civilizatorio vigente, que atenta contra las condiciones fundamentales de reproducción de la vida. Así, por ejemplo, el fenómeno de las deslocalizaciones fruto de la competencia desenfrenada entre grandes empresas y Estados del Norte global representa el ejemplo claro de la explotación capitalista. Mientras que en los países occidentales las deslocalizaciones impactan principalmente a los trabajadores que pierden sus empleos a causa de las transferencias industriales, el coste social y ambiental de los complejos industriales y agroindustriales repartidos por todo el Sur global es muy elevado. Mediante centros de producción deslocalizados se alimentan cadenas de suministro y sostienen el consumismo global a costa de la explotación laboral y la destrucción ambiental. Son “paraísos industriales” donde contaminar, envenenar y acaparar sale muy barato. Sus consecuencias, sin embargo, son devastadoras para muchas comunidades, las cuales no solo son víctimas del despojo, sino que sufren numerosas afectaciones sobre su salud y son revictimizadas, dejándolas fuera del acceso a los servicios sanitarios e invisibilizando sus muertes.

			Esta realidad de crueldad social e injusticias sistémicas ha aflorado radicalmente ante la situación de pandemia de la Covid-19113, tanto en sus causas como en sus consecuencias, agravando aún más la precarización de los sectores sociales más empobrecidos, que son racializados y estigmatizados, excluyéndolos de los servicios de protección social esenciales, como los de salud e higiene, y sufriendo las mayores tasas de mortalidad por el virus114. Además de mucho sufrimiento y muerte115, la Covid-19 no solo ha producido impactos socioeconómicos de gran magnitud a escala mundial, sino que al mismo tiempo ha vuelto a exponer muchas otras peores vulnerabilidades que existen dentro de la sociedad desde hace siglos. 

			Estos sectores de población, afectados desproporcionadamente tanto por la pandemia como por sus consecuencias, se enfrentan además a una mayor represión y abuso por parte de agentes de policía o militares, ya que son sujetos a identificaciones, registros, multas e incluso penas de prisión cuando se ven obligados a salir de sus viviendas para trabajar y así poder sobrevivir, o por la precariedad habitacional116 que imposibilita su permanencia en sus viviendas, exponiéndose además al contagio117. El miedo ha contribuido a una mayor conflictividad e inseguridad social, al aislamiento comunitario y al reforzamiento de un necrosistema, que sigue alimentando, ahora más que nunca, la aporofobia y la xenofobia. De igual modo, las medidas de contención del contagio han generado que se amplíe la situación de vulnerabilidad de los más pobres debido a que sus necesidades básicas no se encuentran cubiertas.

			Asimismo, la fragilidad de la pandemia tiene dimensiones de género. La violencia patriarcal que existe desde hace siglos se ha exacerbado durante la pandemia. Por ejemplo, durante las medidas de prevención y mitigación de la propagación de la Covid-19, como el confinamiento, el aislamiento social o las restricciones de movilidad, la violencia contra mujeres y niños ha aumentado dentro de los hogares, pese a que estos últimos se han convertido en un espacio importante que podría brindar seguridad contra la propagación de la enfermedad118.

			A todo ello cabe añadir que los recortes en los sistemas de servicios sociales, su privatización y financiarización, a partir de las crisis económicas sufridas en muchos países, han dejado al descubierto la falta de condiciones mínimas de dignificación de la vida, especialmente para la población más vulnerabilizada y precarizada, privilegiando a los sectores más acomodados que concentran la riqueza. Algo que ha quedado evidenciado durante la pandemia de la Covid-19, pues su impacto no ha sido el mismo para ricos y pobres119. La discriminación vital se nutre de la diferencia (de: género, etnia, origen, ideológica, edad...) inferioriza y empobrece, beneficiando la transferencia del poder económico y político hacia las élites blancas, occidentales y heteropatriarcales enriquecidas120.

			Por otro lado, mientras que la pandemia y sus medidas de contención han provocado en muchas regiones del mundo ciertos cambios ambientales, como la reducción temporal de los niveles de polución del aire y del agua, debido a la paralización de la economía; en otras, las actividades ilegales que alimentan la maquinaria capitalista, como la deforestación, la cacería furtiva, el comercio ilegal de especies, o la apropiación de tierras, se han agudizado ante la falta de control y la mayor dificultad económica de poblaciones locales (por ejemplo, de aquellas afectadas por el colapso de la industria turística de fauna silvestre debido al coronavirus)121. Además, mientras que la pandemia de la Covid-19 y los riesgos de contagio han supuesto un peligro para la supervivencia de especies amenazadas, como los gorilas de montaña que ya son víctimas de la caza furtiva, del comercio ilegal y de la destrucción de su hábitat122; millones de animales utilizados en la industria, especialmente cárnica y de la moda, han sido sacrificados a causa de las restricciones en importaciones o por haber resultado infectados a partir de su contacto con humanos (o estar en riesgo de ello) para evitar una mayor propagación del virus en humanos123. A esto se suma también el daño ambiental producido por el aumento significativo de la producción y el consumo de material plástico (de uso hospitalario o doméstico/comercial) durante la pandemia que amenazan con producir una mayor contaminación del medio ambiente, especialmente de los ecosistemas marinos124. 

			Así, en la actual crisis ecosocial agravada por la crisis sanitaria de la Covid-19, la vida tiene o no “valor” si se es una persona humana, migrante, mayor, negra, pobre, mujer, menor, disidente…o no humana. Las discriminaciones, exclusiones y denegaciones de la vida ya existentes se agravan en esta situación de exposición brutal de la vida. 

			III. LA VIDA COMO BIEN JURÍDICO: TRANSICIONES DEL ANTROPOCENTRISMO AL BIOCENTRISMO 

			El análisis de la vida como bien jurídico se plantea tanto desde la perspectiva antropocéntrica como biocéntrica, pero con implicaciones dispares, que resulta de interés examinar a continuación.

			1. La vida en el “Antropocentrismo”

			Desde la perspectiva del Antropocentrismo, que reconoce al ser humano como el centro del universo y, por tanto, como la más importante forma de vida125, el derecho a la vida se considera un derecho fundamental de las personas, el primero de todos, en la medida que da sentido a los demás derechos. Desde esta perspectiva antropocéntrica, la existencia de la vida humana justifica la existencia de titularidad de los derechos. La vida así se restringe en una conceptualización, exclusivamente, desde lo humano. 

			En este sentido, la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948 constata este derecho en su artículo 3, sin determinar claramente su alcance. En concreto, se establece que: “Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona”.

			El derecho a la vida, que ha sido incluido en todos los tratados internacionales de los derechos humanos hasta la fecha adoptados126, supone el derecho individual a la propia existencia - física y biológica - de las personas, incluyendo el derecho a la libertad, a la seguridad, a la supervivencia y al pleno desarrollo. Esto conlleva el correlativo deber de proteger, respetar y garantizar la vida de los seres humanos en toda circunstancia, es decir, no se limita a evitar la muerte, sino a fomentar las condiciones óptimas, incluyendo las ambientales, para el desarrollo de una vida digna.

			La Observación general N° 36 sobre el artículo 6 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, relativo al derecho a la vida, adoptada por el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas127, establece que el derecho a la vida es un: 

			(...) derecho inherente a todo ser humano, pero también es un derecho fundamental, cuya protección efectiva es requisito indispensable para el disfrute de todos los demás derechos humanos y cuyo contenido puede ser conformado y permeado por otros derechos humanos.

			También hace referencia al deber de los Estados partes, cuando señala que: 

			(...) el derecho a la vida ha sido con mucha frecuencia interpretado en forma excesivamente restrictiva. La expresión “el derecho a la vida es inherente a la persona humana” no puede entenderse de manera restrictiva y la protección de este derecho exige que los Estados adopten medidas positivas. A este respecto, el Comité considera que sería oportuno que los Estados partes tomarán todas las medidas posibles para disminuir la mortalidad infantil y aumentar la esperanza de vida, en especial adoptando medidas para eliminar la malnutrición y las epidemias.

			Respecto con la protección al medio ambiente, la misma Observación general señala que:

			La degradación ambiental, el cambio climático y el desarrollo no sostenible son algunas de las amenazas más apremiantes y graves para la capacidad de las generaciones presentes y futuras de gozar del derecho a la vida. Por ello, las obligaciones que impone a los Estados partes el derecho ambiental internacional deberían inspirar el contenido del artículo 6 del Pacto, y la obligación de los Estados partes de respetar y garantizar el derecho a la vida debe reforzar sus obligaciones pertinentes en virtud del derecho ambiental internacional. La capacidad de las personas para gozar del derecho a la vida, y en particular a una vida digna, depende de las medidas que tomen los Estados partes para proteger el medio ambiente contra los daños y la contaminación. A este respecto, los Estados partes deben procurar la utilización sostenible de los recursos naturales, emprender evaluaciones del impacto ambiental de actividades que puedan tener un impacto significativo en el medio ambiente, notificar a otros Estados los desastres naturales y emergencias, y tener debidamente en cuenta el principio de precaución.

			En este contexto, el medio ambiente debe ser protegido y conservado con el propósito de mantener una calidad de vida apropiada para los seres humanos. El medio ambiente sano está pues vinculado a la garantía de los derechos humanos, especialmente al derecho a la vida, y por tanto su protección y mejora es un requisito fundamental para el desarrollo adecuado de las personas. Por el contrario, la degradación ambiental afecta el goce efectivo de los derechos humanos. De ahí que en la actualidad existe un consenso generalizado sobre la necesidad de proteger el medio ambiente para la realización de los derechos fundamentales y el bienestar del ser humano, y que incluso se abogue por el reconocimiento de un derecho humano al medio ambiente, ya materializado en numerosos instrumentos normativos nacionales y regionales128. La estrecha vinculación entre un medio ambiente sano y la protección de los derechos humanos, en especial el derecho a la vida, ha quedado también plasmado en la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos129, así como del Tribunal Europeo de Derechos Humanos130.

			En el contexto de la pandemia del coronavirus SARS-CoV-2, en el Informe del Secretario General de Naciones Unidas, António Guterres, titulado “The highest aspiration a call to action for human rights”131, se establecen los tres derechos humanos en vanguardia en tiempos de la Covid-19, a saber: el derecho a la vida y el deber de proteger la vida; el derecho a la salud y el acceso a la atención de la salud; y la libertad de circulación. Respecto al primero, se dice que “[e]stamos luchando contra la Covid-19 para proteger la vida de todos los seres humanos. Invocar el derecho a la vida nos recuerda que todos los Estados tienen el deber de proteger la vida humana, incluso abordando las condiciones generales en la sociedad que supongan amenazas directas a la vida”, lo que incluiría la protección de la Tierra. Por ello, se ha señalado que los derechos humanos, como el derecho a la vida, deben situarse en el centro de todas las respuestas a la pandemia de la Covid-19, garantizando su protección en todo momento132.

			2. Enfoque Biocéntrico: El derecho a la vida como “derecho de todos a un Planeta sano” 

			Desde la perspectiva biocéntrica133, no solo la vida humana tiene importancia, sino todas las formas de vida – humanas y no-humanas – pues poseen un valor por sí mismas y son fundamentales para el equilibrio de la naturaleza. Por tanto, “[n]o se niegan las valoraciones humanas, sino que a ellas se le suma el reconocimiento de los valores intrínsecos en lo no-humano”134. Desde esta visión, el derecho a la vida no es exclusivo de los seres humanos, sino que es un derecho de todos los seres vivos que habitan en el Planeta. Así, al conformar una unidad funcional interrelacionada, interdependiente y complementaria, todos los seres vivos tienen el derecho a existir, a desarrollarse y a que se les respete por poseer un valor propio e inherente. 

			En la actualidad no existe un tratado o instrumento jurídico internacional que, desde una perspectiva biocéntrica, reconozca los derechos de los seres vivos no humanos, similar a la Declaración Universal de los Derechos Humanos. No obstante, esta perspectiva ha quedado plasmada a nivel internacional en una serie de documentos emergentes de debates y cumbres internacionales – especialmente no gubernamentales – en torno a la conservación del medioambiente y la relación hombre-naturaleza. Por ejemplo, la segunda estrategia mundial de conservación “Cuidar la Tierra”, elaborada por la UICN, el PNUMA y WWF, en 1991, reconoce que “toda forma de vida merece ser respetada, independientemente de su valor para el ser humano”, y posiciona a los derechos de los seres vivos en el mismo nivel que los derechos humanos, señalando que “[l]a protección de los derechos humanos y los de las otras especies naturales es una responsabilidad mundial que trasciende las fronteras geográficas, culturales e ideológicas”135.

			Asimismo, en el documento “Compromiso ético de actitud y conducta ecológicas de las ONGs”, adoptado como parte de los tratados y declaraciones alternativas a la Cumbre de la Tierra Rio’92, se hace referencia al principio de unidad en la diversidad, en el que cada ser individual es parte del todo, y se postula una defensa del derecho a la vida de todos los seres y ecosistemas. Así, se afirma que: 

			Todos los seres animados e inanimados poseen un valor existencial intrínseco que trasciende valores utilitarios, por eso, se debe garantizar a todos el derecho a la vida, a la preservación, a la protección y a la continuidad [...] Con respecto a la vida, la humanidad y cada persona tienen la responsabilidad y el compromiso de buscar su propio equilibrio, la armonía de la familia humana y la de los demás seres y ecosistemas, con solidaridad y cooperación, en el respeto profundo de las diferencias, excluyendo todo tipo de dominación. Para un verdadero respeto, tanto de los seres humanos, como de otras formas naturales de vida, es fundamental el rescate del valor esencial e incondicional de la vida. Para garantizarlo, debemos cultivar la honestidad, la coherencia, el desprendimiento y la simplicidad, superando el individualismo, el consumismo y el utilitarismo136.

			La Carta de la Tierra, adoptada en el año 2000, también postula un conjunto de principios que llaman a “respetar la Tierra y la vida en toda su diversidad”, reconociendo que “todos los seres son interdependientes y que toda forma de vida tiene valor, independientemente de su utilidad para los seres humanos”, así como a “cuidar la comunidad de la vida con entendimiento, compasión y amor” (principios 1 y 2)137. 

			Más recientemente, la Declaración Universal de los Derechos de la Madre Tierra138, adoptada en la Cumbre de los Pueblos sobre el Cambio Climático de 2010, señala que la naturaleza o Madre Tierra139 – como ser vivo – y todos los seres que la componen – como ecosistemas, comunidades naturales, especies y toda otra entidad natural – son titulares de derechos sin distinción de ningún tipo (art. 1.5). La Declaración afirma que “[a]sí como los seres humanos tienen derechos humanos, todos los demás seres de la Madre Tierra también tienen derechos que son específicos a su condición y apropiados para su rol y función dentro de las comunidades en los cuales existen” (art. 1.6). De esta manera, la Declaración reconoce una serie de derechos inherentes de la Madre Tierra y todos los seres que la integran, entre los cuales se encuentran el derecho a la vida y existencia140. El conjunto de derechos reconocidos en la Declaración son derechos inalienables “en tanto derivan de la misma fuente de existencia” (art. 1.4). Por su parte, la Declaración señala que todos los seres humanos tienen la obligación de reconocer, respetar y promover la aplicación e implementación de los derechos de la Madre Tierra (art. 3.4).

			A nivel nacional, el enfoque biocéntrico ha servido de base para que algunos países, superando la perspectiva jurídica antropocéntrica, hayan reconocido derechos de la naturaleza o Madre Tierra en su ordenamiento jurídico nacional. Este ha sido el caso, por ejemplo, de Ecuador y Bolivia. 

			La Constitución de Ecuador, adoptada en 2008, es el único instrumento jurídico constitucional a nivel mundial que reconoce a la naturaleza como titular y sujeto de derechos a partir del reconocimiento de sus valores intrínsecos – incluyendo los de las especies vivas y los ecosistemas – con independencia de la apreciación de los seres humanos. De este modo, junto con reconocer el derecho humano al medio ambiente, la Constitución de Ecuador establece que la Naturaleza o Pacha Mama tiene una serie de derechos, incluyendo el derecho al respeto integral de su existencia y al mantenimiento y regeneración de sus ciclos vitales; derecho cuyo cumplimiento puede ser exigido por cualquier persona (art. 71)141. Asimismo, se establece la aplicación de medidas de precaución y restricción para las actividades humanas que puedan conducir a la extinción de especies, a la destrucción de ecosistemas y a la alteración permanente de los ciclos vitales (art. 73). Por su parte, Bolivia también reconoció por medio de legislación infraconstitucional los derechos de la Madre Tierra. Por ejemplo, la Ley 071 de 2010 declara el carácter jurídico de la Madre Tierra como sujeto colectivo de interés público y le reconoce una serie de derechos, entre los cuales se encuentra el derecho a la vida, traducido como el derecho de la Madre Tierra “al mantenimiento de la integridad de los sistemas de vida y los procesos naturales que los sustentan, así como las capacidades y condiciones para su regeneración” (art. 7.1)142. 

			El reconocimiento de los derechos de la naturaleza al que nos hemos referido, no se antepone a los derechos humanos ni supone la negación o alteración del contenido del derecho humano a un ambiente sano, reconocido ampliamente en el marco jurídico de más de un centenar de países. Por el contrario, como ocurre en los casos de Ecuador y Bolivia, los derechos de los seres humanos y los de naturaleza se articulan estrechamente entre sí a partir de su complementariedad. El reconocimiento de los derechos de la naturaleza y sus múltiples formas de vida – incluyendo el derecho a la existencia, mantenimiento y restauración – se ha producido también en sentencias judiciales de cortes nacionales, como por ejemplo de Ecuador y Colombia143.

			Así, desde la visión biocéntrica, la naturaleza y todos sus componentes – es decir sistemas de vida y seres vivos humanos y no humanos – son titulares de derechos inherentes, como el derecho a la vida. Ya no nos referimos, por tanto, a la protección del medio ambiente para el beneficio de los humanos y la garantía de sus derechos, sino a la responsabilidad de respetar y proteger la vida y existencia de “todos” los seres vivos que lo integran, incluyendo las comunidades humanas, pues todas poseen un valor intrínseco, independiente de su utilidad para el ser humano144. 

			Precisamente, la Corte Interamericana de Derechos Humanos en su Opinión Consultiva 23/2017, sobre las obligaciones de los Estados en relación con el medio ambiente en el marco de la protección y garantía de los derechos a la vida y a la integridad personal, en la que consagra el derecho al medio ambiente sano como un derecho autónomo, señala que:

			[s]e trata de proteger la naturaleza y el medio ambiente no solamente por su conexidad con una utilidad para el ser humano o por los efectos que su degradación podría causar en otros derechos de las personas, como la salud, la vida o la integridad personal, sino por su importancia para los demás organismos vivos con quienes se comparte el Planeta, también merecedores de protección en sí mismos145.

			Así, desde el enfoque biocéntrico, la vida es un fenómeno único, un valor en sí mismo, es un derecho al que no solo es titular la raza humana, sino todos los seres vivos – humanos y no humanos – que habitan en el Planeta en una relación de interdependencia, pues todos tienen la misma importancia y merecen el mismo respeto. 

			IV. PRINCIPALES LIMITACIONES PARA LA EFECTIVIDAD DEL DERECHO A LA VIDA 

			La efectividad de la protección del derecho a la vida es una condición previa para la protección de otros derechos, y su vulneración le resta sentido a los demás derechos146. En este sentido, como se desarrolla a continuación, existen diversas e importantes limitaciones para la efectividad del derecho a la vida tanto desde la perspectiva antropocéntrica como de la biocéntrica. 

			1. Limitaciones desde la perspectiva antropocéntrica

			La incorporación de los temas ambientales como derechos de tercera generación ha seguido una perspectiva antropocentrista, como una extensión de los derechos humanos, mientras que la naturaleza sigue siendo considerada un objeto. Esta postura propia de la Modernidad está basada en una visión instrumental de la naturaleza, a través de la cual, la protección de los seres vivos no humanos no es un asunto de derechos, sino que debería estar fundamentada en la relevancia económica de estos y la utilidad que generan al ser humano como forma más importante de vida.

			Desde esta perspectiva, el derecho fundamental a la vida comprende, no solo el derecho de todo ser humano de no ser privado de la vida de forma arbitraria, sino también el derecho a no ser impedido de acceder a condiciones que le garanticen una existencia digna. Evidentemente, un medioambiente sano forma parte de estas condiciones y, por tanto, su protección para el mantenimiento de la calidad de vida de los seres humanos es indiscutible.

			Paradójicamente, junto con el desarrollo y expansión de los derechos humanos, las violaciones a los mismos, y particularmente al derecho a la vida, también se intensifican. Estas violaciones del derecho a la vida tienen que ver con atentados directos contra los sustentos vitales (recursos vitales, la integridad física y psicológica, la existencia misma), pero también con problemas estructurales como la pobreza y la desigualdad que se agudizan cada vez más en este mundo globalizado. 

			Durante las últimas décadas se ha producido un crecimiento de la riqueza mundial. Sin embargo, ésta se concentra en unas pocas manos, sobre todo en países del centro mundial147. Así, el modelo de globalización ha generado un incremento en la brecha entre personas ricas y pobres a nivel mundial y la degradación ambiental en los Estados, permitiendo la colonización basada, principalmente, en la explotación y acaparamiento de los recursos naturales148 de los países de la periferia por parte de los países del centro del poder mundial.

			La intensificación de la globalización, además, ha generado desigualdades extremas y profundas asimetrías que han derivado en la exclusión de las mayorías sociales149. Esta desigualdad y pobreza estructural han sido observables durante muchos años en el marco de la emergencia climática actual y se han visibilizado de forma mucho más trágica en la reciente emergencia sanitaria de la Covid-19. Los profundos desequilibrios sociales y deterioro de las condiciones de vida de millones personas en todo el Planeta no son más que consecuencias del modelo económico neoliberal150 fundado en el afán de lucro y las cadenas de suministros mundiales. 

			El afán de extracción y producción sin límites, el crecimiento continuo, la expansión del capitalismo depredador y el incontrolable comercio internacional han generado todo tipo de problemas ambientales151 que han puesto en una situación de total indefensión a la especie humana y probablemente en un punto de no retorno, a menos que se produzcan cambios estructurales en el modelo económico actual. La emergencia climática actual es el resultado de la globalización que a su vez ha sido uno de los factores que han precipitado la crisis sanitaria de la Covid-19 que afecta a todos los países por igual y pone en riesgo la calidad de vida en todo el mundo, pero con consecuencias significativamente más graves para las poblaciones más vulnerables. 

			En efecto, esta crisis sanitaria es solo un ejemplo palpable de los intrínsecos vínculos entre el medio ambiente, los sistemas sociales y la salud y junto con la crisis climática y ecológica evidencian, nuevamente, la fragilidad y vulnerabilidad de la globalización, mostrándonos el lado más oscuro de este fenómeno. La aldea global ha sido afectada por la onda expansiva de la virulencia del SARS-CoV-2 y su rápida transmisión que, pese a tener un origen local, se ha diseminado en todo el Planeta, sin importar fronteras o nacionalidad. Así, la actual pandemia solo nos ha mostrado una vez más la paradoja de la globalización. A pesar de que la expansión de la enfermedad por el coronavirus SARS-CoV-2 se debió principalmente a las clases privilegiadas que se desplazaron y transmitieron el virus a nivel mundial, las poblaciones más pobres, muchas de ellas ubicadas en los lugares más remotos del Planeta, son las que sufrieron en mayor medida los impactos sociales y económicos de la pandemia de la Covid-19. 

			Sin embargo, las acciones contra los efectos de la pandemia que se han empezado a tomar no se alejan de la maquinaria capitalista, ni de su carácter antropocéntrico, patriarcal, clasista y racista. Los gobernantes siguen insistiendo en medidas de recuperación basadas en el actual modelo de globalización y sistema neoliberal con medidas económicas como única fuente de recuperación, bajo el entendido que la pandemia es una situación temporal y que cuando se descubra la vacuna volveremos a la normalidad y podremos continuar con el actual modelo económico y patrón de crecimiento como sinónimo de prosperidad, pese a ser incompatible con la preservación de la vida. Sin embargo, esto no es cierto, pues es bien sabido que, por ejemplo, la vacuna no llegará a todos, al menos no de la forma y oportunidad requerida, lo cual acentuará la injusticia y desigualdad social y económica, mientras que la vida seguirá en riesgo. Ante esta situación, la Corte Interamericana de Derechos Humanos en su Declaración 1/20, de 9 de abril de 2020152, ha señalado que: 

			Dada la naturaleza de la pandemia, los derechos económicos, sociales, culturales y ambientales deben ser garantizados sin discriminación a toda persona bajo la jurisdicción del Estado y, en especial, a aquellos grupos que son afectados de forma desproporcionada porque se encuentran en situación de mayor vulnerabilidad, como son las personas mayores, las niñas y los niños, las personas con discapacidad, las personas migrantes, los refugiados, los apátridas, las personas privadas de la libertad, las personas LGBTI, las mujeres embarazadas o en período de post parto, las comunidades indígenas, las personas afrodescendientes, las personas que viven del trabajo informal, la población de barrios o zonas de habitación precaria, las personas en situación de calle, las personas en situación de pobreza, y el personal de los servicios de salud que atienden esta emergencia.

			En ese sentido, frente a las circunstancias actuales de crisis ecosocial agravada por la pandemia, los gobiernos deben priorizar la salud y la defensa de la vida de forma igualitaria de toda la población sin importar su condición económica o social. Para ello, deben trabajar para atender las necesidades básicas que garanticen la vida de la población en su conjunto, como la alimentación, la vivienda, la atención de salud y la educación, así como el trabajo en condiciones dignas y un ingreso mínimo vital. Pero fundamentalmente, es cada vez más urgente y necesario analizar si el modelo de desarrollo actual y la globalización derivarán en la consecución de la igualdad y libertad o, de continuar de la misma manera, nos enfrentaremos a una sociedad más mercantilista, fraccionada y desigual, en el que solo sobrevivirán unos pocos “aptos”.  

			2. Limitaciones desde la perspectiva biocéntrica

			Como hemos visto, la visión biocéntrica otorga derechos no solamente a los seres humanos, sino también a los no humanos, ya que todas las formas de vida poseen un valor intrínseco y son fundamentales para la naturaleza. De esta forma, 

			[l]a naturaleza, entendida como el conjunto de interacciones entre los sistemas vivos y elementos físicos y bióticos en un territorio, ha sido elevada a la categoría de sujeto que tiene prerrogativas jurídicas, reconocidas en los ordenamientos legales superiores, las cuales pueden ser invocadas y protegidas a través de diversas acciones judiciales153.

			El biocentrismo defiende la consideración moral de todos los seres vivos, especialmente los no humanos, independientemente de su utilidad para el ser humano154. De esta manera, se propone una ética respetuosa con las dinámicas naturales y del valor propio de todos los seres humanos y no humanos que viven en el Planeta, así como el reconocimiento de la posición no dominante de la especie humana en la sociedad global.

			Como ya se ha señalado, algunos instrumentos internacionales, así como la Constitución ecuatoriana y las leyes de la Madre Tierra en Bolivia, han adoptado el enfoque biocéntrico. A partir de estos instrumentos, la protección del medio ambiente no está limitada únicamente a proporcionar un beneficio para los seres humanos, sino al reconocimiento del derecho a la protección y defensa de la vida de todos los seres que lo integran. 

			Si bien es cierto que la incorporación de la perspectiva biocéntrica en el ordenamiento jurídico constituye un avance en la protección del derecho a la vida, cabe señalar que la protección de los derechos de los seres vivos no humanos no será efectiva si las actuaciones de los operadores jurídicos no encuentran respaldo en una voluntad política y un acuerdo social que otorgue exigibilidad a estas atribuciones constitucionales y legales y la dote de contenido155. Esta parece ser todavía una tarea pendiente en el caso de Ecuador y Bolivia, por ejemplo, donde el avance normativo de enfoque biocéntrico se ha topado con un persistente modelo antropocéntrico de crecimiento basado en el extractivismo que vulnera los derechos humanos y de la naturaleza156. 

			De otro lado, es importante hacer referencia al ecofeminismo como filosofía que considera que el sistema actual “se constituyó y se mantiene por medio de la subordinación de las mujeres, de la colonización de los pueblos ‘extranjeros’ y de sus tierras, y de la naturaleza”157. Este enfoque considera que la subordinación de la mujer y la explotación de la naturaleza tienen la misma lógica de dominación patriarcal y la priorización de la obtención de beneficios. Por ello propugnan la necesidad de efectuar una transformación en las relaciones de los seres humanos y la naturaleza para superar la visión antropocéntrica y androcéntrica158. En ese sentido, el ecofeminismo considera que los conocimientos de las mujeres están más enfocados al cuidado de la vida y por tanto, la sostenibilidad debería estar orientada hacia esta cultura de cuidado. Yayo Herrero nos invita a “[...] entender, valorar y querer las diferentes formas de vida y reconocernos como partes de una red formada por el clima, agua, plantas y aire”, ya que “[c]olocar la vida en el centro de la experiencia es también ser consciente del nacimiento, el crecimiento o la muerte; es aprender el respeto a los animales no humanos y reconocernos parecidos y diferentes a estos compañeros de vida; es desentrañar las relaciones complejas y dinámicas de los ecosistemas que funcionan como mecanos”159.

			Sin embargo y paradójicamente, el extractivismo y la explotación indiscriminada de la naturaleza sigue presente en los países que ya han incorporado el enfoque biocéntrico en su ordenamiento jurídico. Asimismo, son estos países quienes continúan teniendo un enfoque patriarcal y androcéntrico, en el que el rol de la mujer y la cultura del cuidado de la vida efectuado por ella ha sido invisibilizado históricamente y de forma permanentemente.

			En general, puede ser que la problemática radique en la conceptualización misma de la protección de la vida, en todas sus manifestaciones, a través de los derechos. Es decir, a pesar del enfoque biocéntrico, se sigue utilizando el lenguaje de los derechos, narrativas propias de origen antropocéntrico, pero lejanas de los conocimientos y aprendizajes de quienes conciben la vida en toda su integridad, como pueden ser los pueblos indígenas, arraigados en una cosmovisión en que el lenguaje de protección y cuidado de la vida trasciende a la de los derechos. La vida no debe ser objeto de reconocimiento, mediante la atribución de derechos, sino que es la vida la que atribuye estos derechos. 

			V. REFLEXIONES FINALES 

			La actual crisis ecosocial, acentuada aún más por la pandemia de la Covid-19, es una crisis que afecta fundamentalmente la sostenibilidad de la vida en el Planeta.

			La emergencia sanitaria ha visibilizado, una vez más, la actual inferiorización y desprotección de la vida en todas sus formas. Esta desprotección no solo acrecienta las desigualdades, sino que impide enfrentar las graves crisis ambiental y climática que representan una amenaza existencial. Dada la estrecha conexión entre las personas y la naturaleza, la protección de la vida de todos los seres humanos y no humanos debe realizarse a partir de la comprensión de la relación simbiótica que existe entre ellos. Pero, además, la pandemia de la Covid-19 ha demostrado nuevamente que el paradigma de la globalización neoliberal - de instituciones debilitadas, poblaciones desprotegidas, acentuadas asimetrías en gran parte de los países, y emergencia ambiental y su débil respuesta - está en crisis… una crisis que afecta a los que menos se han favorecido de la misma.

			En ese sentido, las crisis actuales nos están demostrando que es imperativo transitar hacia un nuevo modelo de sociedad más sostenible y respetuoso de la vida. Los desafíos a los que se expone la humanidad en una era determinada por cambios inducidos exigen una adaptación forzada a una realidad donde la vida está constantemente comprometida. No obstante, las respuestas paliativas a esta realidad de emergencias no son suficientes sin un replanteamiento de los estratos que sustentan un modelo económico y social insostenible para la vida.

			Así, se hace imprescindible un nuevo enfoque socioeconómico que gire en torno no solo al derecho a la vida de los seres humanos, sino también de los no humanos, a partir de un planteamiento holístico en torno a una convivencia inclusiva a nivel biosistémico. La convivencia entre los seres humanos y la naturaleza debe ser un pilar fundamental en la nueva normalidad post-Covid-19. Asimismo, es importante considerar la conexión intrínseca entre las mujeres y la naturaleza y orientar la sostenibilidad hacia la cultura de cuidado de la vida.

			Para hacer frente al gran desafío que constituye la crisis sanitaria actual, así como la emergencia climática y ambiental, es imprescindible que los seres humanos desterremos la incapacidad innata que tenemos de asumir nuestra vulnerabilidad y la visión antropocéntrica y patriarcal que domina el sistema económico actual y que amenaza la pervivencia de nuestro Planeta. Se hace necesaria entonces la reconceptualización del derecho a la vida desde un enfoque biocéntrico, en el que la naturaleza y los seres vivos tienen un valor inherente y son reconocidos como sujetos de derechos. Ello no solo posibilita un mayor respeto a los seres no humanos, sino también a los propios seres humanos, especialmente aquellos excluidos, marginalizados y oprimidos, tan ampliamente afectados por la pandemia. Esta reconceptualización se muestra fundamental para superar el paradigma antropocéntrico dominante, a fin de respetar y proteger la vida en toda su diversidad: de personas, especies y ecosistemas, dado su valor vital intrínseco. Todo esto implica transitar más allá de la conceptualización de los derechos hacia narrativas basadas en la vida, como pilar fundamental de la existencia y coexistencia en el Planeta.

			El respeto al derecho a la vida de los seres humanos y no humanos, así como el respeto por nuestra casa común, que es el medio ambiente, no debería ser negociable. Este es el verdadero mensaje que debemos enfatizar en los tiempos de crisis ecosocial y hacer conocer a las clases dominantes que continúan imponiendo un modelo económico globalizador injusto, insostenible y de naturaleza depredadora, que de ninguna manera promueve el respecto a la vida, sino que, por el contrario, genera un daño vital.

			El desafío actual es derribar viejos paradigmas y construir un modelo alternativo de desarrollo que tome en cuenta las necesidades humanas y la protección de nuestra casa común y que se sustente en el respeto y protección de la vida de los seres humanos y no humanos. Para ello debemos repensar un modelo de globalización alternativo que defienda la promoción de los derechos humanos y de la naturaleza y la justicia social y ecológica, fundado en el papel de los Estados que garanticen la seguridad y el bienestar social universal. 

			En la práctica, ello no implica inmovilizar cualquier actividad humana que tenga un impacto en la naturaleza o la existencia e integridad de los seres que la habitan, sino que éstas se desarrollen en armonía con ellos y sin provocar su destrucción. Reconocer el derecho a la vida, desde una visión biocéntrica, en términos prácticos no significa hacer intocable a la Naturaleza; sino, superar la sobreexplotación económica de ella y de los recursos naturales vitales, y reconocer que su uso o aprovechamiento debe estar destinado a satisfacer las necesidades humanas básicas y debe ser adecuado a la capacidad de recuperación de sus sistemas vivos y seres vivos, de acuerdo con los ciclos naturales. Se trata de una responsabilidad universal y solidaria de todos los seres vivos.

			En definitiva, la pandemia por el nuevo coronavirus SARS-CoV-2 es un ejemplo más de la grave crisis ecosistémica que atraviesa la humanidad y que nos invita – o incluso obliga – a repensar nuestra posición en el mundo y a tomar consciencia de nuestra responsabilidad con el destino del Planeta. La globalización y el modelo económico actual han traído consigo la desigualdad, el incremento de la riqueza de unos pocos a costa de la gran mayoría de la población mundial, pero sobre todo “la irrelevancia” y fragilización de la “Vida” de la Madre Tierra. Esto debe cambiar si de verdad estamos dispuestos a enfrentar la crisis ecosistémica actual y transmitir un mundo habitable para las generaciones futuras.
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			Capítulo 3

			LA Covid-19 Y EL DERECHO A LA ALIMENTACIÓN: REFLEXIONES A PROPÓSITO DE LA NUEVA ESTRATEGIA DE LA UNIÓN EUROPEA “DE LA GRANJA A LA MESA”

			(The Covid-19 and the Right To Food: Reflections in connection with the EU New Strategy “From Farm to Fork”)

			Antoni Pigrau Solé

			RESUMEN: La expansión de la pandemia de la Covid-19 en todo el mundo y las distintas respuestas que los gobiernos han ido adoptando para afrontarla han generado un conjunto de efectos que se proyectan sobre múltiples aspectos. Paralelamente a la extensión del coronavirus, en mayo de 2020, la Comisión Europea publicó la comunicación titulada: “Una estrategia de la granja a la mesa. Para un sistema alimentario justo, saludable y respetuoso del medio ambiente”. Este capítulo analiza los efectos de la pandemia sobre el sistema alimentario y, en consecuencia, sobre el derecho a la alimentación, y los pone en relación con la adecuación de la Estrategia de la Comisión Europea para garantizar el derecho a la alimentación frente a futuras pandemias.

			ABSTRACT: The spread of the Covid-19 pandemic around the world and the different responses that governments have been adopting to face it have generated a set of effects that are projected on multiple aspects. Parallel to the spread of the coronavirus, on May 20, 2020, the European Commission published the communication entitled: “Farm to Fork Strategy – for a fair, healthy and environmentally-friendly food system.” This chapter analyzes the effects of the pandemic on the food system and, consequently, on the right to food, and puts them in relation to the adequacy of the European Commission’s Strategy to guarantee the right to food in the face of future pandemics.

			SUMARIO: I. Introducción. II. La alimentación como derecho humano y las deficiencias del sistema alimentario. III. Las afectaciones de la Covid-19 a la seguridad alimentaria como factor agravante. IV. La estrategia de la granja a la mesa y el derecho a la alimentación. V. Consideraciones finales. VI. Bibliografía.

			Novel infectious diseases can emerge in any part of the world at any time. HIV and Ebola came out of Africa, avian influenza and SARS from China, Nipah virus from Malaysia, BSE/vCJD from the UK and hantavirus pulmonary syndrome from the Americas. It is difficult to predict what new disease will come next or where it will appear, but changing ecological conditions and novel human-animal contacts will be useful clues as to which horizons require scanning with most scrutiny. We must expect the unexpected.

			 (Robin A. Weiss & Anthony J. McMichael, 2004)

			I. INTRODUCCIÓN

			La Covid-19 es una enfermedad infecciosa, desconocida hasta ahora, causada por la variedad de coronavirus de más reciente aparición. Al parecer, el primer brote se produjo en Wuhan (provincia de Hubei, China) en diciembre de 2019. 

			El 30 de enero el Director General de la OMS, por recomendación de su Comité de Emergencias, declaró que el brote por el nuevo coronavirus constituía una emergencia de salud pública de importancia internacional. En esos momentos había 7900 casos confirmados en 19 países, la gran mayoría en China 160. El máximo responsable de la OMS declaró la pandemia el 11 de marzo, la primera causada por un coronavirus. En ese momento se registraban, 118 000 casos notificados a nivel mundial en 114 países y 4291 personas habían perdido la vida161.

			Actualmente el virus se ha extendido prácticamente a todo el mundo. A 5 de febrero de 2021, la OMS estimaba en casi 104 millones los casos de contagio notificados y en 2.260.259 el número de personas fallecidas a causa de la enfermedad. Los datos para España eran de 2.883.465 personas diagnosticadas y 60.370 personas fallecidas.

			La rápida extensión de la Covid-19 y la gran cantidad de aspectos todavía desconocidos sobre este coronavirus hacen que se trate de una crisis sanitaria poco comparable con otras precedentes, que ha sometido a un test de máxima presión a los sistemas sanitarios de los distintos países, evidenciando sus respectivas limitaciones.

			Las enfermedades infecciosas que afectan a los seres humanos y que han causado las principales pandemias, y en especial las causadas por virus, han sido el resultado de un patógeno que salta de su huésped original a una nueva especie huésped162. Pero la proliferación de enfermedades infecciosas en las últimas décadas tiene una relación directa con la evolución social y el contexto ambiental: 

			By the late twentieth century, however, an increase in the emergence and reemergence of infectious diseases was evident in many parts of the world. This upturn looms as the fourth major transition in human–microbe relationships since the advent of agriculture around 10,000 years ago. About 30 new diseases have been identified […]. The emergence of these diseases, and resurgence of old ones like tuberculosis and cholera, reflects various changes in human ecology: rural-to-urban migration resulting in high density peri-urban slums; increasing long-distance mobility and trade; the social disruption of war and conflict; changes in personal behavior; and, increasingly, human-induced global changes, including widespread forest clearance and climate change.163

			Al mismo tiempo que la Covid-19 se iba extendiendo, la Comisión Europea publicó, en mayo de 2020, la estrategia Farm to Fork, traducida como “De la granja a la mesa” (en adelante, la Estrategia o F2F), en el marco del denominado Pacto Verde Europeo. El Pacto Verde Europeo es un ambicioso programa de la Unión Europea (en adelante, UE) para hacer frente al cambio climático y a la degradación del medio ambiente, enunciado en diciembre de 2019. Se define como “una nueva estrategia de crecimiento destinada a transformar la UE en una sociedad equitativa y próspera, con una economía moderna, eficiente en el uso de los recursos y competitiva, en la que no habrá emisiones netas de gases de efecto invernadero en 2050 y el crecimiento económico estará disociado del uso de los recursos.”164 El Pacto, a su vez, es parte integrante de la estrategia de la Comisión para aplicar la Agenda 2030 y los Objetivos de Desarrollo Sostenible de las Naciones Unidas (en adelante, ODS). Uno de los ejes del Pacto es idear un sistema alimentario justo, saludable y respetuoso con el medioambiente. 

			En la justificación de F2F, la Comisión señala que la pandemia de la Covid-19 “ha subrayado la importancia de un sistema alimentario sólido y resiliente que funcione en todas las circunstancias y sea capaz de garantizar el acceso a un suministro suficiente de alimentos asequibles para los ciudadanos.”165 La Comisión considera que F2F es una oportunidad para mejorar los modos de vida, la salud y el medio ambiente166. En la justificación de la medida la Comisión incide en su alineamiento con la propuesta de Ley del Clima167, indicando que los sistemas alimentarios siguen siendo uno de los principales motores del cambio climático y la degradación del medio ambiente168. Los objetivos de la UE se resumen así: 

			reducir la huella medioambiental y climática de su sistema alimentario y reforzar su resiliencia, garantizar la seguridad alimentaria frente al cambio climático y la pérdida de biodiversidad, y liderar una transición global hacia la sostenibilidad competitiva “de la granja a la mesa” y aprovechando las nuevas oportunidades. 169 

			La conjunción de la gravedad de la situación sanitaria en todo el mundo y de las distintas respuestas que los gobiernos han ido adoptando para afrontarla ha generado un conjunto de efectos que se proyectan sobre múltiples aspectos de la vida de las personas en todo el mundo. Este capítulo se centra en los efectos de la pandemia sobre el sistema alimentario y, en consecuencia, sobre el derecho a la alimentación. Para ello se aborda primeramente el contenido básico del derecho a la alimentación (2); a continuación se presentan los principales impactos de la pandemia sobre la seguridad alimentaria que van siendo identificados desde distintos campos científicos (3); en tercer lugar se formula un análisis preliminar de la adecuación de F2F de la Comisión Europea para garantizar el derecho a la alimentación frente a futuras pandemias (4), para terminar con unas consideraciones finales (5).

			II. LA ALIMENTACIÓN COMO DERECHO HUMANO Y LAS DEFICIENCIAS DEL SISTEMA ALIMENTARIO 170

			La erradicación del hambre ha estado presente en los Objetivos de Desarrollo del Milenio de las Naciones Unidas171 y lo está en los ODS, para 2030. En concreto, en el ODS 2 “Poner fin al hambre, lograr la seguridad alimentaria y la mejora de la nutrición y promover la agricultura sostenible”172, aunque la alimentación tiene vinculación con otros ODS173. Pero el hambre en nuestro mundo actual no tiene tanto que ver con la escasez de alimentos como con la posibilidad de acceso físico o económico a los mismos174.

			Distintos instrumentos internacionales, como la Declaración Universal de los Derechos Humanos, de 1949 (Artículo 25) 175, o el Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales de 1966 (Artículo 11)176, reconocen un derecho a un nivel de vida adecuado que incluye la alimentación. En 1999, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales presentó su Observación general Nº 12 (1999), en la que se desarrolla el contenido esencial del derecho a una alimentación adecuada. El Comité considera que el contenido básico del derecho a la alimentación adecuada comprende:

			-	 la disponibilidad de alimentos en cantidad y calidad suficientes para satisfacer las necesidades alimentarias de los individuos, sin sustancias nocivas, y aceptables para una cultura determinada;

			-	 la accesibilidad de esos alimentos en formas que sean sostenibles y que no dificulten el goce de otros derechos humanos.177

			Desde el año 2000, en el seno de la Consejo de Derechos Humanos, los sucesivos relatores y relatoras especiales sobre el derecho a la alimentación han desarrollado un importante trabajo en la elaboración del derecho humano a la alimentación178. El primero de ellos, Jean Ziegler, lo definió así:

			El derecho a la alimentación es el derecho a tener acceso, de manera regular, permanente y libre, sea directamente, sea mediante compra en dinero, a una alimentación cuantitativa y cualitativamente adecuada y suficiente, que corresponda a las tradiciones culturales de la población a que pertenece el consumidor y que garantice una vida psíquica y física, individual y colectiva, libre de angustias, satisfactoria y digna179.

			Según el Comité Derechos Económicos Sociales y Culturales, el derecho a la alimentación adecuada impone tres tipos o niveles de obligaciones a los Estados Partes: la obligación de respetar el acceso existente a una alimentación adecuada requiere que los Estados no adopten medidas de ningún tipo que tengan por resultado impedir ese acceso; la obligación de proteger requiere que el Estado Parte adopte medidas para velar por que las empresas o los particulares no priven a las personas del acceso a una alimentación adecuada; y la obligación de realizar (facilitar) significa que el Estado debe procurar iniciar actividades con el fin de fortalecer el acceso y la utilización por parte de la población de los recursos y medios que aseguren sus medios de vida, incluida la seguridad alimentaria; pero también la obligación de realizar (hacer efectivo) ese derecho directamente, cuando un individuo o un grupo sea incapaz, por razones que escapen a su control, de disfrutar el derecho a una alimentación adecuada180.

			En noviembre de 2004, el Consejo de la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO, por sus siglas en inglés) aprobó las “Directrices Voluntarias en apoyo de la realización progresiva del derecho a una alimentación adecuada en el contexto de la seguridad alimentaria nacional”, que establecen una definición aceptada a nivel internacional del derecho a la alimentación: 

			Estas Directrices voluntarias tienen por objeto garantizar la disponibilidad de alimentos en cantidad suficiente y de calidad apropiada para satisfacer las necesidades alimentarias de los individuos; la accesibilidad física y económica universal, incluso de los grupos vulnerables, a alimentos adecuados, libres de sustancias nocivas y aceptables para una cultura determinada; o los medios para procurárselos.181

			Pero el derecho a la alimentación no es un derecho que alguien pueda reclamar fácilmente frente a los tribunales de justicia182. Y los datos de la realidad muestran que es un derecho inexistente para una parte significativa de la población mundial, que sufre hambre183, si atendemos a su aspecto cuantitativo, y no disfrutado para una enorme parte de la misma, si añadimos el aspecto cualitativo.

			Según datos de un informe conjunto de distintos organismos internacionales, para 2019, “690 millones de personas padecen hambre, es decir, el 8,9% de la población mundial (un aumento de unos 10 millones de personas en un año y de unos 60 millones en cinco años)”. Además, el número de personas afectadas por la inseguridad alimentaria grave era de cerca de 750 millones de personas, o casi una de cada 10 personas en el mundo y unos 2.000 millones de personas en el mundo no disponían de acceso regular a alimentos inocuos, nutritivos y suficientes. A ello hay que añadir los efectos de la pandemia de Covid-19, que podría agregar de 83 a 132 millones de personas más a las filas de los desnutridos en 2020, según el mismo informe. Aunque hay personas subalimentadas en todas las regiones del mundo, la gran mayoría (unos 678 millones de personas) vive en las regiones en desarrollo: más de 250 millones de personas subalimentadas (un 19,1% de la población), en África; 381 millones de personas en Asia (un 8,3% de la población) y cerca de 48 millones de personas en América Latina y el Caribe (un 7,4% de la población) 184. Entre los niños la situación es de particular gravedad: se estima que el 21,3% (144 millones) de los niños menores de 5 años presentaban retraso en el crecimiento, el 6,9% (47 millones) emaciación y el 5,6% (38,3 millones) sobrepeso185. 

			Pero una cosa es pasar hambre y otra distinta tener acceso a una dieta saludable. El mismo informe indica que las dietas saludables eran inasequibles en 2017 para más de 3.000 millones de personas por su coste económico, estimado en un 60% más elevado que el de una dieta adecuada en cuanto a nutrientes y casi cinco veces mayor que el costo de una dieta suficiente en cuanto a energía186. El informe detalla las consecuencias, en costes ocultos, de esta realidad: el de la atención sanitaria (derivados de la mortalidad y las enfermedades no transmisibles), que se estima en 1,3 billones de USD al año para 2030; y el de la contribución al cambio climático, derivado de las emisiones de gases de efecto invernadero vinculadas a los hábitos alimenticios, que se estima superará los 1,7 billones de USD al año para 2030187.

			Un informe para el Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, de 2011, identificaba que “las personas que trabajan en las zonas rurales, los pobres de las zonas urbanas, las mujeres, los niños, los refugiados, los pueblos indígenas, las personas con discapacidad, las personas mayores y otras minorías se encuentran entre las personas más vulnerables al hambre y la desnutrición”. Y recomendaba que todos los esfuerzos de los Estados y las organizaciones intergubernamentales para reducir el hambre y la malnutrición “deben basarse en un enfoque de derechos humanos y enmarcarse, en cuanto a su orientación, en el derecho a la alimentación.”188 En particular, existe una gran desproporción entre el peso de las mujeres en las tareas de cultivo de la tierra y cosecha de alimentos y su acceso a la alimentación, por distintos motivos, entre los que tienen peso los de carácter jurídico, tales como su limitado acceso a los derechos sobre las tierras o la escasa participación en la adopción de decisiones.189

			La anterior Relatora Especial de la ONU sobre el Derecho a la Alimentación, Hilal Elver, ha destacado la existencia de motores externos del hambre y la malnutrición “que agravan la desigualdad y socavan el derecho a la alimentación”190. Entre ellos menciona “los conflictos191, el cambio climático192 y un régimen económico internacional que apoya la mercantilización y la industrialización de la agricultura por encima de los derechos humanos”, para concluir que la realización del derecho a la alimentación y el logro de los ODS exigen la adopción de medidas inmediatas para hacer frente a esos motores.

			En efecto, una gran cantidad de pequeños productores agrícolas están sometidos continuamente a los impactos negativos de fenómenos que no controlan, como los episodios climáticos extremos, o a la paradoja de percibir precios muy bajos por los alimentos que producen, pero demasiado caros cuando deben hacer frente a sus necesidades básicas. Y se ven forzados a abandonar sus producciones193 y migrar a las ciudades o, en el mejor de los casos, a trabajar para las grandes empresas de la agroindustria, porque cada vez es más difícil subsistir al margen de ellas. Con ello pierden definitivamente el control sobre las semillas194, los precios, el cuidado de la tierra y el destino de sus alimentos, aparte de la destrucción de sus raíces culturales y comunitarias y pasan a engrosar el número de trabajadores agrícolas susceptibles de ver vulnerados sus derechos laborales195.

			Por otra parte se constata una reducción progresiva de los espacios cultivables en los países del Norte, en parte también por la competencia de la producción de biocombustibles o la producción de madera, de manera que los espacios disponibles para incrementar la producción agrícola se sitúan sobre todo en América Latina y África196, lo que favorece la tendencia al acaparamiento de tierras197. Igualmente se experimenta un deterioro de la calidad del suelo y de las aguas, por el incremento enorme de uso de productos químicos, plaguicidas y fertilizantes, en el marco de la llamada “revolución verde” durante la segunda mitad del siglo XX198, reforzado con la entrada de las semillas transgénicas.

			El sistema alimentario mundial aporta otras paradojas como el de las grandes cantidades de comida que se pierden en los procesos de producción, comercialización y consumo - hasta un tercio de la comida producida, según la FAO199 - o los altos índices de sobrealimentación y la obesidad en algunos lugares del mundo. En 2016, más de 1900 millones de adultos de 18 o más años tenían sobrepeso, de los cuales, más de 650 millones eran obesos, según la Organización Mundial de la Salud200.

			Por otra parte, el sistema, que ha convertido los alimentos en una mercancía más, mediante la intervención de las instituciones formales e informales que gestionan el sistema financiero y comercial, ha terminado por consolidar el crecimiento de los beneficios y el poder sobre el mercado de unos pocos grandes grupos empresariales vinculados a la agroindustria, la biotecnología, la producción de agroquímicos y la comercialización de alimentos201, que tienen la fuerza para exigir al productor precios bajos mientras mantienen altos los precios de venta al consumidor. Junto a ellos, se han beneficiado también de las crisis alimentarias, que han contribuido a provocar, los inversionistas para quienes los alimentos son sólo otro activo financiero, con el que se puede especular en los mercados de capital. A muchos de estos aspectos ha dedicado su último y relevante informe, antes de terminar su mandato, la anterior Relatora Especial Hilal Elver202.

			Finalmente el sistema alimentario mundial contribuye decisivamente al cambio climático por diversas vías: las emisiones de gases de efecto invernadero (dióxido de carbono, metano y óxido nitroso) a la atmósfera directamente203, e impulsan un cambio de uso de la tierra que libera dióxido de carbono adicional cuando se talan los bosques, se drenan los humedales y se cultivan los suelos; la agricultura ocupa cada vez más territorio y consume más agua204, sustituyendo otros ecosistemas naturales, y favoreciendo así la pérdida de biodiversidad; el uso excesivo e inadecuado de nitrógeno y fósforo como nutrientes, que provoca eutrofización en lagos y zonas costeras; la disminución de las pesquerías en todo el mundo como consecuencia de la sobrepesca; o el deterioro de los hábitats costeros, el agua dulce y los sistemas terrestres, como consecuencia de la expansión del sector de la acuicultura205. 

			En realidad, el sistema alimentario actual se encuentra entre los principales impulsores del cambio ambiental global al contribuir al cambio climático, la pérdida de biodiversidad, el uso de agua dulce, la interferencia con los ciclos globales del nitrógeno y el fósforo, el cambio del sistema terrestre y la contaminación química206.

			III. LAS AFECTACIONES DE LA Covid-19 A LA SEGURIDAD ALIMENTARIA COMO FACTOR AGRAVANTE

			La pandemia de la Covid-19 ha generado uno de esos extraños momentos en que los gobiernos necesitan que la opinión científica pase al centro del escenario; cosa que solamente sucede en casos de crisis graves ante las que quienes deben tomar decisiones no están seguros de adoptar las respuestas adecuadas y requieren la cobertura de las y los científicos. Para los científicos, acostumbrados a alertar a los gobiernos, en general, sin éxito, se ha presentado una oportunidad de intensificar sus recomendaciones a favor de una transformación sustancial del sistema alimentario, teniendo en cuenta toda su complejidad y la conexión entre alimentación, medio ambiente y salud.

			El concepto de seguridad alimentaria fue formulado en 1974, en la primera Cumbre Mundial de la Alimentación y reformulado, en especial, en la Cumbre de 1996207. Según la FAO: 

			Existe seguridad alimentaria cuando todas las personas tienen en todo momento acceso físico y económico a suficientes alimentos inocuos y nutritivos para satisfacer sus necesidades alimentarias y sus preferencias en cuanto a los alimentos a fin de llevar una vida activa y sana. Los cuatro pilares de la seguridad alimentaria son la disponibilidad, la estabilidad del suministro, el acceso y la utilización208.

			El marco utilizado por la FAO se basa en cuatro dimensiones básicas de la seguridad alimentaria: la disponibilidad de alimentos (producción de alimentos, existencias y comercio neto); el acceso económico y físico a la alimentación (ingresos, gasto, mercados y precios); la utilización de los alimentos, que atiende a la nutrición (ingesta suficiente de energía y nutrientes, la preparación de alimentos, la diversidad de la dieta, distribución de alimentos en el hogar y aprovechamiento biológico de los alimentos consumidos); y la estabilidad de las tres dimensiones anteriores, a lo largo del tiempo209. 

			Por otra parte, el Comité de Seguridad Alimentaria Mundial cuenta, desde 2009210, con el Grupo de alto nivel de expertos en seguridad alimentaria y nutrición (High Level Panel of Experts/HLPE), que actúa como interfaz entre ciencia y política del Comité. El Grupo, que ha adoptado un enfoque más sistémico211 de la alimentación, ha propuesto agregar otras dos dimensiones: la capacidad de los individuos o grupos para asumir la condición de agentes del sistema alimentario, tomando sus propias decisiones sobre qué alimentos comen, qué alimentos producen, cómo se producen, procesan y distribuyen esos alimentos dentro de los sistemas alimentarios y su capacidad para participar en procesos que configuran las políticas y la gobernanza del sistema alimentario; y la sostenibilidad, entendida como la capacidad a largo plazo de los sistemas alimentarios para brindar seguridad alimentaria y nutrición de una manera que no comprometa las bases económicas, sociales y ambientales que generan la seguridad alimentaria y la nutrición para las generaciones futuras . En opinión del HLPE, los sistemas alimentarios sostenibles incorporan las seis dimensiones:

			Sustainable food systems are: productive and prosperous (to ensure the availability of sufficient food); equitable and inclusive (to ensure access for all people to food and to livelihoods within that system); empowering and respectful (to ensure agency for all people and groups, including those who are most vulnerable and marginalized to make choices and exercise voice in shaping that system); resilient (to ensure stability in the face of shocks and crises); regenerative (to ensure sustainability in all its dimensions); and healthy and nutritious (to ensure nutrient uptake and utilization)212.

			Aunque la adopción de distintos marcos de análisis pone el acento en distintos aspectos213, el análisis inicial del impacto de la pandemia es bastante coincidente.

			En general se constatan dos conclusiones principales sobre el impacto de la pandemia sobre la seguridad alimentaria. La primera es que el impacto principal deriva no tanto de la pandemia en sí misma cuanto de las consecuencias económicas sobre el empleo y la capacidad adquisitiva de las personas, de las medidas de respuesta a la pandemia adoptadas por los distintos gobiernos, de manera en general unilateral y cambiantes según la evolución de la crisis sanitaria en cada país. La segunda es que la gravedad de los impactos de la pandemia sobre la alimentación es desigual entre países, entre comunidades y entre grupos de personas.

			El mismo HLPE ha tenido ocasión de presentar un informe provisional sobre el impacto de la Covid-19 en la seguridad alimentaria y la nutrición214. El informe identifica tres afectaciones principales en relación con el suministro, con la demanda y con el acceso a los alimentos. Todas ellas reflejan la crisis económica que está siguiendo a la crisis sanitaria:

			•	Impacto en el suministro de alimentos. Interrupciones en el suministro de alimentos debido a aumentos bruscos de las compras por temor a la falta de suministro; al debilitamiento de la capacidad para producir, transformar y transportar alimentos; a las limitaciones a la llegada de insumos a tiempo para la temporada de siembra agrícola; a la restricción a los movimientos de los trabajadores temporeros en la recolección de frutas y verduras. Los cierres de escuelas afectan directamente al acceso a las comidas escolares de millones de niños en todo el mundo. La disminución de la demanda debido a una disminución del poder adquisitivo afecta negativamente la economía de agricultores y productores y reducirá aún más la producción y la disponibilidad de alimentos.

			•	Impacto en la demanda de alimentos. Las políticas de distanciamiento social y las enfermedades provocan una caída en la demanda general y en la demanda de servicios relacionados con la alimentación (restaurantes, hoteles) con repercusiones en la pérdida de empleos, ingresos y medios de vida. Caída de la demanda debido a las restricciones de movimiento y cierre de servicios, y a la disminución del poder adquisitivo. El incremento coyuntural del consumo de alimentos envasados puede convertirse en cambio a largo plazo, con repercusiones en los ingresos de los productores de alimentos y en la diversidad dietética.

			•	Impacto en el acceso a los alimentos. Las interrupciones del suministro, así como la pérdida de puestos de trabajo, ingresos y empleo afectarán especialmente a los trabajadores ocasionales y con salarios bajos con ahorros y acceso más limitados a la atención médica pública en algunos contextos215. Con ello disminuirá su capacidad para acceder a alimentos nutritivos, que podrían ser sustituidos por alimentos más procesados y menos nutritivos en los países industrializados, o alimentos menos procesados y posiblemente más nutritivos en países menos industrializados, pero que tienen un costo superior en términos de tiempo y trabajo de las mujeres para procesar estos alimentos.

			La conclusión principal del Informe, en relación con las distintas dimensiones de la seguridad alimentaria es que casi todas ellas se ven afectadas: la disponibilidad de alimentos tanto a corto como a largo plazo; el acceso a los alimentos, en particular para quienes trabajan en sectores que probablemente sufrirán pérdidas de empleo debido a la recesión; la nutrición, a medida que las personas cambien las dietas a alimentos más asequibles, más estables y pre envasados (que pueden ser menos nutritivos) y a que las frutas y verduras frescas estén menos disponibles; la estabilidad se ve comprometida porque los propios mercados son muy inestables; por último, la capacidad de las personas para actuar sobre su relación con los sistemas alimentarios se ve comprometida a medida que aumentan las desigualdades216.

			Y eso nos lleva a la segunda conclusión: Los impactos de la pandemia son socialmente desiguales, por tener una mayor incidencia en los países del Sur global, en las ciudades y entre los colectivos más vulnerables:

			Containment measures have had an immediate impact on food security in many Southern cities, through the disruption of food supply chains, partial or complete bans on informal food markets and street vending, controls on movement, layoffs, and unemployment, a precipitous decline in household income, and the shuttering of school feeding programs. Most poor urban households live in conditions where individual social distancing measures are impossible to implement. Particularly vulnerable are the urban poor in low-income and informal settlements and, within these areas, population subgroups such as female-headed households, older adults, day laborers, workers in the informal sector, the homeless, and migrants and refugees.217

			Según el mencionado Informe del HLPE, en el plano global los grupos más vulnerables, como los migrantes, los desplazados, los que se encuentran en Estados frágiles o afectados por conflictos sufren un mayor impacto. Con carácter general, en cada país y comunidad, los sectores de población con menos recursos económicos están teniendo más dificultades para afrontar una situación en que las medidas que van adoptando los gobiernos incluyen con frecuencia las restricciones la movilidad, tanto interna como internacional, y el cierre de los lugares de trabajo, lo que ha intensificado la pérdida de empleo e ingresos y, en algunos casos, el aumento de los precios de los alimentos218. 

			Otros estudios parecen confirmar que su impacto se agrava en áreas con mayor contaminación atmosférica y que, en esa medida, está repercutiendo más duramente en áreas más densamente pobladas, que suelen coincidir con grandes ciudades; pero también se advierte, en Estados Unidos, un mayor impacto entre la población negra. Ello se atribuye a que es mucho más probable que experimente condiciones de vivienda adversas, hacinamiento doméstico, acceso reducido a la salud (atención médica y dietas saludables), mayor uso del transporte público, empleo en sectores que requieren interacciones cercanas con otros, y también una mayor exposición histórica a la contaminación del aire que empeora las enfermedades subyacentes, que representan factores de riesgo de Covid-19 grave219.

			Efectivamente, aunque parece que el riesgo de contagio del coronavirus a través de alimentos es mínimo, el informe del HLPE también señala que el empeoramiento de la situación de la seguridad alimentaria y la nutrición puede tener impactos negativos, facilitando la progresión de la pandemia al debilitar los sistemas inmunológicos, especialmente de los más vulnerables al impacto económico de la crisis. Por otra parte, la exigencia de ocupar recursos en los sistemas de salud para afrontar la pandemia puede detraerlos de las crisis alimentarias220. 

			IV. LA ESTRATEGIA DE LA GRANJA A LA MESA Y EL DERECHO A LA ALIMENTACIÓN

			Es preciso tener en cuenta que, aunque la UE carece de una política alimentaria, son varias las políticas que inciden en la alimentación: por lo menos, la Política Agrícola Común, la legislación sobre seguridad alimentaria, la Política Pesquera Común, la legislación ambiental, la política de salud y energía, la política de investigación e innovación, la Política Comercial Común y las normas de la competencia221. 

			La Comisión propone, en la Estrategia, crear una cadena alimentaria que funcione para los consumidores, los productores, el clima y el medio ambiente, que se concreta en seis objetivos específicos: garantizar una producción alimentaria sostenible; garantizar la seguridad alimentaria; estimular prácticas sostenibles de transformación de alimentos, comercio mayorista y minorista, hostelería y servicios alimentarios; promover el consumo sostenible de alimentos y facilitar la transición a dietas saludables y sostenibles; reducir la pérdida y el desperdicio de alimentos; y luchar contra el fraude alimentario a lo largo de toda la cadena de suministro alimentario222. Cada uno de esos objetivos específicos implica actuar en relación con distintos problemas, que se mencionan en F2F. La Estrategia se ocupa también de su impacto exterior, expresando su voluntad de apoyar una transición global hacia sistemas agroalimentarios sostenibles, en consonancia con sus propios objetivos y con los ODS. Ello se canalizaría, en particular, a través de la política comercial de la UE y de la cooperación, con la promoción de nuevos compromisos de terceros Estados y nuevas normas en los organismos internacionales competentes en distintos ámbitos como el bienestar de los animales, el uso de plaguicidas; la mejora de la nutrición y la disminución de la inseguridad alimentaria; la reducción de la contribución de la UE a la degradación forestal a escala mundial; la intensificación de la lucha contra la pesca ilegal, no declarada y no reglamentada y la revisión de los requisitos de importación de alimentos a la UE, especialmente en cuanto a los productos de origen animal y a los productos fitosanitarios utilizados. La Estrategia se completa con un proyecto de plan de acción en el que se detallan las medidas a adoptar hasta finales de 2023223.

			F2F contiene numerosas ideas y propuestas muy interesantes. Entre ellas, el impulso de la economía circular de base biológica, la reducción del uso de plaguicidas químicos, la reducción del uso de fertilizantes, el impulso de la transición a una ganadería más sostenible, la reducción de la venta de antimicrobianos para animales, el refuerzo de la vigilancia de la importación y el control de vegetales, el fomento de la agricultura ecológica, el apoyo a la transición hacia la producción sostenible de pescado y otros alimentos marinos, la elaboración de un código de conducta de la UE para una práctica empresarial y de comercialización responsable, la restricción de la promoción de alimentos no saludables, nueva legislación sobre envases de alimentos y cubiertos, la reducción de la dependencia del transporte de larga distancia, la inversión del aumento de los porcentajes de sobrepeso y obesidad, la revisión de las normas de etiquetado de los alimentos, el establecimiento de criterios mínimos obligatorios para la adquisición pública de alimentos sostenibles, el objetivo de que el precio de los diferentes alimentos refleje sus costes reales, la lucha contra la pérdida y el desperdicio de alimentos224, la lucha contra el fraude alimentario, la reducción de la introducción de productos relacionados con la deforestación o la degradación forestal o la lucha contra la pesca ilegal, no declarada y no reglamentada. 

			Pero no todas tienen el mismo grado de concreción o de compromiso y muy pocas contiene objetivos cuantificados. Especialmente inconcretas son las referencias a la contribución de la UE a través de su política exterior a la transición global hacia sistemas agroalimentarios sostenibles225. Habrá que esperar pues a las propuestas concretas de desarrollo de F2F.

			En cuanto al objetivo de garantizar la seguridad alimentaria, la Estrategia destaca algunas amenazas, como el impacto de crisis políticas, económicas, medioambientales o sanitarias, como la actual pandemia de Covid-19, el cambio climático y la pérdida de biodiversidad. Se señala que para enfrentar nuevas amenazas será necesario aumentar la resiliencia de los productores de alimentos. Y se destaca la importancia de los trabajadores agroalimentarios y del respeto de sus derechos sociales, incluida la protección social de los trabajadores, las condiciones de trabajo y vivienda, así como la protección de la salud y la seguridad, en la creación de unos sistemas alimentarios justos, sólidos y sostenibles. En este último punto es donde aparece, por única vez, la palabra derecho en la F2F. Ninguna referencia se encuentra en ella al derecho a la alimentación.

			Y ello es indicativo del enfoque global de la Estrategia, que no es un enfoque basado en los derechos, sino basado en la mejora y la sostenibilidad del modelo de seguridad alimentaria ya establecido en la UE, que no pone en cuestión de manera sustancial el modelo agroindustrial imperante, causante de muchos de los problemas que se desea afrontar. Porque se trata del mismo modelo que fomenta el uso de plaguicidas y de antimicrobianos y el exceso de fertilización, el mismo que fomenta la pérdida y el desperdicio de alimentos, el mismo que sigue produciendo promoviendo alimentos y dietas no saludables, el mismo que fomenta cambios en el uso de la tierra que provocan la deforestación y la pérdida de biodiversidad, el mismo que elimina la diversidad de las semillas y que obliga a los pequeños productores a abandonar su actividad. 

			Aún sin pretender garantizar el derecho a la alimentación, como al parecer no lo pretende F2F, si un sistema alimentario sostenible se debe basar en crear cadenas de suministro cortas, que empoderen a redes de pequeños productores locales basados en la agricultura y la ganadería ecológicas, que diversifiquen el paisaje226, protejan la biodiversidad y ofrezcan productos más saludables, es razonable entender que esto no será posible sin afectar el modelo de las grandes empresas del sector de la industria alimentaria, que han dado forma al modelo que se pretende modificar227.

			Entre esas consecuencias no deseadas del modelo que se pretenden corregir y las causas de las mismas, que son obviadas, hay un llamativo vacío argumental. ¿Cómo se va a transformar el comportamiento de los actores que concentran el poder en el sistema agroindustrial mundial? ¿Cómo se van a afrontar las previsibles resistencias de un sector de la industria? ¿Solamente con incentivos? ¿Hasta dónde va a llegar esa propuesta de código de conducta de la UE para una práctica empresarial y de comercialización responsable?228 ¿Se va a vincular este código a la propuesta de normativa sobre diligencia debida en materia de derechos humanos y ambientales de las empresas que, por fin, la Comisión está preparando?229

			Bajo la perspectiva de análisis que aporta esta constatación de carácter general, son muchos los aspectos concretos en que esa deficiencia tiene reflejo, como ya se ha observado en las primeras críticas formuladas a la Estrategia, entre las que destaca la de un grupo de académicos, defensores de la soberanía alimentaria230. Entre los principales puntos críticos que plantean231 están los siguientes: un compromiso insuficiente con la agricultura ecológica; la falta de medidas que aborden la concentración y el aumento del coste de la tierra y el apoyo a las cadenas de suministro cortas y al papel fundamental que juegan los agricultores en la gestión de la variedad de semillas; la necesidad de garantizar la igualdad de género, de condiciones de trabajo seguras y de salarios dignos para los trabajadores, incluida la reforma las políticas de migración y asilo; la revisión de la PAC para hacerla coherente con los objetivos de la Estrategia en puntos como el respeto de los derechos laborales; la ausencia de referencia a objetivos de reducción de la población total de animales y el compromiso de apoyo a una gestión sostenible de la ganadería alineada con la agricultura ecológica232; la falta de autocrítica en cuanto al impacto de la PPC en la sobrepesca y en el deterioro de los medios de vida de los pescadores artesanales y en pequeña escala dentro y fuera de la UE o en cuanto a los impactos negativos de la acuicultura; la ausencia de tratamiento del papel de las ciudades en relación con la promoción de cadenas alimentarias más cortas y de economías circulares así como en le educación alimentaria; la limitación del tratamiento del consumo solamente a partir de incentivos fiscales y etiquetado, cuando se sabe que intentar empoderar a los consumidores no es suficiente para cambiar sus opciones, sin restricciones a la producción, debido a las múltiples limitaciones estructurales que pueden limitar la posibilidad real de los consumidores de elegir233. Y también la concepción según la cual la innovación solamente puede ser técnica (bioquímica, genética, informática)234, sin dejar espacio para las ciencias sociales.

			En el ámbito de la proyección exterior de la Estrategia se critica que no proporciona ninguna indicación de objetivos específicos vinculados a la sostenibilidad social de los sistemas alimentarios; que no se cuestiona el papel distorsionador de las subvenciones de la PAC; y que, en relación con la gobernanza del sistema alimentario, se promueve una visión de cambio centrada en las empresas y los consumidores, como impulsores, pero ignora a los agricultores, trabajadores de la alimentación, ciudadanos y movimientos sociales como agentes cruciales del cambio del sistema alimentario235. Se considera que la Estrategia representa una continuidad de la tendencia actual de utilizar fondos de cooperación pública para “concentrar” las inversiones del sector privado europeo en la agricultura, que lleva a la incorporación de los productores a cadenas de valor lideradas por la agroindustria en las que pierden la autonomía que es la base de su resiliencia. Se critica que los derechos humanos, el género y la paz sean mencionados de manera accesoria cuando deberían ser los principios rectores de F2F, y que se ignore el Comité de Seguridad Alimentaria Mundial de la ONU, el único foro mundial de política alimentaria en el que los pequeños productores y otros grupos sociales son participantes plenos.

			V. CONSIDERACIONES FINALES

			Distintas voces coinciden ya, cuando apenas ha transcurrido un tercio del camino desde su formulación, en afirmar que el mundo no va a lograr el objetivo del hambre cero para 2030236.

			Igualmente desde muy diversos sectores científicos se insiste en la necesidad de una trasformación radical del sistema alimentario, no solamente para lograr el objetivo de eliminar el hambre en el mundo, sino para no sobrepasar las fronteras que el sistema terrestre es capaz de soportar237.

			La actividad humana sobre el Planeta está introduciendo cambios estructurales en las dinámicas naturales del mismo que se manifiestan cada vez con mayor frecuencia y virulencia en forma de disrupciones con impactos sociales y económicos considerables. Entre ellas, la más evidente y grave por la diversidad de sus impactos y por su dimensión es la derivada del cambio climático. Hay una relación de mutuo impacto negativo entre sistema alimentario y cambio climático; el sistema alimentario es un relevante causante del cambio climático y, a la vez, está entre los sectores más vulnerables a dicho cambio238. 

			La Covid-19 ha venido a hacer visibles estas amenazas de una manera global y contundente. Resiliencia es la palabra que resume la capacidad de la sociedad para resistir esos embates. Lo reconoce F2F en sus primeros párrafos: “El aumento recurrente de las sequías, las inundaciones, los incendios forestales y las nuevas plagas es un recordatorio constante de que nuestro sistema alimentario está amenazado y debe ser más sostenible y resiliente.239”

			Y la resiliencia, en lo que se refiere a la alimentación, como la Estrategia reconoce, implica ineludiblemente la transición desde el modelo actualmente vigente hacia sistemas alimentarios sostenibles, que se basen en producción local de base ecológica y en cadenas cortas de suministro. Pero la transición para ser justa, debe garantizar los derechos humanos, incluidos los derechos de las mujeres, los derechos sobre las tierras, en particular en el caso de los pueblos indígenas, los derechos de los trabajadores y el derecho a la alimentación240.

			Pero F2F plantea un conjunto de propuestas positivas de resultado, sin explicitar cómo va a incidir en la transformación de la gobernanza del actual sistema241, para hacer posible un cambio radical en el comportamiento de las empresas agroindustriales, que controlan el régimen alimentario mundial242. Sin minusvalorar la capacidad de propagación de los modelos alternativos ya existentes, ni la capacidad de cambio empresarial que pueda ser facilitado por la propia convicción o por acciones de sensibilización, o por incentivos económicos o fiscales y, por supuesto, por las oportunidades económicas que conllevaría otro tipo de sistema alimentario, se echan en falta en la Estrategia las medidas que puedan atacar las raíces del actual modelo agroindustrial de alimentación, tanto en el seno de la Unión como, especialmente, en el plano global243.

			Y eso nos lleva a un debate abierto, cual es el del marco teórico desde el que abordar la transición hacia una alimentación sostenible, entre los distintos marcos posibles244 y de las implicaciones jurídicas de la elección. Un debate que ya se ha proyectado sobre F2F. Distintos informes previos a la formulación de F2F recomendaban plantear la Estrategia desde un enfoque de derechos y de la consideración de los alimentos como un bien común y no como una mercancía o bien de consumo, buscando un equilibrio entre las dimensiones social, ambiental y económica de la sostenibilidad del sistema alimentario245. Otras voces señalan, en cambio, que, en el marco de las competencias de la UE, el enfoque de los alimentos como bien privado, y por tanto como mercancías, es el que permite proteger la salud, el medio ambiente y los derechos de los consumidores y preservar la variedad de la producción de alimentos y la diversidad cultural asociada a la misma, y aceptan la mercantilización de los alimentos por defecto, con el fin de preservar la diversidad, pero vinculando dicha mercantilización con objetivos de sostenibilidad246. 

			Tanto en lo que se refiere al Pacto Verde Europeo, como en lo relativo específicamente a F2F, que podría ser el inicio del camino hacia una política alimentaria común247, estamos al principio del camino y por tanto en condiciones de rectificar y reorientar políticas, en el seno de la Unión Europea y en el plano mundial. Por tanto será necesario abrir ese debate y otros muchos a medida que las medias propuestas se vayan concretando. El único problema es que no disponemos de mucho tiempo para reaccionar.
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			Capítulo 4

			POLÍTICAS PÚBLICAS ANTE LA CRISIS DEL Covid-19 EN UN CONTEXTO DE GLOBALIZACIÓN NEOLIBERAL

			(Covid-19 Crisis and Public Policies in a Context of Neoliberal Globalization)

			Juan-Ramón Fallada-García-Valle

			RESUMEN: Frente a la crisis provocada por la Covid-19, los expertos en epidemiología y salud recomiendan medidas para combatir las consecuencias sanitarias que suponen una intensa intervención pública. Igualmente, las consecuencias sociales y económicas de la pandemia también están demandándola. Con todo, algunos gobiernos se oponen a tomar medidas que no vayan dirigidas a la reactivación de la economía, desatendiendo las recomendaciones de aquellos expertos y las demandas sociales de tipo asistencial. Así pues, la ideología parece estar jugando un papel importante en el seguimiento o no de esas recomendaciones y demandas, y, por consiguiente, en el diseño de las políticas públicas. Este trabajo tiene como propósito analizar las diferentes tipologías de políticas públicas ante la crisis actual desde esas coordenadas para, finalmente, hacer algunas reflexiones sobre el porvenir.

			ABSTRACT: In the face of the crisis caused by the Covid-19, experts in epidemiology and health recommend measures that imply intense public intervention to combat the health consequences. Likewise, the social and economic consequences of the pandemic are also demanding it. However, some governments are opposed to taking measures that are not aimed at reactivating the economy, disregarding the recommendations of those experts and social demands of a welfare type. Thus, ideology seems to be playing an important role in the follow-up or not of these recommendations and demands, and, consequently, in the design of public policies. From this framework, this chapter aims to analyze the different types of public policies in the face of the current crisis to end with some thoughts about the future.

			SUMARIO: I. Las dimensiones sectoriales de la crisis de la Covid-19 y razones para la intervención pública. II. Las dimensiones temporales de la crisis de la Covid-19. III. Ideología y variedad de respuestas políticas ante la crisis. IV. Gobiernos anti-intervencionistas. 1. Minimización y/o negación de la crisis sanitaria. 2. Políticas sanitarias erráticas y contradictorias. 3. Problemas de cumplimiento de las medidas sanitarias. 4. Covid-19 como conflicto geopolítico. 5. Desmantelamiento del estado del bienestar y de la regulación ambiental; endurecimiento de las políticas de inmigración. V. Gobiernos intervencionistas. 1. Políticas de supresión sin uso intensivo de tecnologías digitales: el caso de la zona UE. 2. Políticas de supresión y uso intensivo de tecnologías digitales: el caso de China. 3. Gobiernos en favor de políticas de mitigación y uso intensivo de tecnologías digitales: el caso de Corea del Sur. 4. Políticas de mitigación sin uso de tecnologías digitales. 5. Algunas tendencias afines al bloque anti-intervencionista. VI. Reflexiones finales en torno al porvenir de las políticas públicas. VII. Bibliografía.

			I. LAS DIMENSIONES SECTORIALES DE LA CRISIS DE LA Covid-19 Y RAZONES PARA LA INTERVENCIÓN PÚBLICA

			En diciembre de 2019 se detectaban en la ciudad de Wuhan, China, los primeros casos de la nueva enfermedad que ha venido a conocerse como Covid-19, provocada por una nueva variante de coronavirus, el SARS-CoV-2. El 11 de marzo de 2020, la Organización Mundial de la Salud (OMS) declaraba el estado de pandemia248. Conforme a los datos de la OMS, la primera oleada epidémica habría golpeado primero a los países del Pacífico occidental, para luego extenderse por Europa, el Mediterráneo oriental, el continente americano y, finalmente, el sudeste asiático. Según los datos oficiales, a principios de febrero de 2021, el número de infectados en África es relativamente pequeño, con excepción de Sudáfrica y Marruecos. La región de origen, la del Pacífico occidental, es la que menos casos registra. América y Europa son, de manera muy destacada, las dos regiones con más casos contabilizados, seguida por el sudeste asiático249. Se trata de la primera epidemia que, desde la II Guerra Mundial, afecta mayormente a países “centrales”, siendo los “periféricos” los que temen verse afectados por una expansión descontrolada del virus250. 

			Al igual que ha sucedido en otras situaciones de crisis, también la actual está demandando una intensa intervención por parte de las administraciones públicas. Esas demandas alcanzarían a cuatro dimensiones.

			En primer lugar, estaría la dimensión sanitaria o de salud pública. En el corto plazo, la elevada tasa de transmisión de la enfermedad, unido a la gravedad que adquiere en determinados colectivos251 y a la ausencia de una vacuna y/o de tratamientos paliativos efectivos, está provocando un fuerte estrés en los sistemas de salud de muchos Estados. A lo anterior se habría sumado, en la primera oleada, la falta de conocimientos sobre la enfermedad y también de experiencia en su tratamiento a la hora de gestionar el servicio y de tratar a los casos de mayor gravedad, así como la escasez de recursos para la detección, prevención y cura; en las oleadas posteriores, destacaría la aparición de nuevas variantes. A su vez, el peligro de colapso del sistema sanitario está conllevando la necesidad de destinar un volumen muy elevado de los recursos humanos y materiales disponibles a la atención de esta enfermedad, provocando la postergación del tratamiento de otras patologías y cuidados que han pasado a considerarse de no urgente necesidad252. Si bien hoy en día ya se dispone de varias vacunas, los problemas se han trasladado a su producción y distribución. Cuanto más se prolongue la situación actual de ausencia de vacunación masiva que genere una253￼. Tanto a corto, como a medio y a largo plazo, cabe presumir que o bien los Estados incrementan el gasto en sanidad y se reorganiza el sistema de asistencia de manera más eficaz, o bien persistirá la situación de estrés. 

			Conviene también tener en cuenta que los Estados gozan de dispares capacidades de prevención, detección y cura, no disponiendo de capacidades de respuesta operacionales suficientes el 43% de ellos. En este contexto, el hecho de que la propagación en un Estado dependa de la situación epidémica en otros Estados plantea, además, la conveniencia de que los más ricos inviertan en los sistemas de salud de aquellos sin recursos suficientes para aumentar sus capacidades a niveles adecuados254.   

			En segundo lugar, cabe señalar la dimensión económica. El impacto de la pandemia sobre la economía mundial y las economías nacionales es directo y considerable255. En abierta contraposición a las previsiones que se hacían antes del estallido de la presente crisis, l256￼. A pesar de la retórica política hegemónica que alaba las bondades de la desregulación de los mercados, en la práctica y dentro de sus posibilidades, los Estados están implementando medidas altamente intervencionistas de la economía dirigidas a evitar o, al menos, suavizar una posible recesión económica y a reactivar la actividad económica. Esto no supone ninguna novedad: históricamente el sector público ha intervenido proactivamente en situaciones de crisis económica. La cuestión clave es si, una vez superada la actual pandemia, se considerará que se requiere cambiar hacia un paradigma más intervencionista de la economía.

			Además, la primera oleada de la pandemia ha puesto en evidencia algunas deficiencias serias de las políticas de liberalización de los mercados internacionales que alientan el proceso de globalización económica desde parámetros neoliberales. Esas deficiencias resultarían de la confluencia de dos factores. En primer lugar, los procesos de deslocalización de la producción y su considerable concentración en China han generado una situación de dependencia257, incluidos una serie de productos sanitarios necesarios para hacer frente a la pandemia (mascarillas, geles higiénicos, PCRs, etc.). En segundo lugar, la situación de escasez provocada por el aumento de la demanda ha generado un aumento considerable en el precio de esos productos. De esta forma, el acceso a esos mercados se ha visto condicionado en función de la capacidad económica de las diversas administraciones: la distribución de esos productos esenciales para hacer frente a la pandemia no se ha regido en función de la necesidad de los Estados y la conveniencia internacional de afrontar solidariamente un problema común, sino en función de la competencia entre capacidades adquisitivas de las diversas administraciones. La voluntad de acopio de esos materiales por parte de los Estados ante la eventualidad de futuribles situaciones de escasez no hace sino acentuar todavía más esa distribución ineficiente e ineficaz de esos recursos escasos258. Similares dinámicas se están generando con las vacunas: su producción y el acceso a ellas se están viendo limitados en función de la capacidad de los Estados para crearlas y/o para comprarlas259. La actual regulación sobre patentes se presenta como otro factor destacado para explicar las carencias e inequidades en la distribución de algunos de esos productos, incluidas las vacunas260. Dadas las graves consecuencias sanitarias, económicas y sociales, el aseguramiento del abastecimiento de esos productos plantea la cuestión de la regulación de precios y de considerar ese sector productivo como estratégico, con la consiguiente intervención pública. 

			La tercera dimensión sería la social. Esta dimensión está interrelacionada tanto con la económica, como con la sanitaria. En efecto, la recesión económica provocada por la pandemia ya ha acarreado a corto plazo repercusiones sociales muy serias, especialmente sobre los grupos más vulnerables y sobre el aumento de las desigualdades sociales. Respecto a las conexiones con la dimensión sanitaria, cuanto menor sea la protección social y mayor la necesidad de trabajar que permitan cubrir las necesidades básicas inmediatas de la unidad familiar, mayores las probabilidades de exponerse a situaciones de riesgo de contagio y menor la predisposición a cumplir con las medidas de prevención de contagio en caso de que éstas entren en conflicto con la realización de sus labores profesionales, lo cual se evidencia particularmente en la baja predisposición a someterse a los tests de detección y al cumplimiento de confinamientos261. En conexión con lo anterior, hay colectivos en situación de vulnerabilidad que, por su género262, nacionalidad263, etnia o raza264 es más probable que sufran en mayor medida las consecuencias negativas de la pandemia. Así pues, cabe esperar que la debilidad del sistema de prestaciones sociales o de atención sanitaria universal contribuya a la irrupción de brotes epidémicos y a una mayor probabilidad de propagación del virus. La necesidad de políticas públicas para paliar las consecuencias sociales de la actual crisis no sólo son una cuestión asistencial, sino también económica y sanitaria265.

			La especial incidencia de efectos socioeconómicos negativos sobre los más vulnerables también es trasladable al plano estatal. Con datos hasta mayo de 2020, Ozili266 afirmaba que la región de África sería la más perjudicada socioeconómicamente como consecuencia de las medidas preventivas adoptadas por los gobiernos contra la propagación del coronavirus, y ello a pesar de que las cifras oficiales de contagiados en esa región eran las más bajas en aquel momento (aunque suficientemente altas como para tensionar los sistemas sanitarios de bastantes países de esa región).  

			Finalmente, no hay que olvidar la dimensión ambiental. Si se atiende a la relación que los expertos establecen entre deterioro de las condiciones ambientales y mayor frecuencia de brotes epidémicos267, la irrupción de la pandemia hay que entenderla también como un episodio más de la continuada crisis ambiental, con la crisis climática como cuestión más acuciante. A este respecto, conviene destacar que la comunidad científica ha descartado que pueda tratarse de un virus producido en laboratorio (es decir, que su origen esté en una actividad humana), determinando que su origen es natural (es decir, como resultado de la transmisión a la especie humana desde otra especie animal)268. De cara a prevenir la aparición de situaciones similares en el futuro, la protección de la salud ambiental resulta relevante en el largo plazo. El punto crucial radica en si es posible o no compatibilizar la exigencia de medidas públicas medioambientales de calado suficiente con un sistema de mercado “desregulado” como el actual, o con el objetivo de crecimiento económico, o, en último término, con el sistema capitalista.

			II. LAS DIMENSIONES TEMPORALES DE LA CRISIS DE LA Covid-19 

			A efectos de analizar las políticas públicas de los gobiernos, conviene diferenciar tres períodos en el devenir de la crisis: una fase inicial o disruptiva, una fase intermedia o de estabilización, y la fase post-crisis. En lo que aquí más interesa, cada período se caracteriza por plantear objetivos y medidas distintas. Así, tomando como punto de referencia el momento de irrupción de la enfermedad, esos tres períodos se corresponden con tres bloques de políticas, a corto, a medio, y a largo plazo.

			Por “fase inicial o disruptiva” entiendo el período inicial comprendido entre la aparición de los primeros casos de contagio y el levantamiento de las medidas de confinamiento domiciliario y paralización de la economía tras la primera oleada epidémica. Este período se caracteriza por una elevada incertidumbre debida a la falta de conocimientos acerca del virus y de la enfermedad, y un peligro real e inminente de colapso de los sistemas sanitarios nacionales. Como regla general269, se da una falta de experiencia y preparación de los sistemas sanitarios para afrontar la crisis sanitaria. En esta primera fase, la cuestión clave habría residido en cómo gestionar el momento crítico de la crisis sanitaria, por lo que los expertos en sanidad y epidemiología adquirieron especial notoriedad en los gobiernos y en la opinión pública. En este contexto, el debate político habría girado en torno a si se debía priorizar la salud pública por encima de cualquier otra consideración, de forma destacada, por encima de los objetivos macroeconómicos270. Por “políticas a corto plazo” entiendo toda estrategia dirigida fundamentalmente a afrontar la crisis sanitaria por encima de cualquier otra consideración. Pueden consistir en “políticas de supresión” (confinamientos personales o comunitarios, paralización de actividades), o “de mitigación” (distanciamiento social, “inmunización del rebaño”, tests de detección, etc.) 

			Por “fase intermedia o de estabilización” entiendo el período comprendido entre el levantamiento de las medidas de confinamiento generalizado y de paralización de la economía hasta el momento (futuro) en que se logre el control efectivo de la enfermedad a través, seguramente, de la invención y distribución masiva de una vacuna eficaz. Esta es la fase en que se encuentran todos los países a febrero de 2021. Este periodo se caracteriza por un fuerte empeoramiento de la situación económica y social. En lo que se refiere a la economía, se pronostica que, cuanto más se alargue la situación de pandemia y/o más severas sean las medidas adoptadas, mayores los daños para la economía, lo cual, entre otras consecuencias, podría abocar a la insostenibilidad del sistema sanitario271. Por otro lado, las deficiencias en conocimientos persisten, pero es suplida en parte por la experiencia adquirida por los profesionales de la salud y por la reorganización de los sistemas sanitarios. Con todo, el peligro de colapso del sistema sanitario y, en consecuencia, el peligro de tener que paralizar nuevamente la economía, persisten. En el debate público entre salud pública y normalización de la actividad económica y social, la segunda está adquiriendo preponderancia, pues se plantea el dilema de que las consecuencias para la salud pública, la estabilidad política, o el bienestar social de una recesión económica puedan ser incluso peores que las consecuencias de la pandemia. Lo anterior se traduce en un mayor equilibrio en el peso que se está otorgando a epidemiólogos, economistas y expertos de los diversos servicios públicos (por ejemplo, del sector educativo). Por “políticas a medio plazo” entiendo aquellas políticas que plantean un balance entre salud pública y economía, con el distanciamiento social y la apelación a la responsabilidad social de la población como ideas-eje, en conjunción con medidas de detección. En general, se entiende que la intensidad de las medidas de confinamiento e intervención en la actividad económica a adoptar deben limitarse en la medida de lo posible.

			Finalmente, por “período post-crisis” entiendo la etapa que se abrirá una vez se logre controlar la enfermedad y ya no suponga un peligro para la salud pública. Por “políticas a largo plazo” entiendo aquellas que van encaminadas a configurar esa futura etapa. Puede que vayan dirigidas a prevenir o prepararse para nuevos posibles episodios de pandemia, con sus derivas sanitarias, sociales, económicas y políticas, o no. Aquí, el debate ante la posibilidad de futuras pandemias se abre a causas de carácter estructural, como pueden ser el modelo de sistema socioeconómico o las medioambientales. 

			III. IDEOLOGÍA Y VARIEDAD DE RESPUESTAS POLÍTICAS ANTE LA CRISIS 

			La necesidad de intervención pública a corto y medio plazo para dar respuesta a las dimensiones sanitaria, social y climática no es compartida por algunos gobiernos situados ideológicamente en lo que podría denominarse “autoritarismo neoliberal”.

			De hecho, la ideología del gobierno parece presentarse como un factor clave para explicar la variedad de respuestas políticas a corto y medio plazo frente a la actual crisis en sus diversas dimensiones. Conforme a este criterio es posible distinguir entre aquellos gobiernos que se muestran reacios o abiertamente opuestos a la intervención pública para afrontar las dimensiones sanitaria y social de la crisis, si bien no la económica (“gobiernos anti-intervencionistas” de ahora en adelante), y aquellos gobiernos que defienden la conveniencia de la intervención pública para afrontar las dimensiones sanitaria, económica y social de la crisis (“gobiernos intervencionistas”). 

			Algún estudio reciente272 ya ha señalado la importancia que la ideología parece estar teniendo en el diseño y la aplicación de las medidas adoptadas a raíz de la crisis de la COVID; otros no lo explicitan. Entre estos últimos, Bal et altri273 señalan como factores relevantes las estructuras de cada administración en la toma de decisiones (v. gr., pública y centralizada vs. privada y descentralizada, autocrática vs. democrática) y en su aplicación práctica en un contexto de globalización económica y deslocalización de la producción y escasez de recursos sanitarios, los valores y los modos de organizar los sistemas sanitarios (por ejemplo, fomento de la prevención o de la paliación, grado de atención a grupos de riesgo –por ejemplo, personas mayores- y grupos sociales vulnerables), la influencia de los medios de comunicación en la formación de la opinión pública y, finalmente, la gestión del rol de los expertos y su inevitable politización en situaciones de incertidumbre. Por su parte, Greer et altri274 destacan la importancia de las políticas sociales tanto en la gestión (por ejemplo, prestaciones que hagan posible el confinamiento sin padecer miseria) como en la recuperación de la crisis provocada por el Covid-19, el tipo de régimen político (democrático vs. autoritario), la forma de organización institucional (presidencialismo vs. federalismo –en su terminología-), y la capacidad estatal en la prestación efectiva de servicios sanitarios (incluido el control sobre el sistema sanitario y la administración pública) como condicionante del rango de medidas realistas posibles. Yan et altri275 destacan la estructura institucional y la orientación cultural nacional.

			Algunos de los factores mencionados por esos estudios son importantes para contextualizar mejor las políticas desplegadas en cada país. En concreto, aquí se tendrán en cuenta tres factores: 1) el tipo de régimen político (democrático o autoritario) y sus características particulares; 2) la forma de organización territorial (centralizada o descentralizada), que da cuenta de la aparición de enfrentamientos entre administraciones con ideologías distintas dentro de un mismo Estado; y 3) la capacidad de influencia sobre la población de líderes políticos y medios de comunicación afines a las diversas corrientes, capacidad que condiciona la voluntad de cumplimiento de las medidas adoptadas por los gobiernos.

			IV. GOBIERNOS ANTI-INTERVENCIONISTAS 

			Por “gobiernos anti-intervencionistas” se hace aquí referencia al grupo de gobiernos de países occidentales ideológicamente situados en lo que podría denominarse “autoritarismo neoliberal”. A modo de modelo-tipo, las políticas de este bloque se pueden caracterizar por: 1) discursos que minimizan y/o niegan la crisis sanitaria; 2) políticas sanitarias erráticas y contradictorias; 3) problemas en el cumplimiento de las medidas sanitarias, sobre todo aquellas que requieren de responsabilidad social; 4) plantear la Covid-19 como un conflicto geopolítico; y 5) el desmantelamiento de la regulación ambiental y endureciendo políticas de inmigración con excusa de la pandemia.

			Evidentemente, se pueden distinguir diferentes grados de adecuación a esas características-tipo que hacen que la respuesta política de cada gobierno se ajuste en mayor o menor medida al modelo-tipo. El gobierno que más se ajustaría a ese modelo sería el gobierno federal de Brasil, seguido del gobierno de los EUA (Estados Unidos de América) durante el mandato de Trump. La posición del gobierno del Reino Unido durante el primer período es suficientemente semejante como para, a mi entender, situarlo en este bloque, si bien es cierto que ya en el segundo período podría encajar en la posición mantenida por los gobiernos intervencionistas. Algunos gobiernos infraestatales podrían caber dentro de esta categoría, como sería el caso, en España, del gobierno de la comunidad de Madrid, si bien la exposición se focalizará en los gobiernos centrales. No se han examinado los casos del gobierno federal de Rusia o del gobierno húngaro, aunque se perciben bastantes similitudes. Otro tanto se puede decir del gobierno federal de la India, si bien probablemente requeriría de un tratamiento diferenciado.

			A continuación, se exponen cada una de las características mencionadas. 

			1. Minimización y/o negación de la crisis sanitaria

			Los gobiernos de Brasil, los EUA y el Reino Unido han restado importancia o, incluso, negado276 la existencia de la pandemia como relato justificativo de su activa oposición a tomar medidas sanitarias desde el ámbito de lo público, incluidas las recomendaciones de la OMS277.

			En los casos de Brasil y EUA, la negación o minusvaloración de la gravedad de la epidemia ha venido acompañada de la desautorización continuada de los expertos en sanidad y epidemiología, todo ello en línea con las tesis del “negacionismo”278. Así pues, la desautorización no se basa en legítimas discrepancias de carácter científico-técnico, sino en la negación de la validez misma de los razonamientos científico-técnicos. Esta estrategia se sostiene sobre campañas de infra o desinformación (fake news)279. Las apelaciones a la existencia de productos paliativos de eficacia no probada (v. gr., la hidroxicloroquina) o, incluso, perjudiciales para la salud (v. gr., lejía o desinfectantes para el hogar), el rechazo de las medidas de confinamiento y de paralización de la economía en las fases más críticas de la pandemia, las renuencias a la realización de test masivos de detección, o el rechazo al uso de mascarillas han provocado enfrentamientos entre las presidencias de los gobiernos federales de esos Estados y los expertos científicos, incluidos los máximos responsables en materia epidemiológica dentro de las respectivas administraciones o gobiernos federales280. Bolsonaro se ha mantenido en todo momento fiel a ese discurso; en cambio, Trump, en algunas declaraciones sí ha afirmado la gravedad de la pandemia, si bien no han ido acompañadas de cambios sustanciales en la retórica o en las políticas281. 

			El gobierno del Reino Unido también minimizó en un primer momento la gravedad de la crisis sanitaria. Con todo, el caso británico muestra algunas particularidades. En primer lugar, si bien es cierto que se decantó por una política de mitigación mediante inmunización colectiva en consonancia con su relativización del problema, esa política fue diseñada y respaldada por los expertos en salud pública y epidemiología gubernamentales. El rápido empeoramiento de la situación, las críticas de un grupo significativo de expertos en salud282 y las crecientes presiones públicas283 han conducido a que el gobierno haya reconocido errores284, lo cual ha llevado a un progresivo acercamiento de su posición a la de los gobiernos intervencionistas. 

			2. Políticas sanitarias erráticas y contradictorias 

			A partir de marzo, momento en que la situación se agrava sustancialmente, los esfuerzos de estos gobiernos por mantenerse coherentes con los discursos políticos minimizadores de la gravedad de la pandemia han conducido a políticas sanitarias erráticas y contradictorias. Así, si bien han acabado aprobando medidas para afrontar las dimensiones sanitaria y social de la crisis285, las reacciones han resultado tardías e insuficientemente determinativas286 y los levantamientos de las restricciones prematuros287. Paradójicamente, sus estrategias han contribuido a prolongar la situación de gravedad al perjudicar la eficacia de las medidas excepcionales, poniendo en peligro la continuidad de la actividad económica y el objetivo del crecimiento económico. 

			Lo errático y contradictorio de sus políticas se ha visto reforzado por el carácter descentralizado de la organización territorial de esos países. Las colisiones entre las políticas de los respectivos gobiernos centrales con sus respectivos gobiernos estatales (o regionales) y locales han sido continuas, generando problemas de coordinación que han perjudicado a la eficacia de las medidas. Así, mientras que algunos gobiernos estatales y locales de esos países apuestan por seguir las recomendaciones de la OMS, los gobiernos federales presionan para que se levanten esas medidas288. En el Reino Unido, las divergencias entre el gobierno de Johnson y el gobierno escocés resultan recurrentes también durante el segundo período289.

			3. Problemas de cumplimiento de las medidas sanitarias

			Todos los países dentro de este bloque se cuentan entre los más afectados por la pandemia. Ya se han mencionado dos factores: 1) el rechazo o la tardanza para tomar medidas restrictivas severas y la rapidez para levantarlas, y 2) la descoordinación entre administraciones. A los anteriores hay que añadir un tercero: la falta de voluntad por una parte significativa de la población que comparte las tesis negacionistas de querer cumplir con las medidas de prevención y detección que requieren de la concienciación y la responsabilidad social290.

			4. Covid-19 como conflicto geopolítico

			Para el autoritarismo neoliberal, la atención sanitaria y asistencial queda fuera del terreno de la política. De hecho, el ámbito propio de actuación de los Estados se reduce a la seguridad interna y externa del Estado. Frente a la desestructuración social como consecuencia de la inacción gubernamental, se exhorta a la cohesión nacional en base a un discurso que apelan las virtudes viriles nacionales para superar la crisis291.

			Esa doble vertiente del principio de mínima intervención estatal da cuenta tanto de la desatención de la dimensión sanitaria y social por parte de los gobiernos anti-intervencionistas, como de la presentación de la crisis de la COVID como un conflicto bélico292 donde el enemigo no es el virus propiamente, sino los inmigrantes extranjeros y China: los extranjeros se presentan como agentes importadores del virus, el virus como un arma del enemigo chino y la pandemia como un nuevo escenario de las rivalidades geopolíticas entre bloques y potencias293. De esta forma, el negacionismo encuentra en las relaciones internacionales el caldo de cultivo óptimo para la construcción de teorías conspirativas: el experto científico es convertido en un actor político y sus informes técnicos en documentos que responden a intereses partidistas294.

			Esta retórica belicista en torno a la pandemia genera discursos contradictorios: si en su dimensión sanitaria, la relevancia de la crisis de la pandemia se minimiza, en el relato geopolítico las consecuencias de esa misma crisis tienden a magnificarse.

			5. Desmantelamiento del estado del bienestar y de la regulación ambiental; endurecimiento de las políticas de inmigración 

			La reducción del ámbito de la política a la seguridad interna y externa tiene tres ramificaciones: por un lado, desprotección social, cuya mejor expresión durante la crisis está siendo la del desgobierno de la salud pública; desregulación de la protección ambiental; por el otro, endurecimiento de las políticas inmigración.

			La política sanitaria de los gobiernos anti-intervencionistas es, en realidad, la del desgobierno295. Como se ha comentado ya, para estos gobiernos la salud pública no forma parte del ámbito de responsabilidades del Estado. De hecho, el desmantelamiento del sistema sanitario venía ya de antes de la crisis296. Ésta lo único que ha evidenciado es la falta de voluntad política de actuar en las peores circunstancias e, incluso, de dinamitar los esfuerzos de otros gobiernos por paliar la crisis sanitaria. Respecto a las medidas adoptadas para paliar la crisis sanitaria, su posible continuidad está puesta en cuestión297.

			El resultado es aparentemente contradictorio en dos puntos. En primer lugar, esos gobiernos de marcado corte autoritario se oponen a hacer uso de los poderes especiales que tienen a su disposición en casos de situación de emergencia o excepción para contener pandemias como la presente. En segundo lugar, gobiernos que no defienden los derechos humanos apelan discursivamente a su deber de respeto de los derechos y libertades individuales como vía para eludir sus responsabilidades en materia sanitaria y social. 

			Lo mismo se puede aplicar a sus políticas en materia ambiental, donde mantienen igualmente posiciones negacionistas del cambio climático. Así, el objetivo de la reactivación de la economía es esgrimido como motivo para profundizar en reformas encaminadas a suprimir la regulación ambiental298.

			A pesar de su dejación de funciones en cuestiones ambientales y sociales, en determinados ámbitos la intervención pública no sólo se ha mantenido, sino que incluso se ha fortalecido. Así, el gobierno de Trump ha utilizado la pandemia como excusa para dar un nuevo impulso a sus políticas anti-inmigración299.

			V. GOBIERNOS INTERVENCIONISTAS

			El grupo de gobiernos intervencionistas se caracterizaría por: 1) considerar la pandemia como un suceso grave, 2) asignar un rol importante a las administraciones públicas en la amortiguación de las consecuencias derivadas de la crisis, así como en su resolución; 3) priorizar la dimensión sanitaria, incluso en perjuicio del crecimiento económico, especialmente en el corto plazo; y 4) atender a las recomendaciones sanitarias de los expertos científicos.

			Aunque compartan esos rasgos y sus políticas estén convergiendo en buena medida en el transcurso de la segunda época, en la primera época sí han existido diferencias sustanciales en las estrategias adoptadas dentro de este grupo de gobiernos. Cuatro estrategias distintas resultarían de la combinación de dos factores: la aplicación de medidas supresivas o de mitigación, y el uso o no de tecnologías digitales.

			Una puntualización más. En principio, en función de su alineación ideológica, el gobierno chino estaría ubicado en el grupo de gobiernos autoritarios neoliberales. Pero lo cierto es que su respuesta ha sido radicalmente opuesta al resto de gobiernos ideológicamente afines. Dentro del grupo de gobiernos intervencionistas, todos los países occidentales, con excepción de Suecia, han optado por medidas de supresión; por otro lado, algunos países asiáticos como Corea del Sur y Taiwán, han seguido una estrategia de mitigación que marca distancias con la estrategia sueca. La experiencia de epidemias recientes y el uso de tecnologías digitales para asegurar el cumplimiento de las medidas contra la Covid-19 parecen factores clave para explicar las divergencias en las políticas adoptadas por los países asiáticos. En el caso de China, probablemente también pesen cuestiones geopolíticas de competencia por la hegemonía mundial con los EUA. 

			1. Políticas de supresión sin uso intensivo de tecnologías digitales: el caso de la zona UE

			Durante el primer período, la mayoría de los gobiernos optaron por seguir las recomendaciones que la OMS hacía en aquel momento, mostrando disposición a implementar medidas muy restrictivas a la movilidad y al contacto social si se consideraba que las circunstancias lo requerían. Entre éstos se contarían prácticamente todos los gobiernos de los Estados miembro de la UE, y algunos gobiernos estatales de Estados federales como Brasil y los EUA.

			Tomando como ejemplo los gobiernos de los Estados miembro de la UE, durante el primer período, todos ellos optaron, siguiendo las recomendaciones de la OMS y de sus respectivos expertos científicos, por decretar estados de emergencia o de alarma (según el país) y por ordenar confinamientos generales de la población, con la consiguiente paralización de la economía, medidas que se prolongaron, generalmente, durante meses300. Se ha cuestionado la lentitud en su respuesta; pero, en cualquier caso, ésta no se habría debido a su oposición ideológica a tales medidas, sino más bien a su falta de preparación y de experiencia. Si bien durante el segundo período estos gobiernos tratan de compatibilizar el control de la pandemia con el funcionamiento de la vida económica y social, todos ellos incluyen en sus planes de contingencia medidas de confinamiento selectivo y restricciones sectoriales a la actividad económica, y sin descartar el endurecimiento de las medidas en función de la evolución de la pandemia. La imposición de medidas que restringen libertades está siendo objeto de discusión y críticas en torno a su legalidad, su oportunidad o su alcance301. Por otro lado, esas medidas están teniendo una especial afectación sobre las clases sociales más bajas y los grupos más vulnerables. Si bien es cierto que estos gobiernos están aprobando medidas encaminadas a amortiguar esos perjuicios, en general las medidas están resultando insuficientes302.

			2. Políticas de supresión y uso intensivo de tecnologías digitales: el caso de China

			Aunque en un primer momento, China respondió de forma caótica y, en algunos casos, restando importancia a una enfermedad por entonces desconocida, su estrategia viró radicalmente de sentido en cuestión de semanas, tornándose el país con una estrategia más intervencionista y autoritaria, imponiendo, si se consideró necesario, estrictos confinamientos, e implementando férreas medidas de control sobre la población303. La estrategia adoptada se ha mostrado eficaz para reducir drásticamente el número de contagios. Varios son los factores que se han subrayado como clave de ese éxito: las particularidades del centralismo autoritario que caracterizaría al régimen chino, el cual habría conseguido movilizar los recursos necesarios en un escaso tiempo y poner fin a las políticas contradictorias entre administraciones que se produjeron en los inicios de la crisis304; el uso intensivo de tecnologías digitales305; los valores culturales de obediencia306, así como la experiencia adquirida durante la gestión de anteriores epidemias serían otros factores que se conjugarían con los anteriores.

			El gobierno chino ha apelado a la retórica nacionalista y belicista de la “guerra” para referirse a la lucha contra la COVID307. Pero, a diferencia de los gobiernos anti-intervencionistas, se señala al virus como enemigo y no a un tercer país. Ese discurso no sólo no ha minado la autoridad de los expertos, sino que las agencias científicas han ganado preponderancia durante la crisis308. Todo lo anterior no obsta a que, hoy en día, el gobierno pretenda sacar rédito político en la arena internacional frente a sus adversarios políticos de los buenos resultados de su gestión de la dimensión sanitaria de la crisis, presentándose como modelo a imitar. 

			3. Gobiernos en favor de políticas de mitigación y uso intensivo de tecnologías digitales: el caso de Corea del Sur

			Algunos países asiáticos, como Taiwán y Corea del Sur, han optado por políticas de mitigación combinadas con el uso intensivo de tecnologías digitales. Se toma a Corea del Sur como ejemplo de esta estrategia.

			Corea del Sur ha sido uno de los primeros países en los que se propagó el virus. Desde buen inicio, su estrategia se ha centrado en medidas de carácter preventivo (uso de mascarillas, higiene, distanciamiento social), combinadas con otras de detección (el uso masivo de tests, rastreo mediante aplicaciones digitales, etc.) y asistenciales, minimizando las restricciones a la movilidad, incluida la internacional. La experiencia adquirida y las reformas implementadas como consecuencia de epidemias anteriores recientes probablemente sean factores que contribuyan a explicar la eficacia alcanzada en la gestión de la crisis: rápida reacción, coordinación entre administraciones, todo ello conjugado con un elevado grado de concienciación social. Probablemente, el factor cultural también haya ayudado a que el grado de obediencia a las medidas por parte de la población sea mayor309. El éxito de la estrategia coreana (y taiwanesa) pone en evidencia que es posible gestionar la pandemia sin violentar libertades vinculadas a la movilidad310; sin embargo, suscita problemas vinculados con el uso intensivo de tecnologías digitales por parte de los gobiernos para el control y la monitorización de la población311.

			4. Políticas de mitigación sin uso de tecnologías digitales

			A diferencia de los otros Estados miembro de la Unión Europea, los cuales se han preocupado por ponderar las consecuencias sanitarias y económicas a partir del segundo período, el gobierno sueco se decantó desde el inicio de la crisis por aplicar, como regla general, políticas de mitigación dirigidas a controlar la pandemia, pero tratando de minimizar el impacto en la vida social y económica, y basadas en la voluntariedad de las medidas y la apelación a la responsabilidad social. Según Yan312, esa toma de postura vendría determinada sobre todo por la descentralización institucional y la cultura política liberal e individualista. Ello no significa que no haya adoptado algunas medidas generales de obligado cumplimiento como el cierre de los centros educativos, pero sí ha pretendido que fueran las mínimas requeridas y durante el menor tiempo posible. Según Kamerlin et altri313, el resultado de las políticas no ha sido el esperado: comparado con el resto de países afectados, la tasa de contagio se sitúa en la zona media, pero es superior respecto a los países de su entorno con capacidades similares y que aplicaron medidas restrictivas desde buen comienzo (Noruega, Dinamarca, Alemania, etc.), sin evitar el decrecimiento en los indicadores macroeconómicos. La estrategia ha sido objeto de críticas dentro del país y su responsable, el epidemiólogo Anders Tegnell, si bien cree correcto el enfoque tomado, ha admitido que deberían haberse aplicado desde el comienzo medidas restrictivas de confinamiento y cierres sectoriales selectivos que matizaran la política general de mitigación314.

			5. Algunas tendencias afines al bloque anti-intervencionista

			Las políticas de los gobiernos en los Estados intervencionistas también están provocando problemas de coordinación. Una primera causa se hallaría en las disputas políticas entre gobiernos ideológicamente antagónicos dentro de algunos Estados con sistemas descentralizados, como, por ejemplo, en España, donde las medidas intervencionistas del gobierno central no sólo encuentran dificultades para hallar encaje en un marco legal inadecuado para afrontar los retos que plantea la pandemia315, sino que además es socavada, de manera destacada, por la postura anti-intervencionista del gobierno de la comunidad de Madrid316 y la oposición de una parte de la ciudadanía que ha hecho suya la retórica que acompaña a dicha postura.

			También son patentes los problemas de coordinación y cooperación entre Estados intervencionistas. Se supone que el hecho de comprender la gravedad a la pandemia debería predisponer a una acción conjunta y coordinada de los gobiernos, así como a una mayor colaboración y ayuda entre Estados, ni que sea por el interés egoísta de que las probabilidades de que la propia situación sanitaria y económica no empeore dependen en parte de la situación en terceros países, especialmente aquellos con los que se mantienen relaciones más intensas. Pero incluso entre los Estados miembros de la UE, los cuales disponen de algunos mecanismos de solidaridad ante situaciones de emergencia como la actual, la coordinación y la solidaridad han brillado por su deficiencia, particularmente en el primer período317.

			También los gobiernos de Estados intervencionistas han adoptado medidas de corte nacionalista que minan las políticas de coordinación y cooperación internacional demandadas por la comunidad científica. El aseguramiento prioritario de vacunas respecto a terceros Estados sería el caso más llamativo318. Si bien, se continúa presionando para impulsar la iniciativa COVAX, la cual pretende garantizar un acceso global equitativo a las vacunas319, los Estados (y también la Unión Europea) con compañías farmacéuticas  ya han expresado su oposición320. 

			VI. REFLEXIONES FINALES EN TORNO AL PORVENIR DE LAS POLÍTICAS PÚBLICAS 

			Para algunos321, la actual crisis estaría cuestionando el dogma nuclear sobre el cual se sostiene la ideología neoliberal hegemónica hoy en día, a saber, el de las bondades del sistema de mercado competitivo como mecanismo óptimo para dar respuesta a los retos no sólo económicos, sino también sociales, incluidos los relacionados con la salud pública. Asociado a lo anterior, la crisis actual ha puesto también en evidencia las carencias del actual sistema de relaciones internacionales para afrontar problemas globales comunes y la reacción espontánea de los Estados por encerrarse y preocuparse sólo de sí mismos, incluidos aquellos con gobiernos intervencionistas. En resumen, la crisis provocada por la pandemia estaría poniendo de manifiesto la necesidad de crear sistemas de cooperación y solidaridad internacional, así como las bondades de la regulación de los mercados y la intervención pública para la protección de los derechos humanos y con miras a la provisión de servicios básicos, reclamando cambios estructurales o a largo plazo. 

			En esa línea, Bohoslavsky, experto independiente de la ONU, lanza la siguiente recomendación: “La crisis de la Covid-19 debe ser una oportunidad para que los Estados se replanteen sus prioridades, por ejemplo, introduciendo y mejorando los sistemas universales de salud y protección social, así como implementando reformas fiscales progresivas”322.Y continúa: “La crisis es una oportunidad para reflexionar y revertir la ideología de acuerdo a la cual el crecimiento económico es el único camino para avanzar. En particular, nos apela a cuestionar y cambiar nuestros patrones y comportamientos de consumo si somos serios en cuanto a intentar asegurar el disfrute de los derechos humanos de todos y la protección del medio ambiente”323. 

			Con todo, hay motivos para el escepticismo respecto a posibles cambios estructurales.

			De manera destacada, los gobiernos anti-intervencionistas han mostrado una visceral oposición ante cualquier cuestionamiento de la ideología neoliberal predominante. La crisis no parece sino estar acentuando el irracionalismo político, tendencia de por sí francamente preocupante.  

			Respecto a las organizaciones financieras internacionales y a los países ricos, la insuficiencia de las medidas para paliar las consecuencias sociales, también en aquellos países cuyos gobiernos están interviniendo con mayor intensidad a corto y medio plazo, lleva a pensar que la crisis ahondará las desigualdades sociales ya existentes. Pero, sobre todo, la práctica ausencia de iniciativas para hacer frente a la dimensión ambiental de la crisis, si es que no su premeditado socavamiento por gobiernos como el de los EUA, hace pensar en la estrechez de miras con la que se está afrontando la crisis324. 

			En un mundo que ensalza la competitividad, es lógico que la lógica de la competencia se imponga sobre la lógica de la solidaridad, lo que equivale a priorizar lo urgente sobre lo importante. El cortoplacismo y la estrechez de miras se imponen. 

			Finalmente, para Cash y Patel325, la estrategia misma contra la pandemia presentada por la propia ONU, basada en confinamientos, paralización de la economía, adquisición de tests de detección y/o aparatos respiratorios, uso de tecnologías digitales, etc., es válida sólo para países económicamente desarrollados, pero inviable para países con escasos recursos económicos. De esta forma, la ONU misma estaría desatendiendo dos principios básicos de salud pública: el del contexto (al no tener en cuenta la capacidad económica de los países), y el de la justicia social (al no tener en cuenta a los grupos vulnerables). Puesto que no cabría esperar la solidaridad de los países ricos con los pobres, la ONU debería haber pensado en estrategias adecuadas para los países pobres.

			Byung326 va aún más lejos y, con tono pesimista, augura para los países occidentales un futuro en que una población movida casi exclusivamente por el miedo a la muerte (o el instinto de supervivencia) aceptará la implantación de sistemas de vigilancia digital biopolítica, dirigidos, por ejemplo, a monitorizar el estado de salud de las personas, sistemas que soterrarán los regímenes democráticos y de libertades. En otras palabras, los países de tradición occidental asimilarán los principios del modelo asiático para combatir la pandemia. Esas predicciones no se sustentan sobre meras especulaciones. El Foro Económico Mundial327 y el Banco Mundial328 han elogiado la respuesta china, destacando su uso de las tecnologías digitales y gobiernos de países occidentales están sondeando la posibilidad de utilizar dispositivos móviles para el rastreo de contagios329. Si eso sucediera, algunos anuncian que el régimen resultante sería uno de excepción permanente a nivel mundial basado en el big data330.

			Con todo, el modelo de mundo distópico alternativo propuesto por los gobiernos anti-intervencionistas diverge del presentado por Byung. En aquel, no cabe esperar la implantación de esas tecnologías en el ámbito de salud pública y, en general, de los servicios sociales, pues todo ello es situado fuera del ámbito potestativo de la acción de gobierno. Lo anterior no excluye que pretendan su uso para aquellos asuntos que se consideren de seguridad nacional. 

			Del análisis comparativo de las políticas de los gobiernos intervencionistas y anti-intervencionistas, cabe extraer una conclusión aparentemente contradictoria: aquellos gobiernos con una actitud más respetuosa hacia los derechos humanos y el estado de derecho son precisamente aquellos gobiernos más intervencionistas, que incluso han optado por declarar estados de emergencia o alarma; en cambio, dentro del grupo de los anti-intervencionistas se cuentan gobiernos con actitudes autoritarias y ultranacionalistas que se presentan como campeones de la libertad individual. Pero se trata de una apariencia: en verdad, sus políticas conducen, para aquellos colectivos abandonados por el Estado, al establecimiento de un estado de inseguridad permanente, de excepción en la cotidianidad331. 

			Respecto a los Estados con gobiernos que no comulgan con el autoritarismo neoliberal, si la predicción de Byung es certera, entonces cabe augurar un futuro poco esperanzador también para estos, pues la cuestión no es si se utilizarán dispositivos digitales para obtener y procesar información; eso ya es parte de nuestra realidad332 y, si no hay un cambio radical, su implantación irá a más. Con todo, el problema no es la tecnología en sí misma, sino el uso que se haga de ella. Lo fundamental radica en qué información se permite obtener, quién posee la información (y quién no), para qué y cómo se utiliza esa información, y de qué tecnologías se dispone y qué garantías legales se establecen para asegurar el respeto efectivo a los derechos humanos, en particular, a la privacidad de las personas333. Tampoco cabe dar por supuesta la anteposición del principio de la seguridad sobre la libertad por parte de la ciudadanía. Dicho lo anterior, es cierto también que son grandes las dificultades para asegurar que Estados y corporaciones no hagan un mal uso, y que el miedo incontrolado que alienta el apoyo de políticas securitarias restrictivas de derechos también se contagia entre la población, sobre todo entre aquellos que creen que tienen algo que perder. Ante los dilemas presentes, confiemos en que prevalezcan quienes apuestan por una mayor cooperación y solidaridad internacional.
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			Capítulo 5

			EL IMPACTO DE GÉNERO DE LA Covid-19: EL CASO DE ESPAÑA

			(The Gender Impact of Covid-19: the Case of Spain)

			Clara Esteve Jordà

			RESUMEN: En el presente capítulo se pretende un análisis del impacto derivado de la Covid-19 desde la perspectiva de género, con un enfoque específico en el caso de España. En concreto, se estudian las cuatro dimensiones en las que la pandemia ha tenido unas repercusiones más notables: doméstica, laboral, de violencia de género y sexual-reproductiva. La finalidad es diagnosticar qué aspectos de la desigualdad de género se han agravado como consecuencia de la crisis del coronavirus, en aras a repensar un escenario post-COVID19 más justo y equitativo. Para ello, se analizan algunos de los instrumentos jurídicos, preexistentes o nuevos, así como algunas de las iniciativas puestas en marcha para paliar la brecha de género en las distintas áreas de desempeño (cultural, social, sanitaria, económica, laboral). Asimismo, se examinan algunos de los problemas surgidos a raíz de estas medidas, que corroboran la condición de las mujeres y del colectivo LGTBI+ como sujetos vulnerables. 

			ABSTRACT: The aim in this chapter is to analyse the impact derived from Covid-19 from a gender perspective, with a specific focus on the case of Spain. In particular, four dimensions are studied, in which the pandemic has had the most notable repercussions: domestic, labour, gender violence and sexual-reproductive. The purpose is to diagnose which aspects of gender inequality have been aggravated as a result of the coronavirus crisis, in order to rethink a more just and equitable post-COVID19 scenario. To this end, some of the legal instruments, both pre-existing and new, are analysed, as well as some of the initiatives implemented to alleviate the gender gap in the different performance areas (cultural, social, health, economic, labour). Likewise, some of the problems that have arisen as a result of these measures are examined, which corroborate the condition of women and the LGTBI+ collective as vulnerable subjects.

			SUMARIO: I. INTRODUCCIÓN. LA PANDEMIA QUE NOS OBLIGÓ A CUESTIONARLO TODO. II. LA DIMENSIÓN DOMÉSTICA. III. EL MUNDO DEL TRABAJO. IV. LA VIOLÉNCIA DE GÉNERO. V. ASPECTOS RELACIONADOS CON LA SALUD SEXUAL Y REPRODUCTIVA. VI. REFLEXIONES FINALES. VII. BIBLIOGRAFÍA Y WEBGRAFÍA. VIII. LEGISLACIÓN.

			I. INTRODUCCIÓN. LA PANDEMIA QUE NOS OBLIGÓ A CUESTIONARLO TODO

			La pandemia del coronavirus constituye un indicio más de la crisis civilizatoria de escala planetaria que estamos viviendo. La crisis climática y la crisis estructural del sistema capitalista enlazan con una crisis de los valores masculinos hegemónicos, asociados al crecimiento desenfrenado y el progreso ilimitado, a la exaltación del individualismo posesivo y la competitividad, y el desprecio por la naturaleza. Todos estos fenómenos consolidan la degradación del planeta, la precariedad, el empeoramiento de las condiciones de vida y el debilitamiento de los derechos de una mayoría de sujetos, en beneficio de unos pocos privilegiados, generándose enormes desigualdades sociales. El virus se manifiesta, pues, como un síntoma, y no una causa de estas crisis que se venían gestando hace tiempo, subrayándolas y, por lo tanto, cuestionando las contradicciones y modos dominantes de organización social. 

			Ante el escenario planteado por la Covid-19, de unas dimensiones inusualmente globales, una de las precedentes desigualdades estructurales que se ve agravada es la de género. La presencia femenina en las actividades esenciales para sostener la reproducción cotidiana y generacional de la vida se hace más patente que nunca, teniendo en cuenta que gran parte de los cuidados, tanto profesionales como informales, son ejercidos por mujeres. Especialmente, deben mencionarse los sectores de la sanidad, la asistencia social, los cuidados de la gente mayor (en residencias y viviendas), el trabajo doméstico, los servicios de limpieza y los establecimientos comerciales de alimentación. Aunque el virus también nos obliga a poner el foco de atención en el ámbito más privado, para ver qué ocurre dentro de los hogares. 

			La consecuencia directa de una organización estructural basada en espacios de cuidados feminizados, sin ser España una excepción, es una mayor proporción de mujeres expuestas al riesgo del coronavirus, respecto a los hombres. Por ello, el análisis en clave de género de esta coyuntura resulta imprescindible, y no debe ser ignorado en la respuesta del Estado español a la crisis de la Covid-19, que desde sus inicios ha venido golpeando a las mujeres de manera muy relevante. Al mismo tiempo, como se verá, el colectivo LGTBI+ también ha resultado afectado. Ahora bien, desde una perspectiva optimista, la crisis del coronavirus también puede devenir una oportunidad única para repensar las relaciones de género, y activar nuevas estrategias jurídicas y políticas reorientadas hacia la igualdad. En el presente capítulo se analizan cuatro de las principales dimensiones en las que se manifiesta el impacto de género como consecuencia del virus: doméstica, laboral, de violencia de género y sexual-reproductiva. Aunque estas áreas no agoten ni mucho menos la cuestión, las considero las más significativas a la hora de evaluar el impacto de género de la pandemia. Concluiré el trabajo exponiendo algunas de las lecciones que pueden aprenderse a partir del análisis anterior, en aras de avanzar hacia una igualdad más efectiva en el escenario post-Covid-19. En cualquier caso, limitaré mi análisis al caso español.

			II. LA DIMENSIÓN DOMÉSTICA

			En enero de 2020, un informe de Oxfam calculaba el valor económico del trabajo de cuidados no remunerados en todo el mundo llevado a cabo por las mujeres a partir de los 15 años. Este valor era de 10,8 billones de dólares anuales —unos 9,76 billones de euros— lo que supone tres veces el tamaño de la industria mundial de la tecnología. Tres cuartas partes de las tareas de los cuidados no remuneradas son realizadas por mujeres y, asimismo, ellas representan dos tercios de la mano de obra de los cuidados que sí están remunerados331. En España, el valor de los cuidados no remunerados en 2018 fue de 180 millones de euros y 130 millones de horas, lo equivalente a un 14,9% del PIB, según la Organización Internacional del Trabajo332. Ciertamente, asignar un valor monetario a los cuidados puede resultar ilustrativo de las magnitudes de este trabajo esencial. No debe perderse de vista, sin embargo, que un análisis de estas tareas en términos de mercado puede correr el riesgo de asimilarlas al sistema económico hegemónico y reforzar, en última instancia, las cadenas de dominación del patriarcado capitalista. 

			En cualquier caso, el trabajo de los cuidados todavía es, bien entrado el siglo XXI, una tarea feminizada y apenas reconocida por el mercado. España no constituye ninguna excepción, y a principios del año 2020, en el momento en que la Covid-19 penetra en la sociedad española, el virus ignora este hecho. Los primeros casos de coronavirus llegan a España a finales de enero, aunque no es hasta el 14 de marzo de 2020, que el Gobierno de España aprueba el Real Decreto 463/2020, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por la Covid-19333. Aparentemente, el virus no discrimina; confina y aísla a todo el mundo. Sin embargo, pronto se mostrará revelador de brutales desigualdades sociales; la vida no es igual en mansiones palaciegas que en tugurios urbanos. Nada tiene que ver una urbanización de casas ajardinadas con un asentamiento de temporeros de chabolas de quince metros cuadrados, sin luz, agua ni saneamiento. Ni que decir de quienes no tienen donde refugiarse de la intemperie y permanecer a salvo del contagio. 

			Con el confinamiento, el hogar pasa a cumplir una doble función: no solo se consolida como el espacio central de la familia, sino que también se revela, en muchos casos, como el lugar central de teletrabajo. Ahora hay que entender el domicilio como un espacio que asegure la reproducción de la vida, pero a la vez como un espacio de fuerza de trabajo334. Así, por primera vez en mucho tiempo, en un plano casi preindustrial, los ámbitos productivo y reproductivo se emplazan en el mismo receptáculo, incluso a veces solapándose: la casa tradicional deviene a la vez un centro de producción. Dentro de este espacio, la vida en común durante las 24/7 se presenta un tanto compleja. A partir de este momento, lo doméstico tiene que conciliar tiempo y espacio con lo profesional. No sin dificultades, las familias se ven obligadas a modificar sus hábitos, sus horarios, sus espacios, incluso a redistribuir el mobiliario y a reconvertir las estancias en una suerte de oficinas improvisadas, pero también los roles de familia, para adaptarse a una nueva e incierta rutina. Aunque, como se ve, cada realidad es distinta; en nada se asemeja la casa de una familia numerosa con la de una madre soltera, la de una familia migrante o aquella en la que se convive con un maltratador.

			Aunque la vida humana se presenta frágil y vulnerable, el capitalismo no se detiene en tiempos de coronavirus. España, como casi cualquier otro país de modelo productivista, no dispone de freno de mano; sigue demandando trabajo, rendimientos y aceleración, sin importar demasiado lo que sucede a los cuerpos. La inercia mercantil es ciega al virus, a las muertes, al duelo y a la enfermedad. El nuevo panorama que presenta el teletrabajo, y que parece haberse instaurado para quedarse, supone importantes desafíos para la familia. Con él, se reiteran las dificultades por compaginar el trabajo a cambio de un sueldo con el cuidado y la vida en los hogares, éste último, a menudo sin valor monetario que lo reconozca. Y mientras la lógica capitalista va avanzando a trompicones a lo largo de la pandemia, dicho cuidado de los seres humanos y la reproducción de la vida no se detienen. De hecho, las necesidades domésticas aumentan, pues la estancia de toda la familia en casa pasa a ser permanente. Además, debe añadirse la tarea de salir del hogar para ir a cuidar a la familia no nuclear que requiere ser atendida.

			Con el cierre sobrevenido de los centros educativos en España, la duda más incipiente asalta los hogares: ¿quién se ocupará de las criaturas? En efecto, alguien debe asegurar su cuidado, educación y entretenimiento. Una de las primeras revelaciones del confinamiento es el enorme papel estructural que desarrollan las abuelas y abuelos en buena parte de España, a quienes habitualmente se ha recurrido para cuidar de la población infantil, cuando ni el colegio ni los espacios de educación no formal son posibles. Sin embargo, el virus pone en entredicho el tradicional sistema familista español, basado en la solidaridad dentro de las redes de parentesco, y obliga a descartar la posibilidad de recurrir a la población anciana, por ser de riesgo335. A partir de aquí, la solución no se muestra tan fácil. Dos patas de los cuidados se hunden a la vez: la escuela y la gente mayor336.

			Así las cosas, permanece la tercera pata, una ya clásica: las mujeres. La desregulación de los horarios de trabajo y el cierre de las escuelas obliga a repensar una nueva rutina que permita cuidar a las hijas e hijos y suplantar todas las horas que hasta ahora eran destinadas al colegio y actividades extraescolares, a menudo al aire libre. Según una encuesta, se observa que, durante el confinamiento, las madres dedicaron 4,3 horas diarias a entretener y ayudar a las hijas e hijos, mientras que los padres destinaron a esta actividad 3,1 horas337. En Cataluña, por ejemplo, un estudio de los quince primeros días de confinamiento refleja que el 79% de las madres se ocuparon de la educación durante el cierre de las escuelas, mientras que, en el caso de los padres, solo el 45% afirmaron ayudarles a hacer los deberes338.

			De este modo, la Covid-19 inaugura los años veinte del siglo XXI con la intensificación de algo que ya venía produciéndose: debido a la construcción social e histórica que soportan las mujeres, son mayormente ellas quienes luchan por compatibilizar la sustentación de la vida doméstica con el trabajo remunerado. En consecuencia, las mujeres quedan aún más sobrecargadas. Los problemas de conciliación se agravian en el caso de los hogares monomarentales. En España, en 2019 había 1.887.500 hogares monoparentales, en la mayoría de los cuales (81%) había una mujer al frente339. Estas familias no solo cuentan con menos posibilidades de conciliar, sino que a menudo disponen de una única fuente de ingresos, que puede haber quedado suspendida. Por lo tanto, se trata de un colectivo que requiere atención especial.

			Así, las mujeres, debido a los roles y mandatos asociados a su género, se siguen ocupando más de la educación y el cuidado de la familia y de las tareas domésticas, además de teletrabajar. El resultado es un aumento de la autoexigencia de las mujeres como dispensadoras de cuidado, y la disminución de su bienestar y autonomía, con un impacto considerable sobre su salud. De hecho, un estudio encuentra evidencia empírica de que durante el confinamiento las mujeres tuvieron más preocupaciones y malestar psíquico que los hombres340. Esto no quita que muchos hombres compartieran las responsabilidades domésticas con sus compañeras durante el confinamiento, y que tuvieran que adaptar sus obligaciones profesionales para compatibilizarlas con la familia y las tareas del hogar. Pero los resultados de las estadísticas siguen siendo aplastantes.

			Lo cierto es que, en realidad, lo que sucede puertas adentro de los hogares no deja de ser político. Kate Millett ya exponía antaño que la política atraviesa todos y cada uno de los aspectos de la vida humana, desde los más íntimos a los más públicos, afectando a la totalidad de nuestra vida341. Sin lugar a dudas, los problemas considerados privados, personales y familiares, en realidad están relacionados con la obligación de satisfacer las expectativas sociales con las que la sociedad estructura el conjunto de relaciones nucleares, cargando especialmente a las mujeres. De hecho, dentro del hogar es donde más duramente se aprecian las consecuencias de lo político. El nuevo escenario no solo pone a prueba las costuras del sistema de los cuidados, sino que también aparece como una oportunidad para reabrir el conflicto con lo privado, y repensar qué implica este ámbito. Lo íntimo ha pasado a compartirse abiertamente —recordemos todo lo que hemos presenciado a través de la webcam—, ha sido motivo de visibilización pública y ha abierto el debate sociológico. En cierto modo, la casa ha tomado la calle, y las experiencias de la vida durante la pandemia se han politizado.

			En este sentido, regular la sustentación de la vida en todas sus etapas se presenta como una gran asignatura pendiente de los gobiernos, una política de primer orden, para que las personas que se dedican a esta tarea estén adecuadamente apoyadas y compensadas. El trabajo de cuidados, tanto remunerado como no, es producción de vida. Contribuye al desarrollo de las capacidades humanas, al crecimiento y aprendizaje de las niñas y niños, al respaldo emocional, permite que la familia descanse, esté alimentada y en condiciones de realizar el trabajo remunerado, y ayuda a que las personas con alguna enfermedad o discapacidad se encuentren mejor. Los cuidados, remunerados y no remunerados, se hacen más visibles e imprescindibles que nunca.

			A este respecto, desde diversos colectivos sociales, sindicales y empresariales, se han ido lanzando ideas para conciliar la vida laboral con la familiar, sin sacrificar la igualdad de género. Así, por ejemplo, se han propuesto permisos de cuidado retribuidos, a repartir equitativamente entre ambos progenitores, y que sean individuales e intransferibles, por lo que, si uno de ellos no cogiera sus semanas o sus días, se perderían. Las familias monoparentales sumarían los dos permisos. Asimismo, se han planteado reducciones progresivas de la jornada de trabajo por fases, pasando por ejemplo a jornadas laborales de cuatro días, o disminuyendo las horas de trabajo hasta las veinticinco, sin reducción del salario. Otras propuestas pasan por ayudas económicas a quienes tengan que reducir la jornada laboral más de un 30%, o que tengan que coger una excedencia temporal para cuidar, con un plus a quienes repartan las ausencias de forma igualitaria entre los miembros de una pareja342. 

			Se trata de medidas correctoras y de compensación, adaptables a los nuevos modelos de teletrabajo, que pueden favorecer una conciliación corresponsable y reducir el impacto en el desarrollo profesional de las mujeres. En este marco, debe facilitarse también la regularización y la profesionalización del sistema de cuidados de personas a cargo, que mejore las condiciones laborales de las personas trabajadoras en este sector. En realidad, el conflicto de los cuidados durante la pandemia no es distinto al ya existente antes de ella. Sin embargo, la situación generada por el virus ha aumentado su volumen e impacto, evidenciando, más si cabe, las características del problema. De tal modo que todas estas propuestas no sólo deben responder a la urgencia excepcional de la Covid-19. También han de sentar las bases de un cambio sistémico, para transitar de un modelo productivo incoherente hacia un modelo reproductivo sostenible, donde el cuidado de la vida colectiva sea el núcleo estructural organizativo. 

			III. EL MUNDO DEL TRABAJO 

			Es una realidad que las mujeres tienen una mayor tasa de inactividad laboral, una mayor ocupación a tiempo parcial y muchas de ellas están en situación de empleo precario, con contratos de trabajo tan solo de hasta tres meses343. Todo ello sin computar a todas las mujeres que trabajan sin contrato. En España, la brecha de género en el empleo en el segundo trimestre del año 2020 fue del 11,3 %, siendo la tasa de actividad de las mujeres del 50,05% y la de los hombres, del 61,35%. Si el mercado laboral femenino ya estaba precarizado, lo que se produce con la crisis de la Covid-19 es la postergación de cualquier intento por poner fin a esta situación, para atender a lo urgente, como intento mostrar seguidamente. 

			En primer lugar, para las que pasan a trabajar a distancia, se presentan varias dificultades. Las horas de trabajo se ven aumentadas sin ir acompañadas de un mayor rendimiento laboral344, pero sí de los temores a las suspensiones y reducciones de contrato en cualquier momento, así como a la precariedad del desempleo. En segundo lugar, muchas mujeres, que ya venían de afrontar altas cotas de pobreza e inestabilidad laboral, han resultado severamente afectadas por el colapso del coronavirus345. Este grave impacto viene relacionado con el hecho de que buena parte de los sectores económicos feminizados han quedado más afectados por la crisis, como el turismo, la hostelería, la restauración, el comercio y el servicio doméstico346. 

			Para muchas, ha supuesto la pérdida temporal o definitiva de empleo, y la recuperación de la actividad en estos sectores es incierta y dilatada en el tiempo. En efecto, al centrarse todos los esfuerzos en la emergencia de la pandemia, los modestos progresos legislativos que se estaban haciendo en materia de igualdad de género, en el ámbito laboral, corren el riesgo de desaparecer, agudizándose las desigualdades de género relacionadas con el trabajo. De hecho, algunos estudios ya apuntan que ellas tienen casi dos veces más de probabilidad de perder el empleo a causa de la Covid-19347, debido a su mayor presencia en empleos temporales y en el sector del ocio, el más afectado en España por esta crisis. De este modo, el coronavirus evidencia la necesidad apremiante de abordar la brecha salarial de género y disminuir la segregación sectorial. 

			En este punto debe hacerse especial mención a un sector ya de por sí frágil, el de las trabajadoras del hogar. De forma paradójica, el periodo de pandemia ha conseguido visibilizar la labor esencial de los cuidados, pero al mismo tiempo, ha agravado la situación de las cuidadoras situadas en la primera línea, en su mayor parte mujeres migrantes. Con la llegada de la Covid-19, el alto riesgo de infección y transmisión, al estar expuestas a la necesaria presencia física, las convierte en un colectivo todavía más vulnerable y desprotegido. Para reducir al máximo este riesgo, y debido también a las intermitentes restricciones de viaje, muchas empleadas pasan a trabajar en régimen de internas, haciendo confinamiento total en las casas donde trabajan. Esta situación puede suponer una sobrecarga emocional, física y psíquica, al trabajar prácticamente veinticuatro horas al día para personas dependientes. Otras han perdido su trabajo y en consecuencia, sus únicos ingresos348.

			Quienes se han llevado la peor parte son los miles de extranjeras que se encuentran en situación administrativa irregular349. Al no estar incluidas en el régimen general de la Seguridad Social, han perdido sus trabajos sin que se les activara ningún derecho a la prestación por desempleo. En este sentido, el Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, incluyó un subsidio especial del 70% de la base cotizable por desempleo excepcional y temporal, por falta de actividad, para las personas integradas en el Sistema Especial para Empleados de Hogar del Régimen General de la Seguridad Social350. No obstante, solo se podían beneficiar de la ayuda las personas integradas en este sistema. Por lo tanto, quedaban fuera todas las personas no afiliadas a la Seguridad Social. A ello hay que matizar que el plazo máximo para la solicitud del subsidio finalizó el 21 de julio de 2020, lo que ha dejado a miles de mujeres en situación de desamparo. No se puede negar, pues, que las desigualdades de género se combinan con otros factores como la nacionalidad o la clase social. La situación de las trabajadoras domésticas migradas que se encuentran en situación irregular pone de manifiesto la necesidad de regularizar su situación administrativa para poder garantizar sus derechos laborales y sociales. Mientras los recursos públicos no se puedan dirigir directamente a estas mujeres, hará falta canalizar los recursos adicionales hacia las organizaciones que les den apoyo351.

			Por otro lado, debe tenerse en cuenta el sesgo de género existente en la fuerza laboral de la salud. Las mujeres representan el 66% del personal sanitario en España, alcanzando el 84% en enfermería y en las residencias para mayores y personas dependientes, y el 71% en farmacia352. No es de extrañar, pues, que en septiembre de 2020, un 78% de los profesionales sanitarios contagiados fueran mujeres353. Ellas también constituyen la mayoría en otros sectores como el comercio de alimentos (84%) y los servicios de limpieza de hospitales y viviendas (93%)354. Sus esfuerzos por contener y reducir la epidemia son esenciales, pero no debe olvidarse que están en constante riesgo de infección. Es importante que las condiciones laborales sean adecuadas, que se formalicen nuevos protocolos y se mejoren los equipos de protección.

			IV. LA VIOLÉNCIA DE GÉNERO

			La violencia de género es una lacra social presente en todo el mundo, fruto de las estructuras patriarcales que la sostienen. Si este tipo de violencia ya constituía de por sí una pandemia, con la irrupción del virus el riesgo de muchas mujeres de sufrirla se ve agravado, al verse forzadas a convivir con su agresor y tener más difícil el acceso a los recursos de protección. De hecho, son numerosos los informes y pruebas que demuestran que las políticas de aislamiento conducen a un aumento de los niveles de violencia doméstica, sexual y de género 355. A esto hay que añadir que, en épocas de crisis, las mujeres y niñas corren un mayor riesgo de sufrir violencia de pareja y otras formas de violencia intrafamiliar, como resultado de las tensiones crecientes en el hogar. Las dificultades económicas, la presión laboral y el riesgo a perder el trabajo, así como la convivencia permanente con la familia, pueden provocar ansiedad y angustia, y los abusadores canalizan este estrés en forma de violencia356. La reclusión que genera el confinamiento refuerza las condiciones para ejercer dicho control, debilita las redes comunitarias y cierra las vías de escape y apoyo asistencial y sanitario de muchas mujeres. 

			En España, las llamadas recibidas por el 016 (el teléfono de atención a las víctimas por violencia de género) durante el estado de alarma —entre el 14 de marzo y el 31 de mayo— se incrementaron un 41,4% con respecto al mismo periodo de 2019, y las consultas telemáticas por correo electrónico subieron un 450,5%357. Este aumento sin precedentes es muy probablemente debido a que las víctimas necesitaron utilizar medios silenciosos para pedir ayuda, ante la presencia permanente de sus maltratadores durante el confinamiento total. Por otra parte, debe advertirse que las diferentes modalidades de “toque de queda”, impuestas a partir de la segunda mitad del 2020, pudieron suponer un riesgo adicional para las mujeres víctimas de violencia machista. Por un lado, el miedo a salir a la calle y transgredir la norma durante la franja horaria nocturna, pudo obligar a muchas mujeres a permanecer en situaciones incómodas o violentas, ante una cita que se torcía. Por otro lado, el confinamiento domiciliario nocturno pudo añadir un estigma para las mujeres que sufrían violencia sexual, recayendo la vergüenza y la culpa sobre ellas al haberse saltado la ley, lo que pudo impedirles denunciar. Por este motivo, es muy importante seguir haciendo campañas de sensibilización, para que quede claro que las situaciones violentas son excepciones a la regla y, por lo tanto, se puede salir a la calle si existe un riesgo. 

			Sin embargo, no solo deberemos atendernos a los periodos de confinamiento, sino también a los posibles efectos post-pandemia. Por un lado, la situación de estrés y miedo ante la disminución de ingresos o el desempleo, junto a la posible percepción de pérdida de control por parte del agresor hacia ella, al salir del ámbito doméstico, pueden recrudecer la vulnerabilidad y el riesgo. Por otro lado, el desequilibrio producido entre la vida profesional y personal, así como el empeoramiento de las dificultades económicas de las mujeres derivado de la crisis del coronavirus, puede obligar a muchas de ellas a tomar decisiones difíciles, a realizar trabajos no remunerados y a depender de un varón. Al respecto, no deben desmerecerse las numerosas iniciativas y prácticas generadas desde la sociedad civil, concienciadas sobre las diversas formas y aspectos de la vida de las mujeres que se han visto afectados a causa de la pandemia.

			A nivel institucional, en España se puso en marcha el Plan de Contingencia contra la Violencia de Género ante la crisis de la Covid-19, que contenía un paquete de medidas de carácter estratégico y operativo para ayudar a prevenir, controlar y minimizar la violencia de género358. Algunas de las estrategias contenidas fueron la campaña institucional “Estamos contigo”, difundida a través de las redes sociales, la “Guía de actuación para mujeres que estén sufriendo violencia de género en situación de permanencia domiciliaria derivada del estado de alarma por Covid-19”359, así como la incorporación de un servicio de mensajería instantánea a través de WhatsApp, con psicólogas expertas en violencia de género para brindar apoyo emocional y psicológico. Dicho servicio atendió 2.038 consultas, entre el 21 de marzo y el 31 de mayo. Por su parte, los Colegios Oficiales de Farmacéuticos de Canarias impulsaron la iniciativa “Mascarilla-19”. Cuando una mujer solicitara una “Mascarilla 19” en una farmacia, el personal del establecimiento realizaría una llamada al 112 para alertar de la situación, activándose así el protocolo de atención desde el punto más cercano a las víctimas fuera de los hogares. La iniciativa se expandió rápidamente por toda España y también tuvo acogida en otros países360.

			Asimismo, se aprobó el Real Decreto-ley 12/2020, de 31 de marzo, de medidas urgentes en materia de protección y asistencia a las víctimas de violencia de género durante la crisis de la Covid-19, a propuesta del Ministerio de Igualdad y el Ministerio del Interior361. La norma reiteraba el normal funcionamiento de los servicios de información y asesoramiento jurídico 24 Horas (telefónico y en línea), los servicios de teleasistencia y asistencia social integral, y los servicios de apoyo a víctimas mediante centros de emergencia, acogida, pisos tutelados y alojamientos seguros, con equipos de protección individual. También se mantuvieron los servicios habituales de seguimiento por medios telemáticos del cumplimiento de medidas cautelares y penas de prohibición de aproximación. 

			Como novedades, el texto legislativo introducía la posibilidad de disponer de alojamientos turísticos en caso de ausencia de vacantes en los centros designados durante el estado de alarma, así como la incorporación del nuevo canal de comunicación vía WhatsApp. Un segundo capítulo de la norma recogía medidas urgentes para favorecer la ejecución de los fondos del Pacto de Estado contra la violencia de género por las comunidades autónomas, facultándolas para poner en marcha proyectos o programas preventivos y asistenciales para garantizar la prevención y protección de las víctimas. A pesar de ello, estas medidas inmediatas necesitan ser reforzadas a largo plazo mediante programas de sensibilización y erradicación de la violencia de género, sobre la base que toda agresión (física, verbal o sexual) contra las mujeres debe ser condenada como injusta.

			Por otro lado, el Real Decreto-ley no sólo tenía por objetivo el amparo de las mujeres víctimas de violencia de género, sino también de otras formas de violencia362. Y es que, en contextos de crisis, las mujeres víctimas de trata y explotación sexual, así como las mujeres prostituidas, constituyen colectivos más vulnerables que nunca. La mayoría de ellas se encuentran en situación irregular administrativa, razón por la cual no aparecen en los registros oficiales como personas afectadas por la enfermedad, y tienen dificultades para acceder al sistema público de salud. El virus pudo confinarlas bajo el control y la presión de clubs o domicilios particulares. En otros casos, el cierre de los prostíbulos para evitar que se convirtieran en focos de contagio las arrojó a la calle, dejándolas en situación de sinhogarismo363. En este sentido, el Ministerio de Igualdad también elaboró una guía de actuación dirigida a mujeres víctimas de trata con fines de explotación sexual y para mujeres en contextos de prostitución. En ella se incluía información y asesoramiento, teléfonos y recursos de atención para cada tipo de situación364. 

			Un grupo vulnerable particularmente en el contexto de la prostitución es el colectivo trans. La exclusión laboral de las personas trans afecta a más del 80%. Una gran mayoría, muchas de ellas migrantes perseguidas por su identidad de género en sus países, ya de por sí viven en los márgenes sociales y se ven abocadas a ejercer la prostitución para subsistir. Con el coronavirus ven empeorada su situación, al ser expulsadas de los pisos o clubs donde ejercían, y al no tener regulada su residencia. Debe tenerse en cuenta que el Plan de Contingencia publicado por el Gobierno no refleja el reconocimiento, como mujeres, de las mujeres trans sin una documentación oficial que acredite su identidad de género. En sus países de origen, a muchas de ellas no se les reconocía su condición de persona trans y no disponen de esta identificación. Al mismo tiempo, en España solo tienen acceso al cambio registral de nombre y género quienes tienen la nacionalidad española. Ello ha originado que muchas mujeres trans, aun siendo víctimas de trata, explotación sexual o agresiones machistas, quedaran fuera de determinadas medidas de protección (recursos habitacionales, Centros Mujer 24 Horas, ayudas al alquiler, etc) y se vieran en la calle, sin recursos y con un mayor riesgo de exposición al virus.

			Todo ello nos recuerda la necesidad de incluir una perspectiva de género interseccional, para reconocer los múltiples factores sociales (la clase social, el origen étnico, el estatus migratorio, la explotación sexual, la discapacidad, la diversidad sexual, etc) implicados en los contextos de vulnerabilidad de las personas en tiempos de crisis, así como su capacidad para afrontar las emergencias y participar en las respuestas365. Si bien lidiar con múltiples dimensiones que se cruzan constituye una labor complicada, la adopción de la interseccionalidad se muestra necesaria para el desarrollo de políticas inclusivas y efectivas. De modo que, enmarcar la diversidad de la vida humana y las inequidades sociales, permite mejorar la comprensión y las respuestas a las complejidad de las vidas y experiencias de las personas366.

			V. ASPECTOS RELACIONADOS CON LA SALUD SEXUAL Y REPRODUCTIVA 

			No debe pasarse por alto que, en tiempos de crisis, existe una dimensión sustancial de la naturaleza humana que no se detiene, como es la sexualidad y la reproducción, sin la cual la seguridad de los seres humanos no está garantizada. Los cuerpos no descansan y, por consiguiente, se requiere mantener la salud sexual y reproductiva. Las mujeres, en particular, siguen necesitando métodos anticonceptivos y controles ginecológicos, para evitar embarazos no deseados, dolores o infecciones de transmisión sexual. En este sentido, la Sociedad Española de Contracepción elaboró un documento que definía las prestaciones sanitarias no demorables durante la emergencia sanitaria: la solicitud de interrupción voluntaria de embarazo (IVE), la solicitud de anticoncepción de urgencia, la sospecha de infección de transmisión sexual (ITS), la sospecha de complicaciones severas asociadas a diferentes métodos anticonceptivos, y la atención a las víctimas de violencia de género367. Asimismo, la pandemia ha servido para consolidar la telemedicina en la promoción y asistencia de la salud sexual-reproductiva368.

			Debe destacarse la importancia de la atención a la salud materna. En particular, mantener la seguridad de los embarazos y los partos es vital para evitar abortos en condiciones de riesgo, así como la mortalidad materna y neonatal. Por otro lado, la situación de emergencia social y sanitaria ha afectado a los tratamientos de reproducción asistida. Con la declaración del estado de alarma, y debido a la reorientación de recursos sanitarios, un comunicado de la Sociedad Española de Fertilidad recomendó el retraso de los tratamientos de Fecundación in Vitro, la finalización de los ciclos ya iniciados, la realización de todas las transferencias de forma diferida, la no realización de transferencias de embriones vitrificados y la cancelación de los programas de inseminación.369 Para quienes se sitúan en edad reproductiva avanzada, este retraso en el proceso de espera puede haber provocado situaciones de angustia emocional, pues el tiempo supone una variable crucial en la búsqueda del embarazo. En este sentido, la Sociedad Española de Fertilidad elaboró unas recomendaciones psicológicas para pacientes de reproducción asistida370. 

			Así pues, la salud sexual y reproductiva no se puede posponer ni siquiera en tiempos de pandemia. Queda claro que con la irrupción de la Covid-19, el escenario se ha visto modificado. Las estrategias son diferentes, y quizás muchas se han consolidado para quedarse, pero el objetivo tiene que seguir siendo el mismo: proteger los derechos de salud sexual-reproductiva, con énfasis a la seguridad y dignidad, en especial de la población más vulnerable, como la femenina. Como ejemplo, vale la pena mencionar las redes de apoyo creadas entre madres primerizas, matronas y enfermeras, que durante el aislamiento se coordinaron para prestar asistencia telefónica y virtual a estas mujeres, acerca del embarazo, la lactancia o la crianza371. Los diversos grupos de maternidad ayudaron a mitigar la sensación de abandono y la soledad, brindaron soporte emocional y empoderaron a las mujeres para que fueran autónomas. Parece que estos grupos de apoyo se han creado para quedarse después de la pandemia.

			Al mismo tiempo, la crisis del coronavirus ha provocado que abortar sea todavía más complicado e inseguro372. El cierre de fronteras, el bloqueo de páginas web y retrasos en las clínicas es lo que se encuentran muchas mujeres que quieren interrumpir voluntariamente su embarazo. En la normativa española vigente sobre el aborto, uno de los requisitos obligatorios para su acceso es un “periodo de reflexión”, consistente en un plazo de al menos tres días previo a la intervención, en el que la mujer recibe información de forma presencial. Se le entrega un sobre con una explicación sobre el procedimiento de interrupción e información sobre los derechos, prestaciones y ayudas públicas de apoyo a la maternidad disponibles, en caso que la mujer decida cambiar de opinión373. El principal problema aquí radica en que se exigen varios desplazamientos y, por lo tanto, supone por lo menos una doble exposición al virus: una primera visita al centro sanitario para informar de su deseo de abortar y recoger dicho sobre, y una segunda al centro donde se le practica la interrupción voluntaria del embarazo (IVE). 

			En Madrid, por ejemplo, la comunidad autónoma más afectada por la pandemia, se registró una bajada de los abortos de hasta el 20% en los inicios de la cuarentena374. Las razones pudieron ser diversas: mujeres que retrasaron el IVE ante la expansión de la pandemia, que no querían que la intervención fuera conocida por el entorno de convivencia, por desconocimiento de la apertura de los centros, ralentización en la derivación pública por falta de personal (al haber sido afectado por la pandemia) o por limitaciones propiciadas por el estado de alarma375. La Asociación de Clínicas Acreditadas para la Interrupción del Embarazo (ACAI), solicitó a Sanidad que redujera el número de desplazamientos necesarios para acceder al aborto, y que se pudiera hacer por medios telemáticos, pero no obtuvo respuesta. Sí adoptaron medidas Cataluña y Galicia, estableciendo que la provisión de información previa pudiera ser realizada por vía telefónica, videoconferencia o correo electrónico, y quedara registrada en el historial clínico de la mujer, reduciendo las visitas presenciales a tan sólo una, durante el estado de alarma.376

			Finalmente, las organizaciones LGTBI+ pidieron a las instituciones públicas difundir información sobre el acceso a los servicios públicos que seguían en funcionamiento, para responder a la situación de incertidumbre sobre el abastecimiento de determinados productos y servicios vinculados a este colectivo. En especial, reivindicaron el mantenimiento de la atención a personas con VIH y otras ITS, de los procesos de hormonación de personas transexuales y transgénero y de las distintas organizaciones y programas de apoyo especializado a las necesidades de la población LGTBI+. Debe tenerse en cuenta que muchas personas mayores de este colectivo cuentan con situaciones de soledad y pocas redes de apoyo familiar, cuyo desamparo se ha visto intensificado por el aislamiento. Igualmente, muchas personas jóvenes se encontraron confinadas en contextos hostiles por su orientación sexual, su identidad o expresión de género. El Ministerio de Igualdad puso en marcha una campaña para dar visibilidad a las necesidades del colectivo LGTBI+ durante el confinamiento377. Asimismo, elaboró una guía de recursos para hacer frente a la exclusión y a discriminaciones por orientación sexual e identidad de género378, y una guía para víctimas de violencia intragénero379. No cabe duda de que las medidas para abordar los impactos de la pandemia deberán considerar las vulnerabilidades particulares de las personas LGTBI+.

			VI. REFLEXIONES FINALES

			Sin duda alguna, la crisis del coronavirus se presenta como un reto, pero también como una oportunidad para replantear las diferentes figuras y roles existentes en la sociedad. Esto incluye las labores reproductivas y de cuidados no remuneradas, que mantienen a las comunidades y se presentan definitivamente como imprescindibles. En este sentido, es menester citar nuevamente las tareas de reproducción, invisibilizadas durante siglos, pero indispensables para que el sistema de producción siga funcionando. Los indicadores monetarios, como el Producto Interior Bruto (PIB), no contabilizan los bienes y servicios imprescindibles para la vida, como la crianza de las niñas y niños, la limpieza del hogar, el aseo de ropa, la preparación de alimentos, el cuidado de personas mayores, enfermas o con discapacidad. Este es el verdadero centro de la vida, si reconocemos que somos seres vulnerables e interdependientes, porque necesitamos no solo de la ayuda productiva, sino también reproductiva de las demás personas para poder sobrevivir. Precisamente, este sector no reconocido, en el que las mujeres han desempeñado un rol socialmente aprendido en primera línea, tiene una cabida importantísima en la superación de la crisis actual. Se trata de poner a la práctica el pensamiento feminista, y de entender que quizás hay que abordar un proceso de reorganización del modelo productivo, de los tiempos y del trabajo de las personas. 

			No queda duda tampoco que, en el imaginario colectivo de la sociedad española, las mujeres siguen constituyendo vidas y cuerpos femeninos controlables, como resultado de los mandatos culturales e históricos que subyacen en la moralidad patriarcal. Las mujeres siguen teniendo un peso indispensable en su rol como madres, esposas, cuidadoras y criadas, a precio cero. Siguen estando en peores condiciones laborales, padeciendo la violencia de género y siendo cuerpos sexuales y reproductivos vulnerables. Paradójicamente, ha tenido que venir un virus mortal para dar cuenta de ello. La vulnerabilidad y desigualdad de las mujeres se ha visto incrementada tanto por las características de la pandemia como por algunas de las drásticas medidas que ha conllevado su control en España. Tampoco deben pasarse por alto las complicaciones que han sufrido algunas personas por razón de identidad de género y/o orientación sexual durante la crisis sanitaria y económica, que han reforzado el contexto de desigualdad y desamparo en el que viven. Necesariamente, el escenario post-COVID19 debe tener en cuenta la brecha de género, intentar reducirla y paliar su impacto, no solamente con miras a futuras crisis, sino también para transitar hacia la tan citada “nueva normalidad”, una que sea más igualitaria y justa. 

			Por ende, ante este episodio de indudable calado social podemos concluir, como lecciones más importantes en clave de género, las siguientes: 1) Lo que sucede en los hogares es político, porque tiene una relevancia en la economía y en la sociedad. La crisis del coronavirus pone en evidencia la fragilidad del equilibrio entre lo público y lo privado, y revela las dificultades de gran parte de la población para cuidarse, cuidar y ser cuidada. 2) El sistema social español se sigue sosteniendo en base al capitalismo patriarcal, mediante la división sexual del trabajo y la segmentación de género en el mercado laboral. La actual crisis ha expuesto y agudizado las desigualdades entre hombres y mujeres, tanto en el ámbito productivo como reproductivo. 3) La pandemia ha puesto de manifiesto desigualdades y vulnerabilidades ya existentes, y las ha agravado. Por este motivo, la situación generada por la Covid-19 invita a la reflexión sobre los fundamentos de nuestra convivencia: sobre la forma de organizarnos, de cuidarnos, de educar, de trabajar, de producir, de relacionarnos y de reproducirnos. 

			Así pues, incorporar un análisis con enfoque de género transversal, prestando atención específica a la desigualdad estructural que sufren las mujeres, es fundamental para abordar esta crisis y las próximas emergencias que estén por venir (sanitarias, climáticas, económicas, etc.). Tanto la investigación como las posturas críticas han sido activas desde el inicio de la pandemia en el estado español, pero no deben cesar. Se requiere seguir haciendo estudios de impacto, políticas, guías e informes con perspectiva de género. Por un lado, para orientar la adopción de las próximas medidas sociosanitarias y económicas con una perspectiva feminista y, por el otro, como prevención a futuros brotes u otras crisis. También es necesario continuar recopilando datos fiables sobre el impacto de la Covid-19 con datos desagregados por sexo, por motivos en absoluto caprichosos. Mientras la construcción social que se hace de la mujer siga siendo motivo de desigualdad, la única alternativa es mostrar las diferencias para señalar las injusticias. 

			El coronavirus también constituye una enorme oportunidad para reformas legales. Se abren ventanas para disputar normas, organizaciones, instituciones, responsabilidades, sistemas. Esta crisis sirve para politizar todos los ámbitos de la existencia, hasta la esquina más recóndita de nuestros hogares. Obliga a pensar en los desafíos y formatos de un nuevo panorama jurídico, uno que cuestione el sistema pre-Covid-19, que transcienda la excepcionalidad de una situación de confinamiento que en muchos lugares terminó normalizándose, así como la necesidad de un horizonte post-Covid-19 distinto.

			Ciertamente, no deben desmerecerse algunos de los esfuerzos del Gobierno por aliviar la brecha de género, ensanchada por la crisis del coronavirus. Se han citado ya, por ejemplo, las medidas para afrontar la violencia de género durante el confinamiento y el subsidio extraordinario para las trabajadoras del hogar por falta de actividad. A ello hay que sumar la incorporación de la perspectiva de género en la regulación del ingreso mínimo vital, que entró en vigor en junio de 2020, a raíz de la situación económica de urgencia generada por el virus. El Real Decreto-ley que lo regula, contempla excepciones para las víctimas de trata y de violencia de género, independientemente de su situación irregular, sin necesidad de interponer denuncia o de una identificación policial, sino a través de servicios sociales y entidades especializadas. Ello permite romper dinámicas de dependencia que dificultan escapar de estas violencias. Asimismo, valora la monoparentalidad como factor de vulnerabilidad que incrementa la cuantía del ingreso, teniendo en cuenta que sufren un mayor impacto de la pobreza380.

			Las distintas situaciones generadas por el virus también convierten la comunicación y la coordinación en fundamentales. La pandemia pone a prueba el sistema administrativo español, constituido por un entramado complejo de entidades y organismos regionales y autonómicos. Dicha coordinación debe ser más ágil que nunca y no perder de vista el objetivo final: prever situaciones de emergencia y contar con disponibilidad de recursos. Como fuente alternativa y paralela generadora de Derecho, también se han tejido nuevas redes locales y comunitarias de cuidados y apoyo —a mujeres prostituidas, a madres solteras, a trabajadoras de los cuidados, a víctimas de violencia de género, al colectivo LGTBI+, etc. Este fenómeno de institucionalización social de nuevas prácticas infraestatales, provenientes de los movimientos populares, y basadas en valores de solidaridad y cooperación, se han convertido en las mejores formas de comunicación, por lo que deben seguirse promoviendo y difundiendo a todos los niveles381. Quizás es el momento de acoger la actual coyuntura como un acontecimiento esperanzador, una oportunidad para construir una sociedad más resiliente y equitativa. Quizás es la ocasión para abrir un camino de posibilidades donde el género no sea motivo de desigualdad.
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			Capítulo 6

			LOS EFECTOS DE LA PANDEMIA DE LA Covid-19 SOBRE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA. ESPECIAL REFERENCIA AL ÁMBITO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO

			 (The effects of the Covid-19 pandemic on the Administration of Justice. Special reference to the Special reference to the Administrative Courts)

			Lucía Casado Casado

			Josep Ramon Fuentes i Gasó

			RESUMEN: La crisis provocada por la Covid-19 ha tenido repercusiones evidentes en la Administración de Justicia y las continuará teniendo en un futuro próximo. Este trabajo pretende examinar cómo las medidas de lucha contra la pandemia han afectado a la actividad jurisdiccional, con especial referencia al ámbito contencioso-administrativo. Con este fin, por una parte, se analiza, desde una perspectiva crítica, el impacto que han tenido las medidas adoptadas por las autoridades gubernativas para combatir la pandemia en el funcionamiento de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. Por otra, de lege ferenda, también se plantean algunas propuestas de mejora del actual marco normativo en el orden jurisdiccional contencioso-administrativo y se valoran, también con una mirada crítica, las propuestas realizadas por el Consejo General del Poder Judicial para la reactivación de la actividad jurisdiccional en este ámbito y las medidas ya adoptadas o proyectadas por el Gobierno, para agilizar la actividad judicial en este ámbito.

			ABSTRACT: The crisis caused by Covid-19 has had clear repercussions on the Administration of Justice and will continue to do so in the foreseeable future. The present study examines how the measures to combat the pandemic have affected judicial activity, with particular reference to the Administrative Courts. To this end, on one hand it critically analyses the impact of the measured adopted by the authorities to reduce the effect of the pandemic on the functioning of the  Administrative Courts, and on the other, de lege ferenda, it makes proposals to improve the current regulatory framework governing the  Administrative Courts and it evaluates the proposals put forward by the General Council of Judicial Power to reactivate legal activity in this ambit and the measures already adopted or planned by the Government to facilitate legal activity in this area.

			SUMARIO: I. INTRODUCCIÓN. II. LA INCIDENCIA DE LA PANDEMIA DE LA Covid-19 SOBRE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA: EL MARCO NORMATIVO DE REFERENCIA. III. LAS MEDIDAS CON MAYOR IMPACTO EN EL FUNCIONAMIENTO DE LA JURISDICCIÓN CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA. 1. La declaración del estado de alarma para la gestión de la crisis sanitaria ocasionada por la Covid-19 y sus consecuencias en el ámbito de la justicia: la suspensión de los términos y plazos procesales. 2. Las medidas y actuaciones durante el período de transición hacia la nueva normalidad en la prestación del servicio de público de justicia. a) Las fases para la desescalada. b) Las medidas procesales urgentes: previsiones sobre plazos procesales, habilitación de determinados días del mes de agosto a efectos procesales y tramitación preferente de determinados procedimientos. c) Las medidas organizativas y tecnológicas. IV. EL IMPACTO DE LA PANDEMIA SOBRE LOS ASUNTOS QUE LLEGAN A LA JURISDICCIÓN CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA. 1. El control de las medidas restrictivas de derechos derivadas de las limitaciones sanitarias impuestas ante rebrotes de la Covid-19: la autorización o ratificación judicial de medidas sanitarias adoptadas por las administraciones en supuestos de urgencia y necesidad para la salud pública. 2. La probable avalancha de demandas derivadas de la pandemia. 3. Hacia una intensificación del colapso de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. V. ALGUNAS PROPUESTAS PARA LA REACTIVACIÓN DE LA ACTIVIDAD JURISDICCIONAL EN EL ORDEN CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO TRAS EL ESTADO DE ALARMA. 1. Las propuestas del Consejo General del Poder Judicial. 2. El Plan de actuación aprobado por el Consejo de Ministros para agilizar la actividad judicial en los órdenes jurisdiccionales social y contencioso-administrativo y en el ámbito de los Juzgados de lo mercantil. 3. Otras medidas proyectadas por el Gobierno. VI. CONSIDERACIONES FINALES.

			I. INTRODUCCIÓN

			La pandemia derivada de la Covid-19, con efectos globales relevantes382, está teniendo grandes impactos, no solo en términos sanitarios, sino también económicos y sociales, y sus efectos se están proyectando sobre numerosos ámbitos (economía, educación, sanidad, empleo, transporte, turismo...), entre los que también se encuentra la justicia. La crisis sanitaria ha tenido repercusiones evidentes en la Administración de Justicia, con la paralización total de la actividad jurisdiccional durante un largo período temporal. Asimismo, las continuará teniendo en un futuro próximo, dado el previsible incremento de la litigiosidad y la más que probable avalancha de demandas derivadas de la pandemia que llegarán a los tribunales como consecuencia de las medidas adoptadas por el Gobierno durante el estado de alarma y, posteriormente, por las diferentes autoridades gubernativas para frenar la expansión de la Covid-19. 

			Este trabajo pretende examinar cómo las medidas de lucha contra la pandemia han afectado a la actividad jurisdiccional, con especial referencia al ámbito contencioso-administrativo. Asimismo, también pretende, de lege ferenda, plantear algunas propuestas de mejora en la regulación del proceso contencioso-administrativo en tiempos de pandemia, con el fin de que, sin lesionar el derecho a la tutela judicial efectiva, pueda darse una salida adecuada a la situación de acumulación y de retrasos ya existente y ahora agravada con la reanudación de los expedientes que habían quedado paralizados y con el previsible aumento de la litigiosidad.

			Para dar cumplimiento a estas finalidades, el trabajo se estructura en cuatro grandes partes, precedidas de una introducción. En la primera, se contextualiza el marco normativo de referencia, con el fin de conocer cuáles son las principales normas que afectan a esta materia. En la segunda, se abordan las medidas adoptadas con mayor impacto en el funcionamiento de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, haciendo especial referencia a las consecuencias derivadas de la declaración del estado de alarma en el ámbito de la justicia y a las medidas y actuaciones acometidas durante el período de transición hacia la nueva normalidad en la prestación del servicio de público de justicia. En la tercera, se analiza cómo está incidiendo la pandemia sobre los asuntos que llegan a la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, y se reflexiona sobre la previsible intensificación del colapso que ya viene afectando a este orden jurisdiccional desde hace muchos años, como consecuencia del aumento de la litigiosidad. En la cuarta, se examinan, desde una perspectiva crítica, algunas propuestas para la reactivación de la actividad jurisdiccional en el ámbito contencioso-administrativo tras el estado de alarma formuladas por el Consejo General del Poder Judicial (CGPJ) y algunas medidas, ya adoptadas o proyectadas por el Gobierno, para agilizar la actividad judicial en este ámbito. Finalmente, el trabajo concluye con una serie de consideraciones finales en las que, además de alertar sobre algunos de los problemas a que se enfrenta la Jurisdicción Contencioso-Administrativa en el escenario actual, muchos de ellos ya endémicos, se realizan algunas propuestas de mejora del marco normativo vigente.

			II. LA INCIDENCIA DE LA PANDEMIA DE LA Covid-19 SOBRE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA: EL MARCO NORMATIVO DE REFERENCIA

			Como hemos avanzado, la crisis provocada por la Covid-19 ha afectado de forma significativa a la Administración de Justicia y han sido muchas las medidas adoptadas por el Gobierno en este ámbito que han ido incorporándose en las normas que sucesivamente se han ido aprobando. El punto de partida es el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por la Covid-19; en particular su disposición adicional 2ª, en la que se establecen diversas medidas que afectan a todos los órdenes jurisdiccionales y, por lo tanto, también al funcionamiento de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

			A esta norma han seguido otras dictadas con posterioridad. Entre ellas, cabe destacar, en primer lugar, el Real Decreto Ley 11/2020, de 31 de marzo, que, aunque tiene como objeto adoptar medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente a la Covid-19, incluye una disposición adicional 19ª de gran interés en el ámbito objeto de análisis, por cuanto prevé —una vez se haya dejado sin efecto la declaración del estado de alarma y de las prórrogas del mismo— la aprobación por el Gobierno de “un Plan de Actuación para agilizar la actividad judicial en los órdenes jurisdiccionales social y contencioso-administrativo así como en el ámbito de los Juzgados de lo mercantil con la finalidad de contribuir al objetivo de una rápida recuperación económica tras la superación de la crisis”. En segundo lugar, el Real Decreto Ley 16/2020, de 28 de abril, de medidas procesales y organizativas para hacer frente a la Covid-19 en el ámbito de la Administración de Justicia383, que tiene como finalidad articular medidas y actuaciones que permitan alcanzar una progresiva reactivación del normal funcionamiento de los Juzgados y Tribunales y que incluye numerosas medidas que deben aplicarse durante el período de transición a la nueva normalidad, de cara a la reincorporación del personal y la progresiva recuperación de la actividad ordinaria384. Este Real Decreto-ley ha sido convalidado por el Congreso de los Diputados y tramitado como proyecto de ley, desembocando en la aprobación, recientemente, de la Ley 3/2020, de 18 de septiembre, de medidas procesales y organizativas para hacer frente a la Covid-19 en el ámbito de la Administración de Justicia. En tercer lugar, el Real Decreto 537/2020, de 22 de mayo, por el que se prorroga el estado de alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, que afecta a los plazos procesales. Y, por último, una serie de disposiciones de desarrollo adoptadas en el ámbito de la justicia. Así, la Orden JUS/394/2020, de 8 de mayo, que aprueba el Esquema de Seguridad Laboral —con una serie de medidas para mitigar el riesgo de propagación de la Covid-19 y proporcionar las máximas garantías de seguridad a todo el personal al servicio de la Administración de Justicia— y el Plan de Desescalada para la Administración de Justicia, con diferentes fases que se activarán en función de las indicaciones de la autoridad sanitaria hasta lograr restablecer plenamente el servicio público de justicia, así como los criterios para la asistencia en turnos de tarde. A esta Orden han seguido las Órdenes JUS/430/2020 y JUS/504/2020, ambas de 5 de junio, por las que, respectivamente, se activan la Fase 2 y la Fase 3 del Plan de Desescalada para la Administración de Justicia ante la Covid-19 y se establecen los criterios para su implantación. 

			III. LAS MEDIDAS CON MAYOR IMPACTO EN EL FUNCIONAMIENTO DE LA JURISDICCIÓN CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA

			La crisis sanitaria derivada de la Covid-19 ha conllevado la adopción de una serie de medidas con gran impacto en el funcionamiento de la Administración de Justicia y, consecuentemente, en la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. Algunas de estas medidas derivan directamente de la declaración del estado de alarma. Otras, en cambio, se adoptan con posterioridad, durante el período de transición a la nueva normalidad. A continuación, destacamos las más relevantes.

			1. La declaración del estado de alarma para la gestión de la crisis sanitaria ocasionada por la Covid-19 y sus consecuencias en el ámbito de la justicia: la suspensión de los términos y plazos procesales

			De todas las medidas adoptadas por el Gobierno en el ámbito de la justicia con motivo de la declaración del estado de alarma, la de mayor calado ha sido la de suspensión de los términos y plazos procesales385 que recoge la disposición adicional 2ª del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma386. Con arreglo a esta disposición, “Se suspenden términos y se suspenden e interrumpen los plazos previstos en las leyes procesales para todos los órdenes jurisdiccionales. El cómputo de los plazos se reanudará en el momento en que pierda vigencia el presente real decreto o, en su caso, las prórrogas del mismo”387. Se produce, por tanto, una suspensión general de los términos procesales, esto es, de las actuaciones procesales que tuvieran señalada una fecha concreta para su realización durante el período de vigencia del estado de alarma y sus prórrogas (por ejemplo, las vistas en el procedimiento contencioso-administrativo abreviado, o determinadas pruebas testificales o periciales); y una interrupción —no una suspensión—388 general de los plazos procesales389, de modo que, cesada la causa de interrupción, no se tendrá en cuenta el tiempo que había transcurrido y se computa de nuevo el plazo en su totalidad390. De esta forma, se mantienen congeladas las actuaciones de las partes que se encuentran pendientes, en aras de la protección de sus derechos y garantías, pero esta previsión no afecta a las actuaciones a realizar por los órganos jurisdiccionales391. En cualquier caso, como pone de manifiesto FERNÁNDEZ TORRES, la suspensión general de los plazos procesales “causa un grave trastorno al funcionamiento de la Justicia”, habida cuenta de que “entraña la paralización del grueso de la actividad jurisdiccional”392.

			La norma general de interrupción de los plazos procesales tiene, sin embargo, una serie de salvedades. En el ámbito contencioso-administrativo, son dos las excepciones que se recogen. Por una parte, la interrupción no resulta de aplicación al procedimiento para la protección de los derechos fundamentales de la persona previsto en los artículos 114 y siguientes de la LJCA, ni a la tramitación de las autorizaciones o ratificaciones judiciales previstas en el artículo 8.6393 de dicha Ley394. Sin duda, ambas excepciones están claramente justificadas y han tenido un amplio juego durante el estado de alarma395. Por otra, se recoge la posibilidad de que el juez o tribunal pueda acordar “la práctica de cualesquier actuaciones judiciales que sean necesarias para evitar perjuicios irreparables en los derechos e intereses legítimos de las partes en el proceso”396, una previsión absolutamente necesaria y que permite, en los casos señalados y con las medidas sanitarias oportunas, celebrar aquellas actuaciones judiciales que pretenden evitar perjuicios irreparables a alguna de las partes397. 

			Estas medidas contenidas en la citada disposición adicional 2ª del Real Decreto 463/2020 han implicado una paralización casi total de la justicia398, a causa de la interrupción de la actividad ordinaria de los tribunales, por lo que los ciudadanos —salvo algunas excepciones— no han podido ejercitar sus derechos ante los tribunales. De ahí que se hayan desatado fuertes críticas frente a estas medidas, concentradas principalmente en la interrupción de los plazos procesales. En primer lugar, esta medida se ha cuestionado desde el punto de vista del derecho a la tutela judicial efectiva. Así, GONZÁLEZ DE LARA MINGO, considera que el derecho a la tutela judicial efectivo consagrado en el artículo 24 de la CE en ningún caso puede ser suspendido ni limitado. Por ello, afirma que “el Real Decreto por el que se declara el estado de alarma, aunque sea una decisión gubernamental con carácter normativo, en cuanto establece el concreto estatuto jurídico del estado que se declara, no puede interrumpir el normal funcionamiento del Poder Judicial, no puede excepcionar el régimen establecido en la LOPJ, y no puede suspender o limitar el derecho a la tutela judicial efectiva. El Poder Judicial como poder del Estado debió haber seguido funcionando con total normalidad”399. También BAÑO LEÓN, tras señalar que la suspensión de plazos procesales produce de hecho la suspensión del derecho a la tutela judicial efectiva y advertir que este derecho no puede suspenderse en ninguno de los estados excepcionales (alarma, excepción y sitio), advierte que “la suspensión generalizada de plazos procesales difícilmente resiste un análisis de constitucionalidad, pues sus perniciosos efectos (la supresión temporal como regla general del derecho a la tutela de los Tribunales) sólo podría justificarse en el caso de poder demostrarse que es el único medio para evitar la propagación de la pandemia, es decir que pudiera acreditarse que no existen otras alternativas que permitan el funcionamiento regular de la administración de justicia”400.

			En segundo lugar, también se ha considerado carente de justificación la prolongación de esta medida —que sí podría tener lógica en un momento inicial— durante más de dos meses, por sus efectos perniciosos tanto sobre los derechos de las personas —entre ellos, el derecho a la tutela judicial efectiva—, como sobre la seguridad jurídica y la economía401, siendo, además, innecesaria para lograr la protección de la salud pública.

			En tercer lugar, se ha criticado duramente la opción del legislador de interrumpir los plazos procesales en lugar de suspenderlos, ya que ello no es coherente ni con la voluntad manifestada de atajar el retraso en la actividad jurisdiccional que se haya podido producir durante la vigencia de las medidas excepcionales de lucha contra la pandemia ni con la habilitación del mes de agosto para recuperar el retraso generado por la interrupción402. Es más, algunos autores, como GONZÁLEZ DE LARA MINGO403 y BAÑO LEÓN404, se mostraron a favor de la reanudación de la actividad ordinaria de los juzgados y tribunales sin necesidad de esperar a la finalización del estado de alarma. En opinión de BAÑO LEÓN, “La administración de justicia puede contribuir enormemente a mitigar los efectos de la crisis, y a paliar algunos de sus consecuencias más devastadoras, amparando los derechos de los ciudadanos”.

			2. Las medidas y actuaciones durante el período de transición hacia la nueva normalidad en la prestación del servicio de público de justicia

			En plena parálisis de la actividad jurisdiccional ordinaria, se dictó el Real Decreto-ley 16/2020, de 28 de abril, de medidas procesales y organizativas para hacer frente a la Covid-19 en el ámbito de la Administración de Justicia, en el que “se contienen normas legales procesales para poder reactivar la actividad judicial y recuperar para los ciudadanos este servicio público esencial”405. Con él, se pretende hacer frente a las posibles consecuencias de las medidas derivadas de la declaración de estado de alarma, con el fin de que la Administración de Justicia se prepare, “tanto desde el punto de vista de la adopción de los cambios normativos necesarios en las instituciones procesales como desde la perspectiva organizativa, y todo ello con el objetivo de alcanzar una progresiva reactivación del normal funcionamiento de los Juzgados y Tribunales”406. Se trata, en definitiva, de “procurar una salida ágil a la acumulación de los procedimientos suspendidos por la declaración del estado de alarma cuando se produzca el levantamiento de la suspensión” y de adoptar “medidas en previsión del aumento de litigiosidad que se originará como consecuencia de las medidas extraordinarias que se han adoptado y de la propia coyuntura económica derivada de la crisis sanitaria”407. A esta finalidad responden las diferentes medidas procesales y organizativas que incorpora y “que deben aplicarse y combinarse con cualquier actuación durante el periodo de transición a la nueva normalidad, de cara a la reincorporación del personal y la progresiva recuperación de la actividad ordinaria”408. Posteriormente, tras su convalidación por el Congreso de los Diputados y su tramitación como proyecto de ley, ha desembocado en la aprobación y publicación de la Ley 3/2020, de 18 de septiembre, de medidas procesales y organizativas para hacer frente a la Covid-19 en el ámbito de la Administración de Justicia.

			De las medidas más relevantes incluidas en ambas normas, damos cuenta a continuación, no sin antes referirnos brevemente al Plan de Desescalada para la Administración de Justicia ante la Covid-19 y a las diferentes fases previstas en la transición hacia la normalidad en la prestación del servicio público de justicia.

			a) Las fases para la desescalada 

			La Orden JUS/394/2020, de 8 de mayo, por la que se aprueba el Esquema de Seguridad Laboral y el Plan de Desescalada para la Administración de Justicia ante la Covid-19, ha establecido las diferentes fases previstas en la transición hacia la normalidad en este ámbito. Estas fases, como no podía ser de otra manera, resultarán de aplicación en el orden contencioso-administrativo, y se activarán en función de las indicaciones de la autoridad sanitaria, con el fin de ir incrementando de manera progresiva la prestación de los servicios esenciales en la Administración de Justicia, hasta poder contar, en la última fase, con el 100% del personal en sus respectivas sedes de manera presencial y con el 100% del servicio público de justicia restablecido.

			Este Plan de Desescalada, recogido en el Anexo II de la Orden mencionada, establece cuatro fases de incorporación presencial del personal al servicio de la Administración de Justicia. Son las siguientes409:

			-	Fase 1, de “Inicio de la reincorporación programada”, en la que acudirán a cada centro de trabajo entre un 30% y un 40% de los efectivos que presten servicios en ellos y que queda activada por la propia Orden JUS/394/2020, con efectos desde el 12 de mayo de 2020410.

			-	Fase 2, de “Preparación para la reactivación de los plazos procesales”, en la que acudirán a cada centro de trabajo entre un 60% y un 70% de los efectivos que presten servicio en ellos, en turnos de mañana y tarde, si así se establece. Esta fase se activa, con efectos desde el 26 de mayo de 2020411, por la Orden JUS/430/2020, de 5 de junio, que también establece los criterios para su implantación por lo que respecta a la presencia física en turnos, establecimiento de turno de tardes, procedimiento de revisión por razones del servicio, exclusión formal de participación presencial en turnos y realización de funciones mediante teletrabajo. 

			-	Fase 3, de “Actividad ordinaria, con plazos procesales activados”, en la que acudirán a cada centro de trabajo el 100% de los efectivos que presten servicio en ellos, en turnos de mañana y tarde, si así se establece. Esta fase queda activada, con efectos desde el 9 de junio de 2020, a través de la Orden JUS/504/2020, de 5 de junio, que también determina los criterios para su implantación en relación con el establecimiento de turno de tardes, los trabajadores de especial sensibilidad y la realización de funciones mediante teletrabajo.

			-	Fase 4, de “Actividad normalizada conforme a la situación anterior al estado de alarma”, que se iniciará en el momento en que se levanten las recomendaciones sanitarias que permitan retornar a la situación de funcionamiento anterior a dicha declaración. En esta fase, acudirán a cada centro de trabajo el 100% de los efectivos en su jornada ordinaria.

			b) Las medidas procesales urgentes: previsiones sobre plazos procesales, habilitación de determinados días del mes de agosto a efectos procesales y tramitación preferente de determinados procedimientos

			El capítulo I del Real Decreto-ley 16/2020, de 28 de abril, de medidas procesales y organizativas para hacer frente a la Covid-19 en el ámbito de la Administración de Justicia, incluye una serie de medidas procesales urgentes, dirigidas a retomar la actividad jurisdiccional ordinaria y a dar respuesta al previsible incremento de la litigiosidad. Entre ellas, queremos destacar, por un lado, la reanudación de los plazos procesales, así como el establecimiento de reglas de cómputo y la ampliación del plazo para recurrir; y la habilitación de determinados días del mes de agosto a efectos procesales. Por otro, la tramitación preferente de determinados procedimientos.

			—La reanudación de los plazos procesales, el establecimiento de reglas de cómputo y la ampliación del plazo para recurrir.

			El artículo 8 del Real Decreto 537/2020, de 22 de mayo, por el que se prorroga el estado de alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, alza la suspensión de los plazos procesales, con efectos desde el 4 de junio de 2020. El artículo 2.1 del Real Decreto-ley 16/2020 determina que los plazos procesales volverán a computarse desde su inicio412, por lo que el primer día del cómputo es el siguiente hábil a aquel en el que deje de tener efecto la suspensión del procedimiento correspondiente. Consecuentemente, el 5 de junio413 se reinician los plazos procesales, tanto los que se notificaron antes del estado de alarma y que se interrumpieron, como los que se notificaron durante el estado de alarma414. Y ello es así en todos los órdenes jurisdiccionales, aunque la norma no lo diga de forma expresa415.

			Por otra parte, los plazos para el anuncio, preparación, formalización e interposición de recursos contra sentencias y demás resoluciones que pongan fin al procedimiento416 y que sean notificadas durante la suspensión de los plazos procesales, así como las que sean notificadas durante los veinte días hábiles siguientes a su levantamiento417, “quedarán ampliados por un plazo igual al previsto para el anuncio, preparación, formalización o interposición del recurso en su correspondiente ley reguladora”418. Con esta medida, se pretende que la presentación de recursos se produzca de forma escalonada en un plazo más prolongado de tiempo, y no de forma concentrada en escasos días después del levantamiento de la suspensión de los plazos procesales, evitando el colapso de las plataformas para la presentación de escritos y demandas y facilitando su absorción por el sistema419. Sin embargo, como pone de manifiesto MOROTE SARRIÓN, “produce una ralentización en la cumplimentación de los plazos procesales que lleva sólo a una mayor duración de todos estos procesos”420.

			—La habilitación de determinados días del mes de agosto a efectos procesales

			Una de las medidas procesales urgentes recogida en el Real Decreto-ley 16/2020 ha sido la habilitación de determinados días del mes de agosto, con el fin de dar continuidad a la actividad judicial durante este mes que, ordinariamente y con carácter general, es inhábil en el ámbito de la Administración de Justicia421. Efectivamente, de forma excepcional para el año 2020, se declaran urgentes todas las actuaciones procesales y se declaran hábiles los días 11 a 31 del mes de agosto. Se exceptúan de esta previsión los sábados, domingos y festivos, salvo para aquellas actuaciones judiciales para las que estos días ya sean hábiles conforme a las leyes procesales422. 

			Con esta medida, se pretende recuperar, al menos parcialmente, la actividad procesal que no se pudo realizar durante la vigencia del estado de alarma y, de esta forma, reducir los efectos de la pandemia y contribuir a mitigar, o por lo menos a no incrementar, los retrasos que ya aquejan de ordinario a la Jurisdicción Contencioso-Administrativa423. De este modo, se contribuye a paliar, aunque en muy pequeña medida, los efectos de la Covid-19424. Sin embargo, no han faltado algunas voces críticas que consideran que esta medida se ha adoptado en fraude de ley e incide sobre el derecho al trabajo de los abogados, procuradores, graduados sociales y peritos (art. 35.1 de la CE) y su derecho al descanso (art. 40.2 de la CE)425, o que la consideran, además de no justificada por el estado de alarma ni por la Covid-19, “una medida impuesta, ilegal, injusta y notoriamente estéril para alcanzar los objetivos pretendidos con su aprobación (ni siquiera ayuda a alcanzarlos), mientras que sus efectos negativos son graves”426.

			—La tramitación preferente de determinados procedimientos

			A las medidas anteriores, se suma la tramitación con preferencia de determinados expedientes y procedimientos, durante el periodo que transcurra desde el levantamiento de la suspensión de los plazos procesales declarada por el Real Decreto 463/2020 y hasta el 31 de diciembre de 2020. En el orden jurisdiccional contencioso-administrativo, esta tramitación preferente se confiere a “los recursos que se interpongan contra los actos y resoluciones de las administraciones públicas por los que se deniegue la aplicación de ayudas y medidas previstas legalmente para paliar los efectos económicos de la crisis sanitaria producida por la Covid-19”427. Todo ello sin perjuicio del carácter preferente que tengan reconocido otros procedimientos de acuerdo con las leyes procesales.

			c) Las medidas organizativas y tecnológicas

			Tanto el Real Decreto-ley 16/2020 como la posterior Ley 3/2020 recogen una serie de medidas de carácter organizativo y tecnológico destinadas a afrontar de manera inmediata las consecuencias de la crisis de la Covid-19 sobre la Administración de Justicia428. 

			En cuanto al ámbito organizativo, se prevén medidas relativas a la celebración de actos procesales mediante presencia telemática; la ordenación por parte del órgano judicial, en atención a las características de las salas de vistas, del acceso del público a todas las actuaciones orales; la dispensa de la utilización de togas; la atención al público; la jornada laboral; la creación de unidades judiciales para el conocimiento de asuntos derivados de la Covid-19; y la posibilidad de que los Letrados y Letradas de la Administración de Justicia puedan, durante el periodo de prácticas, realizar funciones de sustitución o refuerzo, entre otras medidas429.

			Desde el punto de vista tecnológico, se modifica la Ley 18/2011, de 5 de julio, reguladora del uso de las tecnologías de la información y la comunicación en la Administración de Justicia430, con el fin de facilitar el acceso remoto a las aplicaciones utilizadas para la gestión procesal, fomentando así el teletrabajo, y también se modifican los sistemas de identificación y firma reconocidos, previendo la utilización de los establecidos en los artículos 9 y 10 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo común de las administraciones públicas431. Asimismo, se establece una obligación general de las administraciones competentes en materia de justicia —tanto para el Ministerio de Justicia como para las comunidades autónomas con competencias en la materia— de dotar a todos los órganos, oficinas judiciales y fiscalías de los medios e instrumentos electrónicos y de los sistemas de información necesarios y suficientes para poder desarrollar su función eficientemente. Estos sistemas serán plenamente accesibles y operativos sin necesidad de que los usuarios se encuentren físicamente en las sedes de sus respectivos órganos, oficinas o fiscalías, con respeto a las políticas internas que garanticen el derecho a la desconexión digital, fomentando así el teletrabajo. A estas medidas, la Ley 3/2020 ha añadido una unificación de la publicación de resoluciones y comunicaciones que, por disposición legal deban fijarse en tablón de anuncios, así como de los actos de comunicación procesal que deban ser objeto de inserción en el Boletín Oficial del Estado, en el de la comunidad autónoma o en el de la provincia respectiva, en el Tablón Edictal Judicial Único —previsto en el art. 236 de la LOPJ—, que será publicado electrónicamente por la Agencia Estatal del Boletín Oficial del Estado, acabando con la dispersión en tablones de anuncios y distintos boletines oficiales. De este modo, se refuerzan la simplicidad de este trámite y las garantías de las partes.

			IV. EL IMPACTO DE LA PANDEMIA SOBRE LOS ASUNTOS QUE LLEGAN A LA JURISDICCIÓN CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA

			Más allá de las medidas procesales y organizativas derivadas de la crisis sanitaria de la Covid-19 a que acabamos de referirnos, la pandemia también está teniendo una incidencia significativa sobre los asuntos que acceden al orden jurisdiccional contencioso-administrativo, que se han visto incrementados por diferentes vías. Por una parte, a resultas de la pandemia esta Jurisdicción está despachando un considerable número de autorizaciones y ratificaciones judiciales de medidas sanitarias urgentes y necesarias para la salud pública —recogidas en el art. 8.6, párrafo segundo, de la LJCA432–, en un ámbito donde hasta ese momento los pronunciamientos habían sido muy escasos433. Por otra, como consecuencia de las medidas adoptadas por el Gobierno durante el estado de alarma y también como consecuencia de las medidas sanitarias adoptadas posteriormente por las autoridades gubernativas para frenar la Covid-19, es muy probable un incremento de la litigiosidad, derivado de la propia crisis sanitaria y del impacto socioeconómico de las medidas implantadas. De ahí que resulte fácilmente previsible una agudización del colapso, ya endémico, que aqueja a la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

			1. El control de las medidas restrictivas de derechos derivadas de las limitaciones sanitarias impuestas ante rebrotes de la Covid-19: la autorización o ratificación judicial de medidas sanitarias adoptadas por las administraciones en supuestos de urgencia y necesidad para la salud pública

			La función de control de las medidas restrictivas de derechos adoptadas por las autoridades sanitarias ha supuesto un incremento de la actividad de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, habida cuenta de que, por una parte, resulta necesaria la autorización o ratificación judicial de algunas de estas medidas. Por otra, no puede olvidarse que todas las medidas restrictivas de derechos adoptadas por las autoridades competentes para controlar y frenar la Covid-19 pueden ser objeto de control judicial434.

			Centrándonos en la primera cuestión, que ha sido la más conflictiva, es evidente que la pandemia ha supuesto una revitalización de la autorización o ratificación judicial prevista en el párrafo segundo del artículo 8.6 de la LJCA, que, con anterioridad, había tenido una muy escasa aplicación. Con arreglo a este precepto435 —de acuerdo con la redacción previa a su reciente reforma mediante la Ley 3/2020, de 18 de septiembre, de medidas procesales y organizativas para hacer frente a la Covid-19 en el ámbito de la Administración de Justicia—, correspondía a los Juzgados de lo Contencioso-Administrativo la autorización o ratificación judicial “de las medidas que las autoridades sanitarias consideren urgentes y necesarias para la salud pública e impliquen privación o restricción de la libertad o de otro derecho fundamental”. Hasta ahora, como destaca MOZO AMO, este artículo se había aplicado en supuestos muy concretos y, además, escasos en número436. En cambio, el nuevo escenario provocado por la pandemia y la situación de emergencia sanitaria ha desembocado en la aprobación, por parte de las administraciones públicas competentes, de numerosas medidas urgentes y necesarias para la salud pública437, con el fin de contener nuevos brotes y frenar la Covid-19, que implican la privación o restricción de la libertad u otros derechos fundamentales438 y que, por tanto, deben someterse a autorización o ratificación judicial439. Esto ha desencadenado la aplicación a numerosos supuestos del artículo 8.6, párrafo segundo, de la LJCA. Sin embargo, la aplicación de este precepto en este nuevo contexto provocado por la pandemia no ha resultado sencilla y ha originado importantes problemas, tanto por la propia parquedad de la regulación y la escasez de jurisprudencia en la materia, como por su inoperatividad para hacer frente a algunos de los supuestos que se han planteado en el contexto actual440. En definitiva, son muchas las dificultades con que se están encontrando los órganos judiciales a la hora de aplicar estas medidas y muchos los problemas interpretativos suscitados (entre otros, por ejemplo, determinar claramente qué es lo que debe someterse a la aplicación de la autorización o ratificación judicial, o cómo se proyecta esta autorización o ratificación judicial, inicialmente pensada para casos individuales o individualizables, sobre los actos generales o plúrimos, esto es, aquellos que contienen medidas para proteger la salud pública dirigidas a una pluralidad indeterminada de destinatarios —por ejemplo, los cordones sanitarios y otras medidas restrictivas de la libertad de circulación y de reunión—441). De ahí que, inevitablemente, se hayan producido abundantes pronunciamientos de órganos jurisdiccionales —en muchas ocasiones, dispares— y la aplicación del artículo 8.6, párrafo segundo, de la LJCA, en el contexto actual, haya derivado en numerosos pronunciamientos judiciales contradictorios442. En tanto que algunos Juzgados de lo Contencioso-Administrativo han ratificado las medidas adoptadas por las autoridades sanitarias, otros las han suspendido —aun cuando fueran idénticas— o, incluso, en algunos casos, han determinado que las medidas adoptadas por los gobiernos autonómicos no necesitaban la autorización o ratificación judicial. Es más, algunos órganos jurisdiccionales han ido adoptando resoluciones diferentes en función de la evolución de la pandemia.

			Esta situación, además de provocar una importante inseguridad jurídica, ha evidenciado la inidoneidad del marco jurídico existente para afrontar una pandemia como la de la Covid-19. Por ello, recientemente, se ha acometido, a través de la Disposición final 2ª de Ley 3/2020443, una modificación de los artículos 8.6, 10 y 11.1 de la LJCA444. A través de esta reforma, se ha procedido a cambiar el reparto de competencias entre los diferentes órganos que integran la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, así como determinados aspectos procedimentales. Si, hasta su aprobación y entrada en vigor, la competencia recaía exclusivamente en los Juzgados de lo Contencioso-Administrativo, a partir de ahora se reparte entre éstos (competentes para “la autorización o ratificación judicial de las medidas adoptadas con arreglo a la legislación sanitaria que las autoridades sanitarias consideren urgentes y necesarias para la salud pública e impliquen limitación o restricción de derechos fundamentales cuando dichas medidas estén plasmadas en actos administrativos singulares que afecten únicamente a uno o varios particulares concretos e identificados de manera individualizada”445), las Salas de lo Contencioso-Administrativo de los Tribunales Superiores de Justicia de las Comunidades Autónomas (competentes para conocer “de la autorización o ratificación judicial de las medidas adoptadas con arreglo a la legislación sanitaria que las autoridades sanitarias de ámbito distinto al estatal consideren urgentes y necesarias para la salud pública e impliquen la limitación o restricción de derechos fundamentales cuando sus destinatarios no estén identificados individualmente”446) y la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional (competente para conocer, en única instancia, de “la autorización o ratificación judicial de las medidas adoptadas con arreglo a la legislación sanitaria que la autoridad sanitaria estatal considere urgentes y necesarias para la salud pública e impliquen la limitación o restricción de derechos fundamentales, cuando sus destinatarios no estén identificados individualmente”447). 

			Sin embargo, como pone de manifiesto BAÑO LEÓN448, la reforma de la LJCA no ha puesto fin a la disparidad y dispersión de criterios que pretendía solucionar, ya que tampoco los Tribunales Superiores de Justicia, ahora competentes para conocer de la autorización o ratificación judicial de las medidas adoptadas por las autoridades sanitarias de ámbito autonómico, han adoptado un criterio común, lo que ha abocado a la declaración —mediante el Real Decreto 926/2020, de 25 de octubre— de un nuevo estado de alarma para contener la propagación de infecciones causadas por el SARS-CoV-2, cuya finalidad, como advierte este autor “ya no es la alteración del normal ejercicio de la distribución de competencias sanitarias entre Estado y CC.AA sino servir de cobertura a las competencias de las CC.AA, como si la LO 3/1986, la Ley General de Sanidad, y la Ley 33/2011, General de Salud Pública, no fueran suficientes” y “evitar resoluciones contradictorias de los Tribunales a la hora de ratificar o autorizar preventivamente medidas”. Para BAÑO LEÓN, opinión que suscribimos, el error se halla en la interpretación realizada por el legislador, conforme a la cual las medidas sanitarias generales, que se consideren urgentes y necesarias para la salud pública e impliquen la limitación o restricción de derechos fundamentales, exigen autorización o ratificación judicial449. En efecto, estas medidas no tendrían que haberse sometido a autorización o ratificación judicial, debiendo reservarse este mecanismo únicamente a las medidas de coerción individuales, cuando fuera necesario el uso de la fuerza frente a ciudadanos que no quisieran cumplir una orden, cuando ese incumplimiento implicase un peligro concreto para la salud pública450. Como advierte BAÑO LEÓN, “No reparó el legislador en que ninguna disposición legal sustantiva impone la ratificación o autorización de medidas de salud pública, y que solo por aplicación directa de la Constitución, las medidas de coerción física exigen esa autorización judicial al no estar prevista en la Ley Orgánica 3/1986, todo ello en consonancia con lo que dispone el artículo 104 de la Ley 39/2015, que exige para la ejecución coercitiva personal la previsión de una ley (art. 17 CE)”451. Por lo tanto, “ni los jueces ni los tribunales de lo contencioso son competentes para autorizar ni ratificar medidas de policía sanitarias por muy restrictivas de derechos que sean” y ello tanto porque tiene escasa justificación desde el punto de vista de la división de poderes como desde el punto de vista de la defensa de los derechos fundamentales de las personas452. En consecuencia, sería conveniente una nueva reforma de la LJCA para reducir la autorización o ratificación judicial a las medidas individuales que impliquen coerción física453.

			Por otra parte, a través de la Disposición final 2ª de Ley 3/2020, también se ha añadido a la LJCA un nuevo artículo 122 quater, dentro del procedimiento especial para la protección de los derechos fundamentales de la persona, en el cual se prevé que, en la tramitación de las autorizaciones o ratificaciones judiciales de las medidas que las autoridades sanitarias consideren urgentes y necesarias para la salud pública e impliquen limitación o restricción de derechos fundamentales, será parte el Ministerio Fiscal. Asimismo, se determina que esta tramitación tendrá siempre carácter preferente y deberá resolverse en un plazo máximo de tres días naturales.

			2. La probable avalancha de demandas derivadas de la pandemia 

			Las medidas adoptadas por el Gobierno durante el estado de alarma, así como las diversas medidas adoptadas por las diferentes autoridades gubernativas para frenar la Covid-19, también son y continuarán siendo causa de numerosos litigios en el ámbito contencioso-administrativo. Como pone de manifiesto el propio CGPJ, es más que previsible el incremento de la litigiosidad derivado de la propia crisis sanitaria y del impacto socioeconómico de las medidas implantadas por el estado de alarma, en los diversos órdenes jurisdiccionales454.

			En el orden jurisdiccional contencioso-administrativo, los efectos en el aumento de la litigiosidad, como consecuencia de la crisis sanitaria y los numerosos litigios por ella generados, son más que probables455 y así se aprecia en el tercer trimestre del año, aunque habrá que esperar al próximo año a tener datos de la estadística judicial correspondientes a 2020, para corroborar que efectivamente ha sido así. Como advierte el CGPJ, “buena parte de las medidas adoptadas para combatir el Covid-19 son de índole administrativa y van a repercutir de manera muy notable en la órbita de intereses de ciudadanos y empresas, generando controversias de múltiple índole y, muy probablemente, centenares de miles de procedimientos contencioso-administrativos que, en circunstancias normales, no incrementarían la carga habitual de los órganos de la jurisdicción contencioso-administrativa”456. En particular, es claramente previsible que las medidas adoptadas por las autoridades gubernativas para combatir la Covid-19 van a tener repercusión, entre otros, en los siguientes ámbitos457: en materia sancionadora, como consecuencia, por ejemplo, de las sanciones aplicadas por las infracción administrativas derivadas de las medidas de confinamiento; en materia de personal de las administraciones públicas, tanto por razón de las medidas adoptadas como por las que posteriormente se adopten para remontar la situación generada por la Covid-19; en materia contractual, como consecuencia de la afección de la declaración del estado de alarma a la ejecución de los contractos del sector público; en materia expropiatoria, a causa de las medidas de requisa y adscripción de medios personales a terceros, que generará conflictos en materia de valoración; en materia de responsabilidad patrimonial, por los daños generados como consecuencia de las distintas acciones u omisiones llevadas a cabo por las administraciones públicas en la gestión de la crisis sanitaria458; o en materia tributaria y de ayudas del sector público, como consecuencia de la situación en la que quedarán muchos particulares y empresas.

			3. Hacia una intensificación del colapso de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa

			En nuestra opinión, una de las consecuencias claras de la crisis sanitaria derivada de la Covid-19 sobre la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, que veremos los próximos meses, es la agudización de la situación de colapso y de retrasos que afecta desde hace muchos años, incluso en situaciones de plena normalidad, a esta Jurisdicción459. Y ello es así por tres razones fundamentales. En primer lugar, es totalmente previsible que la paralización de la actividad jurisdiccional durante más de dos meses y medio —desde el 14 de marzo hasta el 3 de junio— tenga consecuencias negativas, ya que contribuirá a una mayor acumulación de asuntos y a la lentitud para resolverlos. Inevitablemente, la suspensión generalizada —salvo contadas excepciones— de la actividad ordinaria de los jueces y tribunales no ha hecho sino incrementar el número de asuntos pendientes460.

			En segundo lugar, a incrementar este efecto también contribuye, sin duda, que durante el estado de alarma y sus prórrogas se haya optado por una interrupción de los plazos procesales y no por una suspensión de los mismos. En la medida en que, tras el cese, empiezan a computarse desde el inicio todos los plazos, ello conlleva una ampliación generalizada de los mismos que, muy probablemente, va a traducirse en una mayor acumulación de asuntos y una mayor duración de los ya iniciados con anterioridad a la declaración del estado de alarma. 

			En tercer lugar, tampoco puede obviarse la litigiosidad extraordinaria, derivada de la propia Covid-19 y de las decisiones gubernativas para afrontarla461, a la que ya nos hemos referido con anterioridad y que se sumará a la litigiosidad ordinaria, contribuyendo a aumentar el número de pleitos y, por ende, a incrementar la bolsa de asuntos pendientes y a acrecentar los retrasos. Si, además, tenemos en cuenta que la litigiosidad no ha hecho más que crecer desde el año 2017462, el panorama no es nada halagüeño.

			En estas coordenadas, resulta totalmente previsible y muy probable una mayor acumulación de asuntos y un incremento de los plazos de resolución, que acentuarán el eterno colapso judicial en el ámbito contencioso-administrativo. En definitiva, como advierten los responsables del blog “Hay Derecho”, “Después del colapso que ha padecido nuestra Sanidad tras el alud de ingresos por la pandemia, es más que previsible que se produzca algo parecido con la Administración de Justicia, por el alud de demandas de todo tipo derivadas de la pandemia. Y lo mismo que gestionar bien la Sanidad era esencial en Sanidad para salvar al mayor número posible de enfermos, lo mismo exactamente ocurre con la Administración de Justicia. El problema es que el punto de partida es francamente muy malo, como hemos explicado en este blog a lo largo de los años sin que haya cambiado absolutamente nada, por cierto”463. Por ello, será fundamental poner en marcha medidas de reactivación y agilización en este orden jurisdiccional que consigan hacer frente a este problema de un modo efectivo. 

			V. ALGUNAS PROPUESTAS PARA LA REACTIVACIÓN DE LA ACTIVIDAD JURISDICCIONAL EN EL ORDEN CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO TRAS EL ESTADO DE ALARMA

			Desde la declaración del estado de alarma, se ha puesto de manifiesto la preocupación por su impacto en la Administración de Justicia, especialmente por la paralización que ha supuesto del sistema judicial durante más de dos meses y medio. Esta preocupación se ha agudizado en el orden jurisdiccional contencioso-administrativo, ámbito que ya viene padeciendo, desde hace muchos años, un colapso generalizado en situaciones de normalidad, ahora intensificado. Es, por este motivo, que, ya desde los inicios del estado de alarma, viene planteándose, desde diferentes colectivos, la conveniencia de introducir algunas reformas en la normativa reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, con el fin de hacer frente a esta situación. Desde esta perspectiva, resultan especialmente interesantes las propuestas formuladas por el CGPJ, en el marco del documento “Directrices para la elaboración de un Plan de Choque en la Administración de Justicia tras el estado de alarma”464, aprobado en la reunión de su Comisión Permanente celebrada el día 2 de abril de 2020 y que constituye la contribución del máximo órgano de gobierno de los jueces al plan de agilización de la actividad judicial previsto en la disposición adicional 19ª del Real Decreto Ley 11/2020, de 31 de marzo465. Estas propuestas se han ido materializando en diferentes documentos de trabajo hasta llegar a la aprobación definitiva, por el Pleno de este organismo —el 16 de junio de 2020—, con 18 votos a favor, dos en blanco y uno en contra, de un plan de choque para la reactivación tras el estado de alarma declarado como consecuencia de la pandemia del coronavirus Covid-19.

			1. Las propuestas del Consejo General del Poder Judicial

			Como hemos advertido, desde un primer momento, el CGPJ, máximo órgano de gobierno de jueces y magistrados, ha manifestado su preocupación por la situación excepcional y sin precedentes que se produciría en el seno de la Administración de Justicia tras el cese de la declaración del estado de alarma y la consiguiente reactivación de la actividad judicial. Por ello, desde el principio, ante la excepcional situación, ha emprendido diferentes acciones para mitigar sus consecuencias en el ámbito de la Administración de Justicia y ha apostado por la elaboración de un plan de choque en este ámbito, con la articulación de medidas de muy distinta naturaleza, con el fin de anticiparse a los efectos negativos sobre los Juzgados y Tribunales y al previsible colapso, derivado de la propia reanudación de la actividad judicial tras el estado de alarma y del más que probable incremento de la litigiosidad derivado de la propia crisis sanitaria y del impacto socioeconómico de las medidas implantadas durante el estado de alarma y con posterioridad al mismo. 

			Los objetivos de este plan de choque son fundamentalmente tres466: evitar una situación de colapso generalizada en la Administración de Justicia; agilizar al máximo la resolución de todos aquellos asuntos cuya demora pueda incidir más negativamente en la recuperación económica y en la atención a los colectivos más vulnerables; y proporcionar a los jueces y magistrados un escenario fiable para la vuelta a la normalidad, con mecanismos que les permitan afrontar con menor dificultad el incremento de cargas de trabajo. Para lograr estos objetivos, el plan ha de basarse en los principios de eficacia467, especificidad468 y globalidad469, teniendo en cuenta la necesidad de diseñarse e implantarse de manera coordinada y con la colaboración de otras instancias, tanto a nivel interno (grupos de trabajo en el seno del CGPJ y en los Tribunales Superiores de Justicia), como a nivel externo (Ministerio de Justicia, comunidades autónomas con competencias y operadores jurídicos), y de incluir una evaluación de impacto de las medidas.

			En desarrollo de las “Directrices para la elaboración de un Plan de Choque en la Administración de Justicia tras el estado de alarma” y con el fin de elaborar este Plan, son varios los documentos que han ido viendo la luz durante estos últimos meses. Inicialmente, el “Primer documento de trabajo sobre medidas organizativas y procesales para el Plan de Choque en la Administración de Justicia tras el estado de alarma”, del cual tomó conocimiento la Comisión Permanente del CGPJ en su reunión del día 8 de abril de 2020 y que reúne 108 propuestas (de las cuales, 7 de carácter general y 17 en el ámbito contencioso-administrativo)470; y, posteriormente, el “Segundo documento de trabajo sobre medidas organizativas y procesales para el Plan de Choque en la Administración de Justicia tras el estado de alarma”471, del cual tomó conocimiento la Comisión Permanente del CGPJ en su reunión del día 7 de mayo de 2020 y que incluye 115 propuestas (de ellas, 7 comunes, de carácter general, y 19 para el orden contencioso-administrativo)472.

			Más recientemente, tras el debate sobre las propuestas —y también sobre las enmiendas presentadas por los vocales a las mismas— que figuraban en los documentos de trabajo anteriores, el Pleno del Consejo General del Poder Judicial ha aprobado —el 16 de junio de 2020, con 18 votos a favor, dos en blanco y uno en contra, el plan de choque del CGPJ para la reactivación tras el estado de alarma, que, además de recoger los principios y criterios a que deben responder algunas modificaciones normativas en ámbitos concretos, incluye más de 60 medidas organizativas y procesales que quedan dentro de su capacidad de actuación propia y no precisan de modificaciones legales para su aplicación.

			Este plan de choque está configurado por cinco bloques diferentes: medidas organizativas y procesales, medidas sobre solución extrajudicial de conflictos, medidas destinadas a colectivos especialmente vulnerables, medidas tecnológicas y plan de formación específico para la Carrera Judicial. 

			En cuanto a las medidas organizativas y procesales, las reformas legales a abordar deben responder a los siguientes principios, finalidades y criterios generales: favorecimiento de la agilización procesal y del incremento de la seguridad jurídica; máximo aprovechamiento en la utilización de los medios tecnológicos; mitigación del exceso de litigiosidad; y especial atención a determinados procedimientos, como los de familia, los mercantiles, los laborales sobre protección social, conciliación de la vida familiar y profesional, viabilidad de las empresas y mantenimiento del empleo y los contencioso-administrativos más directamente asociados a los efectos de la declaración del estado de alarma (sanciones, contratos, responsabilidad patrimonial, ayudas públicas...). También se aprueba el impulso de algunas medidas organizativas, tanto de carácter general, como en los ámbitos civil, mercantil, penal, contencioso-administrativo y social. Específicamente, en el orden contencioso-administrativo, sólo se prevé una medida, dirigida exclusivamente a complementar la atribución a los Juzgados Centrales de lo Contencioso-Administrativo de la materia de nacionalidad473.

			Con relación a las medidas sobre solución extrajudicial de conflictos, se recogen los principios, finalidades y criterios generales a que deben responder las propuestas de reforma normativa en este ámbito, para mejorar la respuesta judicial ante las dificultades derivadas de la crisis sanitaria de la Covid-19. Asimismo, se incluye el impulso de la mediación intrajudicial como método de resolución de conflictos de forma transversal para todos los órdenes jurisdiccionales, así como su inclusión en la estadística judicial, y la potenciación de los mecanismos para la solución extrajudicial de conflictos; y se recogen medidas específicas en el ámbito civil y mercantil y en familia, en el penal y en el social (no en el contencioso-administrativo).

			Respecto de las medidas destinadas a colectivos especialmente vulnerables, aunque el Pleno del CGPJ considera que la mayor parte de las propuestas incluidas no requieren reformas legales, sino actuaciones de otro tipo —de carácter gubernativo, recomendaciones, impulso de buenas prácticas o reforzamiento de medios—, fija una serie de principios, finalidades y criterios a seguir en relación con las reformas a abordar en el ámbito de la protección a los colectivos especialmente vulnerables. Además, también aprueba el impulso de algunas medidas generales y de algunas específicas para determinados colectivos vulnerables (en función de la edad; del género; de la discapacidad; y de circunstancias sociales, económicas, étnicas y/o culturales).

			En cuanto a las medidas tecnológicas, no se plantean reformas legales, sino el impuso de una serie de actuaciones para minimizar la carga de trabajo originada en los órganos judiciales como consecuencia de la crisis provocada por la pandemia del Covid-19. Entre otras, la mejora de los medios tecnológicos para facilitar el dictado de sentencias “in voce”, la celebración de comparecencias y vistas virtuales, el tablón de edictos judicial o medios alternativos para el envío de avisos y notificaciones.

			Por lo que hace referencia al plan de formación específico para la Carrera Judicial, bloque referido a una actuación de la competencia exclusiva del CGPJ, se anunciaba, en el plan de choque, la elaboración de un programa de formación extraordinaria, con los objetivos de proporcionar a los miembros de la Carrera Judicial instrumentos formativos en las principales materias que surjan tras el levantamiento del estado de alarma y de la situación de pandemia, mejorar la eficacia y calidad de la respuesta judicial ante los nuevos procedimientos que se planteen, ayudar a la unificación de criterios jurídicos ante los nuevos procedimientos que puedan plantearse y permitir que se continúe con el plan de formación a distancia. El diseño y la estructura de este Plan de formación extraordinario para la carrera judicial, centrado en las materias más afectadas por la crisis sanitaria, ha sido aprobado por la Comisión Permanente del CGPJ el 23 de julio de 2020, con previsión de que las actividades formativas se desarrollen de forma telemática hasta el próximo 31 de diciembre, en sustitución de las presenciales previstas hasta fin de año en el Plan Estatal de Formación Continua, que quedan suspendidas. 

			2. El Plan de actuación aprobado por el Consejo de Ministros para agilizar la actividad judicial en los órdenes jurisdiccionales social y contencioso-administrativo y en el ámbito de los Juzgados de lo mercantil

			Además del CGPJ, también el Consejo de Ministros ha adoptado algunas medidas para hacer frente a la litigiosidad, tras quedar sin efecto la declaración del estado de alarma y sus prórrogas. En particular, cabe mencionar la adopción, mediante Acuerdo de 7 de julio de 2020, del plan de actuación de la disposición adicional 19ª del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente a la Covid-19. Se trata de un plan para agilizar la actividad judicial en los órdenes jurisdiccionales social y contencioso-administrativo, así como en el ámbito de los Juzgados de lo mercantil, con la finalidad de contribuir al objetivo de una rápida recuperación económica tras la superación de la crisis474.

			Con este Plan, dotado de más de 50 millones de euros y diseñado para reactivar los órganos jurisdiccionales más afectados por el parón de la actividad judicial provocado por la declaración del estado de alarma, se pretende aliviar la acumulación de litigios producida, con el fin de recuperar la normalidad en estos órganos judiciales, y aportar algunos mecanismos, recursos y soluciones a las necesidades inmediatas de la Administración de Justicia. Entre las medidas contempladas, se recogen medidas de autorrefuerzo en los partidos judiciales con un volumen de trabajo superior al 130% del módulo de entrada determinado por el CGPJ; refuerzos externos para los órganos judiciales que asuman un volumen de trabajo superior al doble del módulo de entrada fijado por el CGPJ, así como para aquellos otros que, sin superarlo, presenten cifras de causas pendientes elevadas; y medidas estructurales, como la creación de 21 nuevos órganos judiciales para absorber y minimizar el impacto del incremento de procedimientos.

			El despliegue del Plan se producirá a lo largo de dos fases, que afectarán a un total de 315 juzgados. En la primera fase, entre el 1 de septiembre y el 31 de diciembre de 2020, se prevé que la intervención tendrá lugar en los juzgados con una mayor carga de trabajo. En la segunda, a partir del 1 de enero de 2021, se definirá la extensión de las medidas a aplicar para su desarrollo posterior, a partir de los datos de que disponga el Ministerio de Justicia sobre el volumen de demandas presentadas y su tiempo de resolución.

			3. Otras medidas proyectadas por el Gobierno

			Además, del Plan de choque del CGPJ y del Plan de actuación aprobado por el Consejo de Ministros, no pueden dejar de mencionarse otras medidas proyectadas en el ámbito de la Administración de Justicia y con una clara incidencia en el ámbito contencioso-administrativo, a fin de solventar o, por los menos paliar, algunos de los problemas que la aquejan. En primer lugar, cabe mencionar el Plan Justicia 2030, elaborado por el Ministerio de Justicia con la finalidad de marcar la hoja de ruta y el programa con el que se pretende transformar el servicio de justicia en un horizonte de diez años, para promover una mayor eficiencia de este servicio público, consolidar los derechos y garantías de los ciudadanos y garantizar el acceso a la justicia en todo el territorio. Este Plan se estructura en tres ejes estratégicos: “Acceso a la justicia. Consolidación de garantías y derechos”; “promoción de la eficiencia operativa del servicio público de la justicia”, con el objetivo de avanzar hacia un servicio público de calidad sin dilaciones indebidas y evitar la saturación judicial; y “transformación digital, incrementando la cohesión y coordinación territorial”. Se pretende, en definitiva, con su implementación, garantizar la agilidad y calidad del servicio, seriamente afectado por los problemas derivados de la Covid-19.

			En segundo lugar, resulta de referencia obligada el Anteproyecto de Ley de medidas procesales, tecnológicas y de implantación de medios de solución de diferencias, sometido a consulta pública previa el pasado mes de junio475, que “con la modificación de diversas normas troncales del ordenamiento jurídico procesal, pretende solucionar un catálogo de disfunciones observadas estos últimos años y que, previsiblemente, se verán incrementadas como consecuencia de la situación económica y social que ha generado y que va a generar la pandemia del coronavirus en España”476. Se trata de adaptar las estructuras de la Administración de Justicia para ofrecer un servicio público eficiente y justo a los ciudadanos y ello obligará a revisar las leyes de procedimiento que rigen los trámites en cada uno de los órdenes jurisdiccionales y, por tanto, también la LJCA, con el fin de implantar medidas de agilización y eficiencia en la tramitación de los pleitos. En este sentido, el Anteproyecto de Ley se centrará en reformas que “tienen como nexo común afrontar el problema de la ralentización de los procedimientos desde varias perspectivas”477. Todo ello con el fin de conseguir tres objetivos principales: el desarrollo de sistemas de solución de diferencias, mediante el impulso de la mediación en todas sus formas, el fortalecimiento del arbitraje con un nuevo modelo y la introducción de otros mecanismos de acreditada experiencia en el derecho comparado; la agilización de los procesos judiciales, la mejora de su eficacia y la implantación de medidas que permitan al actual sistema de la Administración de Justicia atender en tiempo razonable y útil la tutela judicial que demandan los ciudadanos, sin pérdida ni renuncia a los principios esenciales de inmediación, oralidad y garantías que entroncan de modo directo con la tutela efectiva de los jueces y tribunales; y la implementación de medidas para la trasformación digital del servicio público de justicia. 

			En tercer lugar, cabe destacar la intención del Gobierno de avanzar en la implantación de mecanismos de solución amistosa de controversias, especialmente oportunos en el momento actual, para mejorar la capacidad de respuesta de la justicia ante las consecuencias derivadas de la pandemia de la Covid-19 y el previsible aumento de la litigiosidad478. Este compromiso se ha reflejado en la aprobación, en la reunión del Consejo de Ministros de 11 de enero de 2019 —en la anterior legislatura—, del Anteproyecto de Ley de impulso a la mediación479, que pretende la implantación definitiva de la mediación como figura complementaria de la Administración de Justicia para la resolución extrajudicial de conflictos en los ámbitos civil y mercantil de una forma más ágil y con un menor coste económico y personal para las partes, al tiempo que se descongestiona la carga de trabajo de los juzgados y se acortan los tiempos de respuesta de la Justicia; en el sometimiento, el pasado mes de junio, a consulta pública previa del Anteproyecto de Ley de medidas procesales, tecnológicas y de implantación de medios de solución de diferencias, al que ya nos hemos referido y que pretende agilizar los procesos judiciales, mejorar su eficacia e implantar medidas que permitan al actual sistema de Administración de Justicia atender en tiempo razonable y útil la tutela judicial que demandan los ciudadanos y potenciar la capacidad negociadora de las partes, mediante el impulso de la mediación, el fortalecimiento del arbitraje y la introducción de otros mecanismos; en el anuncio, también el pasado mes de junio, por parte del Ministro de Justicia de un futuro desarrollo normativo de la mediación en el ámbito contencioso-administrativo; y en la aprobación por el Consejo de Ministros, el pasado 15 de diciembre, del Anteproyecto de Ley de medidas de eficiencia procesal del servicio público de justicia, un nuevo instrumento, integrado en la Estrategia Justicia 2030, que pretende dar respuesta a los desafíos surgidos como consecuencia de la pandemia de la Covid-19 en este ámbito. Este Anteproyecto de Ley tiene tres ejes fundamentales: el impulso de los medios adecuados de solución de controversias, con la potenciación de la mediación, en los asuntos civiles y mercantiles -exigiéndose acompañar la demanda del documento que acredite haberse intentado la actividad negocial previa a la vía judicial como requisito de procebilidad-, sin perjuicio de que en el futuro puedan extenderse a otros ámbitos; la reforma de las leyes procesales, que afecta a todos los órdenes jurisdiccionales y que, en el ámbito contencioso-administrativo, supondrá la introducción de algunas medidas de agilización procesal e implicará algunos cambios en la regulación actual de algunos trámites -por ejemplo, los relacionados con la declaración de falta de jurisdicción o competencia y con la remisión del expediente administrativo-, del procedimiento abreviado y del recurso de casación, entre otras materias; y la transformación digital, que pretende evitar desplazamientos a las sedes judiciales, reduciendo los costes económicos, ambientales y territoriales, y permitir una tramitación más ágil.

			VI. CONSIDERACIONES FINALES

			El análisis realizado en las páginas precedentes pone de manifiesto la fuerte incidencia que ha tenido la pandemia de la Covid-19 sobre la Administración de Justicia y, en particular, sobre la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. Sin duda, la suspensión de los plazos procesales, unida al incremento extraordinario de la litigiosidad derivado de la pandemia, ha contribuido a acentuar el colapso que ya viene padeciendo esta Jurisdicción y, muy probablemente, a aumentar los retrasos en la tramitación de los procedimientos contencioso-administrativos. Ahora bien, la acumulación y el retraso en la tramitación y resolución de los litigios no tiene su causa principal ni en la Covid-19 ni en la declaración del estado de alarma declarado para hacerle frente, sino que es un mal crónico que atenaza a la Jurisdicción Contencioso-Administrativa desde hace mucho tiempo.

			Efectivamente, los problemas que aquejan a este orden jurisdiccional —entre ellos, una alta tasa de litigiosidad, elevadas tasas de pendencia y congestión, y una duración media estimada de los procedimientos muy elevada, con retrasos considerables— no han sido provocados por la pandemia, sino que ya vienen de lejos, si bien se han visto intensificados como consecuencia de la misma. Son muchos los problemas y las carencias de que adolece este orden jurisdiccional y que vienen arrastrándose desde hace años. Por este motivo, es imprescindible acometer algunas reformas que mejoren la situación actual, agravada por la pandemia, y que den respuesta a algunos de los principales retos que se plantean en este ámbito. Sin duda, las soluciones deben pasar, en primer lugar, por una adecuada innovación tecnológica y digitalización de la Administración de Justicia480, sin imponer barreras o restricciones al derecho a la tutela judicial efectiva481. De haber estado plenamente implementadas, hubieran permitido la continuidad de la actividad jurisdiccional durante el estado de alarma482. Es fundamental que la plena digitalización se incorpore a la Administración de Justicia y alcance al sistema jurisdiccional contencioso-administrativo. Sin duda, debe haber una Administración de justicia electrónica, donde el expediente judicial electrónico esté plenamente implantado, sin merma de las garantías del justiciable. Para culminar este proceso de digitalización de la Administración de Justicia será necesario hacer frente a la existencia de grandes dificultades, entre las que GARCÍA-VARELA IGLESIAS señala la necesidad de una inversión acorde al despliegue tecnológico que se pretende; la resistencia al cambio de los agentes implicados; la necesidad de una formación adecuada de los destinatarios, que constituye un elemento básico; así como la necesaria actualización continua de conocimientos y normativa para implementar de forma adecuada los beneficios de la rápida evolución tecnológica en la justicia483.

			En segundo lugar, también es esencial reforzar los órganos judiciales en esta Jurisdicción, con plantillas correctamente dimensionadas y con medios suficientes, de modo que pueda hacerse frente al volumen de asuntos pendientes y a los nuevos que vayan entrando en un tiempo razonable484. Dotar de más medios personales y materiales a esta Jurisdicción es una medida del todo crucial, aunque no se nos ocultan las dificultades para hacerla efectiva en un contexto de crisis económica como el actual.

			En tercer lugar, resulta imprescindible adoptar medidas que puedan lograr una agilización y un impulso de la actividad jurisdiccional. Desde esta perspectiva, podrían acometerse algunas modificaciones con el fin de agilizar los procedimientos —tanto el ordinario como el abreviado— en el orden contencioso-administrativo, tales como la simplificación de trámites procesales, la reducción de determinados plazos, la eliminación de trámites innecesarios e ineficaces… También podrían impulsarse medidas que facilitasen la agregación de litigios, a través, por ejemplo, de la introducción de incentivos a la acumulación de pleitos; o la mejora y ampliación del ámbito de aplicación de las técnicas del pleito testigo y la extensión de efectos de las sentencias para evitar la tramitación innecesaria de pleitos cuyo resultado final ya se conoce de antemano y resulta incontrovertible. Asimismo, sería conveniente la adopción de medidas que favorezcan la efectividad de la ejecución de las sentencias.

			Por último, también debiera apostarse por la mediación y otros sistemas alternativos y/o complementarios de resolución de conflictos, que pueden contribuir a reducir la litigiosidad ante los órganos judiciales. En nuestra opinión, se impone un nuevo enfoque en la concepción y la resolución de los conflictos jurídico-administrativos que contribuya a solucionar las disfunciones del actual modelo de justicia administrativa. El recurso a fórmulas alternativas de solución de conflictos y, en particular, de la mediación administrativa, constituye una imperiosa necesidad para prevenir y resolver con eficacia controversias en el ámbito del Derecho administrativo. Es más, tras la pandemia de la Covid-19, constituye una exigencia ineludible para resolver eficazmente conflictos jurídico-administrativos, tanto en vía administrativa como en el ámbito contencioso-administrativo, y agilizar la justicia485. 
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					382	 Juli Ponce Solé y Manuel Villoria Mendieta, “Presentación del Anuario y Estudio introductorio a la edición de 2019: el impacto de la pandemia de Covid-19”, en Anuario del Buen Gobierno y de la Calidad de la Regulación 2019, p. 49.

				

				
					383	 El instrumento utilizado para aprobar esta norma, el Real Decreto Ley, ha sido cuestionado. Desde esta perspectiva, Sandra González de Lara Mingo, “¿Reforma de la Justicia por Real Decreto-ley?”, en Actualidad Administrativa, núm. 6, 1 de junio de 2020, apartado I, es muy crítica y señala que, en su opinión, “carece de rango normativo suficiente para regular las materias contenidas en el mismo vulnerando el artículo 86 de la Constitución Española, en relación con los artículos 120 y 24”, al estar ante una materia reservada a Ley Orgánica.

				

				
					384	 Nótese que, en fecha 28 de abril de 2020, el Consejo de Ministros también adoptó el Plan para la transición hacia una nueva normalidad, que establece los principales parámetros e instrumentos para la consecución de la normalidad, previendo la reactivación de diversos sectores. Accesible en: < https://www.lamoncloa.gob.es/Covid-19/Paginas/plan-transicion.aspx> [Última consulta, 14 de septiembre de 2020].

				

				
					385	 En general, sobre la suspensión de los plazos procesales durante el estado de alarma, vid. Fernando Núñez Sánchez, “La suspensión de los plazos procesales y administrativos durante el estado de alarma”, en Gabilex. Revista del Gabinete Jurídico de Castilla-La Mancha, núm. Extra 21 (Ejemplar dedicado a: Análisis jurídico derivado del estado de alarma por la crisis sanitaria ocasionada por el Covid-19), 2020, p. 343-378.

				

				
					386	 Así lo pone de manifiesto José Vicente Morote Sarrión, “La afección a la jurisdicción contencioso-administrativa de las medidas adoptadas en la lucha contra el Covid-19”, en Diario La Ley, núm. 9654, Sección Plan de Choque de la Justicia, Tribuna, 16 de junio de 2020, apartado II.

				

				
					387	 Vid. el apartado 1 de la disposición adicional 2ª del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo. Téngase en cuenta que esta disposición entró en vigor en el momento de su publicación en el BOE, producida el día 14 de marzo de 2020. Sobre la interpretación de esta disposición, vid., entre otros, Julio Banacloche Palao, “El cómputo de los plazos procesales como consecuencia del Estado de Alarma derivado del Covid-19”, en Diario La Ley, núm. 9641, 27 de mayo de 2020, apartado I; Diego Gómez Fernández, “La suspensión de plazos administrativos por la crisis de la Covid-19”, en Es de Justicia. Blog de Derecho Administrativo y Urbanismo, 18 de marzo de 2020 (accesible en: < https://www.derechoadministrativoyurbanismo.es/post/la-suspensi%C3%B3n-de-los-plazos-administrativos-por-la-crisis-del-Covid-19-rd-463-2020-y-rd-465-2020>) [Última consulta, 23 de septiembre de 2020]; Sandra González de Lara Mingo, “Suspensión de plazos procesales: la interrupción del normal funcionamiento del Poder Judicial durante el Estado de Alarma”, en Diario La Ley, núm. 9614, 16 de abril de 2020; y Vicente Magro Servet, “La suspensión de los plazos procesales y de prescripción y caducidad de acciones y derechos a raíz del estado de alarma por la pandemia del coronavirus”, en Revista de Jurisprudencia El Derecho, núm. 1, 15 de abril de 2020.

				

				
					388	 Aunque la disposición adicional 2ª lleva por título “Suspensión de plazos procesales”, en su contenido determina que “se suspenden e interrumpen los plazos”. Ambos términos no son sinónimos y no se utilizan con propiedad por el legislador, ya que existen diferencias significativas entre ellos, lo que es objeto de crítica, por ejemplo, por Sandra González de Lara Mingo, “Suspensión de plazos procesales en estado de alarma”, en Actualidad administrativa, núm. 6, 1 de junio de 2020, apartado II; y Jesús Sanz López, “¿Para cuándo la interrupción de los plazos procesales en virtud de la declaración del Estado de Alarma?”, en Diario La Ley, núm. 9615, Sección Tribuna, 17 de abril de 2020. En tanto que la suspensión implica la paralización de los plazos y su reanudación, en la parte no consumida, cuando cese la circunstancia que motivó la suspensión, la interrupción implica cortar el plazo, que empezará a contarse en su totalidad y desde su inicio cuando cese la circunstancia desencadenante. En realidad, lo que se produce es una interrupción y no una suspensión, tal y como han clarificado el artículo 2.1 del Real Decreto Ley 16/2020, de 28 de abril, y el artículo 8 del Real Decreto 537/2020, de 22 de mayo, despejando todas las dudas que se habían desatado. Vid. el análisis terminológico de estos conceptos que realiza Guillermo Cerdeira Bravo de Mansilla, “Los plazos administrativos y procesales ante el Covid-19: ¿suspensión o interrupción?, ¿ «error iuris» o «lapsus linguae»?”, en El Notario del Siglo XXI, núm. 90, 2020, p. 46-49. Vid., del mismo autor, “De nuevo, sobre los plazos procesales ante el Covid-19: «errare humanum est, sed perseverare diabolicum»”, en Diario La Ley, núm. 9650, Sección Tribuna, 10 de junio de 2020.

				

				
					389	 Nótese que la medida se proyecta sobre los plazos procesales que afectan a las partes, pero no sobre los procedimientos judiciales, que ni han sido objeto de suspensión ni de interrupción. Como advierte Morote Sarrión, “La afección a la jurisdicción contencioso-administrativa...” cit., apartado II.1, “Lo que se ha interrumpido es el límite temporal para que las partes puedan cumplimentar los trámites procesales sometidos a plazo, pero los procedimientos ni se han suspendido, ni se han interrumpido”. Es por ello que “las partes han seguido presentando sus escritos y los órganos jurisdiccionales en muchos casos, les han dado la tramitación oportuna y han sido trasladados a la otra parte, aunque el plazo que se otorgue para su cumplimentación esté suspendido” y “los jueces han podido seguir evacuando trámites y poniendo sentencias con normalidad, aunque no corrieran los plazos para su cumplimentación o recurso. Esto sólo es posible en virtud de que los procedimientos en su globalidad no han sido suspendidos”.

						Por otra parte, téngase en cuenta que también se produce una suspensión de plazos administrativos y una suspensión de plazos de prescripción y caducidad. Vid. las disposiciones adicionales 3ª y 4ª del Real Decreto 463/2020.

				

				
					390	 En cuanto al fundamento de lo dispuesto en la disposición adicional 2ª, Banacloche Palao, “El cómputo de los plazos procesales...”, cit., apartado I, pone de manifiesto que “no se encuentra en la economía procesal (que, evidentemente, no se consigue, porque los procesos se van a demorar como consecuencia de la suspensión o la interrupción), sino en la seguridad jurídica (porque así los litigantes y demás sujetos del proceso saben a qué atenerse y que no tienen que realizar actuación procesal alguna ni van a perder buenos derechos mientras dure el estado de alarma) y en la justicia (porque se considera —con razón— que las circunstancias derivadas de la epidemia pueden impedir —por enfermar las partes, sus allegados, los profesionales que les asisten o incluso los integrantes del órgano judicial, o por las dificultades de movilidad para acceder a las fuentes de la prueba o incluso al propio despacho u oficina o a la sede judicial— la correcta defensa de las posiciones de las partes y que, en definitiva, se consiga alcanzar la solución más justa, esto es, la más ajustada a la realidad fáctica y jurídica)”.

				

				
					391	 Vid. Banacloche Palao, “El cómputo de los plazos procesales...”, cit., apartado I.

				

				
					392	 Juan Ramón Fernández Torres, “La justicia administrativa durante el estado de alarma”, en David Blanquer Criado (coord.), Covid-19 y Derecho Público (durante el estado de alarma y más allá), Tirant lo Blanch. Valencia, 2020, p. 377-378. Son reveladores los datos que ofrece este autor sobre las actuaciones judiciales relacionadas con la pandemia, a la luz de los datos que arroja el Centro de Documentación Judicial (vid. p. 378).

				

				
					393	 El artículo 8.6 de la LJCA prevé los siguientes supuestos: autorizaciones para la entrada en domicilios y restantes lugares cuyo acceso requiera el consentimiento de su titular; autorización o ratificación judicial de las medidas que las autoridades sanitarias consideren urgentes y necesarias para la salud pública e impliquen privación o restricción de la libertad o de otro derecho fundamental; y autorizaciones para la entrada e inspección de domicilios, locales, terrenos y medios de transporte que haya sido acordada por la Comisión Nacional de la Competencia.

				

				
					394	 Vid. la disposición adicional 2ª, apartado 3.a), del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo.

				

				
					395	 Piénsese, por ejemplo, en los pronunciamientos judiciales que se han producido en el ámbito contencioso-administrativo en relación con diversas peticiones de realizar manifestaciones durante el estado de alarma con motivo de la celebración del día del trabajo el 1 de mayo; o en la autorización o ratificación judicial de las medidas adoptadas por las autoridades sanitarias en supuestos de urgencia y necesidad para la salud pública, con motivo de la pandemia derivada de la Covid-19, y que implican privación o restricción de la libertad o de otros derechos fundamentales.

				

				
					396	 Vid. la disposición adicional 2ª, apartado 4, del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo.

				

				
					397	 Por ejemplo, en el ámbito contencioso-administrativo, como advierte Morote Sarrión, “La afección a la jurisdicción contencioso-administrativa...” cit., apartado II.3, podría tratarse de la celebración de un incidente de medidas cautelares o cautelarísimas frente a una orden de demolición, en casos relacionados con ruinas inminentes; paralización de actividades que necesitasen intervenciones administrativas inaplazables, etc.

				

				
					398	 En cambio, esto no ha sucedido en el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, ni en otros Estados miembros de la Unión Europea, como Alemania, donde la actividad judicial no se ha paralizado, sino simplemente ralentizado, al reducirse las actuaciones ante los órganos judiciales. Vid. Mª Ángeles Catalina Benavente, “Consecuencias del Covid-19 en los procesos penales en Alemania: modificación de los plazos de suspensión de los juicios orales (1)”, en Diario La Ley, núm. 9627, 15 de abril de 2020; e Isaac Ibáñez García, “¿Por qué sigue el parón judicial durante el estado de alarma prorrogado? (Un colapso anunciado)”, en Diario La Ley, núm. 9631, Sección Plan de Choque de la Justicia, 13 de mayo de 2020. También Fernández Torres, “La justicia administrativa durante...”, cit., p. 363, advierte que la medida de suspensión de plazos procesales y administrativos “resulta prácticamente inédita en los países de nuestro entorno, salvo en Italia y temporalmente en algún caso limitado (Francia)”.

				

				
					399	 González de Lara Mingo, “Suspensión de plazos procesales: la interrupción...”, cit., apartado II.

				

				
					400	 José Mª Baño León, “¿Por qué debe alzarse la suspensión de plazos procesales y administrativos, aunque continúe el estado de alarma?”, en La Administración al Día, INAP, 13 de mayo de 2020. Accesible en: <http://laadministracionaldia.inap.es/noticia.asp?id=1198066> [Última consulta, 14 de septiembre de 2020].

				

				
					401	 En este sentido, Baño León, “¿Por qué debe alzarse...?”, cit.; y Fernández Torres, “La justicia administrativa durante...”, cit., p. 366, en cuya opinión la prolongación de la suspensión generalizada de los plazos procesales “suscita dudas muy serias sobre su conformidad a la CE, tanto más cuanto que no existe una correlación entre la misma y la contención de la pandemia”.

				

				
					402	 En este sentido, Morote Sarrión, “La afección a la jurisdicción contencioso-administrativa...” cit., apartado II.1.

				

				
					403	 Sandra González de Lara Mingo, “Suspensión de plazos procesales en...”, cit.

				

				
					404	 Baño León, “¿Por qué debe alzarse...?”, cit.

				

				
					405	 Vid. el apartado II del Preámbulo del Real Decreto-ley 16/2020, de 28 de abril. Téngase en cuenta que, de conformidad con su disposición transitoria 1ª, las normas de este Real Decreto-ley se aplican a todas las actuaciones procesales que se realicen a partir de su entrada en vigor, cualquiera que sea la fecha de iniciación del proceso en que aquellas se produzcan. No obstante, aquellas normas que tengan un plazo determinado de duración se sujetarán al mismo.

				

				
					406	 Vid. el apartado I del Preámbulo del Real Decreto-ley 16/2020, de 28 de abril.

				

				
					407	 Vid. el apartado I del Preámbulo del Real Decreto-ley 16/2020, de 28 de abril.

				

				
					408	 Vid. el Preámbulo de la Orden JUS/394/2020, de 8 de mayo, por la que se aprueba el Esquema de Seguridad Laboral y el Plan de Desescalada para la Administración de Justicia ante la Covid-19.

				

				
					409	 Con relación a las fases establecidas en este Plan de Desescalada, Morote Sarrión, “La afección a la jurisdicción contencioso-administrativa...”, cit., apartado IV.1, advierte que “no coinciden ni en sus plazos ni en sus determinaciones con las Fases del Plan para la transición hacia una nueva normalidad aprobado por el Gobierno el día 28 de abril. Por ello, podría, por parte del Gobierno, haberse evitado la utilización de la misma nomenclatura en el proceso de desescalada judicial en relación con la desescalada general, cuando los plazos y términos no son coincidentes”.

				

				
					410	 Vid. el apartado segundo de la Orden JUS/394/2020.

				

				
					411	 Vid. el apartado primero de la Orden JUS/430/2020.

				

				
					412	 De esta forma, se corrige lo establecido por el Real Decreto 463/2020, que hablaba de reanudación del cómputo. En el Preámbulo del Real Decreto-ley 16/2020, se justifica esta medida en los términos siguientes: “En aras de la seguridad jurídica resulta necesario establecer unas reglas generales para el cómputo de los plazos, optándose en el artículo 3 por el reinicio del cómputo de los plazos y por no tomar en consideración, por tanto, el plazo que hubiera transcurrido previamente a la declaración del estado de alarma” (apartado II). En general, sobre los problemas interpretativos que plantea esta medida, vid. Banacloche Palao, “El cómputo de los plazos procesales...”, cit., apartado II; José Ramón Chaves García, “Plazos suspendidos para iniciar procesos contencioso-administrativos: ¿reanudación o reapertura?”, en Blog El Rincón Jurídico de José Ramón Chaves, 28 de mayo de 2020 (accesible en: <https://delajusticia.com/2020/05/28/plazos-suspendidos-para-iniciar-procesos-contencioso-administrativos-reanudacion-o-reapertura/>) [Última consulta, 23 de septiembre de 2020]; Fernández Torres, “La justicia administrativa durante...”, cit., p. 394-398; y Diego Gómez Fernández, “El lío del plazo del recurso contencioso-administrativo”, en Es de Justicia. Blog de Derecho Administrativo y Urbanismo, 23 de julio de 2020 (accesible en: <https://www.derechoadministrativoyurbanismo.es/post/el-l%C3%ADo-del-plazo-del-recurso-contencioso-administrativo>) [Última consulta, 23 de septiembre de 2020]. 

				

				
					413	 Como pone de manifiesto Morote Sarrión, “La afección a la jurisdicción contencioso-administrativa...”, cit., apartado IV.2.A), “dado que la suspensión se alza con efectos del día 4, el siguiente día hábil es el viernes día 5 de junio. Esta interpretación, además, es la que más se compadece con la aplicación del principio pro actione y, en ningún caso, podría suponer una vulneración o una interpretación restrictiva del derecho a la defensa, sino todo lo contrario”.

				

				
					414	 Morote Sarrión, “La afección a la jurisdicción contencioso-administrativa...”, cit., apartado IV.2.A).

				

				
					415	 En este sentido, Banacloche Palao, “El cómputo de los plazos procesales...”, cit., apartado II.

				

				
					416	 Por lo tanto, como señala, Morote Sarrión, “La afección a la jurisdicción contencioso-administrativa...”, cit., apartado IV.3., “afecta a todos los plazos para interponer la apelación contra sentencias y la casación. Por lo tanto, de acuerdo con esta interpretación, quedan fuera de esta duplicación de plazos los autos y providencias que no pongan fin al procedimiento, de la misma manera las diligencias de ordenación de los letrados de la Administración de Justicia. Y, por otra parte, a parte de las sentencias en primera y segunda instancia, en el caso de que sean recurribles, se duplicaría entiendo el plazo para recurrir también el auto de inadmisión que declara la inadmisión del recurso contencioso-administrativo o hagan imposible su continuación (art. 80.1 LJCA)”.

				

				
					417	 En opinión de Morote Sarrión, “La afección a la jurisdicción contencioso-administrativa...”, cit., apartado IV.3., “no se alcanza a ver la lógica de que esta ampliación de plazo se aplique a los actos dictados durante el estado de alarma y los 20 días hábiles siguientes y no se aplique a los que se dictaron antes de la declaración y quedaron suspendidos. No se le encuentra la lógica a esta diversidad de criterio”.

				

				
					418	 Artículo 2.2 del Real Decreto-ley 16/2020, de 28 de abril. En general, sobre los problemas interpretativos que plantea esta medida, vid. Banacloche Palao, “El cómputo de los plazos procesales...”, cit., apartado II.

				

				
					419	 Así se justifica en el propio Preámbulo del Real Decreto-ley 16/2020, de 28 de abril. En él se afirma que “Asimismo, aunque los plazos procesales han sido suspendidos en los términos que se ha descrito anteriormente, los jueces y magistrados han venido dictando sentencias y otras resoluciones y se ha continuado con su notificación en la medida en que ha sido posible en función de la reducción de actividad del personal al servicio de la Administración de Justicia. Es previsible, en consecuencia, que en los primeros días en que se retome la actividad judicial ordinaria tras el levantamiento de la suspensión de los plazos procesales, se produzca un notorio incremento en el número de recursos presentados frente a dichas resoluciones. Debe garantizarse que la vuelta a la normalidad, una vez se reactiven los plazos y el servicio de notificaciones, no suponga un colapso de las plataformas para presentación de escritos y demandas, y que los juzgados y tribunales puedan dar respuesta a todos ellos, así como que los profesionales que se relacionan con la Administración de Justicia tengan el tiempo necesario para preparar los escritos procesales en aras a proteger el derecho de defensa de sus clientes y representados” (vid. el apartado II).

				

				
					420	 Morote Sarrión, “La afección a la jurisdicción contencioso-administrativa...”, cit., apartado IV.3.

				

				
					421	 Vid., con carácter general, el artículo 183 de la LOPJ, que declara inhábiles los días del mes de agosto para todas las actuaciones judiciales, excepto las que se declaren urgentes por las leyes procesales; y, específicamente en el ámbito contencioso-administrativo, el artículo 128.2 de la LJCA, con arreglo al cual “Durante el mes de agosto no correrá el plazo para interponer el recurso contencioso-administrativo ni ningún otro plazo de los previstos en esta Ley salvo para el procedimiento para la protección de los derechos fundamentales en el que el mes de agosto tendrá carácter de hábil”.

				

				
					422	 Vid. el artículo 1 del Real Decreto-ley 16/2020.

				

				
					423	 Sobre las repercusiones en la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de la habilitación judicial del mes de agosto de 2020, vid. Ana Mª Barrachina Andrés, “Habilitación judicial del mes de agosto de 2020 por RDL 16/2020, de 28 de abril, de medidas procesales y organizativas para hacer frente al Covid-19 en el ámbito de la Administración de Justicia: especial incidencia en la jurisdicción contencioso-administrativa”, en Diario La Ley, núm. 9639, Sección Plan de Choque de la Justicia/ Tribuna, 25 de mayo de 2020.

				

				
					424	 Como advierte Morote Sarrión, “La afección a la jurisdicción contencioso-administrativa...”, cit., apartado IV.4.A), “con esta medida no se van a solucionar los problemas y retrasos de una olvidada jurisdicción contencioso-administrativa. Lo va a paliar sólo en una pequeña medida, aunque cualquier avance, no ya para agilizar, sino para no seguir incrementando más retrasos, parece razonable”.

				

				
					425	 González de Lara Mingo, “¿Reforma de la Justicia...?”, cit., apartado II.1.

				

				
					426	 Adolfo Alonso de Leonardo Conde, “Receta del Ministerio de Justicia para agilizar la justicia tras el Estado de Alarma: sacrificar la conciliación familiar de los abogados y procuradores habilitando procesalmente el mes de agosto”, en Diario La Ley, Sección Plan de Choque de la Justicia, núm. 9624, 2020. También se muestra crítico con la habilitación del mes de agosto Eduardo Sánchez Álvarez, “Imposturas normativas y perplejidades jurídicas: Administración de Justicia y Covid-19 (Algunas reflexiones ante el mes de agosto de 2020)”, en Diario La Ley, núm. 9676, Sección Plan de Choque de la Justicia, 17 de julio de 2020.

				

				
					427	 Arts. 7.1.c) del Real Decreto-ley 16/2020 y 2.1.c) de la Ley 3/2020.

				

				
					428	 Sobre estas medidas, vid. González de Lara Mingo, “¿Reforma de la Justicia...?”, cit., apartado III; y Morote Sarrión, “La afección a la jurisdicción contencioso-administrativa...”, cit., apartado IV, epígrafes 5, 6 y 7.

				

				
					429	 Vid. los artículos 19 a 28 del Real Decreto-ley 16/2020 y 14 a 23 de la Ley 3/2020.

				

				
					430	 Vid. la disposición final 1ª del Real Decreto-ley 16/2020 y disposición final 5ª de la Ley 3/2020.

				

				
					431	 Como se pone de manifiesto en el Preámbulo del Real Decreto-ley 16/2020, “facilitar el acceso remoto a las aplicaciones utilizadas para la gestión procesal, así como el acceso de los ciudadanos y ciudadanas a los servicios electrónicos en la Administración de Justicia, implicará que todos los órganos, oficinas judiciales y fiscalías se doten de los medios e instrumentos electrónicos y de los sistemas de información necesarios y suficientes para poder desarrollar su función eficientemente”.

				

				
					432	 Ténganse en cuenta también que, además del amplio número de procedimientos producidos para la autorización o ratificación judicial de medidas sanitarias urgentes y necesarias para la salud pública, también han ido recayendo, en el ámbito contencioso-administrativo, numerosos pronunciamientos sobre solicitudes de medidas cautelarísimas y medidas cautelares en protección de la salud de los profesionales sanitarios, ante la supuesta inactividad de las administraciones públicas. Sobre la tutela cautelar durante el estado de alarma, vid. Fernández Torres, “La justicia administrativa durante...”, cit., p. 380-388.

				

				
					433	 Así lo ponen de manifiesto Jesús Mozo Amo, “La ratificación judicial de las medidas adoptadas por la Administración en supuestos de urgencia y necesidad para la salud pública: el párrafo segundo del artículo 8.6 de la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa”, en Boletín Digital Contencioso, Publicaciones AJFV, Serie: Boletines Jurídicos (Especial Covid-19. Reflexiones sobre la Covid-19 desde lo contencioso-administrativo), 2020, p. 3 (del mismo autor, vid. también “La ratificación judicial de las medidas adoptadas por la Administración en supuestos de urgencia y necesidad para la salud pública: el párrafo segundo del artículo 8.6 LJCA”, en Actualidad Administrativa, núm. 5, 2020); y Laura Salamero Teixidó, “Algunas reflexiones sobre la autorización o ratificación judicial de medidas sanitarias al hilo de la aprobación de actos plúrimos para hacer frente a la Covid-19”, en Diario La Ley, núm. 9638, Sección Doctrina, 22 de mayo de 2020, apartado I, quien advierte del cambio significativo que ha supuesto en este ámbito la pandemia de la Covid-19, habida cuenta de que “desde finales de febrero y con la declaración del estado de alarma, han sido dictados en pocas semanas más pronunciamientos judiciales que responden a la autorización o ratificación de medidas sanitarias urgentes y necesarias para la salud pública, que en los últimos años juntos”.

				

				
					434	 Como pone de relieve Eduardo Gamero Casado, “Legalidad y control de las nuevas limitaciones de derechos ante rebrotes del Covid-19”, en Almacén de Derecho, 27 de agosto de 2020, “existiendo un marco legal que legitima las decisiones adoptadas por el Estado y las CCAA en el específico contexto de la legislación sanitaria, es indudable que la posibilidad de que cualquier afectado las impugne ante la jurisdicción contencioso-administrativa es un poderoso instrumento de control que mejora cualitativamente la posición de los ciudadanos, puesto que las medidas que se articulen mediante la declaración del estado de alarma son objeto de un control esencialmente político, en el Congreso de los Diputados; mientras que las medidas a que habilita la legislación sanitaria pueden verse sometidas a un control estrictamente jurídico, de proporcionalidad, por la jurisdicción ordinaria”. Accesible en: <https://almacendederecho.org/legalidad-y-control-de-las-nuevas-limitaciones-de-derechos-ante-rebrotes-del-Covid-19> [Última consulta, 14 de septiembre de 2020].

				

				
					435	 El artículo 8 de la LJCA acaba de ser reformado mediante la Disposición final 2ª, apartado uno, de la Ley 3/2020, de 18 de septiembre, de medidas procesales y organizativas para hacer frente a la Covid-19 en el ámbito de la Administración de Justicia.

				

				
					436	 Mozo Amo, “La ratificación judicial...”, cit., p. 3. Señala este autor que, normalmente, se trataba de supuestos en que “la autoridad sanitaria solicitaba la autorización/ratificación judicial respecto a medidas de contenido sanitario relacionadas con personas concretas que padecían enfermedades infecciosas susceptibles de contagio y que no aceptaban la prescripción médica de ingreso hospitalario o que, producido el ingreso hospitalario o el internamiento en un centro sanitario especial para el tratamiento de ese tipo de enfermedades, no consentían la permanencia en el mismo durante todo el tiempo que exigía el cumplimiento del tratamiento médico respectivo. Esa autorización/ratificación se decidía valorando los informes médicos existentes y, siempre que fuera posible, la posición del sujeto afectado por su aplicación sin que, salvo supuestos muy concretos, se plantearan especiales problemas a la hora de adoptar la correspondiente decisión, que, normalmente y atendiendo a las circunstancias concurrentes, se hacía de manera inmediata”.

				

				
					437	 Sobre los requisitos que deben tener las medidas sobre las que ha de pronunciarse la autoridad judicial en el marco del artículo 8.6, párrafo segundo, de la LJCA, vid. Mozo Amo, “La ratificación judicial...”, cit., p. 10-16.

				

				
					438	 Con relación a la libertad y los otros derechos fundamentales que tienen que verse afectados por la aplicación de la medida, vid. Mozo Amo, “La ratificación judicial...”, cit., p. 17-18.

				

				
					439	 Nótese que la LJCA habla de autorización o ratificación judicial. En relación a cuándo procede una u otra, Mozo Amo, “La ratificación judicial...”, cit., p. 16, advierte que “la autorización procederá cuando las medidas han sido adoptadas pero no aplicadas mientras que la ratificación procederá cuando la medida ha sido adoptada y, además, ya ejecutada. Este último supuesto no será el habitual y por ello necesita que la autoridad sanitaria justifique la urgencia y la necesidad no solo de las medidas sino también de su ejecución inmediata antes de que el órgano judicial haya decidido autorizar las mismas”. Por otra parte, por lo que respecta a la posición del órgano judicial ante lo solicitado, vid. Mozo Amo, “La ratificación judicial...”, cit., p. 18-19. 

				

				
					440	 Vid. Salamero Teixidó, “Algunas reflexiones sobre la autorización...”, cit., apartado I.

				

				
					441	 Al respecto, vid. Salamero Teixidó, “Algunas reflexiones sobre la autorización...”, cit., in totum.

				

				
					442	 Vid. Salamero Teixidó, “Algunas reflexiones sobre la autorización...”, cit., en especial, el apartado IV.

				

				
					443	 Esta Disposición final tiene su origen en la enmienda núm. 59, presentada por el Grupo Parlamentario Socialista durante la tramitación del Proyecto de ley en el Senado (vid. Boletín Oficial de las Cortes Generales, Senado, núm. 77, 8 de septiembre de 2020, p. 67-70).

				

				
					444	 Sobre esta reforma vid., desde una perspectiva crítica, Arantza González López. “A propósito de la Disposición final segunda de la Ley 3/2020, de 18 de septiembre, de medidas procesales y organizativas para hacer frente al Covid-19 en el ámbito de la Administración de Justicia. La ratificación o autorización judicial de medidas sanitarias urgentes”, en . Accesible en: <https://www.alego-ejale.com/a-proposito-de-la-disposicion-final-segunda-de-la-ley-3-2020-de-18-de-septiembre-de-medidas-procesales-y-organizativas-para-hacer-frente-al-Covid-19-en-el-ambito-de-la-administracion-de-justicia-la/> [Última consulta, 23 de septiembre de 2020]; Vid. también, más recientemente, Arantza González López, “La modificación de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa en materia de ratificación o autorización judicial de medidas sanitarias urgentes”, en Actualidad Administrativa, núm. 12, 2020.

				

				
					445	 Vid. la nueva redacción del artículo 8.6, párrafo segundo, de la LJCA.

				

				
					446	 Vid. la nueva redacción del artículo 10.8 de la LJCA.

				

				
					447	 Vid. la nueva redacción del artículo 11.1.i) de la LJCA.

				

				
					448	 Vid. José M.ª Baño León, “Confusión regulatoria en la crisis sanitaria”, en Almacén de Derecho, 29 de octubre de 2020. Accesible en: <https://almacendederecho.org/confusion-regulatoria-en-la-crisis-sanitaria > [Última consulta, 2 de noviembre de 2020].

				

				
					449	 Vid. Baño León, “Confusión regulatoria...”, cit.

				

				
					450	 Vid. Baño León, “Confusión regulatoria...”, cit. En esta línea, Juan Manuel Alegre Ávila, “Denegación judicial de ratificación de medidas sanitarias y declaración de estado de alarma”, publicado en la web de la Asociación Española de Profesores de Derecho Administrativo (AEPDA) (accesible en: <http://www.aepda.es/AEPDAEntrada-2962-Denegacion-judicial-de-ratificacion-de-madidas-sanitarias-y-declaracion-de-estado-de-alarma.aspx>) [Última consulta, 2 de noviembre de 2020], p. 2, ha señalado que ‘la “ratificación’ judicial de las referidas medidas [generales] sanitarias es de todo punto improcedente, pues supone hacer partícipe al poder judicial del ejercicio de la potestad normativa [reglamentaria] que incumbe con carácter exclusivo al poder ejecutivo [o a los distintos poderes ejecutivos]; una participación, en suma, que se traduce en una clara y flagrante conculcación del principio de separación de poderes, consustancial al Estado de Derecho” (la cursiva es del autor).

				

				
					451	 Baño León, “Confusión regulatoria...”, cit.

				

				
					452	 Vid. Baño León, “Confusión regulatoria...”, cit.

				

				
					453	 Vid. Baño León, “Confusión regulatoria...”, cit.

				

				
					454	 El CGPJ se refiere específicamente al incremento de la litigiosidad en los siguientes ámbitos: despidos, EREs, ERTEs, procedimientos de Seguridad Social, concursos de persona física y jurídica, impagos, desahucios, procedimientos de familia, sanciones impuestas por el confinamiento, entre otros. Vid. Primer documento de trabajo sobre medidas organizativas y procesales para el Plan de Choque en la Administración de Justicia tras el estado de alarma. Vid. p. 1. Documento accesible en: <http://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Poder-Judicial/En-Portada/El-CGPJ-reune-un-centenar-de-medidas-en-un-documento-base-preparatorio-del-plan-de-choque-para-evitar-el-colapso-de-la-Justicia-tras-el-fin-del-estado-de-alarma> [Última consulta, 10 de septiembre de 2020].

				

				
					455	 Así lo advierte Fernández Torres, “La justicia administrativa durante...”, cit., p. 365, que contempla “la previsión de un incremento extraordinario de la litigiosidad derivada de actuaciones ligadas a la pandemia (comisos e incautaciones de material sanitario, ocupaciones temporales, alteración del equilibrio de contratos, adjudicaciones de contratos, resoluciones sancionadoras, otorgamiento de ayudas públicas...)”. De hecho, los primeros datos disponibles ya evidencian este aumento de la litigiosidad. En efecto, en el tercer trimestre de 2020, en la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, se registraron 55.880 nuevos asuntos, con un incremento interanual del 6,2 %. Vid. la noticia “El número de asuntos ingresados en los órganos judiciales aumentó en el tercer trimestre de 2020 un 1,7 por ciento respecto a 2019”, en Elderecho.com, 7 de diciembre de 2020. Documento accesible en: <https://elderecho.com/el-numero-de-asuntos-ingresados-en-los-organos-judiciales-aumento-en-el-tercer-trimestre-de-2020-un-17-por-ciento-respecto-a-2019?utm_medium=email&utm_source=newsletter&utm_campaign=20201208_Nwl> [Última consulta, 10 de diciembre de 2020]. 

				

				
					456	 Primer documento de trabajo sobre medidas organizativas y procesales para el Plan de Choque en la Administración de Justicia tras el estado de alarma, cit., p. 10. 

				

				
					457	 Vid. Primer documento de trabajo sobre medidas organizativas y procesales para el Plan de Choque en la Administración de Justicia tras el estado de alarma, cit, p. 10-11.

				

				
					458	 Como ponen de manifiesto Ponce Solé y Villoria Mendieta, “Presentación del Anuario...”, cit., p. 51, se prevén “numerosas reclamaciones de responsabilidad patrimonial (...), en las que se puede anticipar que se debatirá sobre la existencia o no de fuerza mayor y si la diligencia de las autoridades fue debida o, por el contrario, se vulneró la buena administración, tanto en cuanto a la disposición de suficientes respiradores, como respecto a la asistencia médica, tardía o con errores de diagnóstico, a los afectados y a las otras personas que esperaban asistencia por otras patologías”. Igualmente, también son previsibles numerosas reclamaciones de responsabilidad patrimonial por parte de los propietarios de hoteles y restaurantes, como consecuencia de las medidas adoptadas por las Administraciones públicas para contener y mitigar los efectos de la pandemia. Sobre ello también advierte José Ramón Chaves García, “Tiempo de siembra de reclamaciones de indemnización patrimonial”, en Blog delaJusticia.com. El Rincón Jurídico de José Ramón Chaves, 28 de septiembre de 2020. Accesible en: <https://delajusticia.com/2020/09/28/tiempo-de-siembra-de-reclamaciones-de-indemnizacion-patrimonial/> [Última consulta, 30 de septiembre de 2020].

				

				
					459	 Según los datos que constan en la estadística judicial, la tasa de resolución (cociente entre los asuntos resueltos y los ingresados en un determinado periodo) en la Jurisdicción Contencioso-Administrativa fue en 2019 de 0,91 (con una evolución de -9,9% en relación con el año 2018); la tasa de pendencia (cociente entre los asuntos pendientes al final del periodo y los resueltos en dicho periodo), de 0,93 (un 4,4% superior en relación con 2018); y la tasa de congestión (cociente entre la suma de los asuntos ingresados y pendientes al final del período y el número de asuntos resueltos en el mismo), de 1,93 (un 2,7% superior al año inmediatamente anterior). Como advierte Alfonso Egea de Haro, “II. Datos generales de funcionamiento de la jurisdicción contencioso-administrativa”, en Silvia Díez Sastre (dir.) y César Martínez Sánchez (coord.), Informe sobre la Justicia Administrativa 2020, Centro de Investigación sobre Justicia Administrativa de la Universidad Autónoma de Madrid (CIJA-UAM). Madrid, 2020, p. 43, “este incremento de la pendencia no guarda relación directa con el número de asuntos que se resuelven, que se incrementó respecto a 2018 sino con el incremento significativo de la litigiosidad durante 2019”. En efecto, la tasa de litigiosidad fue en 2019 de 5,3 (un 18,9% superior a la de 2018). Por su parte, el número de asuntos ingresados por magistrado/juez, de 436,7 (un 19,7 % superior a 2018, donde el número era de 364,9); y el número de sentencias por magistrado/juez, también en 2019, fue 233,9 (con un crecimiento del 5,3% en relación con las dictadas en 2018 —222,2—). En cuanto a la duración media estimada de los procedimientos, en 2019, era de 10,4 meses en primera instancia, 9,9 meses en segunda instancia y 9,4 meses ante el Tribunal Supremo, notándose una reducción significativa en relación con los datos de 2018 (-4,2%, en primera instancia —en 2018, la duración media era de 10,9 meses—; -6,7%, en segunda instancia —en 2018, la duración media era de 10,6 meses—; y -31,8% en el Tribunal Supremo —en 2018, la duración media era de 13,8 meses—). Hemos extraído estos datos de la Memoria sobre el estado, funcionamiento y actividades del Consejo General del Poder Judicial y de los Juzgados y Tribunales correspondiente al año 2019, concretamente, del apartado relativo a “Panorámica de la Justicia”. Documento accesible en: http://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Temas/Estadistica-Judicial/Estudios-e-Informes/Panoramica-de-la-Justicia/ [Última consulta, 21 de septiembre de 2020].

				

				
					460	 Vid. Baño León, “¿Por qué debe alzarse...?”, cit. Precisamente, este autor consideraba “imprescindible que vuelvan a la actividad ordinaria los juzgados y tribunales de manera inmediata, para que no siga engordando innecesariamente el número de asuntos pendientes”.

				

				
					461	 Sobre ello advierte Baño León, “¿Por qué debe alzarse...?”, cit.

				

				
					462	 La tasa de litigiosidad ha ido creciendo desde 2017, siendo, en 2017, del 4,2; en 2018, del 4,5 (un 6,5% superior a la del año anterior); y, en 2019, de 5,3 (un 18,9% superior a la de 2018). Vid. la Memoria sobre el estado, funcionamiento y actividades del Consejo General del Poder Judicial y de los Juzgados y Tribunales correspondiente a los años 2017, 2018 y 2019, concretamente, el apartado relativo a “Panorámica de la Justicia”.

				

				
					463	 “Administración de Justicia: la siguiente trinchera”, en el Blog de la Fundación Hay Derecho, Hay Derecho. Por una conciencia cívica, 27 de abril de 2020. Accesible en: <https://hayderecho.expansion.com/2020/04/27/administracion-de-justicia-la-siguiente-trinchera/> [Última consulta, 23 de septiembre de 2020].

				

				
					464	 Documento accesible en: <http://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Servicios/Informacion-Covid-19/Acuerdos-de-la-Comision-Permanente/Acuerdos-de-la-Comision-Permanente-del-CGPJ-de-02-de-abril-de-2020> [Última consulta, 10 de septiembre de 2020].

				

				
					465	 Faustino Javier Cordón Moreno, “Directrices del CGPJ para un plan de choque en la Administración de Justicia tras el estado de alarma: medidas del ámbito jurisdiccional civil”, en G A – P, Gómez-Acebo&Pombo, Análisis, abril de 2020, p. 1 (<https://www.ga-p.com/publicaciones/directrices-del-cgpj-para-un-plan-de-choque-en-la-administracion-de-justicia-tras-el-estado-de-alarma-medidas-del-ambito-jurisdiccional-civil/>) [Última consulta, 7 de septiembre de 2020].

				

				
					466	 Vid. el documento “Directrices para la elaboración de un Plan de Choque en la Administración de Justicia tras el estado de alarma”, p. 2.

				

				
					467	 Ello implica “identificar las medidas que en cada caso vayan a tener un impacto más directo y su implantación pueda ser más rápida” (p. 2 del documento “Directrices...”, cit.).

				

				
					468	 Con arreglo a este principio, “las medidas a implantar no tienen por qué ser las mismas en todos los órdenes jurisdiccionales” (p. 2 del documento “Directrices...”, cit.).

				

				
					469	 Este principio implica que “hay que contemplar todo el abanico posible de actuaciones, desde propuestas de reformas procesales que pudieran abordarse mediante Real Decreto-Ley, hasta medidas organizativas de todo tipo (concentración de asuntos, especialización, normas de reparto, etc.), sin olvidar la propuesta de incremento de medios personales o materiales que sean necesarios o el establecimiento de incentivos y/o compensaciones para los miembros de la Carrera Judicial” (p. 2 del documento “Directrices...”, cit.).

				

				
					470	 Puede verse el amplio análisis realizado de este documento, con especial referencia a las propuestas para agilizar la justicia en el ámbito contencioso-administrativo, realizado por Adolfo Alonso de Leonardo-Conde, “Medidas propuestas por el CGPJ para agilizar la justicia tras el Estado de Alarma en el ámbito contencioso-administrativo”, en Diario La Ley, núm. 9623, de 29 de abril de 2020; Emilio Aparicio, “Una primera aproximación a las medidas organizativas y procesales para el orden contencioso-administrativo a la vista del primer documento de trabajo del CGPJ”, en Almacén de Derecho, 9 de abril de 2020 <https://almacendederecho.org/una-primera-aproximacion-a-las-medidas-organizativas-y-procesales-para-el-orden-contencioso-administrativo-a-la-vista-del-primer-documento-de-trabajo-del-cgpj> [Última consulta, 10 de septiembre de 2020]; y Morote Sarrión, “La afección a la jurisdicción contencioso-administrativa...” cit.

				

				
					471	 Documento accesible en: <http://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Poder-Judicial/En-Portada/La-Comision-Permanente-del-CGPJ-toma-conocimiento-del-documento-de-trabajo-definitivo-de-medidas-organizativas-y-procesales-del-plan-de-choque-para-la-Administracion-de-Justicia-tras-el-estado-de-alarma> [Última consulta, 10 de septiembre de 2020].

				

				
					472	 Vid. el análisis de este documento que realiza Morote Sarrión, “La afección a la jurisdicción contencioso-administrativa...” cit. Vid. también Cristina Velasco Jiménez, “La extensión de efectos y el procedimiento testigo en el plan de choque para la Administración de Justicia tras el Estado de Alarma”, en Diario La Ley, núm. 9682, Sección Plan de Choque de la Justicia, Tribuna, 27 de julio de 2020.

				

				
					473	 El objetivo de esta medida es “Agilizar la actividad judicial en estos juzgados para esta materia, evitando el reparto de los asuntos entre todos los juzgados. De esta manera, a través de la creación de la UPAD de los Juzgados Centrales de lo contencioso, se tramitarían concentradamente todos los asuntos de esta materia, sin intervención de las oficinas judiciales originarias de los juzgados, dirigidas por el número de LAJs que fueran necesarios y se resolverían por los propios Jueces, organizados como tribunal de instancia, sin relevación de las funciones originarias.

						La característica principal de la tramitación y resolución de estos asuntos (que son decenas de miles cada año) es que la intervención judicial es mínima, recayendo todo el peso en la tramitación, siendo muy pocos los asuntos que llegan a sentencia, y los que llegan, obvio es decirlo, suelen tener una mínima complejidad técnico jurídica; por ello serían los propios jueces centrales, organizados como tribunal de instancia, sin relevación de sus funciones, con o sin incentivo, dependiendo del número de resoluciones que tuvieran que dictar, los que podrían atenderlo”. Vid. el Anexo Fichas, que acompaña al Plan de choque aprobado por el CGPJ, p. 47 <http://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Poder-Judicial/En-Portada/El-Pleno-del-organo-de-gobierno-de-los-jueces-aprueba-el-plan-de-choque-del-CGPJ-para-la-reactivacion-tras-el-estado-de-alarma> [Última consulta, 10 de septiembre de 2020].

				

				
					474	 Véase un resumen del Acuerdo adoptado por el Consejo de Ministros en <https://www.lamoncloa.gob.es/consejodeministros/referencias/Paginas/2020/refc20200707.aspx#Litigio> [Última consulta, 7 de septiembre de 2020].

				

				
					475	 Este Anteproyecto de Ley se sometió a consulta pública previa el pasado 8 de junio de 2020, habiendo finalizado el plazo para la presentación de aportaciones el 23 de junio de 2020.

				

				
					476	 Vid. el documento sometido a consulta pública previa, p. 3. Accesible en: <https://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/actividad-legislativa/normativa/proyectos-real-decreto> [Última consulta, 7 de septiembre de 2020].

				

				
					477	 Vid. el documento sometido a consulta pública previa, p. 3.

				

				
					478	 Nótese que el Plan Justicia 2030 también incluye, dentro del eje de “Acceso a la justicia. Consolidación de garantías y derechos”, los servicios alternativos de resolución de controversias. En particular, se pretende promover este tipo de servicios para contribuir a disminuir la litigiosidad y articular un sistema paralelo y complementario a la jurisdicción que ofrezca a la ciudadanía otra vía para la resolución de sus diferencias.

				

				
					479	 Vid. el comentario de este Anteproyecto de Ley que realiza María Saavedra Gutiérrez, “Comentarios al Anteproyecto de Ley de Impulso a la mediación”, en InDret. Revista para el Análisis del Derecho, núm. 3, 2019, p. 1-13.

				

				
					480	 Sobre la innovación tecnológica en la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, vid., por todos, Mª. Fuensanta Gómez Manresa, “Innovación tecnológica y Jurisdicción Contencioso-Administrativa”, en Revista Española de Derecho Administrativo, núm. 205, 2020, p. 97-124; Mª. Fuensanta Gómez Manresa y Manuel Fernández Salmerón (coords.), Modernización digital e innovación en la administración de justicia, Aranzadi. Cizur Menor, 2019; y Rubén Martínez Gutiérrez, “La e-justicia contencioso-administrativa después de la Instrucción 1/2018 del CGPJ”, en Revista General de Derecho Administrativo, núm. 51, 2019, p. 1-40.

				

				
					481	 Al respecto, vid. Mª. Fuensanta Gómez Manresa, “Capítulo II. Derecho a la tutela judicial efectiva, justicia abierta e innovación tecnológica”, en Mª. Fuensanta Gómez Manresa y Manuel Fernández Salmerón (coords.), Modernización digital e innovación en la administración de justicia, Aranzadi. Cizur Menor, 2019, p. 37-61.

				

				
					482	 En opinión de Sandra González de Lara Mingo, “Suspensión de plazos procesales en...”, cit., apartado III, la única medida que de manera definitiva y para siempre solucionaría el colapso de la Administración de Justicia es el uso de la inteligencia artificial. En su opinión “se hace imprescindible que el Consejo General del Poder Judicial lidere un proyecto, del que participen el Ministerio de Justicia, las Comunidades Autónomas y los Colegios Profesionales, para dotar de una verdadera plataforma digital uniforme a todos los órganos judiciales del territorio español”, ya que “En la actualidad lo que los órganos judiciales tienen es un programa que digitaliza escritos. Los Juzgados y Tribunales de España no tienen una plataforma informática que utilice la inteligencia artificial que genere resoluciones judiciales siguiendo el esquema procesal dibujado por las propias leyes procesales. Los procedimientos no están íntegramente informatizados”. Sobre la necesidad de implantación de tecnología de inteligencia artificial para hacer más ágiles y eficaces los procesos y servicios de la Administración de Justicia también se pronuncia Román García-Varela Iglesias, “El proceso de transformación digital en la Administración de Justicia española”, en Diario La Ley, Sección Plan de Choque de la Justicia/Tribuna, núm. 9731, de 9 de noviembre de 2020, apartado VI.

				

				
					483	 García-Varela Iglesias, “El proceso de transformación digital...”, cit., apartado III.

				

				
					484	 Vid. Sánchez Álvarez, “Imposturas normativas y perplejidades...”, cit., apartado IV.

				

				
					485	 Sobre esta cuestión, vid. los interesantes trabajos de María Avilés Navarro, “La mediación en el orden jurisdiccional contencioso-administrativo en España”, en Revista Acta Judicial, núm. 6, 2020, p. 24-47; y Beatriz Belando Garín, “La mediación intrajudicial contencioso-administrativa frente al colapso de la justicia”, en Revista Española de Derecho Administrativo, núm. 207, 2020. 

				

			

		

		
			
			

		

	
		
			Capítulo 7

			SALUD PLANETARIA Y DERECHO PENAL: ¿HACIA UNA REVISIÓN DE LA PROTECCIÓN PENAL DE LA BIODIVERSIDAD EN ESPAÑA?

			(Planetary Health and Criminal Law: Towards a review of the biodiversity crimes in Spain?)

			Maria Marquès-Banqué

			RESUMEN: La pandemia ocasionada por el coronavirus SARS-CoV-2 ha vuelto a poner en evidencia la estrecha relación entre la salud humana, la salud animal y el estado de los sistemas naturales. Esta relación, sobre la que se basa el concepto de “salud planetaria”, ha puesto la biodiversidad en el centro de atención. El hecho que las causas de la pérdida de biodiversidad sean fundamentalmente de origen antrópico (contaminación, sobreexplotación y tráfico ilegal de recursos naturales, cambio climático, deforestación, etc.), así como la diversa escala (local, regional, global) y naturaleza de sus impactos (ambiental, social, política y económica), exige una revisión y mejora de la protección, a todos los niveles, de la vida silvestre, los bosques, los océanos y el equilibrio de los sistemas naturales. Objetivo de este trabajo es preguntarse si el Derecho penal ambiental adopta o debería adoptar el enfoque integral que promueve la idea de salud planetaria. El trabajo se centra en la protección penal de la biodiversidad en España, con especial atención a la respuesta penal a la deforestación y al comercio ilegal de especies silvestres, por ser dos de los fenómenos con más impacto en el incremento del riesgo de enfermedades zoonóticas. En primer lugar, se comprueba la existencia de obligaciones expresas de tutela penal de la biodiversidad que expliquen o condicionen las opciones legislativas en España. A continuación, se revisa cuál es el grado de protección penal de la biodiversidad en el ordenamiento jurídico penal español, que se atisba insuficiente para hacer frente a las necesidades de protección en el contexto actual de crisis ambiental y emergencia climática. Finalmente, se constata la ausencia de un enfoque “salud planetaria” en la protección penal de la biodiversidad en España.

			ABSTRACT: The Covid-19 pandemic has highlighted the close relationship between human health, animal health, and the health of natural systems. This relationship, on which the concept of “planetary health” is based, has put biodiversity in the spotlight. The drivers of biodiversity loss are essentially anthropic (pollution, overexploitation and illegal trafficking of natural resources, climate change, deforestation, etc.). Its impacts of diverse scale (local, regional, global) and nature (environmental, social, political, and economic) highlight the need to improve the protection, at all levels, of wildlife, forests, oceans, and the balance of natural systems. This work aims to explore whether criminal law and, more specifically, environmental criminal law follow the holistic approach suggested by the idea of “planetary health”. The work focuses on the criminal protection of biodiversity in Spain, with particular attention to deforestation and illegal wildlife trade, as these are two of the main phenomena associated with an increase in zoonotic infectious diseases. In the first place, the work addresses the existence of legal obligations of criminal protection of biodiversity. Next, it reviews the degree of criminal protection of biodiversity in the Spanish criminal law, which appears insufficient to meet the protection needs in the current context of environmental crisis and climate emergency. Finally, the work states the lack of a “planetary health” approach in the criminal protection of biodiversity in Spain.

			SUMARIO: I. Introducción. II. La crisis de la biodiversidad. III. La protección penal de la biodiversidad. 1. ¿Existe un mandato de protección penal de la biodiversidad? 2. ¿Cómo se protege la biodiversidad en el Código penal español? En concreto: ¿es suficiente para hacer frente al tráfico ilegal de especies silvestres y la deforestación? 3. ¿El Código penal español adopta el enfoque “salud planetaria” en la protección penal de la biodiversidad? IV. Conclusiones. V. Bibliografía.

			I. INTRODUCCIÓN 

			La emergencia sanitaria global causada por la enfermedad infecciosa zoonótica Covid-19, ha vuelto a poner en evidencia la interdependencia entre la salud humana y el estado de los sistemas naturales de los que depende. Sobre la base de esta interdependencia, el concepto de salud planetaria (Planetary Health), propuesto por primera vez en 2014 en un manifiesto encabezado por Richard Horton486 y adoptado en 2015 por la Rockefeller Foundation-Lancet Commission on Planetary Health, propone “un modelo ecológico de salud pública que integra los aspectos materiales, biológicos, sociales y culturales de la salud pública y acepta la complejidad y no linealidad de la dinámica de los sistemas naturales”487.

			Más que un concepto, Planetary Health quiere ser un enfoque en el análisis de las amenazas que, como consecuencia de la grave situación de degradación ambiental, se plantean para la salud y el desarrollo humanos en el Antropoceno. El cambio climático, la pérdida de biodiversidad, la contaminación, el cambio en los usos del suelo o la sobreexplotación de los recursos naturales, son abordados poniendo especial énfasis en el origen antrópico de la transformación de los sistemas naturales. Como indica Seltenrich, “implícito en el marco de la salud planetaria está el reconocimiento de que una gobernanza ambiental sostenible a escala global puede beneficiar directamente a la salud humana”488.

			La idea de salud planetaria parte, a su vez, de planteamientos previos ya consolidados, como son, entre otros, los enfoques One Health y EcoHealth.

			Desde hace décadas y hoy bajo el auspicio de la Organización Mundial de la Salud (OMS), la Organización Mundial de Sanidad Animal (OIE) y la Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura (FAO), el llamado enfoque One Health aborda de forma multidisciplinar y multisectorial la prevención, el tratamiento y la evaluación de las enfermedades infecciosas emergentes (entre ellas, las enfermedades zoonóticas), la seguridad alimentaria y la resistencia antimicrobiana, a partir de las complejas interacciones entre la salud humana, la salud animal y los sistemas naturales. El denominado Tripartito (OMS, OIE y FAO), ha subrayado que el enfoque One Health no solo contribuye a la consecución de muchos de los Objetivos de Desarrollo Sostenible, sino que “estos mismos son un reflejo del enfoque One Health, asegurando que las personas y los animales sanos vivan en un planeta sano”489.

			Junto con el enfoque One Health, se ha desarrollado el concepto o enfoque EcoHealth. Ambos enfoques comparten la necesidad de situar la salud humana y animal en un contexto ecosistémico más amplio, desde una perspectiva interdisciplinar. De acuerdo con algunas investigadoras, las diferencias entre ambas aproximaciones son, sin embargo, relevantes, tanto desde el punto de vista de sus presupuestos ontológicos, epistemológicos y metodológicos, como de su foco prioritario de atención. El enfoque EcoHealth se centra, desde postulados constructivistas y críticos, en las interacciones entre los humanos, los ecosistemas y los factores socio-ecológicos que los determinan, con una menor atención a la interfaz humana-animal. En cambio, inicialmente, el enfoque One Health, promovido desde las ciencias médicas y veterinarias desde una perspectiva positivista y mucho más pragmática, se centró en la transmisión de enfermedades entre animales y humanos, sin poner tanto la atención en el rol de la salud de los ecosistemas en la salud humana y animal. La incorporación de otras preocupaciones como la seguridad alimentaria, la adaptación al cambio climático o la biodiversidad es, como subrayan las mismas autoras, más tardía en el enfoque One Health, como lo es también una mayor sensibilidad a una perspectiva más compleja y múltiple de la realidad490. Los llamados “Principios de Berlín”, adoptados, en 2019, en el marco del congreso “One Planet, One Health, One Future”, organizado por la División de Política Exterior de Clima y Medio Ambiente del Ministerio Federal de Relaciones Exteriores de Alemania y la Wildlife Conservation Society (WCS), son un buen ejemplo de la evolución del enfoque One Heatlh491. En opinión de algún autor, el concepto de Planetary Health logra cohesionar las ideas de One Health y EcoHealth492.

			A pesar de la consolidación teórica de estos enfoques, que cuentan con una amplia bibliografía y, en el caso de One Health, un particular reconocimiento institucional, la pandemia causada por el coronavirus SARS-CoV-2 ha puesto de manifiesto que queda mucho camino por recorrer en la práctica. En 2019, la OMS, la OIE y la FAO ya alertaban de la todavía inexistencia, en muchos países, de mecanismos adecuados para la colaboración entre los sectores de salud animal, pública y medio ambiente y con otros sectores y disciplinas, dificultando así la implementación de programas efectivos de control de enfermedades y retrasando las respuestas coordinadas en el supuesto de enfermedades zoonóticas endémicas493. 

			En el marco del enfoque One Health, hay quien atribuyó el éxito parcial de las respuestas globales a las enfermedades infecciosas emergentes, a la marginación de la contribución de las Ciencias Sociales y las Humanidades, en favor de ciertas narrativas de la Biomedicina y de las Ciencias Naturales494. Sin embargo, actualmente, el movimiento One Health ha declarado clave “la comprensión de cómo las dimensiones sociológica, cultural, económica, demográfica, histórica, lingüística, geográfica, política y otras dimensiones sociales contribuyen a la salud”, para hacer efectivo su enfoque integrador495.

			En este contexto interdisciplinar, cabe preguntarse por el rol del Derecho penal y, más concretamente, por el rol del Derecho penal ambiental. En la medida que la naturaleza zoonótica de la Covid-19 ha puesto la biodiversidad en el centro de atención, me centraré aquí en la protección penal de la biodiversidad.

			II. LA CRISIS DE LA BIODIVERSIDAD 

			De acuerdo con la extendida definición del Convenio de Naciones Unidas sobre Diversidad Biológica, se entiende por biodiversidad o diversidad biológica “la variabilidad de organismos vivos de cualquier fuente, incluidos, entre otros, los ecosistemas terrestres y marinos y otros ecosistemas acuáticos y los complejos ecológicos de los que forman parte; comprende la diversidad dentro de cada especie, entre las especies y de los ecosistemas”496.

			Aunque se desconoce la cifra exacta, se estima que son entre 8 y 9 millones de seres vivos (animales, plantas y microorganismos) los que integran la biodiversidad, proporcionando alimento, agua, energía, medicinas y muchos otros servicios ecosistémicos fundamentales para la salud y el bienestar humano, así como para la salud de animales y plantas.

			Sin embargo, la biodiversidad está hoy seriamente comprometida como consecuencia de una crisis que no ha dejado de agravarse. Por referir solo algunos datos de entre los muchos disponibles, entre 1970 y 2016 se ha registrado una disminución media del 68% en los tamaños de las poblaciones estudiadas de mamíferos, aves, reptiles, anfibios y peces, con especial incidencia en los trópicos. Desde 1950 se han sacado de los océanos del mundo 6000 millones de toneladas de peces e invertebrados y las especies de agua dulce han disminuido una media del 84% desde 1970. Se constata, asimismo, una disminución alarmante de insectos y plantas, considerándose el riesgo de extinción de las especies vegetales comparable al de los mamíferos y más alto que el de las aves497. La situación es de tal gravedad, que, desde hace ya algunos años, algunos científicos sugieren que hemos entrando en la sexta extinción masiva de especies del planeta498. 

			La pérdida de biodiversidad puede producirse por distintas razones pero, como es sobradamente conocido, desde la revolución industrial, las causas más importantes tienen origen en la actividad humana: la contaminación, la sobreexplotación de las especies, la proliferación de especies invasoras, el cambio climático y, muy significativamente, la modificación de los usos del suelo y de los ríos, incluyendo la agricultura intensiva, la desertificación, la degradación de los hábitats y la deforestación. Como es igualmente conocido, no se trata de causas o fenómenos independientes, sino que todas ellas se interrelacionan estrechamente. 

			Diseñar políticas y adoptar medidas que aborden de forma integral la pérdida de biodiversidad y la emergencia climática, se considera hoy esencial499. Especialmente relevante es el mensaje lanzado en este sentido, en el documento “Leader’s Pledge for Nature: United to Reverse Biodiversity Loss by 2030 for Sustainable Development”, firmado por los mandatarios de más de 60 países (España, entre ellos), justo antes de la celebración de la Cumbre sobre Biodiversidad de Naciones Unidas, el 30 de septiembre de 2020500. A su vez, esta Cumbre, se considera clave en la negociación del “Marco Mundial para la Biodiversidad Post 2020”, que será adoptado, en 2021, durante la 15ª Conferencia de las Partes de la Convención sobre Diversidad Biológica.

			El incremento de enfermedades infecciosas emergentes es una de las consecuencias de la degradación de la biodiversidad. El informe “Preventing the next pandemic: Zoonotic diseases and how to break the chain of transmission”, publicado en julio de 2020 por UNEP y el International Livestock Research Institute, describe de forma muy ilustrativa la relación entre la pérdida de biodiversidad, cuyas causas detalla, y la emergencia de nuevas enfermedades infecciosas zoonóticas o brotes de otras ya conocidas. A la vista de las múltiples evidencias científicas y de los precedentes más recientes (como la SARS en 2003, la H1N1 en 2009, la MERS en 2012 o el brote de la enfermedad por el virus del ébola entre 2014 y 2016), el informe subraya que la pandemia provocada por el coronavirus SARS-CoV-2 no es más que “una consecuencia ampliamente pronosticada de cómo los humanos nos abastecemos de alimentos, comerciamos con animales y alteramos nuestro entorno natural”501.

			El informe señala la degradación de los hábitats producido por la deforestación y el comercio de especies silvestres, como dos de los fenómenos con más impacto en el incremento del riesgo de enfermedades zoonóticas. Así, con relación a la deforestación, recuerda que, en las regiones tropicales, ha sido asociada con el dengue, la malaria y la fiebre amarilla. La pérdida de superficie forestal como consecuencia de la construcción de carreteras, la urbanización, la explotación minera, agrícola o maderera, incrementa el contacto entre humanos y animales silvestres y, con ello, el riesgo de transmisión de enfermedades. En este sentido es importante recordar que tan relevante es la desaparición como la degradación de los bosques.

			En cuanto a la captura, cría en cautividad y comercio de especies de vida silvestre, ya sea con fines medicinales, para consumo humano o como mascotas, el informe subraya cómo éste se produce habitualmente en unas condiciones que favorecen la transmisión de virus y otros patógenos (transporte en jaulas, mala alimentación, venta en mercados húmedos, mezcla de especies, etc.)502. Condiciones, todas ellas, agravadas cuando se trata de comercio ilegal, en el que, por definición, no existen controles sanitarios de ningún tipo y, en el caso de animales vivos, éstos sufren un especial estrés durante la captura y el cautiverio.

			No se ha podido verificar científicamente la hipótesis de que fuera el pangolín (el mamífero más traficado del mundo) el huésped intermediario que, a finales de 2019, transmitiera a los humanos el coronavirus SARS-CoV-2, supuestamente originado en una especie de murciélago. La transmisión se habría producido en un mercado húmedo de Wuhan (China), dando lugar a la enfermedad infecciosa Covid-19, declarada pandemia el 11 de marzo de 2020 por la OMS. 

			A pesar de la falta de confirmación y a la vista de las evidencias científicas sobre el impacto del comercio de animales silvestres en la salud humana, se ha intensificado el debate sobre este tipo de comercio como medida para prevenir futuras pandemias. Mientras el comercio legal es una cuestión controvertida que requiere de un análisis pausado y multidisciplinar, con relación al tráfico ilegal de especies silvestres, la crisis de la Covid-19 no ha hecho más que poner de manifiesto que se trata no sólo de una amenaza para la biodiversidad y el medio ambiente, sino también para la salud humana, el desarrollo económico y la seguridad, por lo que no cabe sino intensificar la lucha contra el mismo503. 

			III. LA PROTECCIÓN PENAL DE LA BIODIVERSIDAD 

			El hecho que las causas de la pérdida de biodiversidad sean fundamentalmente de origen antrópico, así como la diversa escala (local, regional, global) y naturaleza de sus impactos (ambiental, social, política y económica), exige una revisión y mejora de la protección, a todos los niveles, de la vida silvestre, los bosques, los océanos y el equilibrio de los sistemas naturales. Una revisión y mejora, que debería producirse, además, desde el enfoque integrador promovido por la idea de salud planetaria. 

			Este apartado plantea la situación actual de la protección penal de la biodiversidad en España, poniendo especialmente el foco en la deforestación y en el comercio de especies silvestres, por ser, como se ha indicado más arriba, dos de los fenómenos con más impacto en el incremento del riesgo de enfermedades zoonóticas.

			En primer lugar, cabe preguntarse si, más allá de la obligación expresa de tutela penal del medio ambiente del artículo 45 de la Constitución española, existe un mandato internacional o europeo de protección penal de la biodiversidad que explique o condicione las opciones legislativas en España. Hechas estas consideraciones, corresponderá revisar cuál es el grado de protección penal de la biodiversidad como bien jurídico protegido y si resulta suficiente para hacer frente a las necesidades de protección en el contexto actual de crisis ambiental y emergencia climática. Finalmente, nos preguntaremos si el Código penal español adopta el enfoque “salud planetaria” en la protección penal de la biodiversidad.

			1. ¿Existe un mandato de protección penal de la biodiversidad?

			En Derecho internacional, dos de los principales instrumentos que abordan de forma directa la protección de la biodiversidad son el Convenio sobre la Diversidad Biológica, que entró en vigor en 1993, y el Convenio sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestre (CITES), también conocido como Convenio de Washington, que entró en vigor en 1975504. En el ámbito del Consejo de Europa, habría que añadir el Convenio relativo a la Conservación de la Vida Silvestre y del Medio Natural en Europa, conocido como Convenio de Berna, que entró en vigor en 1982505. 

			Como he tenido ocasión de analizar en otro trabajo, son tres las opciones utilizadas por los tratados multilaterales de medio ambiente más importantes para referirse al régimen sancionador en caso de incumplimiento de las obligaciones derivadas de los mismos506. De mayor a menor grado de intensidad, éstas son: 1) la referencia expresa a sanciones penales o al carácter criminal de la conducta; 2) la referencia indirecta a sanciones penales y 3) la referencia indirecta a sanciones.

			Pues bien, ni CITES, ni el Convenio sobre la Diversidad Biológica, ni el Convenio de Berna pertenecen al primer grupo, si bien con relación a CITES existen opiniones contrarias en la doctrina507. En mi opinión, CITES pertenece al segundo grupo, el más mayoritario, en el que los acuerdos utilizan fórmulas que solo sugieren la naturaleza penal de las sanciones, ya sea por la referencia a la severidad y capacidad disuasoria de las sanciones, ya sea por el uso del verbo “to penalize”. Sin embargo, como subraya algún autor, el hecho de que los tratados no definan la palabra “penal” (en inglés), confiere a las Partes la posibilidad de decidir sobre la naturaleza de las sanciones508. El caso de CITES es particularmente interesante, pues ilustra el potencial impacto que puede tener la traducción a distintos idiomas de los tratados, en la uniformidad de su aplicación. Así, mientras en inglés se utiliza la expresión “to penalize” y en francés “sanctions pénales”, la traducción auténtica al español de CITES utiliza el verbo “sancionar”, lo que muy bien podría haberse entendido cumplido con un régimen de sanciones administrativas. El indiscutible impacto que ha tenido en el ámbito penal, la interpretación de las Partes y aplicación de CITES, no impide que deba ser clasificado en el segundo grupo, pues, en términos estrictamente de técnica legislativa, no puede equipararse a la referencia mucho más expresa utilizada por el Convenio de Basilea sobre traslado de residuos509.

			El Convenio sobre la Diversidad Biológica y el Convenio de Berna pertenecen al tercer grupo. Se trata de tratados que se refieren únicamente a la obligación de las Partes de adoptar “medidas adecuadas” para garantizar el cumplimiento de las obligaciones derivadas del convenio. Por supuesto, tales medidas pueden ser de carácter sancionador y pueden tener naturaleza penal, pero es importante tener en cuenta que, en principio, las Partes tienen una mayor flexibilidad para decidir su estrategia. En concreto, el Convenio sobre la Diversidad Biológica se refiere a la obligación de las Partes de “establecer o mantener la legislación necesaria y/u otras disposiciones de reglamentación para la protección de especies y poblaciones amenazadas” y el Convenio de Berna se refiere, en distintos artículos, a la obligación de adoptar “medidas legislativas y reglamentarias apropiadas y necesarias”.

			Junto con los tratados internacionales, es necesario examinar la legislación secundaria de la (hoy) Unión Europea, aprobada en cumplimiento o respuesta a estos tratados. 

			Tampoco aquí encontramos mandatos expresos de protección penal de la biodiversidad. En el caso de CITES, debemos remitirnos al Reglamento (CE) nº 338/97 del Consejo, de 9 de diciembre de 1996 relativo a la protección de especies de la fauna y flora silvestres mediante el control de su comercio, que sustituyó el Reglamento (CEE) núm. 3626/82510. El artículo 16.2 del Reglamento (CE) nº 338/97 se refiere a sanciones “apropiadas a la naturaleza y gravedad de las infracciones”.

			Las normas de referencia para el Convenio de Berna y el Convenio sobre Diversidad Biológica, son la Directiva 92/43/CEE del Consejo, de 21 de mayo de 1992, relativa a la conservación de los hábitats naturales y de la fauna y flora silvestres, y la Directiva 2009/147/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de noviembre de 2009, relativa a la conservación de las aves silvestres511. En ambos casos, en consonancia con los Convenios, se hace únicamente referencia a “medidas apropiadas o necesarias”, sin referirse de forma expresa ni siquiera a sanciones. 

			Desde la perspectiva de la existencia de una obligación de tutela penal de la biodiversidad, el escenario cambió radicalmente con la Directiva 2008/99/CE de protección del medio ambiente a través del Derecho penal512.

			El artículo 3 de la Directiva 2008/99/CE describe nueve conductas graves (entre ellas, tres relativas a la protección de la flora, la fauna y los hábitats) que los Estados Miembros deben tipificar como delito en sus legislaciones nacionales, cuando sean ilícitas y se cometan dolosamente o, al menos, por imprudencia grave. A efectos de esta Directiva, se entiende por “ilícita” la infracción de la legislación comunitaria especificada en los anexos de la Directiva, o de una ley, un reglamento de un Estado miembro o una decisión adoptada por una autoridad competente de un Estado miembro que dé cumplimiento a la misma. Esto es relevante porque en los anexos, se incluyen el Reglamento (CE) nº 338/97, la Directiva de Hábitats y la Directiva de Aves. 

			Con relación a las sanciones, el artículo 5 de la Directiva 2008/99/CE impone a los Estados miembros la obligación de castigar estas conductas con sanciones penales eficaces, proporcionadas y disuasorias. La Directiva utiliza la fórmula “sanciones efectivas, proporcionadas y disuasorias”, muy común en la legislación europea a partir del llamado caso del “maíz griego”513, si bien en este caso y por primera vez, determina la obligatoriedad de la naturaleza penal de las sanciones514. 

			El impacto de la Directiva 2008/99/CE es, por consiguiente, especialmente relevante en aquellos casos en que los mandatos internacional y europeo eran particularmente débiles en cuanto a las sanciones (Convenio sobre Diversidad Biológica y Convenio de Berna). Además, la Directiva 2008/99/CE obliga a la tipificación de la negligencia grave, lo cual supone una ampliación sustancial de la protección, pues la Directiva de Hábitats y la Directiva de Aves se refieren únicamente a medidas de protección ante conductas intencionales.

			Debe precisarse, con todo, que la obligación afecta únicamente a la responsabilidad penal de las personas físicas. En el caso de las personas jurídicas, solo se exige que las sanciones sean eficaces, proporcionadas y disuasorias, dejando a los Estados miembros la elección sobre el carácter penal o administrativo de las mismas515. Quizás es importante recordar aquí que el impacto que las personas jurídicas pueden tener sobre la biodiversidad, no se limita al derivado de las actividades contaminantes. Valga, como ejemplo, la muerte de miles de aves, todos los años, por electrocución en tendidos eléctricos516.

			Centrándonos en el comercio de especies silvestres y la deforestación, las conductas de la Directiva que nos interesan especialmente aquí, son las descritas en las letras f) y g) del artículo 3, según las cuales, debe sancionarse penalmente en todos los Estados miembros de la Unión Europea:

			f) la matanza, la destrucción, la posesión o la apropiación de especies protegidas de fauna o flora silvestres, a excepción de los casos en los que esta conducta afecte a una cantidad insignificante de estos ejemplares y tenga consecuencias in­significantes para el estado de conservación de su especie;

			g) el comercio de ejemplares de especies protegidas de fauna y flora silvestres o de partes o derivados de los mismos, a excepción de los casos en los que esta conducta afecte a una cantidad insignificante de estos ejemplares y tenga consecuencias insignificantes para el estado de conservación de su especie.

			Por su relación con la lucha contra la deforestación, es también de especial relevancia el Reglamento (UE) n° 995/2010 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de octubre de 2010, por el que se establecen las obligaciones de los agentes que comercializan madera y productos de la madera517. En materia de sanciones, el llamado Reglamento europeo de la madera (o EUTR por sus siglas en inglés), establece la obligación de los Estados miembros de prever “sanciones eficaces, proporcionadas y disuasorias” en caso de incumplimiento de las prohibiciones y sugiere, como posibles medidas, la multa proporcional, la incautación de la madera y la suspensión de la autorización de actividad comercial. Como puede apreciarse, en este caso se optó por dejar a los Estados miembros la decisión acerca de la naturaleza de las sanciones a aplicar. El resultado ha sido que 11 Estados Miembros (entre ellos, España) hayan optado exclusivamente por las sanciones administrativas518.

			Esta circunstancia, junto con el carácter parcial que la Directiva 2008/99/CE ofrece en materia de protección de los bosques, avala la petición que el propio Parlamento Europeo hizo en 2018 a la Comisión Europea de revisión del ámbito de aplicación de los delitos de la Directiva, “a fin de incluir en él la explotación ilegal de la madera”519. Poco tiempo después de esta petición, tanto la Comisión Europea como el Consejo de la UE tuvieron ocasión de pronunciarse sobre materia de bosques, sin que en ninguno de los dos casos se hiciera referencia a la Directiva 2008/99/CE. La Comisión Europea optó por hacer referencia a tomar medidas para lograr una mejor ejecución del Reglamento europeo de la madera, mientras que el Consejo, entre otras acciones, subrayó la necesidad de una efectiva implementación de los tratados internacionales más relevantes para la biodiversidad e hizo un llamamiento a una mayor aplicación de CITES como instrumento para prevenir y perseguir la deforestación520.

			La Estrategia de la Unión Europea sobre la Biodiversidad para 2030, hecha pública en mayo de 2020, por un lado, hace especial incidencia en la política en materia de bosques y, por otro lado, vuelve a hacer referencia a la revisión de la Directiva 2008/99/CE en el marco de las medidas para acabar con el comercio ilegal de especies silvestres. Así, se anuncia la revisión en 2021 del Plan de acción de la Unión Europea contra el tráfico de especies silvestres, el endurecimiento de las normas sobre el comercio de marfil en la Unión Europea y se añade que la Comisión “estudiará la posible revisión de la Directiva sobre delitos contra el medio ambiente, en particular ampliando su ámbito de aplicación e introduciendo disposiciones específicas sobre el tipo de sanciones penales y su cuantía”521.

			A pesar del carácter tangencial con el que la Estrategia trata el tráfico ilegal de especies silvestres y de la poca contundencia con la que se refiere a la revisión de la Directiva 2008/99/CE, cabe destacar que la Directiva 2008/99/CE fue objeto de una consulta pública de la Comisión Europea a finales de 2019, en la que se hacía especial incidencia a los delitos contra la vida silvestre, por lo que cabe prever algún tipo de acción al respecto.

			Desde el punto de vista del mandato de tutela penal de la biodiversidad, en el marco de la Unión Europea lo más relevante a medio plazo es la posible introducción de disposiciones específicas sobre el tipo y la gravedad de las sanciones penales, en la línea de otras Directivas aprobadas con posterioridad al Tratado de Lisboa. En el ámbito internacional, deberá esperarse a la aprobación del “Marco Mundial para la Biodiversidad Post 2020”, para valorar la naturaleza y el alcance de los acuerdos alcanzados.

			2. ¿Cómo se protege la biodiversidad en el Código penal español? En concreto: ¿es suficiente para hacer frente al tráfico ilegal de especies silvestres y la deforestación?

			La protección de la biodiversidad en el Código penal español puede plantearse desde distintas perspectivas. Si el análisis se realiza tomando como referencia las causas de la pérdida de biodiversidad señaladas más arriba, podríamos identificar un conjunto amplio de delitos que, de forma directa o indirecta, dan respuesta a estos fenómenos: los delitos contra los recursos naturales y el medio ambiente, los delitos sobre la flora y la fauna, algunos delitos contra la seguridad colectiva (así, alguna modalidad de los delitos sobre la energía nuclear y las radiaciones ionizantes y de los delitos de incendios) e incluso los delitos sobre la ordenación del territorio. 

			Si, en cambio, el análisis se realiza desde la perspectiva del bien jurídico protegido biodiversidad, la situación puede cambiar. La configuración de la biodiversidad como bien jurídico protegido debe insertarse en el complejo debate y evolución doctrinal acerca de la configuración del medio ambiente como bien jurídico protegido. De entre las distintas propuestas teóricas que eran objeto de debate, el legislador penal de 1995 optó por tutelar el medio ambiente a través de los subsistemas que lo conforman. Como señaló en su día HAVA GARCÍA, el legislador configuró un bien jurídico de contornos propios, instrumental al mantenimiento del equilibrio ecológico, al dotar de tutela autónoma a uno de los subsistemas que integran la biosfera, el biótico, constituido principalmente por las especies de la fauna y flora522.

			Desde entonces, es criterio aceptado por la doctrina y la jurisprudencia que la biodiversidad es el bien jurídico protegido específico en los delitos sobre la flora y la fauna (arts. 332 a 336 del Código penal)523, si bien algunos autores prefieren mantener la referencia genérica al medio ambiente como bien jurídico protegido, con el matiz “aunque referido en este caso específicamente a los factores bióticos del mismo: flora y fauna”524. 

			El matiz es, en realidad, pertinente, pues de alguna manera, la protección autónoma (aunque instrumental) de la flora y la fauna y su habitual identificación con la biodiversidad, podría propiciar una comprensión restrictiva de la biodiversidad y de su protección en el Código penal. En este sentido, es importante recordar que son tres las dimensiones o niveles abarcados por la definición de biodiversidad de la Convención de Diversidad Biológica, recogidos en España por la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad: la diversidad genética dentro de cada especie, la diversidad de especies y la diversidad de los ecosistemas. El “nivel ecosistema”, quizás el más complejo, hace referencia a la variedad de hábitats que se encuentran en cada región y a la relación ecológica que se produce entre los distintos ecosistemas. El equilibrio ecológico es el resultado del equilibrio de cada uno de los niveles de la biodiversidad.

			Teniendo en cuenta la complejidad del concepto de medio ambiente, la interdependencia de la biodiversidad con el concepto de equilibrio ecológico y la variedad de factores que inciden en la pérdida de biodiversidad, sería difícil excluir la biodiversidad como objeto de protección de cualquier delito ambiental, máxime cuando se hace referencia expresa en algunos de ellos al equilibrio de los sistemas naturales o cuando, con la reforma penal de 2010 y como consecuencia de la transposición de la Directiva 2008/99/CE, apareció en la redacción típica de los delitos relativos a residuos del artículo 328 del Código penal (hoy artículo 326), la referencia a “animales o plantas”. Referencia que, con la reforma penal de 2015, se incorporó también al artículo 325 del Código penal. Del mismo modo, sería difícil no interpretar desde la óptica de la biodiversidad la protección ofrecida por los delitos de incendios, ya sea en zonas forestales (arts. 352 a 355 del Código penal), ya sea en zonas de vegetación no forestal (artículo 356 del Código penal).

			Hechas estas consideraciones de carácter general, corresponde analizar cuál es el grado de protección que ofrece el ordenamiento jurídico-penal español, concretamente ante la deforestación y el tráfico ilegal de especies silvestres.

			La primera observación que debe hacerse es que los fenómenos a los que estamos haciendo referencia, los que tienen mayor impacto global, son los que se producen en el contexto de la criminalidad ambiental transnacional, muchas veces vinculada (aunque no siempre) al crimen organizado. Estamos hablando de macro-operaciones de tráfico ilegal de especies de flora y fauna silvestres, de gran magnitud económica e impacto social y político, además de ambiental, y que suelen conllevar otros tantos delitos asociados (corrupción, delito fiscal, blanqueo de capitales, falsificación)525.

			Dejando ahora al margen los delitos asociados, si nos centramos en los actos de tráfico, los delitos aplicables en esta materia son los artículos 332 y 334 del Código penal, así como el artículo 2.2 de la Ley Orgánica 12/1995, de 12 de diciembre, de Represión del Contrabando (en adelante, LORC). 

			La redacción vigente de los artículos 332 (flora) y 334 (fauna) del Código penal es consecuencia de la Ley Orgánica 1/2015, de 30 de marzo, por la que se modificó el Código penal. La reforma de estos delitos se justificó por la necesidad de abordar una mejor transposición de la Directiva 2008/99/CE, llevada a cabo inicialmente a través de la reforma penal de 2010. En esa primera ocasión, si bien se hizo alguna adecuación a la Directiva (como la introducción en el artículo 334 de la conducta típica relativa a la destrucción o alteración grave del hábitat de una especie amenazada), no se cumplió, por ejemplo, con el mandato europeo de sancionar penalmente la comisión imprudente ni tampoco se introdujo el principio de insignificancia en estos delitos, tal y como sí hacía la Directiva en las letras f) y g) del artículo 3.

			En consonancia con la Directiva, la reforma penal de 2015 amplió el objeto material del delito en ambos casos. Mientras la redacción anterior a 2015 hacía referencia a especies amenazadas (en el caso de la flora, de forma más concisa, a “especies o subespecies de flora amenazada o sus propágulos”), a partir de la reforma, objeto material del delito pasan a serlo las especies protegidas de flora y fauna silvestre, haciéndose también referencia, en el supuesto de tráfico, “a sus partes, derivados y propágulos” (artículo 332) y a “sus partes o derivados” (artículo 334). En ambos casos se agrava la pena, si se trata de especies o subespecies catalogadas en peligro de extinción.

			Para integrar estos elementos típicos, además de la normativa administrativa interna aplicable en la materia, debe tenerse en cuenta que la Directiva 2008/99/CE establece de forma expresa que, a los efectos del artículo 3, letras f) y g), se entenderá por “especies de flora y fauna silvestre”, las recogidas en los anexos A y B del Reglamento (CE) núm. 338/1997 que, como sabemos, da cumplimiento a CITES526. 

			Esta circunstancia plantea la relación existente entre los artículos 332 y 334 del Código penal y el delito previsto en el artículo 2.2 letra b), segundo inciso, de la LORC, que mucho antes del mandato de la Directiva, incorporó CITES y el Reglamento 338/1997 al sistema de protección penal de la biodiversidad en España. De acuerdo con este artículo de la LORC, es delito, siempre que el valor de los bienes, mercancías, géneros o efectos sea igual o superior a 50.000 euros, realizar operaciones de importación, exportación, comercio, tenencia, circulación de especímenes de fauna y flora silvestres y sus partes y productos, de especies recogidas en CITES o en el Reglamento (CE) núm. 338/1997, sin cumplir los requisitos legalmente establecidos527.

			Desde el punto de vista de la protección penal de la biodiversidad, aquello que interesa poner de relieve aquí con relación a estos delitos, es la limitación de la protección a las especies protegidas de flora y fauna silvestre. Esta limitación, coherente con la normativa internacional, europea y española relativa a la protección y a la conservación de las especies y, en última instancia, con el principio de ultima ratio del Derecho penal, suscita en cambio alguna reflexión desde la óptica de la necesidad, apuntada más arriba como esencial, de diseñar políticas y adoptar medidas que aborden de forma integral la pérdida de biodiversidad y la emergencia climática.

			Desde esta perspectiva, puede afirmarse la insuficiencia de la protección penal ofrecida por el Código penal y por el artículo 2.2 letra b), segundo inciso, de la LORC, ante algunos fenómenos especialmente graves para la biodiversidad, como el tráfico ilegal de madera. El tráfico ilegal de madera es el delito ambiental transnacional de mayor magnitud económica, con graves impactos sociales, políticos y ambientales. Como recuerda el Parlamento Europeo:

			la deforestación y la degradación de los bosques son la segunda causa de origen humano de las emisiones de carbono y son responsables de casi el 20% de las emisiones mundiales (…) los bosques con diversidad biológica contribuyen significativamente a la mitigación del cambio climático y a la adaptación al mismo, así como a la conservación de la biodiversidad528.

			La limitación de la protección a las especies protegidas no da respuesta a los tres niveles de la biodiversidad ni adopta el enfoque holístico que requiere la lucha contra la pérdida de biodiversidad y el cambio climático.

			Es por esta razón, que en un trabajo previo sobre el tráfico ilegal de madera, ya apunté la necesidad de no olvidar el primer inciso de la letra b) del artículo 2.2 LORC, sobre todo teniendo en cuenta que España optó por las sanciones administrativas en la incorporación del Reglamento europeo de la madera o EUTR529.

			El artículo 2.2 LORC hace referencia a operaciones de importación, exportación, comercio, tenencia o circulación de géneros estancados o prohibidos. El artículo 1 LORC define “géneros prohibidos” como: 

			todos aquellos cuya importación, exportación, circulación, tenencia, comercio o producción estén prohibidos expresamente por tratado o convenio suscrito por España, por disposición con rango de ley o por reglamento de la Unión Europea. El carácter de prohibido se limitará para cada género a la realización de la actividad o actividades que de modo expreso se determinen en la norma que establezca la prohibición y por el tiempo que la misma señale.

			Por consiguiente, como indiqué en su momento, ya sea por remisión a la Ley de Montes (norma interna que incorporó el EUTR), ya sea por remisión al propio EUTR, deberá considerarse “género prohibido” toda madera no aprovechada legalmente y sus productos derivados, independientemente del carácter protegido o no de la especie530. Desde el punto de vista del bien jurídico protegido por este delito, es perfectamente plausible defender aquí también la protección de la biodiversidad. Con relación a los delitos de la LORC, “la opinión dominante en la actualidad considera que no es posible hallar un único bien jurídico común a todas las modalidades delictivas y que, por tanto, el objeto de tutela deberá determinarse en concreto a la vista de cada una de las conductas que se tipifican”, configurándose algunas de ellas como delitos pluriofensivos o con un bien jurídico dual531. En este sentido, es importante recordar que la normativa de la UE relativa al código aduanero de la Unión, reconoce de forma expresa la protección del medio ambiente como misión aduanera532.

			En definitiva, lo que pone de relieve el ejemplo del tráfico ilegal de madera es que diseñar políticas y adoptar medidas que aborden de forma integral la pérdida de biodiversidad y la emergencia climática, exige revisar posibles lagunas en el marco jurídico penal existente, pero, también, analizar y abordar los déficits de aplicación de los instrumentos existentes.

			3. ¿El Código penal español adopta el enfoque “salud planetaria” en la protección penal de la biodiversidad? 

			No. Proteger penalmente la biodiversidad y el medio ambiente con un enfoque “salud planetaria”, implicaría tener en cuenta las complejas interacciones entre la salud humana, la salud animal y el estado de los sistemas naturales. Implicaría abandonar algunos planteamientos todavía claramente antropocéntricos, tanto en la configuración de los delitos ambientales como en su aplicación.

			Por señalar solo algunas cuestiones, quizás las más evidentes, habría que plantearse si sigue justificándose que en el artículo 325.2 del Código penal, las penas sean más elevadas cuando el riesgo es para la salud de las personas, que cuando lo es para el equilibrio de los sistemas naturales. Si algo hemos aprendido con la pandemia causada por la Covid-19 es que puede llegar a ser lo mismo. Habría también que examinar, desde esta misma perspectiva, la confusa redacción de los artículos 326.1 y 326 bis del Código penal con relación a las penas previstas. Debería reflexionarse, así mismo, sobre las conductas típicas y las penas de los delitos relativos a la flora y la fauna y compararlas con los instrumentos jurídicos disponibles en otros ámbitos con trascendencia sobre la salud humana, como son los delitos relativos a drogas tóxicas, estupefacientes y sustancias psicotrópicas. Habría que plantearse, en última o primera instancia, si la respuesta debería estar en la reformulación de los delitos ya existentes o si deberían articularse otras opciones para aquellos fenómenos criminales con más impacto global.

			Reconsiderar la protección penal de la biodiversidad y el medio ambiente desde esta perspectiva, requiere sin duda una reflexión muy pausada. No se trata de proponer algunas modificaciones para mejorar la técnica legislativa de algunos delitos. Se trata de replantearse la justificación del Derecho penal en este ámbito, teniendo en cuenta la evolución de la crisis ambiental y la emergencia climática, las fundamentales aportaciones de otras disciplinas, la necesidad de un enfoque integral y, por supuesto, los principios que deben orientar y limitar la intervención del Derecho penal. 

			En definitiva, la brevedad con la que se puede contestar la pregunta formulada en este epígrafe, no se corresponde con la complejidad de la línea de investigación que se abre con ella.

			IV. CONCLUSIONES 

			El título de este trabajo incorpora un interrogante porque, en realidad, este es el objetivo: plantear si, desde el enfoque “salud planetaria” (aquí utilizado de forma comprensiva para designar también los planteamientos One Health y Ecohealth) se justifica una revisión de la protección penal de la biodiversidad en España.

			La cuestión se ha planteado aquí a raíz de la pandemia ocasionada por el coronavirus SARS-CoV-2, que ha puesto de relieve las complejas interacciones entre la salud humana, la salud animal y el estado de los sistemas naturales y, con ello, ha puesto a la biodiversidad en el centro de atención. Se ha hecho especial mención a la respuesta penal ante la deforestación y el tráfico ilegal de especies silvestres, por ser dos de los fenómenos con más impacto en el incremento del riesgo de enfermedades zoonóticas.

			Como se ha señalado en los epígrafes anteriores, no se puede afirmar que, en España, la tutela penal de la biodiversidad y el medio ambiente adopte hoy un enfoque “salud planetaria”, ni tampoco que responda plenamente a la necesidad de abordar de forma integral la pérdida de biodiversidad, la degradación de los ecosistemas y la emergencia climática.

			Existe pues, espacio para el debate. Un espacio, en el que deberá tenerse en cuenta tanto el marco jurídico internacional, europeo y español, que con mayor o menor intensidad impone mandatos de tutela penal en este ámbito, como los principios informadores del Derecho penal. 
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			Capítulo 8

			LA REPERCUSIÓN DE LA Covid-19 EN LA ECONOMÍA CIRCULAR, EN ESPECIAL, EN LA GESTIÓN DE LOS RESIDUOS

			(The impact of the Covid-19 into the circular economy especially in the waste management)

			Aitana De la Varga Pastor

			RESUMEN: En este capítulo analizamos cómo afecta la situación actual a la economía circular y, en especial, a la prevención y gestión de los residuos. Por ello, exponemos en primer lugar, en qué consiste la economía circular, su concepto, y su inclusión en el ordenamiento jurídico tanto de la Unión Europea como del estado español. En segundo lugar, se analiza la legislación de residuos y la incorporación de la economía circular en ella, teniendo en cuenta los fines y objetivos que pretende lograr. En tercer lugar, nos centramos en los residuos domésticos y los residuos sanitarios para analizar los cambios que ha comportado la pandemia, tanto en su prevención, como en su generación y en su gestión. Nos detenemos en la normativa específica y en los problemas que puede generar. En cuarto lugar, abordamos los hábitos de consumo durante la pandemia en los que, a pesar de reducirse el consumo en general, se ha visto aumentado el consumo de productos en monodosis, con el aumento de residuos desechables y no perdurables, a pesar de las recomendaciones de usar productos perdurables. 

			ABSTRACT: In this chapter we analyze how the current situation affects the circular economy and, especially, the prevention and management of waste. For this reason, we first expose what the circular economy consists of, its concept, and its inclusion in the legal system of both the European Union and the Spanish state. Secondly we analyze, the waste legislation and the incorporation of the circular economy into it, taking into account the aims and objectives it aims to achieve. Thirdly, we focus on household waste and medical waste to analyze the changes that the pandemic has brought about, both in its prevention, its generation and its management. We focus on the specific regulations and the problems it can generate. Fourthly, we address consumption habits during the pandemic in which, despite reducing consumption in general, the consumption of single-dose products has increased, with the increase in disposable and non-durable waste, despite recommendations to use durable products.

			SUMARIO: I. INTRODUCCIÓN. II. LA ECONOMÍA CIRCULAR EN EL ORDENAMIENTO JURÍDICO. 1. El concepto de economía circular. 2. El contexto político y el impulso hacia la economía circular, de la UE a los EEMM. a) La economía circular en la Unión Europea. b) La legislación de residuos en la UE. 3. El impacto de la Economía Circular en la legislación estatal de residuos. Objetivos y ambiciones. III. LA PREVENCIÓN Y GESTIÓN DE LOS RESIDUOS Y EL IMPACTO DE LA Covid-19. 1. La generación de residuos durante la pandemia. 2 La gestión de los residuos municipales y los residuos sanitarios en tiempos de Covid-19. 3. Los retos en la gestión de los residuos durante la crisis sanitaria. 4. La Economía circular como argumento en el papel para la gestión de la crisis en los ámbitos especialmente de la prevención. IV. CONSIDERACIONES FINALES. V. BIBLIOGRAFÍA. 

			I. INTRODUCCIÓN

			La pandemia mundial que estamos presenciando, la Covid-19, está afectando a todos los ámbitos de nuestra vida, incluso a la generación y la gestión de los residuos, derivados tanto directa como indirectamente de la enfermedad. A su vez, el contexto social que ha propiciado tiene una repercusión en los residuos, ya que nuestro modo de consumir ha cambiado, en algunos aspectos. En este sentido, teniendo en cuenta la excepcionalidad de la situación ha sido necesario decretar un estado de alarma, a través del Real Decreto 463/2020, que a su vez ha habilitado a que se dicten órdenes, instrucciones, directrices y recomendaciones en el ámbito de los residuos. Esta situación se circunscribe en una etapa en la que se propugna y se persigue la llamada economía circular. En este capítulo queremos analizar cómo afecta la situación actual a la economía circular y, en especial, a la prevención y gestión de los residuos. Por ello, exponemos en primer lugar, en qué consiste la economía circular, su concepto, y su inclusión en el ordenamiento jurídico tanto de la Unión Europea como del estado español. En segundo lugar, se analiza la legislación de residuos y la incorporación de la economía circular en ella, teniendo en cuenta los fines y objetivos que pretende lograr. En tercer lugar, nos centramos en los residuos domésticos y los residuos sanitarios para analizar los cambios que ha comportado la pandemia, tanto en su prevención, como en su generación y en su gestión. Nos detenemos en la normativa específica y en los problemas que puede generar. En cuarto lugar, queremos abordar los hábitos de consumo durante la pandemia en los que, a pesar de reducirse el consumo en general, se ha visto aumentado el consumo de productos en monodosis, con el aumento de residuos desechables y no perdurables, a pesar de las recomendaciones de usar productos perdurables. 

			II. LA ECONOMÍA CIRCULAR EN EL ORDENAMIENTO JURÍDICO

			1. El concepto de economía circular

			Qué se entiende por economía circular. La definición como tal en los textos jurídicos solamente la encontramos, hoy en día, en el estado español, incorporada en dos leyes autonómicas, la ley catalana de cambio climático y la ley balear de cambio climático y transición energética. Por un lado, la Ley 16/2017, de 1 de agosto, de canvi climàtic define economía circular como: “economía que promueve la eficiencia en el uso de los recursos para alcanzar un alto nivel de sostenibilidad, mediante el ecodiseño, la prevención y minimización de la generación de residuos, la reutilización, la reparación, la remanufacturación y el reciclaje de los materiales y productos, frente a la utilización de materias primas vírgenes” (art.4.d). Por el otro, la Ley 10/2019 de 22 de febrero, de cambio climático y transición energética balear la define como “una economía en que el valor de los productos y de los materiales se mantiene durante el mayor tiempo posible y la producción de residuos y el uso de los recursos naturales se minimizan, de manera que, cuando un producto o material llega al final de su vida útil, se puede volver a usar y seguir creando valor para la economía y la sociedad, evitando la generación de residuos y el consumo de recursos naturales vírgenes” (art. 4). 

			De ambos textos se desprende que la economía circular llama a la necesidad de otorgar un uso eficiente a los recursos de tal forma que se minimice la generación de residuos y a su vez el uso de los recursos naturales. Para ello, se apuntan distintas maneras de lograrlo, además de la prevención, el ecodiseño, la reutilización, la reparación la remanufacturación y el reciclaje de los materiales y productos. Por lo tanto, se pretende ir hacia una sociedad en la que la economía no se base en la linealidad sino en la circularidad de sus productos, evitando al máximo que dejen de tener utilidad y alargando su vida como producto para ser usado y no desechado. En caso de tener que desecharse la economía circular también tiene lugar, ya que se apuesta por la reutilización y el reciclaje. 

			Esta cuestión no es del todo novedosa, ya que la llamada “sociedad del reciclado” a la que apela la Directiva 2008/98/CE marco de residuos (DMR), incluye la prevención y minimización de residuos, la reutilización y el reciclaje, lo que se plasma en la conocida “jerarquía de residuos”, en donde prima la prevención, seguida de la preparación para la reutilización, el reciclado, otras formas de valorización y la eliminación.533 Además, como se preguntan varios autores, cabrá cuestionarse si efectivamente se trata de un cambio de modelo.534 

			Sin embargo, la economía circular pretende ir más allá, busca un cambio de modelo que no solamente afecte a la gestión de los residuos sino a toda la cadena de valor de los productos, es decir, tanto a su producción, como al consumo y, por último, a la gestión de los residuos. Se focaliza en la necesidad de reducir el consumo de recursos y hacerlos lo más eficientes posible. 

			En este trabajo vamos a hacer más hincapié en la gestión de los residuos, en especial, en los generados en tiempos de pandemia, en lo que concierne a los residuos municipales y los residuos sanitarios. Sin embargo, como veremos será inevitable referirnos además a los ámbitos de la producción y de consumo, ya que ciertos productos, pueden elaborarse de modo que no generen residuos o que los reduzcan y está en manos del consumidor decidir qué tipo de productos consume. 

			Este concepto, a pesar de no plasmarse efectivamente en los textos legislativos se viene configurando en el derecho de la Unión Europea desde 2015 y, a pesar de que existen cientos de definiciones al respecto, donde se consagra oficialmente en la Comunicación de la Comisión de 2 de diciembre de 2015, titulada “Cerrar el círculo: un plan de acción de la UE para la economía circular”535 

			2. El contexto político y el impulso hacia la economía circular, de la UE a los EEMM

			a) La economía circular en la Unión Europea

			La cuestión de los residuos y su problemática se viene abordando desde hace tiempo, en el ámbito, internacional, estatal, autonómico y local. En atención al tema que nos concierne es imprescindible abordar la regulación de la Economía circular y de los residuos en la Unión Europea, el estado español, las CCAA y los EELL, pero también es necesario comprender que se trata de una problemática sobre la que hay una preocupación a nivel mundial y que la situación requiere un cambio mundial. Sin ir más lejos, los Objetivos de Desarrollo Sostenible atienden en el objetivo 12, “producción y consumo responsable”, la necesidad de cambiar los métodos de producción y consumo de bienes y recursos, reciclar y reducir los desechos, lo que también implica reducir los vertederos incontrolados, y la incineración y reducir la generación a través de la prevención. 

			El impulso hacia una economía circular proviene de la Unión Europea, quien se erige como primera potencia mundial en lograr la transición hacia la economía circular. En 2015, tras un intento fallido en 2014536, se aprobó el Plan de Acción para la economía circular que plantea transformar la economía con el objetivo de lograr una “economía sostenible, hipocarbónica, eficiente en el uso de los recursos y competitiva”.537 Este Plan contenía un anexo con 54 medidas relativas a la producción y el consumo, la gestión de residuos y el mercado de materias primas secundarias, en el que se identificaban cinco sectores prioritarios, para acelerar la transición a lo largo de sus cadenas de valor, entre los que se encuentran los plásticos. La Comisión afirmó que estas 54 acciones se habían ejecutado o se estaban ejecutando.538 539

			Nos parece apropiado referirnos a la comunicación que se centra en la recuperación de energía a partir de los residuos y en el lugar que ocupa en la economía circular. Esta transformación de los residuos en energía es un concepto amplio que abarca mucho más que la incineración de residuos (la coincineración de residuos en instalaciones de combustión, por ejemplo, centrales eléctricas, y en la producción de cemento y cal, incineración de residuos en instalaciones especializadas, digestión anaerobia de residuos biodegradables producción de combustibles sólidos, líquidos o gaseosos derivados de residuos, y otros procesos, incluida la incineración indirecta tras una fase de pirolisis o gasificación). Sin embargo, la incineración de residuos con una recuperación de energía limitada se considera eliminación.540 Tal y como expone este documento es preciso tener en cuenta en relación con el objeto de nuestro trabajo que “en el caso de algunos flujos de residuos específicos, es posible que, a fin de alcanzar el mejor resultado para el medio ambiente, haya que dejar a un lado el orden de prioridad de la jerarquía, entre otras cosas por motivos de viabilidad técnica, viabilidad económica y protección del medio ambiente. Esto debe justificarse en consonancia con las disposiciones del artículo 4, apartado 2541, de la Directiva marco sobre los residuos. Por ejemplo, en algunos casos concretos y justificados —como los materiales que contienen determinadas sustancias extremadamente preocupantes—, la eliminación o la recuperación de energía pueden ser preferibles al reciclado”. Esto es lo que puede suceder con los residuos infecciosos, o incluso con los que son sospechosos de serlos, que son los que se derivan de la pandemia básicamente, como son las mascarillas los guantes, los EPI’s, entre otros. 

			[image: ]

			“Cuando se opte por un proceso de transformación de residuos en energía, es preciso garantizar que se utilizan las técnicas más eficientes: así se maximiza su contribución a los objetivos climáticos y energéticos de la UE. El estudio de la Comisión calcula que si las técnicas demostradas y las medidas de apoyo se aplican convenientemente, la cantidad de energía recuperada de los residuos podría aumentar en un 29 % hasta los 872 PJ/año usando exactamente la misma cantidad de residuos como materia prima. Este dato es indicativo del potencial de mejora en eficiencia energética. El estudio de la Comisión determinó que las mejores técnicas demostradas para aumentar la eficiencia energética de los cuatro procesos de transformación de residuos en energía que se indican a continuación son: coincineración en instalaciones de combustión: gasificación de combustible sólido recuperado (CSR)29 y coincineración del gas sintético resultante en la instalación de combustión para sustituir los combustibles fósiles en la producción de electricidad y calefacción; coincineración en la producción de cemento y cal: conversión del calor residual en energía en hornos de cemento; incineración de residuos en instalaciones especializadas o uso de sobrecalentadores, o aprovechamiento de la energía que contienen los gases de escape, o uso de bombas de calor, suministro de agua fría para las redes de refrigeración urbana, y distribución del calor procedente de los residuos a través de redes de calefacción urbana de baja temperatura; digestión anaerobia: revalorización del biogás en bioetanol para su distribución y uso ulteriores (p. ej., inyección en la red de gas y combustible para el transporte).”

			Volviendo al Plan de Acción de Economía Circular de 2015, este preveía, entre las acciones la modificación de la legislación de residuos. De las siete directivas que se aprobaron nos interesa destacar especialmente, la Directiva (UE) 2018/851 de 30 de mayo, por la que se modifica la Directiva 2008/98/CE, sobre los residuos y la Directiva (UE) 850/2018, de 30 de mayo, por la que se modifica la Directiva 1999/31/CE relativa al vertido de residuos. También cobran relevancia las Directiva (UE) 852/2018, de 30 de mayo, por la que se modifica la Directiva 94/62/CE relativa a los envases y residuos de envases y la Directiva/(UE) 974/2019, de 5 de junio, relativa a la reducción del impacto de determinados productos de plástico en el medio ambiente.542

			Posteriormente, a finales de 2019 se aprobó el llamado Pacto Verde Europeo que sigue apostando por la economía circular, pero siempre con la perspectiva de aumentar el crecimiento económico.543 Este pacto, considera que para lograr un clima neutral y una economía circular debe haber una movilización total de la industria, a 25 años vista, es decir, en 2050 y por ello prevé la adopción de una estrategia industrial de la UE a la que se le debe sumar un nuevo plan de acción de economía circular, que preveía para marzo de 2020. Se pretende especialmente estimular el desarrollo de mercados dirigidos a la neutralidad climática y a los productos circulares, en la UE y más allá. Este nuevo plan de acción para la economía circular544 prevé una iniciativa legislativa sobre una política de productos sostenibles que, entre otras cuestiones limite el uso de productos de un solo uso y contrarreste la obsolescencia prematura. La Comunicación se hace eco de la problemática entorno a la generación de residuos cuando afirma que “pese a los esfuerzos nacionales y de la UE, la cantidad de residuos generados no disminuye. La generación de residuos derivada de todas las actividades económicas en la UE asciende anualmente a 2500 millones de toneladas, o 5 toneladas per cápita, y cada ciudadano produce en promedio casi media tonelada de residuos urbanos. La desvinculación de la generación de residuos del crecimiento económico exigirá considerables esfuerzos en el conjunto de la cadena de valor y en todos los hogares.”.

			b) La legislación de residuos en la UE

			En materia de residuos la evolución legislativa ha sido la siguiente. La Directiva 75/442/CEE fue la primera en regular su gestión, ésta fue modificada por la Directiva 91/156/CEE. Posteriormente, la Directiva 2006/12/CE codificó las Directivas existentes previamente y la Directiva 2008/98/CE marco de residuos (DMR) se erigió como la regulación marco en esta materia incorporando lo que vendría a conocerse como la “Sociedad del reciclado” y la pirámide de jerarquía de residuos, que incorpora también la prevención. 
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			Finalmente, y, por el momento, la Directiva (UE) 2018/851 modifica en aras a la economía circular esta DMR. Dicha DMR ya establecía unos objetivos ambiciosos en cuanto a la minimización de la generación de residuos y en relación con su prevención, así como la necesidad de elevar las tasas de residuos reutilizados y reciclados, es decir valorizados, y reducir las tasas de residuos que acaban en vertederos. De acuerdo con la DMR de 2008 antes del 2020 deberá aumentarse como mínimo hasta un 50% global de su peso la preparación para la reutilización y el reciclado de residuos de materiales tales como, al menos, el papel, los metales, el plástico, el vidrio, de los residuos domésticos y posiblemente de otros orígenes en la medida en que estos flujos sean similares a los residuos domésticos. 

			Los objetivos que se derivan de esta nueva directiva, en relación con los residuos municipales - también llamados residuos domésticos o anteriormente urbanos o sólidos urbanos - se pueden sintetizar en los siguientes: 

			•	Para 2025, se aumentará la preparación para la reutilización y el reciclado de residuos municipales hasta un mínimo del 55 % en peso;

			•	Para 2030, se aumentará la preparación para la reutilización y el reciclado de residuos municipales hasta un mínimo del 60 % en peso;

			•	Para 2035, se aumentará la preparación para la reutilización y el reciclado de residuos municipales hasta un mínimo del 65 % en peso;

			•	Objetivo vinculante de vertedero para reducir el vertido hasta un máximo de un 10% de los residuos municipales para 2030; 

			•	Recolección separada de Biorresiduos y textiles, obligatoria para 2023 y 2025;

			•	Prohibición de vertido de residuo recogido por separado; 

			•	Promoción de instrumentos económicos para desalentar el vertido de residuos; 

			•	Definiciones simplificadas y mejoradas y métodos de cálculo armonizados para las tasas de reciclado de toda la UE; 

			•	Medidas concretas para promover la reutilización y estimular la simbiosis industrial, convirtiendo el subproducto de una industria en materia prima de otra industria; 

			•	Incentivos económicos para que los productores pongan sus productos más ecológicos en el mercado y apoyen los esquemas de recuperación y reciclaje (por ejemplo, para envases, baterías, equipos eléctricos y electrónicos, vehículos). 

			En definitiva, se pretende reforzar la preparación para la reutilización y el reciclado, en detrimento de la incineración y el depósito en vertedero. 

			Por otra parte, es preciso citar la Directiva 1999/31, de 26 de abril, relativa al vertido de residuos, modificada por Directiva (UE) 2018/850, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de mayo de 2018, la cual se completa con la Decisión 2003/33, de 19 de diciembre, por la que se establecen los criterios y procedimiento de admisión de residuos en los vertederos, además de la Decisión de Ejecución (UE) 2019/1885 de la Comisión de 6 de noviembre de 2019 por la que se establecen normas relativas al cálculo, la verificación y la comunicación de datos relativos al vertido de residuos municipales de acuerdo con la Directiva 1999/31/CE del Consejo, y se deroga la Decisión 2000/738/CE de la Comisión. Esta modificación de la Directiva de vertederos incorpora la economía circular, reforzando los criterios que imponen restricciones al depósito en vertederos. En especial, reduciéndose gradualmente al mínimo el vertido de residuos destinados a vertederos de residuos no peligrosos. Según la nueva Directiva “los Estados miembros deben adoptar todas las medidas necesarias para garantizar que solamente se depositan en vertederos residuos que hayan sido tratados, el cumplimiento de esa obligación no debe llevar a la creación de excesos de capacidad en el ámbito del tratamiento de residuos municipales residuales”.

			3. El impacto de la EC en la legislación estatal de residuos. Objetivos y ambiciones

			En el estado español desde 1975 existe legislación de residuos, no obstante, no es hasta la ley 10/1998, de 21 de abril, de residuos, que se transpone la Directiva de residuos, la cual será substituida por la actual ley en vigor, la Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados (LRSC), la cual requiere de una inminente modificación para incorporar las Directivas anteriormente mencionadas. A día de hoy existe un anteproyecto de ley que no es muy ambicioso en cuanto a los cambios que comporta y que se limita a introducir los nuevos objetivos de reciclaje en relación con los residuos municipales y sigue pendiente de aprobación. Entre estos objetivos se encuentra la reducción del porcentaje de basuras que deben ir a vertedero. 

			Recientemente, además se ha aprobado la Estrategia Española de Economía Circular 2030, que supone la respuesta al Plan de Acción europeo anteriormente citado y que ha sido criticada por la doctrina por ser poco ambiciosa.545 Prevé un plan de acción que aborda los distintos ámbitos en los que se debe actuar, como son, proteger el medio ambiente y garantizar la salud de las personas, impulsar el análisis del ciclo de vida de los productos, impulsando el ecodiseño, plasmar claramente la jerarquía en la gestión de residuos, fomentar la innovación y la eficiencia en los procesos productivos, establecer formas innovadoras de consumo responsable y sostenible, la transparencia, la información, el fomento del empleo verde, etc. En materia de planificación el PEMAR 2016-2022 ya incorporaba cuestiones relativas a la Economía circular. 

			En el ámbito estatal es preciso citar en relación con los vertederos el Real Decreto 1481/2001 que transpuso la Directiva 1999/31/CE que fue modificado posteriormente por el Real Decreto 105/2008. Recientemente este reglamento se ha sometido a una revisión profunda del régimen de gestión de residuos mediante depósito en vertedero a través del Real Decreto 646/2020, de 7 de julio, por el que se regula la eliminación de residuos mediante depósito en vertedero, que incorpora a su vez la Diretiva 860/2018/UE y, por lo tanto, la economía circular, especialmente en lo que se refiere a la necesidad de reducir la cantidad de residuos que se depositan en vertedero y en relación con la necesidad de que sean tratados previamente, antes de su depósito en vertedero, así como sobre los costes de depósito. Además este Real Decreto hace una previsión expresa en la disposición adicional segunda sobre “normas de gestión de residuos domésticos, tanto para su manejo domiciliario en hogares con pacientes, o en cuarentena por Covid-19 como para su gestión posterior, así como sobre la gestión de los residuos procedentes de hospitales, ambulancias, centros de salud, laboratorios, y establecimientos similares en contacto con Covid-19, completando en este último caso lo establecido en el artículo 8 del Real Decret-ley 21/2020, de 9 de junio, de medidas urgentes de prevención, contención y coordinación para hacer frente a la crisis sanitaria ocasionada por la Covid-19, en lo que respecta a la eliminación de los residuos en los centros, servicios y establecimientos sanitarios”, a lo que volveremos en el apartado siguiente. Esta norma incluye los objetivos de vertido que consisten en que el 1 de enero de 2035 la cantidad en peso de residuos municipales vertidos se reducirá al 10% o menos del total de residuos generados de este tipo con los siguientes objetivos intermedios: a) El 1 de enero de 2030 la cantidad en peso de residuos municipales vertidos se reducirá al 20% o menos del total de residuos generados de este tipo; b) El 1 de enero de 2025 la cantidad en peso de residuos municipales vertidos se reducirá al 40% o menos del total de residuos generados de este tipo (art. 8).

			Sin embargo, los números no juegan a nuestro favor y se está lejos de lograr los objetivos inicialmente planteados para 2020 por parte del estado español. Sin ir más lejos los informes de la UE546 sitúan el estado español como uno de los catorce países (junto con Bulgaria, Chipre, Croacia, Eslovaquia, Estonia, Finlandia, Grecia, Hungría, Letonia, Malta, Polonia, Portugal y Rumanía) en riesgo de no cumplir con dichos objetivos, en especial el de 50% de preparación para la reutilización y reciclado de residuos municipales y propone medidas para que se logren, una vez llegada la fecha. Estamos en 2020 y estos objetivos parece ser que no se han logrado, tal y como se preveía, pero se van logrando pequeños retos y se va avanzando paso a paso. 

			Por su parte, las CCAA no se han quedado al margen de la Economía Circular. Varias CCAA han aprobado estrategias o programas de economía circular (Catalunya, Andalucía, Madrid, Extremadura y Navarra) y otras CCAA han ido más allá y la han incorporado en sus textos legales. Este es el caso de Catalunya, a través de la Ley 16/2017, de 1 de agosto, de cambio climático, Navarra, con la ley foral 14/2018, de 18 de junio, de residuos y su fiscalidad, Baleares, en la ley 10/2019, de 22 de febrero, de cambio climático y transición energética y en la ley 8/2019, de 19 de febrero, de residuos y suelos contaminados de las Illes Balears y, Castilla La Mancha, a través de la Ley 7/2019, de 29 de noviembre, de Economía Circular de Castilla-La Mancha. 

			Todas ellas incorporan la economía circular en sus ordenamientos, de un modo más genérico o más concreto. Castilla La Mancha, aborda la cuestión afincando los principios de la economía circular. Baleares, con la ley 8/2019, de 19 de febrero, de residuos y suelos contaminados de las Illes Balears se suma a la regulación de la economía circular, y no solo la define en la ley de cambio climático anteriormente citada, sino que también la incorpora en esta ley como principio a tener en cuenta en diversos ámbitos de aplicación y por los entes competentes y la regula. Catalunya, incorpora la definición de economía circular, y una referencia a medidas concretas en relación con la política sectorial de residuos547, que requiere de un desarrollarlo legislativo a través de lo que será la nueva ley de residuos que substituirá a la actual. Se trata del anteproyecto de ley del uso eficiente de los recursos y la prevención de residuos que se encuentra en trámite de elaboración. De momento se ha sometido la memoria inicial a consulta pública previa, en agosto de 2019, encontrándose en la fase de retorno548. 

			Navarra, incorpora medidas concretas, algunas de ellas sometidas al análisis del TC.549 Se trata de la Ley 14/2018, de 18 de junio, de residuos y su fiscalidad.550 Esta ley que se enmarca en la Agenda 2030, y el Plan de Prevención y Gestión de Residuos de Navarra 2017-2027, que promueve, entre otros, reducir la fracción resto y desincentivar la incineración. La ley resultó menos ambiciosa de lo que pretendía en un inicio pero ha logrado incorporar a la ley medidas concretas como, por ejemplo, el impuesto al vertido y la incineración que revierte a un fondo de residuos, haciendo así efectivo el principio quien contamina paga, todo ello, junto con otras medidas, con el fin de reducir la generación de residuos. 

			II. LA PREVENCIÓN Y GESTIÓN DE LOS RESIDUOS Y EL IMPACTO DEL Covid-19 

			1. La generación de residuos durante la pandemia

			La situación actual en la que vivimos parece que nos haga retroceder en relación con la prevención y minimización de la generación de residuos. Por un lado, el uso de las mascarillas y los guantes de un solo uso, a priori, sin estar infectados por la Covid-19, supone que haya más residuos en la fracción resto. Por otro lado, se ha involucionado en cuanto a las pautas de consumo ya que se ha incentivado el uso de productos en monodosis, lo que genera un aumento de los residuos de un solo uso, sobre todo de plástico, y han aumentado los envasados. Además, se ha experimentado un aumento considerable e inevitable de los residuos sanitarios infectados por la Covid-19, y por lo tanto considerados infecciosos y peligrosos, los cuales han provocado o provocan más problemas en relación con su gestión, colapsando en ocasiones el sistema, por lo que ha sido necesario dictar normas específicas. Por otro lado, también es cierto que las limitaciones en la movilidad de las personas y el cierre de actividad económica y las consecuencias derivadas de ello ha supuesto que se haya consumido mucho menos y que haya descendido la generación de los residuos respecto a años anteriores. Así lo demuestran, por ejemplo, los datos de la Agència de Residus de Catalunya (ARC) que atribuye a las circunstancias en las que se ha vivido durante los meses de marzo a junio de 2020 con el estado de alarma, como son la ausencia de estacionalidad turística, la reducción importante de la actividad comercial, la reducción de la movilidad y la incertidumbre en general, una afectación al consumo que ha provocado en los residuos ordinarios una tendencia en 2020 en los meses de enero a agosto diferente a la de 2019. La fracción orgánica se ha reducido en un 10%, la fracción de envases ligeros se ha incrementado en un 11% (15% hasta el mes de junio), la fracción papel y cartón se ha reducido en un 11%, la fracción vidrio se ha reducido en un 1% (4% hasta el mes de junio) y la fracción resto se ha reducido en un 8%.551 Todo ello comporta un cambio en la generación de residuos, tanto en la cantidad como en el tipo de residuo que se genera, con las correspondientes consecuencias en relación con su gestión y su prevención. Estos cambios han supuesto unos grandes retos para las autoridades competentes para que la situación actual no derive en un problema de salud a la hora de gestionar los residuos, sobre todo aquellos más sensibles de los que se ha aumentado su volumen, como son los residuos infecciosos. 

			2. La gestión de los residuos municipales y los residuos sanitarios en tiempos de la Covid-19 

			La legislación aplicable a la prevención y la gestión de los residuos es la legislación básica, la LRSC, ya citada anteriormente, así como la otra legislación sectorial correspondiente, y la legislación autonómica, en caso de existir, y la legislación, local, en especial, la LBRL y las ordenanzas municipales. 

			Esta normativa debía conjugarse a su vez con el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por la Covid-19. Este Real Decreto permitía que la gestión ordinaria de los servicios se llevase a cabo por parte de las administraciones públicas que tiene otorgada la competencia por la legislación vigente y por lo tanto que las CCAA y los entes locales sigan siendo competentes en materia de gestión de residuos en los términos que veremos a continuación. Al amparo de este Real Decreto se dicta además la Orden SDN/271/2020, de 19 de marzo, por la que se establecen instrucciones sobre gestión de residuos en la situación de crisis sanitaria ocasionada por la Covid-19, la instrucción para los domicilios sobre gestión de los residuos domésticos y Covid-19 (17.03.2020) y la instrucción sobre gestión de los residuos hospitalarios y Covid-19 (1.03.2020), las cuales se desarrollan a través de directrices para la aplicación de la mencionada Orden. Podría pensarse que una vez acabado el estado de alarma estas normas dejarían de tener vigencia, sin embargo, el Real Decreto-ley 21/2020, de 9 de junio, de medidas urgentes de prevención, contención y coordinación para hacer frente a la crisis sanitaria ocasionada por la Covid-19 permite su aplicación en cuanto promulga que “A ese fin responde el presente real decreto-ley con el establecimiento de un deber general de cautela y protección que afiance comportamientos de prevención en el conjunto de la población, y con la adopción de una serie de medidas urgentes de prevención, contención y coordinación, dirigidas a garantizar el derecho a la vida y a la protección de salud mientras perdure la crisis sanitaria ocasionada por la Covid-19, una vez expirada la vigencia del estado de alarma y de las medidas extraordinarias de contención, incluidas las limitativas de la libertad de circulación, establecidas al amparo de aquel”. La disposición adicional segunda del Real Decreto Real Decreto 646/2020, de 7 de julio, por el que se regula la eliminación de residuos mediante depósito en vertedero, al amparo del artículo 8 de este Real Decreto-ley ha incorporado y elevado a rango reglamentario algunos aspectos básicos del contenido de las órdenes y directrices mencionadas anteriormente.552 Esta regulación permite la aplicación de estas pautas excepcionales incluso cuando el estado de alarma haya dejado de existir pero perdure la situación de convivencia con la Covid-19, con las medidas preventivas necesarias. No obstante, esta disposición incorpora aquellas prescripciones de un modo genérico en tanto que no entra en el detalle de cómo se deberán gestionar estos residuos. Sin embargo, también es cierto que nos remite a las recomendaciones de las autoridades sanitarias. 

			Veamos, a continuación, cómo se deben gestionar los residuos municipales y sanitarios, de acuerdo con la legislación básica y sectorial aplicable y como le afecta la regulación excepcional prevista para el estado de alarma y para la situación pandémica. 

			La legislación básica establece, además de los principios básicos que deben regir la prevención, entre los que se encuentra el de autosuficiencia y proximidad, y gestión de los residuos y los objetivos a lograr, así como la pirámide de jerarquía de residuos - donde debe primar la prevención, seguida de la reutilización, el reciclado, otro tipo de valorización, incluida la valorización energética y la eliminación - la clasificación de los residuos, y sus definiciones, los instrumentos de planificación553, los órganos competentes para su gestión, el sistema de autorizaciones, y otras cuestiones para lograr una efectiva gestión de los residuos. Nos interesa, en primer lugar, abordar la clasificación de los residuos para entender cómo se van a gestionar los residuos generados durante la pandemia, provocados esencialmente por ella. 

			La LRSC clasifica los residuos - “cualquier sustancia u objeto que su poseedor deseche o tenga la intención o la obligación de desechar”554 - en residuos domésticos, residuos comerciales, residuos industriales y residuo peligroso. Nos interesa detenernos en los residuos domésticos, que son los “residuos generados en los hogares como consecuencia de las actividades domésticas (…)” (art. 3b) - también llamados “residuos municipales” por la DMR y por algunas normativas autonómicas - , y los residuos peligrosos “residuo que presenta una o varias de las características peligrosas enumeradas en el anexo III, y aquél que pueda aprobar el Gobierno de conformidad con lo establecido en la normativa europea o en los convenios internacionales de los que España sea parte, así como los recipientes y envases que los hayan contenido”. Este anexo III considera peligroso los residuos con la característica de infeccioso - “H 9 «Infeccioso»: Se aplica a las sustancias y los preparados que contienen microorganismos viables, o sus toxinas, de los que se sabe o existen razones fundadas para creer que causan enfermedades en el ser humano o en otros organismos vivos” –. 

			Además, existe una lista europea de residuos que clasifica los residuos como peligrosos o no peligrosos de acuerdo con la Decisión 2000/532/CE, de la Comisión de 3 de mayo de 2000. El código 18 es el que incluye los residuos de servicios médicos o veterinarios y/o de investigación asociada (salvo los residuos de cocina y de restaurante no procedentes directamente de los servicios médicos), entre los que se encuentran los “Residuos cuya recogida y eliminación es objeto de requisitos especiales para prevenir infecciones” (código 18 01 03*  y 18 02 02*), en el marco de 18 01 Residuos de maternidades, del diagnóstico, tratamiento o prevención de enfermedades humanas y 18 02 Residuos de la investigación, diagnóstico, tratamiento o prevención de enfermedades de animales. 

			Las mascarillas guantes y otros EPIS que se generen en el ámbito doméstico serán considerados residuos domiciliarios, salvo los infecciosos que podrán ser clasificados como residuos peligrosos generados en el ámbito doméstico, que tendrán esta connotación, y los residuos generados en centros hospitalarios, centros de salud, de la tercera edad, etc., que serán residuos sanitarios y tendrán la consideración de residuos domésticos si no están infectados y de residuo peligroso, por infecciosos, si lo están, siendo considerados como residuos sanitarios infecciosos. 

			La gestión de estos residuos, de acuerdo con la LRSC, incluye la recogida - operación consistente en el acopio de residuos, incluida la clasificación y almacenamiento iniciales para su transporte a una instalación de tratamiento – el transporte y tratamiento - las operaciones de valorización555 o eliminación556, incluida la preparación anterior a la valorización o eliminación – de los residuos, incluida la vigilancia de estas operaciones, así como el mantenimiento posterior al cierre de los vertederos, incluidas las actuaciones realizadas en calidad de negociante o agente. 

			La valorización, como concepto amplio, incluye tanto la preparación para la reutilización - la operación de valorización consistente en la comprobación, limpieza o reparación, mediante la cual productos o componentes de productos que se hayan convertido en residuos se preparan para que puedan reutilizarse sin ninguna otra transformación previa - como el reciclado de residuos - toda operación de valorización mediante la cual los materiales de residuos son transformados de nuevo en productos, materiales o sustancias, tanto si es con la finalidad original como con cualquier otra finalidad. Incluye la transformación del material orgánico, pero no la valorización energética ni la transformación en materiales que se vayan a usar como combustibles o para operaciones de relleno - . Tanto uno como otro se priorizan en la gestión de los residuos, siempre que se pueda. Por este motivo se obliga a la recogida selectiva, para valorizar los residuos de este modo. Los que no puedan valorizarse así deberán optar por la valorización energética o la eliminación, entendida esta como “cualquier operación que no sea la valorización, incluso cuando la operación tenga como consecuencia secundaria el aprovechamiento de sustancias o energía. En el anexo I se recoge una lista no exhaustiva de operaciones de eliminación”, que incluye, entre otros, el depósito sobre el suelo o en su interior, el depósito controlado en lugares especialmente diseñados, y la incineración en tierra. 

			La recogida selectiva se prevé como obligatoria para la recogida de ciertas fracciones, antes del 2015. Hasta el momento es obligatorio en todo el estado español recoger de forma separada el papel, metales, plástico557 y vidrio (art. 21) y en algunas CCAA la fracción orgánica, que pasará a ser obligatoria en todo el Estado en breve, así como la recogida selectiva del textil. Además, se establecen unos objetivos de recogida a los que ya nos hemos referido. Los EELL son quienes habilitarán espacios, establecerán instrumentos o medidas para la recogida separada de residuos domésticos. Asimismo, las autoridades ambientales en su respectivo ámbito competencial adoptarán las medidas necesarias para asegurarse de que los residuos se sometan a operaciones de valorización. Cuando sea necesario para facilitar o mejorar la valorización, los residuos se recogerán por separado y no se mezclarán con otros residuos u otros materiales con propiedades diferentes (art. 21). Aquello que no se pueda separar se destinará a la fracción resto. A esta fracción es a la que van a ir a parar los residuos principales producidos por la Covid-19, es decir, las mascarillas y guantes, que no sean infecciosos, así como, los infecciosos generados en el ámbito doméstico. 

			La LRSC regula las obligaciones del productor u otro poseedor inicial relativas a la gestión de sus residuos y las obligaciones del productor u otro poseedor inicial relativas al almacenamiento, mezcla, envasado y etiquetado de residuos (arts. 17 y 18). Este artículo se remite a las ordenanzas locales para la entrega de los residuos domésticos para su tratamiento (art. 17.2). Por otro lado, en cuanto al almacenamiento, la mezcla y el etiquetado de residuos en el lugar de producción, el productor u otro poseedor inicial de residuos está obligado a: 1. Mantener los residuos almacenados en condiciones adecuadas de higiene y seguridad mientras se encuentren en su poder. La duración del almacenamiento de los residuos no peligrosos en el lugar de producción será inferior a dos años cuando se destinen a valorización y a un año cuando se destinen a eliminación. En el caso de los residuos peligrosos, en ambos supuestos, la duración máxima será de seis meses; en supuestos excepcionales, el órgano competente de las Comunidades Autónomas donde se lleve a cabo dicho almacenamiento, por causas debidamente justificadas y siempre que se garantice la protección de la salud humana y el medio ambiente, podrá modificar este plazo. Los plazos mencionados empezarán a computar desde que se inicie el depósito de residuos en el lugar de almacenamiento. 2. No mezclar ni diluir los residuos peligrosos con otras categorías de residuos peligrosos ni con otros residuos, sustancias o materiales. (…). 3. Almacenar, envasar y etiquetar los residuos peligrosos en el lugar de producción antes de su recogida y transporte con arreglo a las normas aplicables. 

			En este caso, los residuos sanitarios infecciosos que se produzcan en los hospitales, etc. deberían almacenarse ahí hasta su recogida, sin embargo, el elevado número de residuos generados ha llevado a que sea necesario dictar una norma específica en la que se contempla la posibilidad de almacenar estos residuos fuera del lugar donde han sido creados, por lo que se han habilitado espacios específicos expresamente para el almacenamiento de estos infecciosos. En concreto prevé que para los residuos en contacto con la Covid-19 en hospitales, centros de salut, etc. los guantes y las mascalillas y los EPI’s tienen la consideración de residuos infecciosos y como tales deben gestionarse por la regulación autonómica sobre residuos sanitarios. En relación con este tipo de residuos la orden prescribe maximizar el llenado de contenedores y la posibilidad de que las CCAA requieran el trabajo coordinado con empresas de gestión de residuos, para el uso por ejemplo, de naves o terrenos de terceros para el almacenamiento de contenedores. 

			Por otra parte, el artículo 19 LRSC prevé que “a las fracciones separadas de residuos peligrosos generados en los hogares no les serán de aplicación las obligaciones derivadas de su consideración como residuos peligrosos hasta que no sean aceptadas por una entidad o empresa registrada para su recogida o tratamiento”. En este caso, como indica la Orden SND/271/2020 serán recogidos en la fracción resto y gestionados como los residuos domésticos ordinarios, aunque se piden una serie de requisitos de cómo almacenarlos antes de ser depositados en los contenedores. En relación con las recomendaciones para el manejo domiciliario de los residuos en hogares con positivos o en cuarentena el anexo prevé que la mascarilla y los guantes deben depositarse en una bolsa cerrada que a su vez deberá meterse en una nueva bolsa y todo ello depositarse en el contenedor de fracción resto. Los mismos residuos sin positivos también irán a la fracción resto. En primer lugar, prevé que estos residuos se depositen en el contenedor de fracción resto o bien se opte por el sistema de recogida húmedo-seco (la fracción que indique la entidad local que prohíba que se deposite en otras fracciones). Los residuos generados en hogares que son positivos deberán recogerse del modo habitual (se establecen más recomendaciones en el apartado 2 del anexo). También se prevé el depósito en bolsas “masivas” de centros.

			La LRSC (art. 20) también impone unas obligaciones a los gestores de residuos, esto es a los que realicen una actividad de tratamiento de residuos. Estos deberán llevar a cabo el tratamiento de los residuos entregados conforme a lo previsto en su autorización y acreditarlo documentalmente, por lo que establezca la autorización será lo que determine como tratar los residuos y gestionar adecuadamente los residuos que produzcan como consecuencia de su actividad. Además a las entidades o empresas que recogen o transportan los residuos con carácter profesional se les obliga a: a) Recoger los residuos y transportarlos cumpliendo las prescripciones de las normas de transportes, las restantes normas aplicables y las previsiones contractuales; b) Mantener durante su recogida y transporte, los residuos peligrosos envasados y etiquetados con arreglo a las normas internacionales y comunitarias vigentes; c) Entregar los residuos para su tratamiento a entidades o empresas autorizadas, y disponer de una acreditación documental de esta entrega.

			Asimismo, se prevén las obligaciones a las que están sometidos los gestores de residuos en general y que reproducimos: a) Mantener los residuos almacenados en las condiciones que fije su autorización. La duración del almacenamiento de los residuos no peligrosos será inferior a dos años cuando se destinen a valorización y a un año cuando se destinen a eliminación. En el caso de los residuos peligrosos, en ambos supuestos, la duración máxima será de seis meses; en supuestos excepcionales, el órgano competente de las Comunidades Autónomas donde se lleve a cabo dicho almacenamiento, por causas debidamente justificadas y siempre que se garantice la protección de la salud humana y el medio ambiente, podrá modificar este plazo. Durante su almacenamiento los residuos peligrosos deberán estar envasados y etiquetados con arreglo a las normas internacionales y comunitarias vigentes. Los plazos mencionados empezarán a computar desde que se inicie el depósito de residuos en el lugar de almacenamiento; b) Constituir una fianza en el caso de residuos peligrosos y cuando así lo exijan las normas que regulan la gestión de residuos específicos o las que regulan operaciones de gestión. Dicha fianza tendrá por objeto responder frente a la Administración del cumplimiento de las obligaciones que se deriven del ejercicio de la actividad y de la autorización o comunicación; c) Suscribir un seguro o constituir una garantía financiera equivalente en el caso de entidades o empresas que realicen operaciones de tratamiento de residuos peligrosos y cuando así lo exijan las normas que regulan la gestión de residuos específicos o las que regulan operaciones de gestión, para cubrir las responsabilidades que deriven de estas operaciones. Dicha garantía deberá cubrir, en todo caso: 1.º Las indemnizaciones debidas por muerte, lesiones o enfermedad de las personas. 2.º Las indemnizaciones debidas por daños en las cosas. 3.º Los costes de reparación y recuperación del medio ambiente alterado. Esta cuantía se determinará con arreglo a las previsiones de la legislación sobre responsabilidad medioambiental; d) No mezclar residuos peligrosos con otras categorías de residuos peligrosos ni con otros residuos, sustancias o materiales. La mezcla incluye la dilución de sustancias peligrosas. El órgano competente podrá permitir mezclas sólo cuando: 1.º la operación de mezclado sea efectuada por una empresa autorizada; 2.º no aumenten los impactos adversos de la gestión de residuos sobre la salud humana y el medio ambiente, y 3.º la operación se haga conforme a las mejores técnicas disponibles. 

			Por último la LRSC se remite en materia de gestión de residuos peligrosos a cumplir los requisitos recogidos en el procedimiento reglamentariamente establecido relativo a los residuos peligrosos.

			Como ya vimos anteriormente para los residuos en contacto con Covid-19 en hospitales, centros de salut, etc. los guantes y las mascalillas y los EPI’s tiene la consideración de residuos infecciosos y como tales deben gestionarse por la regulación autonómica sobre residuos sanitarios. En relación con este tipo de residuos la orden prescribe maximizar el llenado de contenedores y la posibilidad de que las CCAA requieran el trabajo coordinado con empresas de gestión de residuos, para el uso, por ejemplo, de naves o terrenos de terceros para el almacenamiento de contenedores. También se prevé el uso de instalaciones de fabricación de cemento autorizadas para coincinerar, donde incinerar estos residuos y el uso de instalaciones de incineración de residuos municipales. Recordemos que la recogida y la gestión de residuos es una competencia municipal y como tal es un servicio esencial. Cabe destacar que se prevé la posibilidad de autorizar el almacenamiento de residuos sanitarios, y la posibilidad de transportar los residuos sanitarios mediante un procedimiento de comunicación, sin someterlo al procedimiento de residuos peligrosos. 

			En relación con la eliminación la LRSC apela al sometimiento de los residuos a operaciones de eliminación seguras cuando no se lleve a cabo la valorización de acuerdo con el artículo 21.5 (las autoridades ambientales en sus respectivos Planes y Programas fomentarán métodos de recogida eficientes de acuerdo con las características y posibilidades de cada territorio o población, para facilitar el cumplimiento de los objetivos de preparación para la reutilización, reciclado y valoración) adoptando las medidas que garanticen la protección de la salud humana y el medio ambiente. Los residuos deberán ser sometidos a tratamiento previo a su eliminación salvo que el tratamiento de los mismos no sea técnicamente viable o no quede justificado por razones de protección de la salud humana y del medio ambiente. Se da la opción de que las autorizaciones de las operaciones de eliminación de residuos queden sujetas a la prestación de una fianza u otra garantía financiera 

			En relación con los residuos generados por la Covid-19, la citada orden indica que una vez depositados los residuos en la fracción resto la orden regula la recogida de los mismos y prevé, que no se abran manualmente, y que se gestionen mediante incineración de modo preferente. Aún así, también prevé el vertedero, ya sea sin tratamiento previo (no más allá de la fecha en la que la totalidad de la unidad territorial a la que la instalación preste servicio supere la fase 3 del plan para la transición hacia una nueva normalidad) y el vertedero con tratamiento, que consistirá en la trituración previa, para acabar en incineración o en vertedero, y se prevé de forma manual o automática con medidas de seguridad. Por lo tanto, se considera como excepción no tratar previamente el residuo que irá a vertedero. 

			La LRSC regula el régimen de traslados de residuos en el interior del territorio del Estado, desde una CA a otra, para su valorización o eliminación. Cabe tener en cuenta que los traslados de residuos destinados a la eliminación y los traslados de residuos domésticos mezclados destinados a la valorización se efectuarán teniendo en cuenta los principios de autosuficiencia y proximidad. Además, deberá ir acompañado de un documento de identificación a los efectos de seguimiento y control. En caso de eliminación deberán presentar una notificación previa a las autoridades competentes de la CA de origen y de destino. Asimismo deberán presentar una notificación previa a las mismas autoridades los operadores que vayan a realizar un traslado para la valorización de residuos domésticos mezclados, de residuos peligrosos y de los residuos para los que reglamentariamente se determine (art. 25), entre otras cuestiones procedimentales. 

			En cuanto al régimen de autorización de las operaciones de tratamiento de residuos regulado en los arts. 27 y ss. LRSC se prevé la necesidad de obtener autorización por parte de las instalaciones donde vayan a desarrollarse operaciones de tratamiento de residuos, incluido el almacenamiento en el ámbito de la recogida en espera de tratamiento, así como la ampliación, modificación sustancial o traslado de dicha instalación, así como de las personas físicas o jurídicas para realizar una o varias operaciones de tratamiento de residuos. Si coincide el titular de la actividad con el titular de la instalación se concederá una sola autorización que comprenda la de la instalación u la de las operaciones de tratamiento. En todo caso se comprobará en las inspecciones previas: a) La adecuación de las instalaciones a las operaciones de tratamiento previstas en las mismas; b) El cumplimiento de los requisitos técnicos, profesionales o de cualquier otro tipo para llevar a cabo dicha actividad por la empresa que va a realizar las operaciones de tratamiento de residuos; c) Que el método de tratamiento previsto es aceptable desde el punto de vista de la protección del medio ambiente. En particular, cuando el método no se ajuste a los principios de protección de la salud humana y medio ambiente previstos en el artículo 7, se denegará la autorización; d) Que las operaciones de incineración o de coincineración con valorización energética, se realicen con un alto nivel de eficiencia energética; en el caso de tratarse de residuos domésticos, el nivel de eficiencia energética debe ajustarse a los niveles fijados en el anexo II de esta Ley.

			Las autorizaciones se conceden por un plazo máximo de 8 años, pasado el cual se renovarán automáticamente por períodos sucesivos, con excepción de las autorizaciones otorgadas a las instalaciones a las que resulte de aplicación de la Ley 16/2002, de 1 de julio, de prevención y control integrados de la contaminación, hoy Real decreto legislativo 1/2016, cuyo plazo de vigencia coincidirá con el de la autorización ambiental integrada. Todas las autorizaciones se inscribirán por la Comunidad Autónoma en el registro de producción y gestión de residuos. Algunas instalaciones y actividades están sometidas a comunicación previa. 

			En relación con el tratamiento de los residuos cabe mencionar que excepcionalmente durante la pandemia las instalaciones industriales de fabricación de cemento se autorizarán para coincinerar residuos (deberán proceder a incinerar la fracción resto a requerimiento de las autoridades competentes e incluso residuos sanitarios). En este caso se tratará de una actividad de gestión de residuos y, por lo tanto, serán considerados un servicio esencial. Los materiales recuperados deberán quedar almacenados durante al menos 72 horas y se prevén protocolos específicos de protección de los trabajadores y desinfección de quipos y vehículos. 

			En relación con la responsabilidad ampliada del productor, cabría preguntarse si sería exigible a los productores de mascarillas, por ejemplo, y sistemas EPI, las posibles obligaciones que prevé la LRSC, puesto que su durabilidad será clave para el aumento o la disminución de residuos, sin embargo vemos que requiere de un desarrollo reglamentario y que el hecho de estar posiblemente infectados, y deber ser tratado mediante la fracción resto, o como residuo peligroso, parece que lo haga desaconsejable. Cabría preguntarse también ante qué flujo de residuo estaríamos. 

			Estas posibles obligaciones a los productores de productos que con el uso se convierten en residuos, con la finalidad de promover la prevención y de mejorar la reutilización, el reciclado y la valorización de residuos aplicables a los residuos producidos en época de pandemia consisten en: “a) Diseñar productos de manera que a lo largo de todo su ciclo de vida se reduzca su impacto ambiental y la generación de residuos, tanto en su fabricación como en su uso posterior, y de manera que se asegure que la valorización y eliminación de los productos que se han convertido en residuos se desarrolle de conformidad con lo establecido en esta Ley; b) Desarrollar, producir, etiquetar y comercializar productos aptos para usos múltiples, duraderos técnicamente y que, tras haberse convertido en residuos, sea fácil y clara su separación y puedan ser preparados para su reutilización o reciclado de una forma adecuada y sin riesgos y a una valorización y eliminación compatible con el medio ambiente; c) Aceptar la devolución de productos reutilizables, la entrega de los residuos generados tras el uso del producto; a asumir la subsiguiente gestión de los residuos y la responsabilidad financiera de estas actividades, ofrecer información a las instalaciones de preparación para la reutilización sobre reparación y desguace, así como información accesible al público sobre en qué medida el producto es reutilizable y reciclable; d) Establecer sistemas de depósito que garanticen la devolución de las cantidades depositadas y el retorno del producto para su reutilización o del residuo para su tratamiento en los casos de residuos de difícil valorización o eliminación, de residuos cuyas características de peligrosidad determinen la necesidad del establecimiento de este sistema para garantizar su correcta gestión, o cuando no se cumplan los objetivos de gestión fijados en la normativa vigente; e) Responsabilizarse total o parcialmente de la organización de la gestión de los residuos, pudiendo establecerse que los distribuidores de dicho producto compartan esta responsabilidad; f) Utilizar materiales procedentes de residuos en la fabricación de productos; g) Proporcionar información sobre la puesta en el mercado de productos que con el uso se convierten en residuos y sobre la gestión de estos, así como realizar análisis económicos o auditorías; h) Informar sobre la repercusión económica en el producto del cumplimiento de las obligaciones derivadas de la responsabilidad ampliada.”

			Para la aplicación de estas medidas se prevé que se apruebe un Real Decreto aprobado por el Consejo de Ministros, teniendo en cuenta su viabilidad técnica y económica, el conjunto de impactos ambientales y sobre la salud humana, y respetando la necesidad de garantizar el correcto funcionamiento del mercado interior. Sin embargo, no existe un único Real Decreto que regule esta cuestión; sino que se regula en el marco de cada flujo de residuos. La legislación opta, en términos generales por los Sistemas Integrados de Gestión conocido con las siglas SIG y otorga a determinados gestores los sistemas colectivos de responsabilidad ampliada en distintos flujos (envases ligeros y papel cartón – ECOEMBES - , envase de vidrio – ECOVIDRIO - , envases de productos agrarios – SIGFITO - , envases de productos fitosanitarios y fertilizantes - AEVAE, envases de medicamentos y medicamentos caducados – SIGRE - , pilas y acumuladores – EUROPEAN RECYCLING PLATFORM i FUNDACIÓN ECOPILAS, neumáticos fuera de uso – SIGNUS ECOVALOR, SL y TRAATMIENTO NEUMÁTICOS USADOS, SL(TNU)558- , aceites industriales usados – SIGAUS y SIGPI - , residuos de aparatos eléctricos y electrónicos, con 11 sistemas integrados de gestión - (AMBILAMP, ECOASIMELEC, ECOFIMÁTICA, ECOLEC, ECOLUM, ECO RAEE’S, ECOTIC, ERP, REINICIA FUNDACIÓN CANARIA PARA EL RECICLAJE Y EL DESARROLLO, y SUNREUSE, con las modificaciones pertinentes introducidas por el RD 110/2015-) por último los vehículos al final de su vida útil, regulados por el Real Decreto 20/2017, de 20 de enero, pueden optar por un sistema individual o colectivo de gestión). 559

			Entre estos no se encuentran específicamente los provenientes de la pandemia, ya que a priori son unos residuo temporales y surgidos de una situación de emergencia. Sin embargo se podría plantear la necesidad de aprobar un reglamento para tal caso, puesto que, por ejemplo, sería exigible que las mascarillas que se fabriquen sean los más perdurables posible, y sean de un material lo más sostenible o valorizable posible, siempre sin menoscabar sus funciones, por supuesto. Sería oportuno promover la fabricación de mascarillas reutilizables, y gestionar los residuos de acuerdo con estas pautas, siempre que sea posible su aplicación, más allá de las recomendaciones que ya se viene haciendo por parte del gobierno. El hecho de que puedan estar infectados puede dar lugar a pensar que no deben incluirse en este sistema. 

			Es preciso destacar también algunas cuestiones relacionadas con la responsabilidad, la vigilancia, la inspección y el control en la gestión de los residuos (arts. 42 y ss). El productor u otro poseedor inicial o el gestor de residuos serán los responsables del cumplimiento de las obligaciones que se deriven de su producción o gestión. La Administración ejercerá sus funciones de vigilancia, inspección y control y lo hará a través de los cuerpos de inspección debidamente reconocidos conforme a las normas que le sean aplicables, tanto por el cuerpo de inspectores propios como por entidades colaboradoras. Se prescribe que haya inspecciones periódicas en las entidades y empresas que lleven a cabo operaciones de tratamiento de residuos, las que recojan o transporten residuos con carácter profesional, los agentes y negociantes y los establecimientos y empresas que produzcan residuos, así como los sistemas de aplicación de la responsabilidad ampliada del productor. No obstante, en cualquier momento el órgano competente podrá comprobar que se cumplen los requisitos para el mantenimiento de las autorizaciones otorgadas y para continuar la actividad prevista en las comunicaciones. En caso de que no fuera así se podrá suspender la autorización o paralizar provisionalmente la actividad prevista en la comunicación y se propondrán las medidas a adoptar o, en su caso, se podrá revocar la autorización o paralizar definitivamente la actividad.

			Cabe apuntar que en este tiempo de pandemia ha habido algunas inspecciones que han generado cierto desconcierto a las autoridades competentes administrativas, ya que se han llevado a cabo, no por ellas sino por la fiscalía, en las que se ha inspeccionado el transporte y el tratamiento de los residuos generados durante la pandemia que se han llevado a incinerar o a vertedero de depósitos controlados. Esta situación se ha dado sobre todo con los residuos generados en las residencias de gente mayor que acababan en vertedero. Estas inspecciones han sido tildadas como inspecciones punitivas. También es cierto que las órdenes y directrices dictadas para la pandemia permitían autorizar el almacenamiento de residuos sanitarios y la posibilidad de trasportarlos mediante un procedimiento de comunicación, sin someterlo al procedimiento de residuos peligrosos y puede que esto haya dado lugar a desconfianzas pero puede cuestionarse si es motivo suficiente para perseguir la gestión de los residuos sanitarios infecciosos judicialmente cuando por lo que parece se ha aplaudido la coordinación interadministrativa en la gestión de esta problemática. 

			Mientras compete a las CCAA la autorización, vigilancia, inspección y sanción de las actividades de producción y gestión de residuos, son los Entes locales (EELL) y las Diputaciones Forales, quienes tienen atribuido por la LRSC (art. 12), como servicio obligatorio, la recogida, el transporte y el tratamiento de los residuos domésticos generados en los hogares, comercios y servicios en la forma en que establezcan sus respectivas ordenanzas en el marco jurídico de lo establecido en esta Ley, de las que en su caso dicten las CCAA y de la normativa sectorial en materia de responsabilidad ampliada del productor. La prestación de este servicio corresponde a los municipios que podrán llevarla a cabo de forma independiente o asociada. Asimismo, la LBRL también le otorga competencias en materia de gestión de residuos a los EELL, en el artículo 25, en el marco del medio ambiente urbano, la gestión de los residuos sólidos urbanos, así como la obligación de prestar el servicio de recogida (en todos los municipios) y tratamiento de residuos (en los de más de 5000 habitantes), asumiendo la coordinación de la recogida y tratamiento de residuos en los municipios de menos de 20000 habitantes la Diputación provincial o entidad equivalente. Es preciso mencionar, aunque no nos vamos a detener en ello, la discordancia que se aprecia entre la legislación básica de régimen local y la legislación sectorial mencionada, por lo que debería subsanarse para dar seguridad jurídica al respecto.560 En cualquier caso, los EELL asumen competencias en los términos descritos, por lo que van a tener un papel relevante en la recogida, el transporte y el tratamiento de los residuos domésticos generados en los hogares. Cabrá preguntarse qué se entiende como hogar. Los domiciliarios está claro, así como también los residuos que se asemejan a los domiciliarios de los comercios y los centros sanitarios. El problema surge en las residencias llamadas de la tercera edad o de gente mayor, las cuales no están expresamente mencionadas en las normas que tratan los residuos generados en hospitales, etc., pero sí que se habla de establecimientos similares. Cabría entonces ahí preguntarse si debería asimilarse a estos, ya que durante este tiempo de pandemia ha generado numerosos residuos de mascarillas, guantes y EPI’s infectados o no, cuya competencia de recogida, transporte y tratamiento ha recaído en los municipios, sobrepasando en algunos de ellos, sus capacidades, por el incremento de estos residuos, que recordemos, en todo caso deben ir a la fracción resto y ser incinerados o depositados en vertedero. Algunas administraciones locales han manifestado su preocupación y las dificultades que supone para ellos gestionar este tipo de residuos. Por ejemplo, la Diputación de Barcelona ha tenido que establecer un nuevo circuito de recogida de residuos en residencias. El consorcio de gestión de residuos del Vallès Occidental también se refiere a la recogida de residuos en residencias de la gente mayor, que ha supuesto un coste elevado para los ayuntamientos y para el propio consorcio.561 El Real Decreto 646/2020, de 7 de julio, sin embargo habla de establecimientos similares a los sanitarios, cabrá ver como se interpreta este término, por si debiera entrar también en esta definición los residuos infecciosos generados en las residencias de gente mayor. En cualquier caso, serán las ordenanzas las que indiquen como gestionará el municipio los residuos que recoja. 

			Las CCAA juegan un papel relevante en materia de residuos, sobre todo en lo que concierne a la autorización de las instalaciones de tratamiento, entre otros. Será necesario acudir a la legislación autonómica para conocer en qué van a consistir las competencias que asume y el órgano que va a estar al frente. En Catalunya, por ejemplo el Decret legislatiu 1/2009, de residus, atribuye las competencias a la ARC y los planes de prevención y gestión de residuos concretan cómo se va a desarrollar la política de residuos, en concreto el PRECAT20. 

			Los residuos sanitarios no están regulados en el ámbito estatal, sino que es cada Comunidad autónoma la que regula a través de legislación propia la gestión de los residuos que se generan en centros sanitarios y veterinarios. La única legislación estatal que encontramos es la relativa a los residuos sanitarios considerados residuos peligrosos, como son los infecciosos. Esta situación tiene como consecuencia una amplia dispersión normativa. Aun así, la web del Ministerio para la transición ecológica y el reto demográfico recoge unos aspectos comunes de este tipo de residuos en cuanto a su tratamiento562: Los residuos domésticos reciben el mismo tratamiento que los residuos procedentes de los hogares; los residuos biosanitarios asimilables a urbanos reciben el mismo tratamiento que los residuos procedentes de los hogares. En algunas Comunidades Autónomas se eliminan a través de depósito en vertedero; los residuos biosanitarios se esterilizan, posteriormente se trituran y, finalmente, se eliminan mediante depósito en vertedero; los residuos químicos se someten a diferentes tratamientos en función de sus propiedades; los residuos radioactivos son gestionados por la Empresa Nacional de Residuos Radiactivos (ENRESA). 

			Doce son las CCAA que tienen legislación sobre residuos sanitarios, citémoslas por orden cronológico: Navarra (Decreto Decreto Foral 296/1993, de 13 de septiembre, sobre Gestión de Residuos Sanitarios); La Rioja (Decreto 51/1993, de 11 de noviembre de 1993, sobre gestión de residuos sanitarios); Castilla León (Decreto 204/1994, de 15 de septiembre, de Ordenación de la Gestión de los Residuos Sanitarios); Comunidad Valenciana (Decreto 240/1994, de 22 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento Regulador de la Gestión de los Residuos Sanitarios); Aragón (Decreto 29/1995, de 21 de febrero, sobre gestión de los residuos sanitarios); Illes Balears (Decreto 136/1996, de 5 de julio. Consellería Sanidad y Consumo); Galicia (Decreto 460/1997, de 21 de noviembre, por el que se establece la normativa para la gestión de los residuos de los establecimientos sanitarios en la Comunidad de Galicia); Extremadura (Decreto 141/1998, de 1 de diciembre, por el que se dictan normas de gestión, tratamiento y eliminación de los residuos sanitarios y biocontaminados); Catalunya (Decreto 27/1999, de la gestión de los residuos sanitarios); Madrid (Decreto 83/1999, de 3 de junio, por el que se regulan las actividades de producción y de gestión de los residuos biosanitarios y citotóxicos en la Comunidad Autónoma de Madrid); País Vasco (Decreto 76/2002, de 26 de marzo, por el que se regulan las condiciones para la gestión de los residuos sanitarios en la Comunidad Autónoma de País Vasco); y Cantabria (Decreto 68/2010, de 7 de octubre, por el que se regulan los residuos sanitarios y asimilados de la Comunidad Autónoma de Cantabria). 

			Las CCAA que han incorporado la economía circular en sus legislaciones tiene todas legislación propia sobre residuos sanitarios. Sin embargo, ninguna de ellas la ha incorporado expresamente a la normativa específica sobre residuos sanitarios. 

			No obstante, estas normas sí que han ido siendo objeto de modificaciones para adaptarse a la legislación marco u otras disposiciones. Por ejemplo, en la legislación catalana se ha incorporado en el anexo Residus capaços de transmetre les infeccions que generen els residus sanitaris específics los residuos contaminantes con: secreciones respiratorias. Infección: Covid-19 Residuos contaminantes con secreciones respiratorias, a través del Decreto ley 26/2020, de 23 de junio, de medidas extraordinarias en materia sanitaria y administrativa y del Decreto ley 7/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes en materia de contratación pública, de salud y gestión de residuos sanitarios, de transparencia, de transporte público y en materia tributaria y económica. Como vemos, estos incorporan la infección por Covid-19 en el anexo del Decreto 27/1999, de 9 de febrero, de la gestión de residuos sanitarios, que contiene la relación de residuos capaces de transmitir las infecciones que generan los residuos sanitarios específicos.

			3. Los retos en la gestión de los residuos durante la crisis sanitaria 

			En la época de la pandemia la gestión de los residuos ha sido todo un reto para las administraciones competentes de su recogida y de su gestión. Tanto los entes locales, como los órganos de las CCAA como las entidades y empresas gestoras de residuos han tenido que trabajar de forma coordinada para gestionar de la mejor manera posible los residuos generados, en especial los sanitarios y adaptarse a la situación. En Catalunya, por ejemplo, la coordinación entre la Agència de Residus de Catalunya, los ayuntamientos y entes supramunicipales y, por ejemplo, el consorci de gestió de residus del Vallès occidental, entre otros, ha sido clave y fundamental y se considera que ha habido una buena coordinación. 

			La situación ha provocado también que se hayan generado un elevado número de residuos de la fracción resto, de los relacionados directamente con la Covid-19. Destacamos el aumento de este tipo de residuos en los centros y residencias de gente mayor, de la tercera edad, lo que ha supuesto un aumento de la recogida en estos centros por parte de los EELL, lo que ha conllevado a su vez un coste elevado para los ayuntamientos. Por ello, se plantean si no deberían asimilarse a los generados en los hospitales, siéndoles de aplicación la normativa al respecto. El aumento en los hospitales y centros asimilables ha conllevado dictar excepciones en cuanto a su almacenamiento y tratamiento, en el sentido que hemos visto. 

			El aumento de la fracción resto causada por la pandemia puede ser perjudicial para el medio ambiente, en tanto que su gestión se realiza mediante incineración o mediante depósito en vertedero, siendo las opciones menos deseables y que deben tender a la desaparición. Se trata de unos residuos que inevitablemente debe ir a la fracción resto, sobre todo aquellos que han estado en contacto con la enfermedad y que están infectados por lo que será imprescindible tomar las medidas más adecuadas para gestionarlos correctamente. A pesar de que la legislación de residuos obliga al tratamiento previo hemos visto como se permite gestionar los residuos de la pandemia en vertedero y sin tratamiento previo. Esperemos que esto no genere ningún perjuicio. Es evidente que en cualquier caso será primordial disminuir los contagios para evitar este tipo de residuos. 

			Por otra parte, se podría reducir el número de residuos domiciliarios que no estuvieran infectados, es decir, mascarillas y guantes de un solo uso, si se incentivase el uso de mascarillas reutilizables o, por lo menos con una durabilidad lo más amplia posible y se substituyeses los guantes por lavarse las manos frecuentemente. 

			Por último, a pesar que vemos que no se está cumpliendo con la jerarquía de residuos entendemos que el tipo de residuos de que se trata justifica y entra en las excepciones que prevé la propia legislación tanto de la Unión Europea como estatal de destinar dicha fracción a incineración y vertedero. El resto estará en reducir este tipo de residuo. Por lo tanto, aunque estos tratamientos vayan a priori en contra de la economía circular es la única opción que existe para ellos, en tanto en cuanto generan un alto riesgo para la salud de las personas. 

			Sin embargo, hay otro tipo de residuos generados durante la pandemia que sí que pueden y deben obedecer a la jerarquía de residuos y a los principios de la economía circular, como los que veremos a continuación.

			4. La Economía circular como argumento en el papel para la gestión de la crisis en los ámbitos especialmente de la prevención

			Otro reto al que nos enfrentamos no tiene estricta relación con los residuos derivados directamente de la prevención de la pandemia, sino de los hábitos de consumo, en concreto de los productos que se consumen y en el formato que se consumen. Durante los meses en los que se ha levantado el estado de alarma hemos visto como han proliferado los productos de un solo uso, desechables, de papel o de plástico, con su debido envoltorio. Este hábito es totalmente perjudicial, puesto que supone un retraso en los logros que se habían ido consolidando. No estábamos en la cúspide, puesto que siguen existiendo envases superfluos innecesarios, pero se habían logrado avances en el modo de consumir ciertos productos, no solo por los consumidores sino por quienes ofrecen los servicios, como son peluquerías, restaurantes, etc. 

			Sin embargo, parece que el sector del plástico ha visto una oportunidad para sacar su producto al mercado y convencer a los consumidores que es más sano consumir de este modo. Sin embargo, esto se contradice totalmente con las recomendaciones emanadas del gobierno para reducir el consumo de productos de un solo uso para la ciudadanía, entre las que se encuentra el uso de mascarilla reutilizable (con el fin de usar el mínimo de mascarillas desechables), el lavado de manos (para evitar el uso de guantes desechables si no es estrictamente necesario), el uso de bolsas reutilizables, el uso de productos a granel o de grandes formatos, la recomendación de evitar el uso de plástico y la de no abandonar desechos en lugares donde no deben ir, es decir, depositar los guantes, mascarillas etc, en la fracción resto exclusivamente. Las recomendaciones para reducir el consumo de productos de un solo uso para las empresas sugieren el uso de geles y desinfectantes a disposición de los clientes y empresarios, el fomento del uso de bolsas reciclables, la priorización de los productos a granel, el uso de mantelería y vajilla reutilizable, con la correspondiente limpieza, evitar las cartas comunes, evitar el uso de toallas desechables y utensilios de un solo uso, por ejemplo, en las peluquerías y, en caso de ser imprescindible que sean desechables evitar el plástico, promover el uso de mascarilla reutilizable y disponer de contenedores diferenciados. 

			Por otro lado, el gobierno también ha elaborado un documento de prevención y gestión de residuos en la desescalada en el que indica que “la reactivación económica, de hecho, ofrece la oportunidad para progresar hacia la economía circular y descarbonizada, profundizando en las medidas ya adoptadas”. Se plantea la economía circular, sus principios y orientaciones como “una prioridad para el gobierno de España y para la Unión Europea”. Promulga como esencial fomentar la prevención de residuos mediante la reducción, la reutilización, el alargamiento de la vida útil de los productos, la reparabilidad, la reciclablidad, el consumo de servicios en el lugar de su producción, la incorporación de materiales procedentes de residuos nuevamente a los productos. 

			A su vez, insiste en que sigue siendo clave la separación en origen de los residuos preparándolos para la reutilización y que teme el rebrote en tanto que existe un incremento en la generación de residuos por el consumo elevado de productos de un solo uso y advierte que además podían ser de plástico y estar afectados por la Directiva de Plásticos de un solo uso, la Directiva (UE) 2019/904. Para ello se remite a la documentación de la Organización Mundial de la Salud (OMS) sobre la Covid-19 en España en relación con la industria alimentaria para informar de lo poco probable que es que la enfermedad se transmita a través de los alimentos o envases, y advierte que el mayor consumo de envases y productos desechables podría resultar contraproducente por ser estos residuos un vector de transmisión ya que el virus podría permanecer hasta 72 horas en el plástico y acero inoxidable, 4 horas en el cobre y 2 horas en el cartón. Por ello apuesta por el consumo de productos reutilizables, sujetos a medidas adecuadas de limpieza y desinfección en lugar de productos desechables que incrementan el volumen de residuos y pueden contribuir a la propagación del virus. 

			Este mismo documento además de insistir en la necesidad de lavarse más las manos en detrimento del uso de guantes y de referirse a la Directiva (UE) 2019/904 que prevé transponerse en la nueva LRSC, prevé unas medidas para empresas además de proteger a los trabajadores en relación con los residuos, en la línea de las recomendaciones anteriormente indicadas. El listado comprende las siguientes medidas: usar mascarillas reutilizables, fomentando su fabricación y su uso; reducir el uso de guantes; promover el uso de soluciones alcohólicas; en la hostelería evitar el uso de vajilla desechable, especialmente de plástico, tener un contenedor de envases ligeros y otro contenedor de vidrio; promover la venta a granel, con medidas para su manipulación; fomentar los productos de grandes formatos de los de uso habitual; fomentar el empleo de bolsas reutilizables; realizar una labor de información y sensibilización sobre como reducir el desperdicio alimentario (en sector HORECA, comercios y hogares); en peluquerías y similares, evitar el uso de toallas desechables y utensilios de un solo uso; tener en cuenta las restricciones y orientaciones para 2021 en relación con los plásticos de un solo uso; reforzar los mensajes de uso responsable; y recordar no abandonar mascarillas y guantes en el medio ambiente. 

			Todo estos documentos abogan por la economía circular, sin embargo, en la práctica, muy a nuestro pesar, parece que no han tenido todo la repercusión que se hubiera deseado. Se echan en falta campañas de sensibilización que efectivamente logren que se apliquen estas medidas, o que se incorporen en instrumentos normativos que permitan exigir su cumplimiento, puesto que sino quedan como un mero brindis al sol. 

			IV. CONSIDERACIONES FINALES

			La Unión Europea se ha erigido como potencial mundial para liderar el giro hacia una economía circular que debe ser un medio, a su vez, para lograr mitigar y adaptar el cambio climático. La economía circular implica además de al sector productivo y de consumo al ámbito de los residuos. Sin embargo, la incorporación en el ordenamiento jurídico español de la economía circular está siendo lenta y los objetivos a cumplir parecen aún estar lejos, por lo que es necesario acelerar los procesos para lograr un cambio. 

			La situación actual de pandemia mundial nos enfrenta a un escenario en el que se están generando un elevado número de residuos de fracción resto, además residuos infecciosos, peligrosos para la salud, que acaban yendo a incineración o a depósito en vertedero y que la única manera de frenar estos residuos es frenando la enfermedad y la pandemia. 

			A pesar de que la legislación general en materia de prevención y gestión de residuos es, en términos generales, bastante adecuada en relación con las exigencias sobre el papel en la gestión de residuos, en relación con las cuestiones analizadas y salvando las críticas expuestas en el cuerpo del trabajo, ha sido necesario dictar normas específicas por parte del gobierno para solucionar los problemas más acuciantes que ha provocado la enorme cantidad de residuos que se han generado. Además, se han elevado a reglamento en lo esencial. Estas excepciones pueden en ocasiones plantear dudas y cuestiones, como la opción de no tratar los residuos antes de llevarlos a vertederos cuando en condiciones normales es obligatorio, entre otras. 

			La situación de crisis ha comportado que se requiriese una actuación rápida que parece que se ha gestionado bastante bien, con la necesaria cooperación interadministrativa y teniendo en cuenta que la legislación de residuos sanitaria es dispersa, en tanto que cada Comunidad Autónoma tiene la suya, si la tiene, y es antigua, en la mayoría de casos. Aun así también ha dejado ver problemas prácticos como los altos costes de gestión que deben asumir los entes locales. 

			En relación con los hábitos de producción y consumo actuales es preciso mencionar que tanto los productores como los consumidores tenemos la responsabilidad de no olvidarnos de la economía circular y de la jerarquía de residuos en estos tiempos. Por un lado, es cierto que el consumo se ha reducido y con ello la generación de residuos, lo cual consideramos positivo. No hay mal que por bien no venga, pero, por otro lado, estamos consumiendo más productos de un solo uso y productos hiperenvasados. Las recomendaciones del gobierno invitan a seguir las pautas de la economía circular pero no son nada más que eso, recomendaciones, y la industria plástica esta aprovechando la ocasión para hacer negocio. 
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						d) La incorporación de medidas de reducción de las emisiones de gases de efecto invernadero de los vertederos y el uso de combustible procedente de residuos.

						e) La sustitución de materias primas por subproductos o materiales procedentes de la valorización de residuos para favorecer la creación de una economía circular.

				

				
					548	La ley de cambio climático se comprometía a aprobarla en dos años, desde su entrada en vigor, pero dicho plazo no se ha cumplido y se prevé que se retrase aún más. No obstante, cabe apreciar, que el actual Decret legislatiu 1/2009, de residus y el PRECA20, ya incorporan medidas acordes con la economía circular, como es la obligación de separar la fracción orgánica y el canon a la gestión de residuos en incineradora y en vertedero, así como que se enmarca en la estrategia catalana de economía circular. Recientemente la ley 5/2020, de 29 de abril, de medidas fiscales, financieras, administrativas y del sector público y de creación del impuesto sobre las instalaciones que inciden en el medio ambiente, en cuanto a los tributos propios de la ARC prevé el incremento progresivo en cuatro años del tipo de gravamen de los cánones sobre la deposición controlada y la incineración de residuos municipales. Esta ley modifica la actual ley 8/2008, de disposición del rechazo de los residuos. 

				

				
					549	 Recientemente la STC 100/2020 de 22 de julio, ha resuelto y ha abalado la medida de prohibir las bolsas de plástico no compostables desde enero de 2020, al considerar que es acorde a derecho, en base a la competencia de las CCAA de dictar normas adicionales de protección. Véase https://www.actualidadjuridicaambiental.com/jurisprudencia-al-dia-tribunal-constitucional-navarra-residuos/ 

				

				
					550	 Sobre esta ley véase Ruiz De Apodaca Espinosa, Ángel, “Hacia la economía circular: Aspectos destacados de la Ley Foral 14/2018, de residuos y su fiscalidad”, Actualidad Jurídica Ambiental, nº 87 (febrero), 2019, pp. 100-114.

				

				
					551	 Estos datos los expuso el Sr. Josep Simó, Director de l’Àrea d’Infraestructures de l’Agència de Residus de Catalunya en la jornada l’impacte de la Covid-19 en la gestió de residus a Andorra i Catalunya, celebrada el 28 de septiembre. 

				

				
					552	 Este Real Decreto prescribe lo siguiente: “1. En los hogares, los residuos de pacientes positivos o en cuarentena por Covid-19 se deberán gestionar siguiendo las recomendaciones establecidas por las autoridades sanitarias, incluyéndolos en la bolsa de fracción resto. Las bolsas de fracción resto se depositarán exclusivamente en el contenedor de fracción resto o en cualquier otro sistema de recogida de fracción resto establecido en la entidad local. En los sistemas de recogida húmedo-seco, las bolsas se depositarán con la fracción que indique la entidad local. Queda terminantemente prohibido depositar tales bolsas en los contenedores de recogida separada (orgánica, envases, papel, vidrio o textil) o su abandono en el entorno o en la vía pública. Del mismo modo, los guantes, mascarillas y otros equipos de protección individual usados con carácter general para la prevención e higiene deberán depositarse en la fracción resto domiciliaria, estando terminantemente prohibido su abandono en el entorno.

						Las administraciones públicas, en particular las entidades locales, deberán informar a los ciudadanos de lo previsto en el párrafo anterior.

						2. Los residuos sanitarios en contacto con Covid-19 procedentes de hospitales, ambulancias, centros de salud, laboratorios, o de establecimientos similares, así como de aquellos derivados de la desinfección de instalaciones, se considerarán y gestionarán como residuos infecciosos según lo dispuesto para los mismos en la regulación autonómica sobre residuos sanitarios. Las autoridades competentes en materia de residuos de las comunidades autónomas podrán autorizar naves o terrenos para su almacenamiento, que deberán cumplir con los mínimos que las autoridades competentes establezcan, o destinar dichos residuos a instalaciones de incineración autorizadas para ello.

						3. En caso de que eventuales rebrotes asociados al Covid-19 hagan imposible la gestión ordinaria de los residuos referidos en los apartados 1 y 2, las autoridades sanitarias y medioambientales competentes de las comunidades autónomas podrán adoptar medidas de carácter excepcional, precisando las medidas autorizadas y su ámbito temporal y espacial de aplicación. A estos efectos, podrá autorizarse la coincineración de residuos en instalaciones de fabricación de cemento autorizadas para ello, así como la recogida diferenciadas de bolsas procedentes de centros o lugares donde se dé un elevado nivel de afectados por Covid-19.”

				

				
					553	 Sobre la política de residuos véase, entre otros, José Francisco Alenza García, “Los principios de las políticas de residuos”, Revista Aranzadi de derecho ambiental, nº 23, 2012, pp. 215-258.

				

				
					554	 Sobre el concepto de residuo véase, entre otros, José Francisco Alenza García, “El concepto jurídico de residuos y sus clases”, Revista Aranzadi de Derecho Ambiental, nº 38/2017, pp. 327-353.

				

				
					555	 “cualquier operación cuyo resultado principal sea que el residuo sirva a una finalidad útil al sustituir a otros materiales, que de otro modo se habrían utilizado para cumplir una función particular, o que el residuo sea preparado para cumplir esa función en la instalación o en la economía en general. En el anexo II se recoge una lista no exhaustiva de operaciones de valorización.” (art. 3r)

				

				
					556	 “cualquier operación que no sea la valorización, incluso cuando la operación tenga como consecuencia secundaria el aprovechamiento de sustancias o energía. En el anexo I se recoge una lista no exhaustiva de operaciones de eliminación.” (art. 3v)

				

				
					557	 Sorprende que la ley hable de plásticos cuando lo que se recoge selectivamente son los envases.

				

				
					558	 este año se ha aprobado un nuevo Real Decreto, el 731/2020, de 4 de agosto , , por el que se modifica el Real Decreto 1619/2005, de 30 de diciembre, sobre la gestión de neumáticos fuera de uso.

				

				
					559	 En relación con la responsabilidad amplaida del productor, cabe apreciar que el TS considera que la competencia en esta materia es xclusiva del Estado. Así lo ratifica en las SSTS 1121,1122, 1123 y 1124/2020, con la correspondiente anulación de preceptors del PRECAT20 https://www.residuosprofesional.com/ts-competencia-estado-responsabilidad-ampliada-del-productor/ 

				

				
					560	, René Javier, Santamaría Arinas ha estudiado esta cuestión en varios trabajos, como - ¿Hacia la economía circular europea sin los municipios? Una crítica a sectorial de la ley de racionalización y sostenibilidad de la Administración local, Revista Vasca de Administración pública, nº 99-100, 2014.

				

				
					561	 Así se expuso por los ponentes en la jornada celebrada el 28 de septiembre “l’impacte de la Covid-19 en la gestió de residus a Andorra i Catalunya”. 

				

				
					562	https://www.miteco.gob.es/es/calidad-y-evaluacion-ambiental/temas/prevencion-y-gestion-residuos/flujos/residuos-sanitarios/Como-se-tratan.aspx

				

			

		

		
			
			

		

	
		
			Capítulo 9

			REPENSAR LA AGENDA URBANA EUROPEA CON LA CRISIS DE LA Covid-19

			(Rethinking the European Urban Agenda with the Covid-19 crisis)

			Santiago J. Castellà Surribas

			RESUMEN: Las ciudades han cobrado un creciente protagonismo en un mundo global, situándose como el epicentro de grandes transformaciones que vivimos y en concreto de la lucha contra el cambio climático, la transición digital, la innovación, y la participación ciudadana. El llamado “derecho a la ciudad” se concreta en la Nueva Agenda Urbana Hábitat III y en su traducción regional, la Agenda Urbana Europa, que alinea las agendas urbanas nacionales con el acervo urbano europeo. La pandemia de la Covid-19 obliga a repensar todos los fundamentos y contenidos de la misma planteando nuevos retos urbanos en sostenibilidad, movilidad, digitalización de servicios urbanos, vivienda y espacio urbano, participación, y desarrollo económico e innovación.

			ABSTRACT: Cities have taken on a growing role in a global world, positioning themselves as the epicenter of great transformations that we are experiencing and specifically in the fight against climate change, the digital transition, innovation, and citizen participation. The “right to the city” is specified in the New Urban Agenda Habitat III and in its regional translation, the Urban Agenda Europe, which aligns national urban agendas with the European urban heritage. The Covid-19 pandemic forces us to rethink all its foundations and contents, posing new urban challenges in sustainability, mobility, digitization of urban services, housing and urban space, participation, and economic development and innovation.

			SUMARIO: I. INTRODUCCIÓN. II. LA AGENDA URBANA EN LA PRE-PANDEMIA. 1. La Nueva Agenda Urbana (Hábitat III) de las Naciones Unidas. 2. La Agenda Urbana Europea. III. CIUDADES POST-COVID. 1. Ciudades sostenibles y el reto de la movilidad urbana y la peatonalización tras la Covid-19. 2. Ciudades Inteligentes: Redes, interconectividad y datos para responder a una crisis. 3. Desarrollo Urbano y vivienda como ejes de salud pública y comunitaria en situación de pandemia. IV. LAS CIUDADES EPICENTRO DE CAMBIOS GLOBALES. 1. La emergencia de la resiliencia urbana. 2. Producción, consumo y economía circular en las ciudades post-COVID. 3. Un nuevo urbanismo higienista post-COVID. V. CONCLUSIONES. VI. BIBLIOGRAFÍA.

			I. INTRODUCCIÓN

			La pandemia563 provocada por la Covid-19, ocasionada por el virus SARS-CoV-2, ha trastocado el mundo que conocíamos, y sus seguridades e “inseguridades” sistémicas, cuestionando algunos de los fundamentos de la globalización564, y acelerando algunas lógicas de trasformación global,565 principalmente propiciadas por la lucha contra el cambio climático y la transición digital que impulsan el Big Data, el Internet of Thinks (IoT) y la Inteligencia Artificial (IA)566.

			El carácter disruptivo de esta crisis, más allá de las trágicas consecuencias humanas que supone, nos invita a una obligada relectura de los espacios y las lógicas urbanas que teníamos asumidas, permitiendo una readaptación correctiva de los déficits y efectos nocivos de nuestras formas de vida, haciendo de la necesidad virtud, como apuntan parte de los analistas de esta crisis pandémica567. Entre los cambios substanciales de este proceso de globalización contemporáneo, el papel emergente de las ciudades y su protagonismo mundial, es uno de sus rasgos característicos568. Efectivamente, las ciudades se han convertido, en la última década principalmente, en el epicentro de los cambios y transformaciones globales; la emergencia global de las mismas que si bien no es reciente569, si que en la actualidad podemos señalarla como un rasgo determinante para entender la realidad mundial570. Y así lo ha entendido también la Organización de las Naciones Unidas, que además de incorporar la idea de ciudad y el desarrollo urbano a su propuesta programática de Objetivos de Desarrollo Sostenible 2030, también ha propiciado, como veremos la traslación de todos ellos a una Nueva Agenda Urbana, adoptada en Quito, en Hábitat III. 

			Sin embargo, y este es el objeto de este trabajo, la crisis provocada por la pandemia de la Covid-19 nos invita a reprensar y revisitar estas bases, en la llamada Agenda Urbana, principalmente la Europea pero con ella, en gran parte, también la Global, en todos sus aspectos: gobernabilidad, sostenibilidad, transición digital, movilidad, desarrollo urbano,…haciendo aflorar con fuerza y otorgando nuevos significados a las ideas de resiliencia, economía circular, higienismo comunitario, y a las estrategias de crecimiento y desarrollo.

			II. LA AGENDA URBANA EN LA PRE-PANDEMIA

			1. La Nueva Agenda Urbana (Hábitat III) de las Naciones Unidas

			Desde hacía años, y a luz del cambio de milenio, desde diferentes instituciones internacionales multilaterales se venía trabando para establecer una hoja de ruta programática de estableciera un horizonte común al desordenado y complejo mundo de la Postguerra Fría. Finalmente, tras múltiples esfuerzos locales, regionales y globales, el 15 de septiembre de 2015, veía la luz la llamada “Nueva Agenda de desarrollo sostenible” o “Agenda 2030” o los llamados “Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS)”571.

			Como antecedentes principales podemos señalar los llamados “Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM)” adoptados, tras un conjunto de cumbres regionales –impulsadas por Boutros Boutros-Ghali, Secretario General de la Organización de las Naciones Unidas-, en la “Cumbre del Milenio”, en la que participaron 189 Estados, fijando 8 objetivos y 28 metas para hacer frente a los grandes problemas que tiene planteados la humanidad, y cuyo horizonte de cumplimiento se establecía el año 2015572. Posteriormente, en junio de 2012 se reunía la “Conferencia de desarrollo sostenible de Naciones Unidas”573, conocida comunicativamente como “Río+20”, en Río de Janeiro (Brasil) coincidiendo con el 20 aniversario de la “Cumbre de la Tierra”574, celebrada también en Río en 1992, con los objetivos de: (a) Renovar el acuerdo político en desarrollo sostenible, (b) Evaluar los progresos y brechas en la implementación de los acuerdos ya adoptados, y (c) Abordar los retos nuevos y emergentes.

			Es en la Conferencia de Río+20 en 2012, donde se decidió crear un Grupo de Trabajo abierto para desarrollar los nuevos objetivos de desarrollo sostenible, que tras un año de trabajos, coincidió en 17 objetivos y 169 metas para el periodo 2015-2030, concretándose por primera vez un documento programático trasversal, integral y global que propone un horizonte teleológico a los diferentes actores mundiales575, basado en la idea que “el desarrollo sostenible parte de la base de que la erradicación de la pobreza en todas sus formas y dimensiones, la lucha contra la desigualdad dentro de los países y entre ellos, la preservación del planeta, la creación de un crecimiento económico sostenido, inclusivo y sostenible y el fomento de la inclusión social están vinculados entre si y son interdependientes”576. En el último informe anual sobre el progreso de los ODS elaborado por el Secretario General de las Naciones Unidas577, se señala que “cuatro años después de la firma de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, los países han adoptado medidas para integrar los objetivos y las metas en sus planes nacionales de desarrollo y alinear las normativas y las instituciones que los respaldan. (…) Como acordaron los Estados Miembros, estos desafíos y compromisos están interrelacionados y requieren soluciones integradas. Por lo tanto, es imperativo adoptar una visión holística de la Agenda 2030 e identificar las áreas más afectadas para poder llevar a cabo intervenciones dirigidas”578. El cambio climático se señala como el área que requiere medidas más urgentes, mediante la reducción de las emisiones de gases de efecto invernadero, junto con el aumento de la desigualdad entre y dentro de los países –concentrándose la pobreza, el hambre, y las enfermedades en los grupos de personas más vulnerables-. Incluido en los 17 Objetivos de Desarrollo Sostenible, -erradicación de la pobreza (1), poner fin al hambre (2), garantizar salud y bienestar (3), garantizar la enseñanza (4), lograr la igualdad entre géneros (5), garantizar la disponibilidad del agua (6), garantizar el acceso a la energía (7), promover el crecimiento económico sostenible (8), construir infraestructuras y promover la industrialización (9), reducir la desigualdad entre países (10), garantizar un consumo sostenible (12), combatir el cambio climático (13), conservar océanos y mares (14), proteger los ecosistemas terrestres (15), promover sociedades pacíficas e inclusivas (16), fortalecer la implementación y la alianza mundial para el desarrollo sostenible (17)-, el objetivo número 11 centra su visión en la idea de “lograr que las ciudades y los asentamientos humanos sean inclusivos, seguros, resilientes y sostenibles”, poniendo por primera vez, de forma clara y contundente, en el que es el principal documento programático global, el desarrollo urbano como uno de los objetivos que debe perseguir la sociedad internacional, y en especial los Estados. La interrelación e interdependencia de los 17 ODS pone así a la ciudad como uno de los epicentros de las transformaciones mundiales. La urbanización es asumida como un fenómeno global, atendiendo a que desde 2007 más del 50% de la población mundial, -3.500 millones de personas- reside en entornos urbanos, en continua progresión que llevará que en 2030 más del 60% de la población mundial resida en ciudades; al tiempo que atiende a que las ciudades son las principales generadores del crecimiento económico, con una aportación de 60% del PIB mundial; pero además, son también uno de los principales focos de emisiones de carbono (un 70%), y consumen más de un 60% de los recursos del planeta. El crecimiento urbano incontrolado, producto de la velocidad global de los procesos de urbanización, es detectado como causa no solo de pobreza y exclusión, si no de infraestructuras y servicios inadecuados, así como de altas tasas de generación de residuos, de contaminación y emisiones.

			Entre las Metas perseguidas para lograr este ODS 11 encontramos: el asegurar a todas las personas el acceso a la vivienda y servicios básicos (11.1); lograr una movilidad urbana sostenible (11.2); desarrollar una planificación urbana inclusiva, sostenible y participativa (11.3); la protección del patrimonio cultural y natural (11.4), reducción de las muertes y daños provocados por desastres (11.5); reducir el impacto ambiental negativo con la gestión de los residuos y la calidad del aire (11.6); proporcionar espacios públicos seguros e inclusivos (11.7); apoyar la planificación del desarrollo nacional y regional desde la ciudad (11.a); la implementación de políticas y planes urbanos destinados a la implementación de los ODS (11.b); y ayudar a los países que lo necesiten a la construcción sostenible y resiliente.

			Si el futuro de gran parte de la población será crecientemente urbano, la ciudad, las ciudades, deben dar respuesta al conjunto de los 17 ODS, asumiendo el reto de reducir la desigualdad (828 millones de personas viven en barrios marginales), el elevado consumo energético de fuentes no renovables y el alto nivel de contaminación. 

			Sin embargo, la ciudad, lo urbano, aparece en este contexto de los ODS como una respuesta eficiente a la consecución de los mismos, al tratarse de un concentración humana tan elevada, que sin embargo tan solo ocupa el 3% de la superficie terrestre, al tiempo que genera un excedente de producción, así como una elevada capacidad de conocimiento e innovación, que con las nuevas tecnologías interconectadas y colaborativas, en un proceso de transición digital, pude dar respuesta a los grandes retos globales.

			Esta es la filosofía que asume y sirve de base y presupuesto a “Hábitat III”. Efectivamente, en Quito (Ecuador), del 17 al 20 de octubre de 2016 se celebró la Conferencia de las Naciones Unidas sobre la Vivienda y el Desarrollo Urbano Sostenible, conocida como “Hábitat III”579 , que supuso un cambio radical, un giro copernicano, en la concepción de la ciudad y del entorno urbano a nivel global. Desde 1976, cada 20 años, se celebraba esta Conferencia de Naciones Unidas, la primera en Vancouver580 y la segunda en Estambul581, coincidiendo este año con la todavía reciente adopción de los ODS, siendo una de las primeras cumbres mundiales que se celebraron tras los mismos.

			La conferencia final de Quito, que reunió a 30 mil participantes –de delegaciones gubernamentales nacionales, regionales y locales, organizaciones no gubernamentales, técnicos y representantes de la sociedad civil-, vino precedida por un intenso trabajo preparatorio bajo la dirección de Joan Clos, Secretario General de Hábitat-ONU. El Comité Preparatorio se reunió por primera vez del 17 al 18 de septiembre de 2014 en New York582; el año siguiente en Nairobi (Kenia) del 14 al 16 de abril de 2015583; y la tercera y última, en Surabaya (Indonesia) del 25 al 27 de julio de 2016584. El objetivo y el resultado de Hábitat III fue la adopción de la llamada “Nueva Agenda Urbana”, como documento programático con un horizonte de 2016 – 2036, texto que fue posteriormente adoptado como Resolución por la Asamblea General de las Naciones Unidas en diciembre de 2016585.

			Podemos hablar de la Nueva Agenda Urbana –Hábitat III–, como la traslación de los ODS a las ciudades, y no como el mero desarrollo en exclusiva del Objetivo núm. 11, pues son todos los Objetivos los que encuentran, en lo referido a las ciudades, entendidas como el espacio urbano, las concreciones para su efectiva implementación. Y la piedra angular de todo ello es la concepción de las ciudades como el espacio paradigmático donde los retos planteados por los ODS pueden y deben encontrar respuesta. El salto cualitativo se da en el cambio de concepción que representa dejar de hablar de las ciudades como fuente de contaminación, emisiones, residuos, pobreza, exclusión y gasto energético, para plantearse que “hemos llegado al momento decisivo en el que entendemos que las ciudades pueden ser fuente de soluciones a los problemas a que se enfrenta nuestro mundo en la actualidad, y no su causa. Si está bien planificada y bien gestionada, la urbanización puede ser un instrumento poderoso para lograr el desarrollo sostenible, tanto en los países en desarrollo como en los países desarrollados”586. 

			La Nueva Agenda Urbana se configura en dos grandes documentos: la Declaración de Quito sobre Ciudades y Asentamientos Humanos Sostenibles para Todos, y el Plan de aplicación de Quito para la Nueva Agenda Urbana, que define los parámetros para las ciudades. Es importante destacar su carácter programático, no jurídicamente vinculante, y su condición de marco estratégico, centrado en la idea de considerar la urbanización y el desarrollo urbano como el medio más eficaz para la consecución de los ODS.

			Es la Nueva Agenda Urbana la que asume el concepto de “el derecho a la ciudad”, entendido como la capacidad de participar en el diseño y la gestión del espacio urbano desde un horizonte que es definido con la idea de que “Compartimos el ideal de una ciudad para todos, refiriéndonos a la igualdad en el uso y el disfrute de las ciudades y los asentamientos humanos y buscando promover la inclusividad y garantizar que todos los habitantes, tanto de las generaciones presentes como futuras, sin discriminación de ningún tipo, puedan crear ciudades y asentamientos humanos justos, seguros, sanos, accesibles, asequibles, resilientes y sostenibles y habitar en ellos, a fin de promover la prosperidad y la calidad de vida para todos”587.

			Y asume finalmente la concepción de las smart cities, las ciudades inteligentes, como referente para aprovechar las potencialidades de la transición digital para la consecución en las ciudades y mediante el desarrollo urbano, los objetivos de Desarrollo Sostenible de las Naciones Unidas, al afirmar que “Nos comprometemos a adoptar un planteamiento de ciudad inteligente que aproveche las oportunidades de la digitalización, energía limpia y las tecnologías, así como transporte innovador, proporcionando así a los habitantes opciones medioambientalmente mejores, favoreciendo el crecimiento económico sostenible y mejorando la provisión de servicios urbanos”588.

			2. La Agenda Urbana Europea 

			Tal como hemos referido las ciudades devienen el epicentro de un conjunto amplio de transformaciones globales y a su vez, la Nueva Agenda Urbana Hábitat III de la ONU las contempla como el espacio donde buscar las respuestas a los retos globales que plantean los ODS, sin embargo, los procesos de urbanización y la progresiva concentración de la población en asentamientos urbanos, responde a lógicas regionales y continentales claramente diferenciables. La Unión Europea buscó rápidamente concretar Hábitat III en un documento programático que recogiera las estrategias europeas, dando nacimiento a la llamada Agenda Urbana Europea.

			La Agenda Urbana Europea, bajo el impulso de la Comisión Europea –en colaboración con otras instituciones y órganos de la Unión Europea, los gobiernos nacionales, locales y actores de la sociedad civil-, se plantea tres grandes líneas de trabajo basadas en (1) dotar la planificación y el desarrollo urbano de una mejor legislación, (2) mejorar los programas de financiación europea destinados a las ciudades, y (3) compartir entre los actores implicados conocimientos (datos, estudios, buenas prácticas).

			En la primera década del Siglo XX Reuniones Informales de Ministros de la Unión Europea iniciaron un marco de cooperación intergubernamental en torno a la sostenibilidad en las ciudades europeas, produciendo un conjunto de documentos programáticos de diferente alcance589, que desencadenaron en la convocatoria del Encuentro Informal de Ministros sobre Desarrollo Urbano y Cohesión Territorial que se celebró en Leipzig los días 24 y 25 de mayo de 2007 y en el que se adoptó la Carta de Leipzig Sobre Ciudades Europeas Sostenibles590, y la Agenda Territorial Europea de 2007, con la idea de introducir la dimensión territorial urbana en la estrategia europea para dotar de mejor coherencia las políticas europeas y nacionales de desarrollo territorial. En la misma línea y bajo la Presidencia Húngara en 2011 se adoptará denominada  Agenda Territorial de la Unión Europea 2020591. Es en Marsella en 2008, cuando la Reunión Informal de Ministros de Desarrollo Urbano592 centra la lectura de la Carta de Leipzig en la sostenibilidad y la lucha contra cambio climático, acordando desarrollar el llamado Marco Europeo de Referencia para la Ciudad Sostenible593, ideado como un instrumento operativo y voluntario en el cual basarse y tener referencias para la planificación sostenible de las ciudades europeas.

			Bajo la Presidencia Española del primer semestre de 2010 se celebró la 18ª Reunión Informal de Ministros de Vivienda y de Desarrollo Urbano adoptándose la Declaración de Toledo594, en la que la Unión Europea se plantea como dar respuesta a los retos urbanos de las ciudades buscando un desarrollo urbano más inteligente, sostenible y socialmente inclusivo, que se plasme en una Agenda Urbana Europea, afirmando que: “parece adecuado comenzar a establecer líneas estratégicas de continuidad y de coordinación entre las sucesivas presidencias, caminando hacia la elaboración futura de un programa de trabajo conjunto o “Agenda Urbana Europea” que habrá de irse madurando progresivamente hasta tomar su forma definitiva”. 

			Este ya denominado “Acervo Urbano” (Urban Acquis) de la Unión Europea configura una creciente política urbana europea que se ha concretado principalmente en el Pacto de Ámsterdam595, aprobado en la Reunión Informal de Ministros responsables de Desarrollo Urbano que se celebró el 30 de mayo de 2016 y que activo la Agenda Urbana Europea, encontrando un notable impulso a su desarrollo en la Declaración de Bucarest596.

			 La Agenda Urbana Europea, establecida en el Pacto de Ámsterdam recoge un conjunto de 12 líneas o áreas prioritarias de trabajo para las ciudades, (1) calidad del aire, (2) economía circular, (3) adaptación al cambio climático, (4) transición digital (5) transición energética, (6) vivienda, (7) inclusión de los migrantes y los refugiados, (8) contratación pública innovadora y responsable, (9) puestos de trabajo y capacidades en la economía local, (10) uso sostenible de las tierras y soluciones basadas en la naturaleza, (11) movilidad urbana, y (12) pobreza urbana.

			La Agenda Urbana Europa actúa como marco para el desarrollo de las Agendas Urbanas nacionales, que nacen así orientadas a alinearse estratégicamente con la Agenda Europa dotando de coherencia al acervo urbano europeo y enfocando los proyectos urbanos a la captación competitiva de fondos europeos. En este contexto se ha desarrollado la Agenda Urbana española597.

			III. CIUDADES POST-COVID

			Las ciudades europeas han jugado un papel determinante en la respuesta a las consecuencias de la pandemia de la Covid-19, dando una clara muestra de su fortaleza, protagonismo, así como de su voluntad de protección a su ciudadanía. Y es en este contexto de la crisis provocada por la pandemia donde cuestiones como el acceso a la vivienda, la movilidad sostenible, el urbanismo y las medidas de higienismo y distancia social, la generación de residuos y la economía circular, la generación y distribución de energías limpias, o el papel de las nuevas tecnologías interconectadas y colaborativas, entre otras han emergido, con más contundencia si cabe, al debate público y ciudadano. En cierta manera la crisis de la Covid-19 obliga a repensar algunos de los paradigmas sobre los que se construía el desarrollo urbano europeo, pero sobre todo, la ciudad ofrece un escenario de recuperación y reconstrucción basado en las lógicas de la descarbonización de la producción y el consumo, y de la transformación digital aplicada a la prestación de servicios urbanos, para unos asentamientos urbanos más sostenibles e inteligentes598.

			Asimismo, con la pandemia se han generado un contexto de oportunidad para que las ciudades europeas puedan tener un mejor y mayor participación en la asignación de fondos de la Unión Europea, en el Marco Financiero Plurianual y el Plan de Recuperación para Europa posterior a 2020.

			Pero hay que señalar también algunos hándicaps importantes frente a la propagación de epidemias que presenta la ciudad: Los acelerados procesos de urbanización y el asentamiento de personas provenientes de zonas rulares a la ciudad, una constante del Siglo pasado, ha provocado una elevada densidad de población que determina la proximidad entre las personas, las altas concentraciones de personas en espacios cerrados, elevadas necesidades de movilidad urbana, y una gran permeabilidad por la llegada de personas y productos del conjunto del planeta.

			1. Ciudades sostenibles y el reto de la movilidad urbana y la peatonalización tras la Covid-19 

			La lucha contra el cambio climático y la descarbonización de las ciudades se había situado en la pre-pandemia como uno de los principales objetivos de las mismas. La crisis de la pandemia de la Covid-19 sitúa en nuestro imaginario político la necesidad urgente de reconciliarnos con el medio natural poniendo fin al expolio al que hemos sometido al planeta las últimas décadas. La mejora de la calidad del aire urbano durante los periodos de confinamiento obligatorio ha puesto en la agenda política de la ciudad la necesidad de adecuarnos a formas de vida más saludables reduciendo la contaminación atmosférica, sonora y lumínica de nuestras urbes. Y junto a ello, la necesidad de un nuevo urbanismo que permita la coexistencia de espacios verdes y una menor densidad urbana, con espacios más amplios para el desplazamiento peatonal, y mayor adecuación a las necesidades de distancia social que imponen las situaciones de pandemia.

			La movilidad urbana, a menudo organizada en medios de transporte publico densamente ocupados que generan desplazamientos centro-periferia y inter-periferias, se verá ahora complementada con políticas de peatonalización y el impulso y la promoción de aquellos medios que permitan el desplazamiento individual de forma limpia; así la peatonalización se incorporará a las políticas de movilidad sostenible, mejorando la relación proporcional entre el espacio destinado a los vehículos motorizados y el destinado a los peatones, y convirtiendo en amable la experiencia de estos en la ciudad y actuando como un incentivador del comercio de proximidad599.

			2. Ciudades Inteligentes: Redes, interconectividad y datos para responder a una crisis

			Con el proceso de urbanización y la creciente concentración de la población mundial en ciudades, asistimos a un nuevo periodo en la planificación, desarrollo y gestión de la ciudad, caracterizado por la utilización de nuevos instrumentos tecnológicos, basados en la interconectividad y la generación masiva de datos –Big Data-, el Internet of Thinks (IoT), que permite el dialogo directo entre diferentes dispositivos, y el desarrollo de las diversas formas de Inteligencia Artificial (IA). Este nuevo modelo presenta como categoría aspiracional lo que ha dado en llamase una ciudad inteligente (Smart City). Sus principal característica sería el aprovechamiento del Big Data y de los dispositivos interconectados no tan solo para una mejor y más eficaz gestión de los servicios urbanos, sino también para una planificación estratégica de las ciudades que permita buscar soluciones a nuevas necesidades de la ciudadanía dando respuesta a los retos democráticos, de sostenibilidad y de desarrollo urbano que tienen planteados las ciudades. Y sin duda, la pandemia de la Covid-19 ha hecho emerger algunas nuevas necesidades de convivencia en las ciudades que demandan de soluciones tecnológicas inteligentes imposibles de obtener respuestas satisfactorias sin las mismas. Estas nuevas necesidades que suponen nuevas aplicaciones de tecnología digital cambiarán –radicalmente- los procesos de diseño y gestión de ciudades y nuestra relación con ellas.

			Emergen progresivamente así, en nuestras ciudades, tecnologías aplicadas al desarrollo urbano basadas en la inteligencia, tales como el empleo de imágenes satelitales, la geolocalización de los sensores, el modelado 3D para gemelos digitales, imágenes visuales de google street maps, técnicas de mapeo térmico, cámaras de identificación facial, vehículos autónomos, sensores lumínicos, climatológicos, térmicos, y de la contaminación, con capacidad de respuesta,…

			Los desafíos sociales y colectivos a los que nos enfrentamos por la pandemia de la Covid-19 hoy multiplican su magnitud a la luz y con la conciencia de cómo el cambio climático y el calentamiento global afectan a nuestra salud y la vida de nuestros ecosistemas, y como en un mundo con múltiples interacciones globales la propagación de pandemias es mucho más elevada que en sociedades cerradas y estáticas.

			La idea del ciudadano como sensor, que dotado de un teléfono inteligente genera datos de su movilidad y de su actividad de forma continua y permanente, complementando así la recogida de una elevadísima cantidad de datos generados por los dispositivos tecnológicos que gestionan los diferentes servicios urbanos (suministros, movilidad, aparcamiento, iluminación, recogida de residuos, ….), nos sitúa ante una cantidad inmensa de flujos de información y datos que nos permiten tener un conocimiento casi instantáneo de la dinámica de la realidad urbana, y así poder tomar decisiones más eficaces y adecuadas.

			El uso urbano de dispositivos para el control de la pandemia ha estado presente en muchas ciudades para poder conocer los flujos de movilidad de sus habitantes, sus interacciones, y recibir información de la misma y de las formas de actuar. La posibilidad de ser avisados de contactos con personas portadoras del virus, poder detectar “zonas limpias”, y poder organizar y ordenar un mejor funcionamiento de las actividades urbanas. En España el denominado Radar COVID se basa en el diseño de una aplicación Mobil para ayudar al control de la propagación de la Covid-19 por medio de la tecnología Bluetooth, para la identificación de los posibles contactos estrechos de casos confirmados de Covid-19. La pandemia ha supuesto una aceleración en el uso inteligente de nuevas tecnologías interconectadas y colaborativas basadas, entre otros en la geolocalización de los móviles por los operadores de telecomunicaciones, la geolocalización de los móviles a partir de redes sociales, la generación de Apps, webs y chatbots para auto-test o cita previa, las Apps de información voluntaria de contagios (COVapps), las Apps de seguimiento de contactos por bluetooth (Contact trace apps), los llamados “Pasaportes de inmunidad”, o el uso de cámaras de infrarrojos para lecturas masivas de temperatura, por ejemplo. Tecnologías y aplicativos que puestos en práctica en una situación acelerada y forzada de estrés, permitirán su rápida adaptación a otras funciones sociales y económico-comerciales a las que hubieran tardado en llegar, abriéndose nuevos campos para su rápida aplicación a la prestación de servicios urbanos. Al tiempo la progresiva implantación de telemedicina, también ha sufrido un avance considerable y una aceleración, al generalizarse su uso para evitar la congestión hospitalaria y de la atención primaria, evitando situaciones de riesgo pandémico con la ruptura del confinamiento. 

			Sin embargo, como ha indicado acertadamente la Unidad de Evaluación y Estudios Tecnológicos de la Agencia Española de Protección de Datos, “antes de implementar soluciones tecnológicas para enfrentarnos a la Covid-19 es imprescindible que éstas se encuentren integradas en el marco de una estrategia de medidas jurídicas y organizativas realistas, eficaces, basadas en criterios científicos, legítimas y proporcionales. La proporcionalidad se establece mediante un análisis del coste y el beneficio para la sociedad y los derechos y libertades del individuo. El beneficio tendrá que medirse en función de una menor propagación de la infección en términos globales, con la posibilidad de recuperar la libertad de acción, y una protección de la salud de los individuos. Los datos de salud tienen un alto valor, por lo que hay que prevenir que, aprovechando la incertidumbre que provoca una situación de emergencia, se produzcan abusos por parte de terceros que conduzcan a situaciones de pérdida de libertades, discriminación u otros daños en la situación personal de los ciudadanos”600. Las ciudades se enfrentan de forma repentina a la necesidad de dar respuesta efectiva no tan solo tecnológica en términos de conectividad e interoperatividad, sino sobretodo ética y jurídica, sobre cuestiones de identidad digital y privacidad.

			3. Desarrollo urbano y vivienda como ejes de salud pública y comunitaria en situación de pandemia. 

			Entre otras prioridades, la pandemia ha puesto también en la agenda política urbana, la necesidad de reestructurar la densidad de la ciudad y la de repensar el diseño de nuestros edificios y ciudades. Hoy somos más conscientes que nunca de las fracturas sociales que el urbanismo articula. El hacinamiento de la población con trabajos y salarios más precarios, con grupos familiares multigeneracionales, y con trabajos que exigen la interacción con otros, se produce habitualmente en barrios dotados con escasos servicios y con una (des)ordenación espacial que no facilita la adopción de medidas para evitar contagios.

			Garantizar una vivienda digna y saludable emerge también como uno de los vectores, en plena crisis pandémica, asociado a la idea de reclamar a las personas largos periodos de confinamiento en sus hogares. Como ha afirmado Leilani Farha, Relatora especial de la ONU sobre el derecho a una vivienda adecuada: “La vivienda se ha convertido en la defensa de primera línea contra el coronavirus. El hogar nunca antes había sido una cuestión de vida o muerte. (…)Al garantizar el acceso a una vivienda segura con un saneamiento adecuado, los Estados no solo protegerán las vidas de las personas sin hogar o que viven en asentamientos informales, sino que ayudarán a proteger a la población mundial al aplanar la curva de Covid-19”601. Calcula que en torno a 1.800 millones de personas en todo el planeta viven en situaciones de indigencia y con viviendas inadecuadas, y en muchas ocasiones en nocivas condiciones de hacinamiento, sin tener un adecuado acceso al agua y a medidas de saneamiento, aumentando así su extrema vulnerabilidad ante la pandemia, lo que se agrava frecuentemente al asociarse a otros problemas previos de salud. 

			IV. LAS CIUDADES EPICENTRO DE CAMBIOS GLOBALES

			1. La emergencia de la resiliencia urbana

			El concepto de resiliencia urbana, que ya estaba presente hace años en el lenguaje y en estrategias urbanas, ha emergido con innegable fuerza en el contexto de la pandemia de la Covid-19 en la plantificación y gestión de las ciudades. Es un concepto que las ciencias humanas y sociales absorben de la ingeniería y de la ciencia de los materiales, referido a la energía de deformación que puede recuperarse cuando deja de ejercerse la fuerza que causa esa deformación, y que en psicología humana se utiliza para definir la capacidad de retornar al estado inicial tras sufrir un fenómeno traumático. El concepto nos remite, en lógica urbana, a la  capacidad de las ciudades, entendidas como ecosistemas multifuncionales, para absorber incidencias y perturbaciones, sin trastocar de forma significativa su estructura, dinámica y la prestación de servicios (su funcionalidad). Aparece aquí una primera contradicción, pues sin duda, y es la tesis de este artículo, las ciudades modificaran su estructura y su funcionalidad con la crisis provocada por la Covid-19 –nada volverá a ser lo mismo en cuestiones de sostenibilidad, movilidad, participación, espacio público, producción y distribución de productos…-, pero buscaremos modelos de planificación y gestión urbana que permitan que las incidencias –ya sean pandemias, desastres naturales o graves incidencias provocadas por la acción humana- alteren el menor tiempo posible y con la menor incidencia posible el funcionamiento “armónico” de la actividad de la ciudad, sin alterar la estructura y funcionalidad de la misma. Se trata de prevenir y minimizar los efectos e impactos negativos de situaciones excepcionales retornando lo más rápidamente posible a la “normalidad” urbana, reduciendo la vulnerabilidad de la ciudad, anticipándose a los riesgos, mejorando las capacidades de respuesta y permitiendo una más eficaz toma de decisiones fundamentada en datos y conocimiento de la realidad.

			La resiliencia aparece como uno de los objetivos de la Nueva Agenda Urbana Hábitat III, al afirmar: “77. Nos comprometemos a fortalecer la resiliencia de las ciudades y los asentamientos humanos, en particular mediante una planificación espacial y un desarrollo de infraestructuras de calidad, mediante la adopción y aplicación de políticas y planes integrados en los que se tengan en cuenta la edad y el género y enfoques basados en los ecosistemas, en consonancia con el Marco de Sendái para la Reducción del Riesgo de Desastres 2015- 2030 y mediante la incorporación de una perspectiva holística y fundamentada en datos en la gestión y la reducción del riesgo de desastres a todos los niveles para reducir la vulnerabilidad y el riesgo, especialmente en las zonas propensas a los riesgos de los asentamientos formales e informales, incluidos los barrios marginales, y para permitir que las familias, las comunidades, las instituciones y los servicios se preparen para las repercusiones de los peligros, reaccionen a ellas, se adapten y se recuperen con rapidez, incluidos los peligros de crisis súbitas y los derivados de las tensiones latentes”. Así, ONU-Hábitat ha puesto en funcionamiento el programa “City Resilience Profiling Programme”; también, la Oficina de las Naciones Unidas para la Reducción del Riesgo de Desastres (UNISDIR)  desarrolla la campaña “Making Cities Resilient”; y la Rockefeller Foundation, o la red de ciudades C40 tienen asimismo programas específicos sobre resiliencia. 

			Los principales aspectos que abordan las estrategias de resiliencia urbana son: los test de stress de las grandes infraestructuras, la planificación urbana y la edificación, la red de transporte y sus nodos de interconexión, la digitalización y gestión inteligente de los suministros y servicios urbanos, así como las aplicaciones participativas y colaborativas para los ciudadanos602.

			Como señala, Mark J Nieuwenhuijsen, Director de la Iniciativa de Planificación Urbana, Medio Ambiente y Salud, y jefe del programa de Contaminación Atmosférica y Entorno Urbano del Instituto de Salud Global de Barcelona: “Es posible que las medidas de resiliencia no eliminen por completo la Covid-19, pero pueden reducir el riesgo de transmisión y de enfermedad. La resiliencia personal y comunitaria van de la mano, y nuestras comunidades determinan nuestros comportamientos. Se requieren mayores esfuerzos para construir ciudades sostenibles, habitables y resilientes que promuevan una ciudadanía más resiliente y sana. Tales medidas darían como resultado impactos a largo plazo en nuestras ciudades y sus habitantes”603.

			2. Producción, consumo y economía circular en las ciudades post-COVID 

			La crisis provocada por la pandemia ha alterado gran parte de los grandes conceptos sobre los que se fundamentaba el proceso de globalización, y entre otros ha cuestionado la elevada dependencia de la deslocalización de la producción de las mercancías sanitarias, alimentarias y de primera necesidad. Ideas como proximidad y kilómetro cero, soberanía alimentaria, seguridad alimentaria y autoabastecimiento de las ciudades, han cobrado un inusitado protagonismo, del que no queda exento la generación de energías limpias y renovables, y la eficiencia en su uso.  Son constantes las reflexiones e intervenciones, todavía en fases muy iniciales, que frente al mito de la especialización territorial, plantean estrategias de diversificación económica y industrial, evitar la híperdependencia de sectores concretos (como puede ser el turismo), así como el impulso a programas que incentiven el producto de proximidad, el comercio local y la distribución sostenible de última milla. Junto a ello, tras el confinamiento y el parón y cierre económico que ha conllevado, serán necesarios amplios programas de recuperación y reactivación de la vida económica y comercial, en una lógica nueva, en los que ya se está trabajando604.

			Combinar alquímicamente las ideas inspiradoras de la lógica del RIS3 (Research and Innovation Smart Specialisation Strategy), la Estrategia de Especialización Inteligente en Investigación e Innovación, -basados en la especialización y focalización local/regional en ámbitos productivos que cuenten con una masa crítica de conocimiento agregado y que se presenten en un mundo global como potencialmente competitivos-, con esta emergencia de los valores de la proximidad y la sostenibilidad, será uno de los retos estratégicos de los fondos europeos para la reconstrucción económica Next Generation EU, -en la lógica de la economía circular-.

			Efectivamente, la economía circular es concebida desde la Unión Europa como un modelo de producción y consumo basado en las ideas de “compartir, alquilar, reutilizar, reparar, renovar y reciclar materiales y productos existentes todas las veces que sea posible para crear un valor añadido”, con el objetivo de ampliar y racionalizar el ciclo de vida de los productos, reduciendo o eliminando los residuos, manteniendo su vida útil sin expulsarlos del ciclo económico, creando así valor adicional, frente a la llamada “economía lineal” basada en el paradigma de “usar y tirar”, con ideas de obsolescencia programada.

			3. Un nuevo urbanismo higienista post-COVID

			Durante el siglo XIX y su tránsito hacia el XX, las ciudades vivieron un movimiento amplio de nueva planificación urbana, en gran parte provocado por la exigencia de condiciones de vida más saludable, ante la alta mortalidad y penuria generadas por las pandemias, pero también por la necesidad de nuevo suelo urbano, y la mejora de las condiciones sociales del lumpen-proletariado hacinado fuera de las murallas en condiciones de muy alta insalubridad, en torno a las fábricas605. En cierta manera, asistimos a un neo-higienismo que llama a un replanteamiento del espacio urbano; finalmente, la situación de pandemia por la Covid-19 ha llevado a una amplia deliberación sobre las transformaciones urbanas, tanto puntuales como estructurales, que hagan más eficientes el urbanismo, los espacios públicos y las zonas verdes, para evitar los contagios y elevar la calidad de vida de la ciudad606. 

			La relación entre trasporte privado, transporte público urbano y peatonalización ha sido otro de los vectores de discusión, y con ellos elementos de desarrollo urbano como son dimensiones de las aceras, o la diversificación de los usos de las vías rodadas. El aumento del vehículo individual y las dificultades de adaptar el transporte público a exigencias del confinamiento y la distancia social ante la pandemia, buscando como conjugar la promoción del trasporte público y la progresiva expulsión del vehículo privado del espacio urbano con los requerimientos de salud pública. Tanto la peatonalización como los vehículos alternativos de tracción humana o eléctrica –bicicletas, patinetes,…- han cobrado en este contexto un intenso protagonismo607.

			Como señala el Dr. Fernando Murillo, de la Fundación Tejido Urbano: “Cabe preguntarse si la COVID producirá cambios sustantivos, o si todo volverá a lo mismo o, aún peor, a la profundización de las diferencias socio-habitacionales. (…) Existe un consenso entre los profesionales del hábitat en la necesidad de un cambio de paradigma que lleve al diseño de sistemas de ciudades y territorios propios del siglo XXI, en los cuales las normativas, la técnica y la tecnología se pongan al servicio de asegurar que los recursos esenciales para la vida estén garantizados para todos sus habitantes”608

			V. CONCLUSIONES

			Igual que en anteriores pandemias las primeras actuaciones de salud comunitaria llevaron en el Siglo XIX a plantearse el desarrollo urbano repensando las ciudades y su funcionalidad, la crisis de la Covid-19 actúa como un acelerador de algunas de las lógicas fundamentadotas de las nuevas Agendas Urbanas, como son la lucha descarbonizadora contra el cambio climático, la transición digital, la economía circular y gobernanza multinivel participativa. La densidad urbana, en si misma considerada, forma base de la lógica conceptual de lo urbano frente a lo rural, y no es una fuente ineludible de problemas frente a pandemias tipo Covid-19; el hacinamiento en cambio –que tiene que ver con las condiciones de vivienda y espacio público y con los servicios urbanos, y en especial los sociales-, si que nos remite a modelos urbanos descontextualizados de las lógicas de Hábitat III y de la Agenda Urbana Europea, junto con la deslocalización abusiva de la producción, y la progresiva deshumanización urbana.
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					605	 “Las investigaciones de los médicos y científicos coincidían en que las condiciones insalubres en las que vivía gran parte de la población eran, junto con la desnutrición, causa directa de las enfermedades. El higienismo sentó el germen de un nuevo modelo de ciudad que ha imperado desde entonces. El urbanismo, sanador e higienista, se basó en el Sol y la ventilación, optó por calles rectilíneas y amplias frente a callejas laberínticas y estrechas, por la mejora de las infraestructuras de agua, por la incorporación de espacios verdes –bulevares arbolados, parques públicos–, por la ordenación de la venta de alimentos –nuevos mercados–, por el alejamiento de las industrias nocivas, mataderos y cementerios, etc”, en Rosa Cervera, “Un cambio de modelo urbano, ya”, disponible en <https://elcultural.com/un-cambio-de-modelo-urbano-ya> [última consulta el 12 de octubre de 2020].

				

				
					606	 Vid, por ejemplo, Rafael Córdoba-Hernández, Cristina Fernández-Ramírez, Agustín Hernández-Aja, Gonzalo Sánchez-Toscano Salgado, y José Manuelgómez-Giménez, J.: “Áreas Urbanas frente a Barrios. Análisis de las características urbanas ante el reto de la ciudad post-COVID19: el caso de Madrid”, Revista Ciudad y Territorio - Estudios Territoriales, (CyTET), otoño 2020, Págs. 665-684., disponible en <https://doi.org/10.37230/CyTET.2020.205.13.2> [última consulta el 12 de octubre de 2020].

				

				
					607	 En este sentido, Vid. Lucy Budd & Stephen Ison: “Responsible Transport: A post-COVID agenda for transport policy and practice”, Transportation Research Interdisciplinary Perspectives, 6 (2020) 100151, disponible en <http://dx.doi.org/10.1016/j.trip.2020.100151> [última consulta el 12 de octubre de 2020].

				

				
					608	 Fernando Murillo, “Post-COVID y la Nueva Agenda Urbana: ¿Hacia un neo-higienismo?“, disponible en, <https://tejidourbano.net/post-covid-y-la-nueva-agenda-urbana-hacia-un-neo-higienismo/>, [última consulta el 12 de octubre de 2020].
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